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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano.
Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretaria accidental, la señora Milena Karelovic Ríos.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 23ª y 24ª, ambas ordinarias, en 7 y 8 de junio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

La señora KARELOVIC (Prosecretaria accidental).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (boletín N° 6.152-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz (boletín N° 6.800-03).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer acerca del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (boletín N° 7.636-09).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en relación con el requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete señores Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (boletín N° 6.426-10), aprobado por el Congreso Nacional.



Con los dos siguientes remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso primero del artículo 75 de la ley N° 18.695, y en el requerimiento de inconstitucionalidad respecto del inciso quinto del artículo 38 de la ley N° 18.933 y de los artículos 2° de la ley N° 20.015 y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres últimos envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933, que corresponde actualmente al 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro subrogante de Defensa Nacional, con el que da respuesta a una solicitud de información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, sobre el planteamiento de la Armada de Chile en el procedimiento que autorizó a la empresa Acuimag para instalar cinco plantas incineradoras de peces muertos en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el que responde una petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la inclusión, en las bases de licitación o en los contratos de obras de reconstrucción, de cláusulas que exijan una cuota determinada de trabajadores de la Región correspondiente.



Dos del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:



Con el primero da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma, relativo a medidas para evitar que realizaciones culturales sean afectadas por cuestionamientos efectuados desde una óptica distinta a la creación artística (boletín Nº S 1.353-12).



Con el segundo contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Chahuán y Hernán Larraín, sobre derecho sindical a favor del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile (boletín Nº S 1.342-12).



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que informa que la petición enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, referente al otorgamiento de un premio de honor especial a don Vicente Bianchi Alarcón, ha sido remitida al señor Ministro de Educación para su consideración y estudio.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que da respuesta a la petición de información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las tasas de interés máximo convencional de las tarjetas de crédito que cobran las instituciones fiscalizadas por esa entidad.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros, con el que responde una solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, tocante a las medidas adoptadas por dicha entidad ante la situación que enfrenta la empresa La Polar S.A.



Del señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, con el que contesta una solicitud, cursada en nombre del Senador señor Frei, en orden a considerar las proposiciones de la Asociación Nacional de Funcionarios de dicha Secretaría de Estado en el proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su fiscalización.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, a través del cual atiende la petición, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, para que se dé a conocer un planteamiento institucional ante solicitud de compensación por la derogación del beneficio de los quinquenios penitenciarios.



De la señora Directora del Trabajo, con el que responde una solicitud de antecedentes, realizada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre los efectos que tienen en la salud humana los trabajos en altitud.



Del señor Intendente Regional de Los Ríos, por medio del cual atiende una petición, cursada en nombre del Senador señor Frei, en cuanto al establecimiento de una legislación de protección de suelos agrícolas en función de su capacidad productiva.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Antofagasta, con el que da respuesta a una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Cantero, respecto de las situaciones expuestas por la señora Gisella Tamara Avaria Flores.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, que aumenta las penas por manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol (boletín N° 7.266-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante (boletín N° 7.687-02) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Escalona y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley respecto de prioridad para empresas regionales en licitaciones realizadas por organismos públicos (boletín N° 7.717-05) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis y Patricio Walker, con la que inician un proyecto de ley sobre beneficio tributario para empleadores de zonas extremas.



--Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto de dicho artículo.



Moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo a las bases de cálculo de las indemnizaciones por años de servicio.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo prescrito en el N° 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Patricio Walker y Zaldívar, referente al cumplimiento de compromisos internacionales en materia de desminado (boletín N° S 1.369-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



De los Senadores señor Gómez, señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Patricio Walker y Zaldívar, respecto de la ratificación del Convenio N° 176 de la OIT, sobre seguridad y salud en las minas (boletín N° S 1.370-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señala, todas del presente año:



1.- Senador señor Letelier, a contar del 13 de junio.



2.- Senador señor Tuma, entre el 13 y el 14 de junio.



3.- Senador señor Hernán Larraín, el 14 de junio.



4.- Senador señor Kuschel, entre el 14 y el 15 de junio.



--Se accede a lo solicitado.

La señora KARELOVIC (Prosecretaria accidental).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes asuntos:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, Carlos Larraín y Horvath, referido a la ley promulgada por el Gobierno boliviano sobre saneamiento de vehículos (boletín N° S 1.371-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para el Tiempo de Votaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para referirse a ella, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, se ha dado cuenta del informe recaído en el proyecto de ley relativo al aumento de plazas en el grado de Contraalmirante, aprobado por unanimidad en la Comisión de Defensa Nacional. 



Le pido que recabe el asentimiento de la Sala para que dicha iniciativa sea tratada mañana en primer lugar, en Fácil Despacho, dado  que en las Fuerzas Armadas existen plazos estrictos en los cuales las nuevas autoridades deben asumir sus cargos. 



Una segunda petición se refiere a lo siguiente.



Un grupo de Senadores presentamos un proyecto de acuerdo para reaccionar frente a una ley promulgada recientemente en Bolivia que permite la legalización de automóviles de contrabando. Se trata de una ley que tendrá una vigencia de 15 días, de tal manera que si el Senado no adopta una resolución sobre el particular hoy, no se generará ningún efecto.



Por eso, le pido que el proyecto de acuerdo sea tratado en esta sesión.

El señor ROSSI.- ¡Por primera vez coincido con usted, señor Senador...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hubiera objeción, se acogerían ambas peticiones, haciendo la salvedad de que la iniciativa sobre aumento de plazas de todas maneras debería ser vista posteriormente por la Comisión de Hacienda.



--Así se acuerda.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la Mesa declaró inadmisible una moción con la que se daba inicio a un proyecto de ley sobre beneficio tributario para empleadores de zonas extremas. 



Los parlamentarios que la planteamos tenemos claro que ella es inadmisible. Sin embargo, queremos que se pida el patrocinio correspondiente al Ejecutivo. Al respecto, cabe mencionar que los Senadores de las Regiones de Aysén y de Magallanes estamos elaborando una estrategia económica que comprende varios proyectos de ley, de los cuales aquel forma parte. Los otros serán presentados en los próximos días.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



Acordado.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, también deseo solicitar el patrocinio del Ejecutivo para la moción que presentamos con el Senador Escalona, relacionada con las bases de cálculo para las indemnizaciones por años de servicio.



Se trata de una norma interpretativa tendiente a que el artículo 172 del Código del Trabajo tome en cuenta para dicho cálculo las asignaciones de colación y de movilización, ya que la Dirección del Trabajo ha emitido dictámenes sobre la materia en uno y otro sentido.



Por eso, resulta necesario el patrocinio del Ejecutivo para resolver un problema de interpretación que está perjudicando a los trabajadores.



Y, en segundo lugar, señor Presidente, deseo pedir el desarchivo del proyecto de ley que establece un régimen legal para las uniones de hecho (boletín N° 3.494-07), iniciado en una moción de los ex Senadores Viera-Gallo y Núñez, a fin de que sea incorporado a la discusión de las iniciativas sobre acuerdo de vida en común que se están debatiendo en la Comisión de Constitución.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente, pidiendo el patrocinio del Ejecutivo, y se acogerá la petición de desarchivo formulada por el señor Senador.



--Así se acuerda.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, en reunión celebrada en el día de hoy, los integrantes de la Comisión de Hacienda acordaron solicitar la ampliación del plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, previsto inicialmente para el 20 de junio.



La idea sería extenderlo, si fuera posible, hasta el lunes 4 de julio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se prorrogará el plazo para formular indicaciones hasta el día propuesto.



Acordado.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, resolvieron lo siguiente:



1.- Tratar hoy en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, que figura en el número 2 de la tabla.



2.- Retirar del Orden del Día y devolver a la Comisión de Salud, para nuevo primer informe, el proyecto de ley que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, signado ahora con el número 4.



3.- Rendir homenaje al ex Diputado don Carlos Lorca el martes 21 de junio, y a don Ricardo Rivadeneira, el miércoles 22 del mismo mes, inmediatamente después del término de la Cuenta de las respectivas sesiones.



4.- Que el proyecto de ley sobre inscripción automática, sufragio voluntario y voto de los chilenos en el extranjero sea conocido, en su segundo informe, por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, unidas.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE PESQUERÍA ARTESANAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GIRARDI (Presidente).- De conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en este, con urgencia calificada de “simple” (Véase en los Anexos, documento 11).



--Los antecedentes sobre el proyecto (6242-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 11ª, en 20 de abril de 2011.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 5ª, en 23 de marzo de 2011.



Mixta: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.



Discusión:



Sesiones 66ª, en 10 de noviembre de 2010 (queda pendiente su votación en general); 69ª, en 17 de noviembre de 2010 (se aprueba en general); 6ª, en 5 de abril de 2011 (queda pendiente su votación en particular); 7ª, en 6 de abril de 2011 (se aprueba en particular).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La controversia se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados de dos enmiendas introducidas por el Senado.



La Comisión Mixta, como forma de resolver dicha controversia, propone, por mayoría de votos, aprobar el establecimiento de una causal de caducidad de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal cuando el pescador artesanal o su embarcación no realicen actividades pesqueras extractivas por tres años consecutivos.



Asimismo, la Comisión Mixta acordó, también por mayoría, rechazar la norma que había incorporado el Senado referida a la instalación de un dispositivo de posicionamiento automático en las embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros.



Corresponde señalar que la Cámara de Diputados, en sesión del día 2 de junio, dio su aprobación a la propuesta de la Comisión Mixta.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, esta materia fue objeto de un largo debate en la Sala del Senado, y, en lo personal, anuncio que voy a votar en contra de lo resuelto por la Comisión Mixta.



Aquí, en rigor, no estamos hablando de embarcaciones artesanales, sino de naves con una eslora de 15 metros hacia arriba, con bodegas cuyo tonelaje de almacenamiento es de 80 metros cúbicos. Y se les exige, para respetar las zonas en las que les corresponde operar, un dispositivo de posicionamiento satelital. Básicamente es eso. Y el Senado, en forma mayoritaria, estuvo por aprobar esa exigencia, que después fue rechazada en la Comisión Mixta.



Aquí no nos estamos refiriendo al auténtico pescador artesanal, que tiene un bote pequeño, que respeta las zonas de pesca, sino a los que son dueños de embarcaciones de gran capacidad, que pueden trasladarse de una Región a otra, que no respetan los espacios marítimos destinados al ejercicio de dicha actividad. Por lo tanto, la Comisión Mixta ha revertido la opinión que tuvo en su minuto el Senado.



En segundo lugar, se amplía el plazo de caducidad de las concesiones, que de acuerdo con la ley vigente era de un año prorrogable por otro. El informe que nos ocupa establece uno de tres años, lo que también me parece innecesario.



Por estas razones, señor Presidente, voy a votar en contra de lo propuesto por la Comisión Mixta.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Recuerdo a la Sala que en Fácil Despacho solo procede dar la palabra a dos señores Senadores, por cinco minutos cada uno.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, sin duda, este tema ha dado lugar a diferencias de opinión en el Senado. La Cámara tomó una resolución en un sentido distinto al de nuestra Corporación, reafirmando el criterio que había adoptado en su oportunidad,  y eso obligó a la formación de la Comisión Mixta. En esta última la mayoría estimó que esta materia debe tratarse en el marco de la discusión de la Ley General de Pesca y Acuicultura prevista para el 2012, porque ese año expira la asignación de las cuotas de captura.



Tal mayoría coincidió, desde ese punto de vista, con el propio Ejecutivo, que es de la misma opinión: que este tema debiera verse cuando se discuta esa normativa, proceso que ya se inicia pero que tendrá su punto culminante el próximo año. Y, en consecuencia, sería preferible hacer entonces la discusión, cuando efectivamente procede, y no en esta ocasión.



Por ese motivo, a diferencia del Senador Orpis, pido que la Sala, con el objeto de cerrar este debate y de realizarlo cuando corresponde, acogiendo incluso la opinión del propio Gobierno, se pronuncie a favor del informe de la Comisión Mixta.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedan dos señores Senadores inscritos para intervenir. Yo les pido que sean muy breves, porque hubo un acuerdo de Comités de tratar esta materia como si fuera de Fácil Despacho.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo entiendo la posición de determinados Senadores que están de acuerdo con lo resuelto por la Comisión Mixta, pero lo que ha dicho aquí el Honorable señor Orpis es cierto. 



La vez pasada algunos estuvimos por que estas embarcaciones, que no son típicamente artesanales, por su eslora y por la mayor capacidad de su radio de acción para pescar, incorporaran el posicionador satelital. ¿Por qué? Por lo que pasa, por ejemplo, en la Séptima Región. Claro, ahí hay un problema de competencia: los pescadores de la Octava van a pescar a la Séptima, con el consiguiente perjuicio económico para estos últimos. Y utilizan embarcaciones de mayor tamaño que las que operan normalmente en la Séptima Región.





Entonces, existe una contradicción de intereses entre las zonas y las Regiones. Pero lo lógico, si hemos dividido al país en Regiones para los efectos de determinar las cuotas de pesca, es que respetemos -y hagamos respetar- la prohibición de que los pescadores de una Región pasen a otra, salvo que haya un acuerdo entre los Consejos Regionales de Pesca para autorizar ese traslado.



Esa es la razón por la cual no me parece adecuado lo que ha resuelto la Comisión Mixta al aceptar el rechazo efectuado por la Cámara de Diputados. Mi voto no tiene incidencia, pero quiero dejar esa constancia.



Aquí hay un problema delicado que se produce entre los pescadores artesanales de Regiones contiguas. Y ojalá que en una próxima legislación logremos determinar claramente que los que operan en una Región no podrán trasladarse a otra salvo que los Consejos Regionales de Pesca respectivos acuerden lo contrario. Porque, si no, vamos a tener un conflicto serio entre los propios actores de este sector. Y en un momento dado pueden producirse situaciones graves entre los pescadores de una Región y los de otra, cuando algunos vean que el elemento que les sirve de sustentación de sus vidas viene a ser arrebatado por otro tipo de embarcaciones que, incluso, muchas veces poseen una dimensión mayor a las de los pescadores artesanales normales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Horvath. Después cerraré el debate.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, yo quisiera señalar que son dos los temas en controversia. 



El primero se refiere a la posibilidad de estar o no en el Registro Pesquero Artesanal cuando, por alguna razón que no sea fuerza mayor, se deje de pescar por un período. La ley actual establece un año, la Cámara de Diputados propuso tres y nosotros logramos zanjar esto en dos años.



¿Qué se halla en juego aquí? Si nosotros tenemos una flexibilidad muy grande para que gente que no pesca se mantenga en el Registro, en el fondo lo que estamos haciendo es aumentar el esfuerzo pesquero. O sea, hay más pescadores y menos peces. Por lo tanto, no soy partidario de la versión que aprobó la Comisión Mixta y que ahora ha acogido la Cámara.



El segundo tema es el del posicionador satelital. Este tiene solamente tres objetivos: conocer la localización de las naves, saber qué están haciendo y ver si se hallan en condiciones de riesgo o no para algún rescate. De hecho, tiene múltiples aplicaciones. Y esto va orientado a las embarcaciones pesqueras de 15 a 18 metros. Yo quisiera recordar a la Sala que no estamos hablando de pangas ni de botes sino de naves -en el caso de un pescador artesanal o un armador puede tener dos- de hasta 18 metros, con 80 metros cúbicos de bodega cada una, lo que equivale a la carga de muchos camiones. Esto no es una cosa sencilla.



Y lo que hacen estas embarcaciones es quitarle la pesca a las más chicas -es un área que todavía no se ha regulado- y, por otro lado, pasar a otras Regiones -ilegalmente, porque no están autorizadas para ello- a pescar.



Entonces, uno se pregunta por qué se niegan a ser fiscalizados. Porque no puede andar una aeronave, una patrullera constantemente revisando los límites regionales.



Es un tema de simple razón para tener una mejor fiscalización y un mejor resguardo de los recursos pesqueros.



Yo quisiera traer a la memoria de los señores Senadores y las señoras Senadoras la discusión que tuvimos en esta misma Sala cuando se aprobó el posicionador satelital para las naves mayores. En la oportunidad, se armó el mismo escándalo, se dijo que eso era muy caro, que para qué se hacía, que era información reservada. Y es reservada: solo la manejan el Servicio Nacional de Pesca y la Armada, pero constituye plena prueba si alguien está pescando en un lugar para el cual no está autorizado.



Por consiguiente, el negarse a esta medida no deja de llamar la atención.



Ahora, la relación que se produce en la Comisión Mixta es bien especial porque resulta que todos los que estuvieron ahí, o la gran mayoría, pertenecen a las mismas Regiones -las nombro: la Región de Los Lagos y la Región del Biobío-, que se caracterizan por tener una enorme flota pesquera -artesanal, en este caso-, sobre todo de naves mayores, que, como carecen de pesca suficiente, la buscan en otros lados. Y eso, obviamente, no es admisible, porque lo que están haciendo es deteriorar el recurso en el resto de las Regiones de Chile.



Por esta razón, señor Presidente, desde luego voy a votar en contra de la proposición de la Comisión Mixta. Hago presente, sí, que hay una salida desde el punto de vista del Gobierno, como aquí se ha señalado. Pero no podemos esperar hasta el 2012 -porque eso significa un año y medio más- para legislar sobre esta materia. Porque, en el fondo, tal situación perjudica a los mismos pescadores artesanales, toda vez que están agotando los recursos y compitiendo entre ellos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde cerrar el debate, ya que el acuerdo fue tratar el proyecto como si fuera de Fácil Despacho. 

El señor LAGOS.- Quedó demostrado que ello no es posible y que requiere mayor discusión.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, póngalo en votación y que se fundamente el voto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hubiere objeción, se podría abrir la votación y fundamentar el voto.

El señor BIANCHI.- ¡Es de Fácil Despacho!

El señor GIRARDI (Presidente).- Los Senadores tienen derecho a fundamentar el voto.



No obstante, no tiene sentido alguno acordar en reunión de Comités tratar una materia como si fuera de Fácil Despacho, si después no se procede en tales términos. 

El señor NAVARRO.- ¡Que se funde el voto!

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en realidad, los únicos que han hablado han sido quienes se hallan en contra del informe. Sin embargo, 7 integrantes de la Comisión Mixta se pronunciaron a favor y solo 2, en contra.



A esta última concurrieron muchos representantes de organizaciones de pescadores artesanales -yo diría que dedicamos varias sesiones a recabar la opinión de ellos-, y la inmensa mayoría estuvo de acuerdo en eliminar la implementación del dispositivo y en que esta materia debe verse con motivo de la modificación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Las autoridades de Gobierno presentes en esa oportunidad así lo ratificaron. El señor Subsecretario de Pesca y la señora Edith Saa dijeron que esa exigencia se incluirá en el proyecto definitivo, que seguramente se enviará de aquí a fin de año.



La Cámara de Diputados ya aprobó el informe de la Comisión Mixta. Si nosotros lo rechazamos, igualmente no se tendrá el posicionador satelital. O sea, el efecto es exactamente el mismo.



Por lo tanto, propongo votar a favor del informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo consultar a los miembros de la Comisión Mixta si hubo acuerdo con las asociaciones de pescadores artesanales de la Región del Biobío. Porque está claro que toda política relacionada con la Ley General de Pesca y Acuicultura resulta ser de parche.



 Ayer veíamos que en el proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, donde se intenta modificar en la ley Nº 18.892 elementos esenciales a fin de cautelar los recursos hidrobiológicos, se busca la política del parche. Se lo dijimos al Subsecretario de Pesca, a quien no dejé ingresar la última vez a la Sala.



Porque, en definitiva, aquí no hay que andar con la del pillo. Vamos a discutir la Ley General de Pesca y Acuicultura cuyo elemento esencial, que es la llamada “ley corta”, cae en 2012 (estamos en 2011). Pero, ¿saben lo que temo? Y aquí radica mi duda para votar a favor del informe. Que hay una política de postergar, de chutear para adelante la modificación a la ley Nº 18.892, y que a mediados del próximo año, en la mitad de la campaña municipal, se diga que no hay tiempo para debatir y que se debe renovar su vigencia por 3 o 5 años. 



Y la discusión se centrará en cuánto durará la prórroga, pues se argumentará la falta de tiempo suficiente para analizar una ley que, desde ya, ha fracasado. Y están como prueba la merluza, el jurel, la sardina y la anchoveta, cuyas biomasas prácticamente han desaparecido. Es más: algunos, con una patudez increíble, amenazan con demandar al Estado si no se les restituyen los mismos porcentajes establecidos en una ley transitoria.



No obstante, en virtud del artículo 14 de la ley Nº 19.713 no existe derecho de propiedad sobre esos recursos; la normativa es absolutamente clara. Sin embargo, empiezan a hablar de cobrar indemnizaciones los mismos que destruyeron el recurso, que practicaron salvajemente el descarte y que utilizaron el subreporte, es decir, pescaban 1.000 toneladas y declaraban 500.



Señor Presidente, no se hallan presentes ni el Ministro ni el Subsecretario. ¿Vamos a tener debate sobre la Ley General de Pesca y Acuicultura? En definitiva, se trata de una normativa que está “haciendo agua”. Y como los pescados “no votan”, muy pocos los defienden.



Debemos definir si vamos a tener o no ese debate, que es largo, porque requiere una profunda modificación el Consejo Nacional de Pesca, todo lo relativo a los empresarios, porque somos el único país del mundo donde aquellos, los dueños de la pesca, deciden las cuotas.



En definitiva, la autorregulación de esa normativa ha fracasado, pues ya tiene más de 20 años de vigencia. 



Siento que la aprobación de este proyecto de ley, que incorpora el posicionador satelital en 2012, debe hacerse en el contexto de que el próximo año debatiremos sobre el sector industrial y el artesanal a fin de modificar una legislación que es, además, ampliamente rechazada por los armadores artesanales de la Región del Biobío, que represento. 



Sin embargo, el punto es: qué pasa si en 2012 “se patea” la enmienda a la referida normativa legal; se buscan excusas para no debatir y a última hora se prorroga la vigencia de la actual “ley corta”. Me parece que la tesis del sector industrial es no discutir sino que prorrogar en forma automática. Entonces va a tener vigencia la ley en proyecto que contempla la obligación del posicionador satelital sin haber debatido el contexto general; para qué sirve este aparato, y qué exigencias haremos a ambos lados del mar: el de los industriales y el de los artesanales.



Señor Presidente, mi voto depende de que algún miembro de la Comisión Mixta se refiera al acuerdo con los pescadores de la Región que represento y a si la aprobación está sometida a un compromiso del Ejecutivo -lo dijo el Subsecretario de Pesca, don Pablo Galilea- de que en una fecha cierta ingresará para su debate en el Congreso una iniciativa que proponga una nueva Ley General de Pesca y Acuicultura y así enfrentar la crisis del sector pesquero, lo cual es mucho más relevante que este posicionador satelital, pues vamos a perder miles y miles de empleos, tal cual ocurrió con la crisis del jurel y la de la merluza.



Lo que me importa es saber si vamos a tener una nueva Ley General de Pesca y Acuicultura, a fin de terminar con la política de parche.



Ojalá que algún integrante de ese órgano técnico pudiera ilustrarnos, orientarnos, sobre cómo fue ese debate.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!

El señor GIRARDI (Presidente).- No es posible contestar sus aprensiones, señor Senador, porque estamos en votación. En tribunas se encuentra el señor Subsecretario -Su Señoría no lo dejó entrar-, quien después le puede responder.



Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ya se argumentó sobre este proyecto cuando tuvimos la oportunidad de discutirlo hace escaso mes y medio. Y la esencia del debate fue la siguiente: se estaban analizando las características que debían tener las embarcaciones artesanales y todo lo que eso conlleva. Pero, casi de contrabando, apareció la necesidad de que ahora ellas contaran con un posicionador satelital.



El tema de fondo apunta a que esa discusión debe efectuarse con motivo del estudio de la ley Nº 18.892, cuando venza la “ley corta” en 2012. Es un asunto muy delicado.

El señor ORPIS.- ¿Dónde están?

El señor LAGOS.- Lo relevante no es saber dónde están, sino aclarar la siguiente falacia: se dice que si tengo posicionador satelital voy a poder fiscalizar correctamente. Cada barco de los pescadores industriales cuenta con 4 aparatos pero no existe fiscalización como corresponde todo el tiempo.



En consecuencia, el GPS no constituye garantía.



Lo que puede haber en esta normativa es una presión indebida hacia un sector con muchas dificultades para crecer y prosperar. Y, al menos en la Región que represento: la de Valparaíso, cuando voté fui aplaudido por todos los pescadores artesanales; ninguno reclamó.



Ellos están dispuestos a instalar un posicionador satelital, pero una vez que negocien una iniciativa -según le entendí, además, al Subsecretario Galilea- en donde se contemplaría este tipo de normas una vez que estuvieran todos los asuntos arriba de la mesa: cuántas millas van a tener reservadas para la pesca artesanal; en qué condiciones va a operar la pesca industrial; qué vamos a hacer con la pesca de arrastre, etcétera.



En consecuencia, así fue la votación en el Senado en esa oportunidad y es a lo que aspiro. Cualquier pescador artesanal va a decir: “Yo también quiero GPS; pero, junto con él, deseo que una serie de otras propuestas se hallen en la misma mesa de negociaciones en ese minuto y que todos, no solo algunos, hagamos un esfuerzo para proteger el recurso pesquero”.



Reitero: el posicionador satelital no es garantía de nada. Ayuda, ciertamente, pero no me pueden decir que porque lo tengo se produce la fiscalización, pues no la efectúa un aparato como este, sino la autoridad.



En consecuencia, es cierto que el GPS resulta bueno para la fiscalización, pero esta debe ejercerse. Y, como ha quedado demostrado, todos los barcos grandes, que tienen GPS, sobrepasan las millas, pescan dentro de la zona exclusiva de los pescadores artesanales y se trasladan de una Región a otra.



¡Si esta discusión la hemos tenido a lo largo del año!



En consecuencia, considero mejor que debatamos todos los asuntos de una sola vez para asegurarnos, además, de despejar los temores de algunos en cuanto a que se quiere prorrogar la ley actual y no discutir un nuevo sistema, y que ojalá también exista licitación, como ha insinuado este Gobierno.



Voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, Su Señoría interviene por segunda vez.



Pido la palabra por un asunto de Reglamento.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, no deja de sorprenderme que se defienda con tanta vehemencia a gente que no quiere ser vigilada para que se sepa si actúa o no dentro de la legalidad.



En segundo lugar, el posicionador satelital sí sirve. Es cuestión de investigar un poco. 



Antes los pescadores artesanales reclamaban continuamente que las naves industriales entraban en sus áreas, y las autoridades les decían poco menos que debían llevarlas como prueba para poder fiscalizarlas.



Con el establecimiento del posicionador satelital -les recuerdo que el debate pertinente no fue fácil-, ese problema se resolvió.



En tercer lugar, el Senador Navarro pide que se haga referencia a los límites máximos de captura por armador y a la sustentabilidad de algunos recursos. Y mencionó los casos de la merluza común y el jurel.



Ahí, señor Presidente, hay que investigar, no el sistema de administración, sino las excesivas cuotas de pesca que fijaron los Gobiernos anteriores. En lo referente al jurel, llegaron a entregar 4 millones de toneladas; hoy en día apenas tenemos 250 mil. Con ello se afectó la sustentabilidad del recurso; y en algunos años el Instituto de Fomento Pesquero ni siquiera emitió un informe para justificar las cuotas de extracción.



Así que hay que ser un poquito más riguroso y averiguar los datos antes de comprometerse tan a ciegas con una u otra versión. Quien no quiera que lo vigilen, obviamente, estará a favor de que no exista posicionador satelital.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero dejar establecido que aquí se violó el Reglamento.



Se acordó tratar el informe de la Comisión Mixta como si fuera de Fácil Despacho.



Cuando usted lo puso en votación, se dejó claro que quienes no habían intervenido hasta ese momento podrían hacerlo, pero le ofreció la palabra por segunda vez al Senador señor Horvath. En consecuencia, pasó por encima de lo que usted mismo le propuso a la Sala y que esta aprobó.



Mi queja no fue recibida por el Secretario, quien es el ministro de fe.



Quiero dejarlo consignado claramente: aquí se violó el Reglamento.

El señor ORPIS.- ¡Fundamentar el voto es un derecho!

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Señor Presidente, yo quisiera dejar establecido que el Reglamento permite fundamentar el voto en general. De tal manera que perfectamente, cerrado el debate, cualquier señor Senador podía fundar su voto, incluso los que ya habían intervenido durante la discusión.

El señor ESCALONA.- ¿En Fácil Despacho?

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Sí: en Fácil Despacho.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el informe de la Comisión Mixta (13 votos en contra, 6 a favor y 6 abstenciones).

 

Votaron por la negativa los señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Uriarte y Walker (don Patricio).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Chahuán, Escalona, Lagos, Prokurica y Sabag.


Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Frei (don Eduardo), Muñoz Aburto, Quintana, Rossi y Zaldívar (don Andrés).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se consigne mi voto en contra.

La señora RINCÓN.- Y también el mío.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto negativo de Sus Señorías y de quien habla.

INDULTO GENERAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de ley, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, sobre indulto general, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
--Los antecedentes sobre el proyecto (7533-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Discusión:



Sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011 (queda para segunda discusión).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la sesión de 18 de mayo último este proyecto quedó para segunda discusión. En la de 8 de junio en curso la Sala acordó que hoy se realizaran aquella  y la votación general.



Como ya se efectuó la relación de la iniciativa, solo cabe recordar que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Senadores señores Chadwick, Espina y Patricio Walker) y uno en contra (Honorable señora Alvear).



El texto que se propone acoger puede consultarse en la parte pertinente del boletín comparado.



Para la aprobación de este proyecto se requieren los votos conformes de 17 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra la Honorable señora Alvear, Presidenta de la Comisión de Constitución.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la iniciativa cuyo estudio estamos comenzando se originó en un mensaje del Ejecutivo, y su objetivo central es avanzar en la solución del grave problema de hacinamiento que se vive en los recintos penales del país. Ello, por la vía de otorgar un indulto conmutativo general en beneficio de tres grupos de personas cuya libertad se estima que no significará un riesgo desde el punto de vista de la seguridad pública.



Los beneficiarios del indulto serían:



1.- Las mujeres actualmente condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años;



2.- Quienes cumplen una condena bajo la modalidad del beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre, y



3.- Las personas que cumplen una condena mediante el beneficio de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.



Además, el proyecto establece un catálogo de delitos a los cuales no se hará extensivo el referido indulto. Entre ellos figuran ilícitos de connotación social, tales como el secuestro, la violación, la violación con homicidio, el homicidio calificado.



Tampoco se concederá el indulto a quienes hayan cometido los delitos contemplados en la ley N° 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes.



Complementariamente, quedan también excluidas de este beneficio las personas condenadas por los ilícitos consignados en la ley N° 18.314, sobre conductas terroristas.



En el debate de esta iniciativa en la Comisión participó el señor Ministro de Justicia, con quien se analizaron sus alcances, teniendo en consideración especialmente el impacto que el beneficio en comento puede provocar desde la perspectiva de la seguridad ciudadana.



El mencionado Secretario de Estado informó que el indulto que se propone favorecerá a unas 6 mil personas, de una población penal que se aproxima a las 55 mil.



También analizó la situación de los tres grupos de beneficiarios contemplados por la iniciativa, y explicó las razones por las cuales el hecho de concederles la libertad no impactará en la seguridad de la ciudadanía. En efecto, según el señor Ministro, la mayor parte de ellos ya se encuentran en el medio libre, por estar gozando del permiso de salida controlada o del régimen de reclusión nocturna (solo van a pernoctar a las cárceles).



Por otra parte, con relación a las mujeres condenadas, dicho Secretario de Estado explicó las condiciones de dureza en que cumplen sus penas, agregando que el grupo favorecido es bastante más reducido: solo 150 personas.



Manifestó que, además de no preverse un efecto adverso en materia de seguridad, el indulto generará una liberación de plazas en los recintos penales, lo cual resulta prioritario en este momento.



Asimismo, destacó que los condenados beneficiados por el indulto quedarán sujetos a un período de vigilancia por un plazo de cinco años, lo que se materializará a través de un sistema de firma mensual.



Efectuado su análisis, la Comisión estimó conveniente recabar la autorización de la Sala para, con motivo del primer informe, discutir el proyecto en general y particular a fin de efectuar algunas precisiones en su texto, especialmente en cuanto a los delitos excluidos del indulto.



Obtenida la autorización y concluido el debate en general, la Comisión, por la mayoría de sus miembros presentes, aprobó la idea de legislar.



Luego, con la misma votación, aprobó su articulado, haciendo algunos ajustes (principalmente -como señalé- para precisar los delitos respecto de los cuales no procederá el indulto) y efectuando enmiendas formales a la redacción.



Como ya expresó el señor Secretario, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia aprobó la iniciativa por mayoría (tres votos contra uno) y le recomienda a la Sala acogerla en general.



Señor Presidente, para no hacer uso de la palabra nuevamente, deseo dar en seguida mi opinión personal respecto al proyecto de ley en debate.



En primer lugar, comparto absolutamente la idea de racionalizar el uso de los recintos penales. No es admisible que tengamos el récor de ser el país de América Latina con el mayor número de reclusos que cumplen sus condenas intramuros. Francamente, constituye una vergüenza.



Por consiguiente, avanzar con el objeto de establecer medidas alternativas a las sanciones privativas de libertad me parece fundamental.



De otra parte, considero importantes algunas iniciativas legales que el Ejecutivo ha presentado en aquella dirección.



Me refiero, por ejemplo, al proyecto -ya lo despachamos- modificatorio del sistema de otorgamiento de libertad condicional, que establece la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad (sobre esto último abrigo ciertas dudas que voy a especificar después).



Tenemos otra iniciativa, sobre medidas alternativas a las sanciones privativas de libertad, la que precisamente fue aprobada en general hoy por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Con todo, señor Presidente, fruto del hacinamiento que impera actualmente en las cárceles, estamos frente a una situación crítica que requiere, a mi juicio, una política penitenciaria que aborde el problema a corto, mediano y largo plazos.



La Sala del Senado, en la sesión especial que celebró el 5 de enero del año en curso, después de la desgracia de la cárcel de San Miguel, adoptó por unanimidad el acuerdo de enviarle al Presidente de la República un oficio -se concretó el 19 del citado mes- para pedirle que tomara medidas a corto, mediano y largo plazos; y se le otorgó un término de 60 días para que presentara la propuesta de una política penitenciaria dentro de aquellos márgenes.



Señor Presidente, la fijación de una política penitenciaria pasa por muchos aspectos, algunos de los cuales pueden solucionarse a muy breve plazo.



Preocupa a propósito de este indulto -y yo comparto la inquietud- el hecho de que algunas personas cumplan reclusión nocturna fuera de los recintos penitenciarios, y otras, dentro de ellos.



El Ministro de Justicia ha dicho que al interior de las cárceles cumplen pena de reclusión nocturna, aproximadamente, 2 mil 500 personas.



El indulto propuesto beneficiaría a esas personas, quienes ocupan plazas, más las 150 mujeres contempladas también en él.



Pues bien, señor Presidente -así se lo señalé al señor Ministro en su oportunidad en la Comisión-: podría presentarse de inmediato al Congreso Nacional un proyecto de ley que estableciera la eliminación de la reclusión nocturna.



¿Qué sentido tiene, por ejemplo, que a alguien que maneja en estado de ebriedad y ocasiona lesiones a un tercero lo mandemos a dormir a la cárcel? ¡Ninguno! Es preferible, en ese caso, una sanción que signifique retirarle la licencia de conducir. ¡Para qué la reclusión nocturna en un recinto penitenciario!



Podemos aprobar una iniciativa de ley de tal índole. Y no solo se beneficiaría a las 2 mil 500 personas que se verían favorecidas si se aprobara el indulto sugerido, sino que además habría una política permanente, efecto que me parece fundamental.



Lo mismo sucede con relación a las multas como penas accesorias.



Pienso, señor Presidente, que hay un conjunto de materias sobre las cuales podemos avanzar en la legislación.



Por cierto, en el acuerdo del Senado se solicitaron cosas mucho más radicales.



Ahora bien, valorando el trabajo realizado desde el Ministerio de Justicia, debo expresar que lo planteado en el proyecto que nos ocupa no constituye una solución. Porque en definitiva, por las cifras que el señor Ministro nos entregó en la Comisión, aproximadamente -es muy difícil precisar al respecto- se beneficiaría a 6 mil personas.



De ellas, 150 están verdaderamente recluidas (me refiero a las mujeres que permanecen día y noche en la cárcel).



Otras 2 mil 300 se hallan bajo reclusión nocturna, pero no en recintos penitenciarios, lo cual no impacta en el hacinamiento.



Sí hay 2 mil 500 personas bajo reclusión nocturna en cárceles (van a dormir a ellas).



Ahí es donde yo insisto en que, en lugar de liberar a 2 mil 500 personas hoy...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señora Senadora, pero concluyó su tiempo.

La señora ALVEAR.- He ocupado más tiempo porque primero informé el proyecto como Presidenta de la Comisión de Constitución. Ahora estoy interviniendo como Senadora.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, son 2 mil 500 las personas que se encuentran solo en reclusión nocturna. A ellas las favorecería el indulto.



Insisto: si aprobamos el indulto, 2 mil 500 personas estarán fuera. Pero el problema puede volver a surgir.



Entonces, ¿por qué no tomamos una decisión definitiva?



Si esa será la política penitenciaria, analicemos un proyecto de ley, que se le fije “discusión inmediata” y saquémoslo en una semana, para que aquella tenga carácter permanente.



No creo en las políticas de parches, en las políticas que se estiman pertinentes en cierto momento para desatochar las cárceles.



Siempre he dicho que las medidas alternativas a las penas privativas de libertad son esenciales, forman parte de una política penitenciaria. 



Sin embargo, esto no es una política penitenciaria, sino una medida que -reitero- incide en 150 mujeres privadas de libertad, quienes (dicho sea de paso), atendida su lamentable situación, una a una, no como norma general, podrían haber sido objeto de indulto particular por parte del Presidente de la República. Todos sabemos muy bien de su facultad constitucional para otorgar indultos particulares -no generales-, contemplada en el numeral 14 del artículo 32 de la Carta Fundamental. De manera que, si existen personas en tal situación, el Primer Mandatario puede conceder indultos particulares, no generales (eso no lo discuto).



Según leí en la prensa, durante el período del Presidente Piñera se han otorgado 2 o 3 indultos. A lo mejor el señor Ministro puede aclararnos el punto.



Entonces, el efecto de esta iniciativa es  muy reducido. Porque, si existe la intención del Ejecutivo de beneficiar a 6 mil personas, la pregunta es por qué no ha otorgado indultos particulares (no generales) que podrían haber significado desatochar las cárceles.



En lo concerniente a las personas que cumplen reclusión nocturna -insisto-, basta el envío de una iniciativa de ley para los efectos de solucionar el problema existente.



En definitiva, no creo que estemos frente a medidas que permitan tener una política penitenciaria real.



Hay un último punto que quiero destacar, señor Presidente; lo he planteado siempre en la Comisión, y volví a hacerlo hoy.



Aquí se establece un indulto conmutativo para que algunas personas cumplan trabajos en beneficio de la comunidad.



Yo pregunto cuáles van a ser esos trabajos; quién los controlará; quién va a otorgarlos; cómo las personas que estaban condenadas serán capacitadas para realizarlos.



Alguien me consultaba días atrás quién va a vigilar para que el empleador no abuse de aquellos que estén cumpliendo un trabajo en beneficio de la comunidad.



Al respecto, señor Presidente, siempre he insistido en que se requiere un servicio especializado -y así lo acordó unánimemente el Senado en el oficio que se le envió al Primer Mandatario-, conformado por psicólogos, asistentes sociales, psiquiatras, o sea, por profesionales distintos del personal de Gendarmería que apoyen a los delegados de libertad vigilada, funcionarios que han sido formados en dicha Institución.



No resulta admisible que dentro de Gendarmería existan aquellas funciones.



Valoro enormemente a los gendarmes. Sin embargo, fueron formados para otra cosa. 



Señor Presidente, yo estoy por una política penitenciaria que contemple la prevención y las penas privativas de libertad intramuros cuando se justifiquen. Empero, para esto último se requieren más recintos penitenciarios y una política permanente que contemple la existencia de penas alternativas y de sistemas de  rehabilitación para que las personas condenadas -o la mayor cantidad de ellas- puedan reinsertarse verdaderamente en la sociedad.



Creo que, desde el punto de vista ético -voy a decirlo de todo corazón-, y en la medida en que siempre he abogado por la existencia de una política penitenciaria, la que nos ocupa no es la solución.



Por ende, falta dar cumplimiento al oficio que aprobamos unánimemente en enero recién pasado para que el Primer Mandatario, en sesenta días, determinara o mandara su propuesta en tal sentido. Eso es lo que precisamos: una política penitenciaria real.



Me parece que el indulto es un parche que beneficia a pocos y que se requiere una estructura más permanente. Y si algunos lo necesitan, para ello está la facultad constitucional del Presidente de la República.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, pienso que lo primero es agradecer el informe de la Honorable señora Alvear, porque, con independencia de que haya votado en contra, tengo que destacar que su reporte del proyecto es completamente objetivo.



Deseo explicar también, como contexto de la iniciativa, frases que manifesté en la Comisión, como bien consignaba la señora Senadora, pero que estimo importante reiterar también frente a esta Corporación.



Hoy día, la población penal llega a 54 mil internos, aproximadamente, lo que nos inscribe como uno de los países con la mayor tasa de encarcelados por cada cien mil habitantes. La tasa de hacinamiento es del orden de 60 por ciento, lo que quiere decir que 160 personas, en promedio, se encuentran encerradas donde caben cien. Y ese problema, además, se concentra en forma aguda en algunos penales, donde la cifra puede llegar a 300 o, a veces, 400 por ciento.



Me he dedicado a recorrer esos establecimientos desde que asumí las funciones de Ministro de Justicia, y puedo transmitirle al Senado el testimonio de haber visto situaciones que comprometen claramente la más básica dignidad de los reclusos. El hecho de que 16 o 17 de ellos duerman en celdas de dos metros cuadrados por dos es un compromiso serio de la dignidad, de los derechos humanos, y, finalmente, aunque no nos guste, nos retrata como sociedad. Porque, muchas veces, la mejor forma de conocer esta última es visitando sus recintos penales. Y lo que allí se registra es preocupante.



Estamos empeñados, a través de distintos caminos de acción, en mejorar tal realidad, la cual obedece a una deuda histórica que contrajimos como Estado hace ya demasiado tiempo.



Como bien lo consignó la Honorable señora Alvear, estamos impulsando un conjunto de iniciativas legales que implican una mirada distinta del asunto.



En la Cámara de Diputados se aprobó, por una amplia mayoría, el proyecto sobre las penas alternativas, el cual incluye, entre otras cosas, el brazalete electrónico, pero también muchas más, y que va a implicar un salto cualitativo en el enfoque de nuestras reacciones penales.



También estamos tramitando en el Senado y el Congreso, en general, iniciativas que dejen de sancionar con cárcel el no pago de las multas de dinero; otra que busca objetivizar el otorgamiento de la libertad condicional y eliminar la participación en la materia de los secretarios regionales ministeriales de Justicia, y otra que se hace cargo de las penas cortas, tratándose de delitos que no sean graves, y establece la posibilidad de servicios en beneficio de la comunidad.



Todas las medidas mencionadas son de carácter permanente y, sin duda, provocarán un efecto positivo en la situación de hacinamiento, de congestión.



A ello contribuirá, asimismo, la construcción de más cárceles, que estamos planeando y planificando sobre la base de la idea de segregación total, de manera que existan las de presos de baja peligrosidad, de mediana peligrosidad y de alta peligrosidad.



Se contempla, igualmente, un centro de clasificación y derivación, del que el país carece y que resulta fundamental, en el cual logremos enterarnos, en definitiva, del perfil de las personas que estamos condenando y si corresponde o no enviarlas a un recinto u otro, de manera de ponerle fin al concepto de que la universidad del delito se halla instalada en nuestras propias cárceles, donde tiene lugar el contagio de las malas prácticas.



Además, estamos haciendo cambios en Gendarmería, y contemplando el estímulo vía reglamento para el trabajo intrapenitenciario.



Se trata de un plan integral, señor Presidente, que tiende a modificar de manera permanente nuestro sistema carcelario. Asumimos que se pueden hacer muchas otras cosas, pero creemos que estos son pasos importantes para empezar a cambiar la realidad.



Y dentro del paquete que busca solucionar el grave hacinamiento, la seria crisis carcelaria, se inscribe también el proyecto de ley en debate.



Quisiera ratificar quiénes son los beneficiarios del indulto conmutativo sobre el cual estamos conversando hoy día, dentro del plan de descongestión.



La iniciativa se inspira en la adopción de medidas permanentes, pero asimismo tenemos que actuar hoy día, ahora. Enfrentamos una urgencia y una crisis que no pueden dejarnos impávidos.



En tal sentido, rescato lo que fue, en su momento, la reacción de distintos señores Senadores, tanto desde un punto de vista grupal como individual, quienes, tras la tragedia de la cárcel de San Miguel, se acercaron a ofrecerme su colaboración, su ayuda, en los trabajos que veníamos desarrollando.



Habiendo escuchado las expresiones de esa disposición, vengo a invocarlas hoy día, porque insisto en que existen medidas, no solo permanentes, sino también puntuales, que nos obligan a actuar respecto de la crisis carcelaria. Hay seres humanos, caras y sufrimiento con expectativas ante un proyecto como el de estas características.



No es, simplemente, una discusión teórica, una formulación legal. Son personas hacinadas, y no sé cuándo el Estado definió que íbamos a tratarlas como a animales. Eso tenemos que revertirlo, que cambiarlo.



La iniciativa contempla tres grupos de beneficiarios.



Uno de ellos es el de quienes gozan de salida controlada al medio libre. Me explico: son quienes ya han cumplido un cierto grado de su condena y han mostrado tal evolución en su conducta y disposición a rehabilitarse que no solo obtienen el egreso dominical, de fin de semana, sino también todos los días, y simplemente van a dormir a la cárcel.



De aprobarse el indulto -sé que hoy se vota solo en general-, se beneficiarían del orden de 850 personas.



Es importante destacar que este grupo comprende a quienes están circulando libremente todos los días, pero ocupan camas que es preciso reservarles durante la noche y que explican, por ende, una situación de hacinamiento que se tiene que resolver. Se requiere usar más eficientemente nuestras cárceles. 



¿Cuál es el sentido de que a los que ya están libres, en este caso, sea necesario reservarles la cama para cuando vuelven en la noche, contribuyéndose, con ello, a una congestión -insisto- literalmente inhumana?



El segundo grupo comprende a las mujeres.



En esto deseo hacer un énfasis, señor Presidente: el Estado, por décadas, no ha hecho nada en favor de ellas en esta materia. Y la política penitenciaria tiene que considerar un enfoque promujer. Las condiciones de su reclusión son especialmente duras. Mientras al hombre lo va a ver su pareja femenina una vez recluido, a la mujer se le “pierde” su pareja masculina en el mismo caso y, por lo tanto, sus vínculos afectivos con el mundo exterior son especialmente precarios. Distintos convenios o recomendaciones internacionales nos han conminado a una mirada promujer en lo referente al mundo carcelario.



El indulto beneficia a aquellas con dos tercios de la pena cumplida. Tratándose de las que tengan hijos menores de dos años, se relaja el requisito en seis meses.



Juzgamos que es una medida muy importante. Constituye un primer paso que da el Estado -va a beneficiar a 150 mujeres-, pero fundamental.



Y el tercer grupo comprende a quienes se hallan en reclusión nocturna, los cuales, como se ha consignado bien, simplemente van a dormir a la cárcel.



Este último grupo de beneficiarios no es de personas privadas de libertad; no califican dentro de los 54 mil presos. Si bien no cuentan dentro de esa población penal, igual ocupan cerca de 2 mil 500 camas, que necesitamos reservar para los internos de verdad y no para quienes van simplemente a dormir al establecimiento penitenciario.



Hago presente que el indulto, en cifras, permite liberar en el corto plazo, para responder a la urgencia, cerca de 3 mil 400 plazas, lo cual equivale a más de lo que podría representar la construcción de dos cárceles. Y es una solución importante en el corto plazo -reitero- por razones básicas de humanidad, de descongestión, para hacer frente a una crisis que no puede mantenernos impasibles.



Quisiera hacer algunas rectificaciones respecto a la reclusión nocturna. Estamos tramitando un proyecto de ley y la idea es reemplazarla por la reclusión parcial. En el futuro vamos a supervisarla con monitoreo telemático, porque la medida será de carácter domiciliario, no penitenciario. Pero, aunque aprobáramos mañana la iniciativa con urgencia, no alcanzaría a cubrirse la vacancia de aquí a la implementación del sistema de monitoreo. Nos va a tomar, más allá de la gradualidad, entre un año y un año y medio el que esté completamente en régimen.



Y, además, la reclusión nocturna no se refiere solo a los condenados por manejo en estado de ebriedad, sino también a los que lo son por lesiones leves, receptación, hurto y otros delitos menores.



En seguida, el indulto conmutativo en tramitación no regula servicios en beneficio de la comunidad. Ese es otro proyecto de ley. Por lo tanto, el dilema planteado por la Honorable señora Alvear vamos a tener que discutirlo, pero no con motivo del articulado en examen.



Y, por último, se contempla la exclusión del beneficio en la medida en que se hayan cometido delitos relevantes: homicidios; violaciones; abusos contra menores; robos de cualquier forma -con violencia, con intimidación-; narcotráfico, microtráfico.



Adicionalmente, estamos incluyendo como requisito un compromiso de no volver a delinquir, en términos tales que, si los beneficiarios lo hacen, a la nueva condena se le va a agregar el saldo remitido producto del indulto.



Creo que esta es una iniciativa conveniente que nos mejora como sociedad, que nos permite reaccionar ante una crisis y descongestionar nuestro sistema carcelario, lo que requiere respuestas permanentes, pero también inmediatas.



Quisiera expresar, finalmente, respecto a la pregunta de si se podría recurrir a la vía del indulto particular -se lo he explicado a algunos señores Senadores-, que la medida de que se trata favorece a una gran cantidad de personas. Es lo que se conoce como un indulto de carácter indeterminado, general, cuyo otorgamiento se reserva exclusivamente al Congreso por disposición de los artículos 63 y 65 de la Constitución Política, siendo esa, por lo tanto, la forma legal de poder implementarlo. 



En consecuencia, señor Presidente, en mérito de lo expuesto y de otras aclaraciones que puedan surgir en el curso del debate, llamo encarecidamente a la aprobación, para responder a una crisis que demanda respuestas inmediatas.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Estoy consultando un dato, señor Presidente.



¿Se puede alterar el orden para intervenir?

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede hacer uso de ella el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, frente a un proyecto como el que nos ocupa, uno tiene la obligación de darle muchas vueltas, porque el asunto es serio.



No pretendo repetir todo lo que han dicho aquí la Senadora señora Alvear o el señor Ministro de Justicia respecto de la situación carcelaria.



Como dijo alguna vez, entre otras cosas, el Ministro señor Juica, Presidente de la Corte Suprema, ella es fruto, en parte, del discurso político; del discurso de la clase política, en general. Algunos le destinan a este más tiempo. Otros le dedicamos menos.



Se halla de por medio la sensación de que el problema de la delincuencia y la inseguridad se resuelve con más cárcel, más sanciones. Cuando aparecen las encuestas de victimización, los medios de comunicación social llaman a veces a los parlamentarios, especialmente en Regiones, y nos preguntan: “¿Qué van a hacer ustedes?”. Esperan la respuesta: “Aumentar las sanciones; fijar más penas privativas de libertad; aplicar tolerancia cero; hacer prevalecer la ley y el orden”.



Ese es el discurso político determinante de que Chile, como bien decía mi Honorable colega Alvear, tenga hoy día a tanta gente cumpliendo condena intramuros, en la cárcel, y en medio de tanto hacinamiento. Ello, independientemente de las insuficiencias que puedan existir en materia de infraestructura, a pesar de haberse avanzado bastante en ese sentido en los últimos años.



La cuestión tiene que ver más bien con una concepción de cómo consideramos los procesos de rehabilitación y reinserción o cuál debe ser el rol del Estado en materia de seguridad pública. 



Y, por eso, al leer el proyecto, a mí al menos me parece razonable. Lo que no estimo en la misma forma es que lo plantee una Administración que ha profitado justamente de un discurso político que se basa en el fin de la puerta giratoria, en la tolerancia cero.



Es más, el programa de Gobierno planteado por el actual Mandatario en su campaña como candidato -¡quien condenaba al Presidente Frei por un solo indulto!-, expresaba:



“Gracias a estas políticas,” -se refería a las que se iban a implementar- “a las que se incluyen en otras secciones de este programa (...), y a las reformas legales para restringir las libertades provisionales a las personas que representan un peligro para la sociedad, se hará realidad el “Candado de la Puerta Giratoria”.



¡El candado de la puerta giratoria! ¡Porque la Concertación la estableció...! ¡Éramos muy blandos...! ¡Éramos garantistas...! ¡Nos preocupábamos más del delincuente que de la víctima...!



¡Cómo cambia la vida, señor Presidente! Porque lo que está haciendo hoy día el Gobierno es exactamente todo lo contrario a lo predicado por el Primer Mandatario durante toda su campaña: tolerancia cero, fin a la puerta giratoria, aplicación de la ley y el orden.



¡Es el discurso político que tiene hoy día hacinadas las cárceles! ¡Es el discurso demagógico, irresponsable, poco serio!

El señor PROKURICA.- ¿Y el Gobierno de ustedes, por Dios?

El señor ROSSI.- Como al menos he tratado de ser coherente en mi vida, creo en los argumentos y fundamentos del proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Que le pongan un candado a...!

El señor ROSSI.- Le creo al señor Ministro de Justicia cuando expone que ha recorrido los centros penales y se ha dado cuenta de la realidad de la violación a los derechos humanos. He leído los informes en la misma dirección del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Lo importante es que entendamos justamente que no vamos a resolver la cuestión de la inseguridad con más cárcel, más sanciones, más hacinamiento; que tenemos que preocuparnos de la dignidad de la persona; que los internos también tienen derechos humanos.



En consecuencia, ese discurso que hacía ver de alguna manera al delincuente como un ser infrahumano, sin derechos, es solo demagógico. Sirve para ganar algunos votos en las elecciones, porque la gente quiere escuchar a veces eso; pero no es serio, no es el de un estadista.



Por mi parte, voy a votar a favor del proyecto, señor Presidente. Y, por eso, quería expresar que me parece una incoherencia que el Gobierno que lo presenta sea el que acusó a la Concertación precisamente de hacer mucho menos de lo que él está planteando hoy día en este sentido.



Pero creo en los argumentos y en que es necesario dar un uso racional a la cárcel, y pienso, además, que en la iniciativa queda absolutamente resguardado lo de que no se va a indultar a personas que hayan cometido ilícitos graves. Ahí están los distintos delitos que se contemplan. Y una indicación de los Senadores señor Patricio Walker y señora Alvear, que fue aprobada, se refiere a los cómplices o los encubridores. Porque no se favorecerá a violadores de derechos humanos.



Estimo que numerosas mujeres no debieran encontrarse hoy día recluidas, incluso microtraficantes en la Región que represento -a lo mejor, es impopular lo que voy a decir-, quienes son víctimas justamente de los carteles del narcotráfico. El 80 o 90 por ciento de las privadas de libertad en la cárcel de Pozo Almonte, en la provincia del Tamarugal, corresponden a delitos relacionados con la ley Nº 20.000 y el microtráfico, y son víctimas de lo mismo: la marginalidad, la exclusión, la pobreza. Son situaciones que se viven en zonas limítrofes como la Región de Tarapacá.



Entonces, ¿la solución se halla en más cárcel? Me parece que no. Se encuentra en más oportunidades, en rehabilitación, en prevención, y la cárcel se debe destinar a delitos que realmente la requieran.



Por eso, exhibe coherencia, justamente, el planteamiento de que los condenados a reclusión nocturna queden libres. ¿Pueden ser considerados un peligro para la sociedad si ya les dieron la libertad durante todo el día? Es una cosa hasta absurda, desde el punto de vista conceptual: pueden delinquir a plena luz, pero en la noche se encuentran recluidos, ocupan camas y contribuyen al hacinamiento.



Así que, desde esa perspectiva, y habiendo manifestado mis reparos respecto de la actitud exhibida en la campaña presidencial y, en general, acerca de un discurso muy enraizado en la clase política, me hice la pregunta -se la formulé también al Ministro señor Bulnes- de si son necesarios un proyecto de ley y la competencia del Poder Legislativo para indultar a todo este grupo de personas o es posible que el Primer Mandatario recurra a la ley Nº 18.050, sobre concesión de indultos particulares, y su reglamento.



Habiendo llegado a la convicción de que la respuesta es negativa, esa es la razón por la cual votaré finalmente a favor del proyecto. Porque si pensara que el Presidente puede firmar 6 mil indultos particulares, en virtud de la facultad que le otorga la Constitución, concluiría que la iniciativa no es necesaria.



Espero que el Ministro de Justicia y el Gobierno efectivamente asuman la crisis penitenciaria y lleven adelante una política de Estado en esta materia.



Es cierto que el proyecto en análisis no resuelve todo el problema, pero creo que sí avanza en la dirección correcta.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación.

El señor NAVARRO.- Pero que se mantengan los tiempos para intervenir.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por supuesto.



¿Habría acuerdo para cerrar el debate y proceder en tal sentido?



--Así se acuerda.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Eduardo Frei, para fundar el voto.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, este proyecto es una reacción al trágico incendio que se registró en la cárcel de San Miguel el 8 de diciembre pasado, el cual causó la muerte de 81 reclusos.



A mi juicio -y después de escuchar, en especial, al Ministro de Justicia-, nos encontramos ante una medida de parche, que no soluciona el problema de fondo.



Si el Gobierno busca reducir el elevado y generalizado nivel de hacinamiento e inhabitabilidad que se vive en nuestras cárceles y centros de detención, en los que se registra cerca de 60 por ciento de sobrepoblación penal -también lo dijo el Ministro-, entonces el camino no es el indulto, por muy restringido que sea.



Por el contrario, lo que el país requiere es una verdadera política en materia criminal, que sistematice nuestro catálogo de delitos y sanciones, de manera de establecer una relación más lógica entre la gravedad de los ilícitos y las penas asignadas.



Lejos de lo que se ha pregonado desde hace muchos años, debemos erradicar la idea de creer que la cárcel es la primera y única alternativa. Por el contrario, el país ha de racionalizar el uso de los recintos penitenciarios y reservar las penas privativas de libertad para los delitos más graves. Nada de eso está en la presente iniciativa. 



Por lo tanto, reitero que el sistema de indulto general propuesto es una solución parcial y no resuelve el verdadero problema de la sociedad chilena en este ámbito.



Pienso que la solución es despachar los proyectos que se encuentran en las distintas Comisiones -del Senado y de la Cámara de Diputados- y que fueron especificados por la Senadora señora Alvear y también por el propio señor Ministro, quien los ha apoyado. 



Dicho Secretario de Estado, además, señalaba que en algunos casos se resolverán situaciones de condenados con dos tercios de la pena cumplida. ¡Pero si con la legislación actual perfectamente esas personas pueden salir en libertad de inmediato! Hasta con 50 por ciento de la pena cumplida, es posible hacerlo.



Por consiguiente, me parece que ese es el camino definitivo.



Al mismo tiempo, quiero referirme a dos o tres aspectos que considero importante abordar.



En primer lugar, la Constitución Política faculta al Presidente de la República para otorgar los indultos particulares que estime pertinentes. De esta manera, si se requieren decisiones específicas respecto de un número acotado de personas, el Jefe de Estado ya dispone de la herramienta para conceder el beneficio, sin que se necesite acudir a una ley general, como la que se está proponiendo.



En tal sentido, hago un llamado al Presidente de la República para que ejerza sus atribuciones como corresponde y no le endose al Parlamento la responsabilidad de indultar a personas privadas de libertad.



Si el Primer Mandatario no quiere o no le gusta usar esa potestad que la ley le confiere, sugiero que se envíe un proyecto para derogarla o que se busque otro mecanismo para reducir la sobrepoblación en las cárceles chilenas. Pero no le traspase esa responsabilidad a otro Poder del Estado.



Además, cabe recordar que en la pasada campaña presidencial se me atacó duramente por los indultos que concedí en mi calidad de Jefe de Estado y se me acusó de haber abierto la puerta a la delincuencia al hacer uso de esa facultad.



Yo, al menos -lo digo solemnemente-, asumí las consecuencias de las decisiones que tomé, y nunca esperé que otro Poder del Estado se hiciera cargo de competencias que me eran propias como Presidente de la República.



Asimismo, quiero mencionar que en mi Gobierno, siendo Ministra de Justicia la señora Soledad Alvear, llevamos adelante dos tareas fundamentales.



La primera fue la reforma procesal penal, considerada la modificación legal más importante del Estado en este ámbito en cien años.



Al iniciarse su discusión en el Parlamento hacia 1995, según cifras oficiales, había 22 mil 700 personas en estado de cárcel. Cuando comenzó su implementación, en 1998 -se aplicó primero en las Regiones de Coquimbo y de La Araucanía-, la población penal llegaba a cerca de 28 mil reclusos. Hoy día, como indicó el Ministro, asciende a alrededor de 54 mil. Por consiguiente, la tesis de que nosotros estábamos indultando a los delincuentes y de que estos no se encontraban en las cárceles se contradice absolutamente con las cifras entregadas.



La segunda tarea se abordó en el marco de una política penitenciaria. Tengo la tranquilidad de decir que construimos 120 mil metros cuadrados de recintos carcelarios, la cantidad más alta de edificación en esta área durante todo el siglo XX, década por década: ¡120 mil metros cuadrados!



No daré todo el detalle, pero sí que hubo reposición, ampliación o construcción en Arica, Iquique, Pozo Almonte, Tocopilla, Copiapó, Quillota, Valparaíso, Rancagua, San Fernando, Talca, Chillán, Concepción, Temuco, Chaitén, Osorno, Puerto Montt, Chile Chico, Puerto Aysén, Porvenir y Santiago (Colina II y el centro de detención Santiago Sur). Entre los trabajos más importantes, se encuentran la cárcel de Arica, con casi 20 mil metros cuadrados, y la de Valparaíso, con más de 30 mil. 



Se trata de recintos en los cuales se empleó el sistema señalado por el Ministro; o sea, los distintos presos estaban absolutamente segregados y había talleres para rehabilitación y para trabajo.



Además, se aumentó el número de gendarmes en cerca de 31 por ciento; se incorporó moderna tecnología en vigilancia, control de acceso y comunicaciones para elevar los niveles de seguridad, etcétera.



Eso es parte de lo que se hizo en un momento determinado.



Por otro lado, debo manifestar que, en el curso de la campaña presidencial pasada, se prometió al país terminar con la denominada “puerta giratoria” y que los delincuentes cumplirían toda su condena en la cárcel.



Al respecto, leo textualmente: Gracias “a las reformas legales para restringir las libertades provisionales a las personas que representan un peligro público para la sociedad, se hará realidad el ‘Candado a la Puerta Giratoria’, que va a asegurar que los delincuentes cumplan efectivamente sus penas, y las víctimas y la gente honesta tenga más seguridad y menos temor”.


En mi concepto, nos encontramos ante un nuevo incumplimiento de las promesas de campaña y frente a una iniciativa que no resuelve ni siquiera mínimamente las condiciones de hacinamiento que hoy día existen en los recintos penitenciarios chilenos.



Reitero mi respaldo a los planteamientos de la Senadora señora Alvear y a lo que nos ha dicho el Ministro acerca de los proyectos en trámite, que estamos dispuestos a aprobar -el Senado se comprometió a ello en una sesión especial en enero- para resolver definitivamente el problema.



Cada uno debe asumir su responsabilidad. 



Por lo tanto, votaré en contra de este proyecto tanto en general como en particular.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, no es fácil tomar una decisión respecto a esta iniciativa. 



Todos compartimos el argumento de que en nuestro país hay gran sobrepoblación carcelaria, hacinamiento y, en consecuencia, incapacidad absoluta para llevar adelante rehabilitación, prevención, seguimiento, en fin.



Como país, nos falta una verdadera política penitenciaria. Se ha anunciado una, pero todavía no se ha implementado. Y ya llevamos un año y tres meses de Gobierno.



El presente proyecto es muy puntual.



Pretende beneficiar, por distintos conceptos, según las cifras entregadas, a cerca de 6 mil personas, entre ellas, a 150 mujeres. 



Se busca favorecer a los siguientes grupos: a las mujeres actualmente condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años; a los condenados que cumplen la pena bajo la modalidad de beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre, y a los condenados que cumplen su pena mediante el beneficio de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. A todos estos se les exigirá someterse a un periodo de observación.



Pero lo que es doloroso y, más aún, irritante, es que hoy estamos en presencia de una iniciativa enviada por un Gobierno -sé que el Ministro de Justicia ha hecho todo lo posible por dialogar y nos ha entregado sus argumentos, que son razonables desde el punto de vista del hacinamiento- que ha actuado de manera incongruente en esta materia.



Escuché la intervención del ex Presidente Frei y tiene toda la razón: él fue denostado; se le trató mal durante la campaña presidencial pasada; se le presentó como el Mandatario que indulta a narcotraficantes, y en esa lógica, los miembros de la Concertación éramos los garantistas, los débiles, los que no entendíamos de seguridad ciudadana, los responsables en este país de que la gente se sintiera intranquila y de que hubiera “puerta giratoria”, y así otros tantos calificativos más.



Entonces, duele que, después de todo aquello, hoy día nos manden este proyecto y se pase al Congreso la responsabilidad de aprobarlo.



El Presidente Piñera efectivamente puede hacer uso de su facultad para indultar, ejercicio que -como se ha dicho con toda claridad- es individual, caso a caso. La ventaja de tal potestad radica en que la persona favorecida queda plenamente identificada y se sabe exactamente cuáles son las razones que justifican o no su indulto.



Sin embargo, aquí se pretende que el beneficio sea mayor, más genérico. Por eso se recurre a esta iniciativa legal.



La verdad es que tengo sentimientos encontrados sobre el particular. 



A estas alturas, el Primer Mandatario podría haber indultado a muchas mujeres que están en la situación descrita por el Senador señor Rossi. Me refiero a ciertas personas detenidas por microtráfico: a las llamadas “burreras”, que cometieron un delito muy común en las fronteras de nuestro país, probablemente por razones que ya conocemos (problemas sociales, económicos; por ser jefas de hogar sin oportunidades; en fin).



En todo caso, como aquí se ha mencionado, es imposible no recordar expresiones emitidas durante la campaña presidencial pasada. Un extracto del Programa de Gobierno del Presidente Piñera dice: “En el Gobierno de la Coalición por el Cambio, por ejemplo, la responsabilidad de ganarle la batalla a la delincuencia no será delegada en un subsecretario, sino que será asumida por el propio Presidente de la República. No se engañe nadie y ténganlo presente los delincuentes: el Gobierno del Cambio no será neutral en este combate. Siempre estará del lado de las víctimas, de las mujeres maltratadas, de los que viven atemorizados en sus propias casas o negocios y deben recogerse apenas se pone el sol. Se aplicará todo el rigor de la ley a quienes hasta hoy, en forma casi siempre impune, se pasean como Pedro por su casa, por las calles, plazas y parques, actuando sin Dios ni Ley.”.



Prefiero no seguir leyendo, porque, al hacerlo, casi me dan ganas de votar en contra del proyecto, exclusivamente por la incoherencia e inconsistencia manifestadas, lo que me resulta francamente irritante. Así al menos lo siento.



Sin embargo, desde el punto de vista de los derechos humanos, tengo que reconocer el drama que sufren los reclusos en condiciones de hacinamiento, quienes no son responsables de la demagogia de la Derecha.



Señor Presidente, deseo referirme ahora a una dramática situación que sucedió en la cárcel de Copiapó recientemente: un interno -no se dio a conocer su identidad-, luego de muchos días en huelga de hambre, al no sentirse escuchado, decidió prenderse fuego en el patio del penal. Este reo protestaba por su condena de 25 años por robo con intimidación.



Entre paréntesis, los últimos aumentos de penas fueron propuestos y apoyados, con entusiasmo, por la Derecha, que siempre vio en esa medida la solución al flagelo de la delincuencia. Ello ha quedado claramente demostrado.



Volviendo a lo anterior, ningún gendarme advirtió la acción del recluso copiapino. Sus propios compañeros lo socorrieron y le brindaron los primeros auxilios.



¡Este reo llevaba dos meses en huelga de hambre y, al no sentirse escuchado, tomó esa drástica medida en un penal que tiene el 300 por ciento de hacinamiento!



El imputado sufrió quemaduras de mediana gravedad, producidas por químicos que estaban en los talleres de los presos. Actualmente, se halla en la enfermería del recinto penitenciario.



Con este ejemplo queda en evidencia la falta de personal en la cárcel de Copiapó, que cuenta con 2 gendarmes por cada 300 internos. Ello demuestra problemas de seguridad en el penal. El hacinamiento y la sobrecarga de los turnos por carencia de personal agravan las condiciones de estrés que sufren funcionarios y funcionarias en un recinto que acoge a cerca de mil presos, en circunstancias de haber sido construido para 250. 



Y puedo seguir enumerando con más detalles la situación, que es dramática: la cárcel cuenta con estrechos pasajes de 12 metros de largo por 20 de ancho, y cada galería alberga a 150 reclusos, pese a que el diseño original era para 80.



Además, Gendarmería reconoce que no existe un plan para actuar frente a una emergencia. Es necesario que su personal reciba preparación para enfrentar eventuales emergencias, como incendios u otros.



Por lo tanto, teniendo presente este tipo de informaciones y el punto de vista de la defensa de los derechos humanos, cabe considerar la propuesta legislativa que nos ocupa -me parece incoherente e incongruente con el discurso expresado durante la campaña presidencial pasada y con todo lo que el Presidente Piñera prometió en ella- como un planteamiento tendiente a resolver algo puntual, pero que no aborda el fondo del asunto: hacer una verdadera reforma a la política penitenciaria. 



Sin embargo, debemos reconocer que la iniciativa al menos ofrece cierta salida a la situación y permite un uso un poco más racional del sistema carcelario, el cual, como hemos visto, está absolutamente sobrepasado (más de 60 por ciento de sobrepoblación). 



Probablemente, Chile es el país de la región con el mayor porcentaje de presos. 



¡No podemos seguir de esta manera!



Por otra parte, cabe recordar que en el proyecto original sí se contemplaba la posibilidad de indultar a condenados por violaciones a los derechos humanos. La primera vez que discutimos el asunto señalé que bajo ninguna circunstancia apoyaría una iniciativa que incluyera, aunque fuera mínimamente, una norma en tal sentido. Creo y seguiré creyendo que las violaciones a los derechos humanos son crímenes de lesa humanidad, imprescriptibles e inamnistiables. 



Reconozcamos que tal planteamiento venía en el proyecto primitivo.



Afortunadamente, las indicaciones que presentaron los Senadores señor Patricio Walker y señora Alvear dejaron absolutamente fuera del beneficio a quienes cometieron delitos de homicidio, a los cómplices y a los encubridores, incluso si se trata de personas con más de 75 años. De este modo, se eliminaron subterfugios que, de haberse mantenido, habrían significado dejar en libertad por lo menos a un par de violadores de derechos humanos.



Gracias a las indicaciones, tal posibilidad se suprimió de la iniciativa.



Entonces, tengo una razonable certidumbre de que tales delitos quedaron excluidos, salvo -debo ser honesta- que surja el resquicio de los resquicios. Confío en que no sea así. Aquí está presente el Ministro de Justicia. Espero que conteste a mi inquietud. Porque, ante la menor posibilidad de un resquicio, yo no votaré a favor del proyecto.



Para mí es fundamental -lo digo por la protesta que hizo un preso en la cárcel de Copiapó, por el hacinamiento existente, por la dramática situación en que viven los reos- que esos seres humanos -haber delinquido no les priva de su condición de tales- tengan derecho a la rehabilitación y a otros derechos.



Sin embargo, necesito contar con la absoluta tranquilidad de que no habrá resquicio alguno en la iniciativa que me impida aprobar un proyecto de esta naturaleza.



El proyecto violenta por la demagogia y las descalificaciones que se usaron durante la campaña presidencial. Pero, por sobre ello, haré primar el resguardo a los derechos humanos de gente que, pese a equivocarse, cometer delitos y estar presa por ello, precisa recibir el beneficio del indulto, a fin de propiciar un uso racional de las cárceles.



Solo en esas condiciones, yo podría decir: “Sí, apruebo el proyecto”. Si no, me sería completamente imposible hacerlo.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Conferencia Episcopal de Chile, con fecha 21 de julio de 2010, hizo un llamado al indulto general en razón del Bicentenario. El documento emitido al respecto señala: “No somos nosotros quienes debemos dictar las leyes, pero creemos que podemos interceder para un paso a la ‘justicia con clemencia’”. Y luego se pide un indulto: “salvaguardando el pleno imperio de los derechos humanos en materia de crímenes de lesa humanidad, creemos que se pueden dar pasos de clemencia.”.



Lamentablemente, la petición de la Conferencia Episcopal fue rechazada. Era una oportunidad brindada y solicitada por la Iglesia Católica.



Me llamó muchísimo la atención que un Gobierno, presidido por una mayoría católica -no estamos hablando de un Presidente divorciado o agnóstico, sino de uno casado y católico-, hiciera caso omiso y no acogiera esa petición de la Iglesia con motivo del Bicentenario.



Señor Presidente, el proyecto se presentó por diversas razones. Comparto lo explicado latamente por el señor Ministro y creo que se halla realizando serios esfuerzos por avanzar en la solución de este problema, que se arrastra desde hace mucho tiempo y que hoy se expresa con violencia y dramatismo. 



Por eso se produjo el incendio de la cárcel de San Miguel, que dejó un saldo de 81 muertos. Visité el lugar. ¡Ahí estaba el olor a carne quemada; ahí estaban los fierros calientes; ahí estaban, pegados a las rejas, los cadáveres de quienes intentaron escapar de una prisión en la cual algunos nunca debieron haber estado!



¡Preso por vender CD en la cuneta de una calle! Ahí murió calcinado.



La crisis política penitenciaria se debe a la orientación de nuestras leyes. ¡Ingresan a la cárcel tres mil quinientas personas al año! La tasa de crecimiento anual de la población penal es de  6,5 a 7,2 por ciento. O sea, necesitamos construir anualmente 2 establecimientos penitenciarios con capacidad para 2 mil reclusos cada uno, a fin de poder empatar siquiera el crecimiento correlativo de la tasa de encarcelación.



¿Cuánto cuesta al mes mantener a un reo en un recinto concesionado? En mi opinión, el sistema vigente constituye un robo. Así fue con la empresa Besalco, que en un juicio que ganó al Ministerio de Obras Públicas obtuvo ¡130 millones de dólares! por concepto de obras adicionales en la construcción de cárceles concesionadas. Igual situación se presenta en las obras que se concesionan y que nunca termina por aclararse. En esa ocasión, el juez partidor votó a favor de la empresa, por lo cual esta recibió la suma referida.



El Ministro del ramo de la época, señor Sergio Bitar, solicitó terminar con tal procedimiento. ¿Y que pasó? ¡Lo sacaron del cargo! 



Al único personero que pidió, seriamente, revisar el sistema de concesiones ¡lo volaron del puesto!



La mantención de cada condenado en un establecimiento carcelario concesionado cuesta al Estado 526 mil pesos mensuales, lo que para la ciudadanía debe ser extraordinariamente repudiable. ¡526 mil pesos mensuales! O sea, tres veces el sueldo mínimo. 



¡Ese es el gasto que implica un reo en un recinto penal! Y ello, a causa de la actual política, que agrava la crisis del sistema.



¿Qué pasa con Gendarmería? El señor Ministro tiene la propuesta de los funcionarios, que han dicho: “Se requiere una reforma profunda en Gendarmería”. 



En efecto, de la tríada de seguridad pública: Carabineros e Investigaciones; tribunales y fiscales, y Gendarmería, esta última es la única institución donde el Director es foráneo, pues es designado por el Gobierno de turno. Por lo tanto, es de confianza del Ejecutivo, pero desconoce la política penitenciaria, dado que su nombramiento es ajeno al mérito en la carrera funcionaria.



¡Y, por supuesto, no solo los presos se suicidan, sino también los gendarmes en gran número -el señor Ministro lo sabe-; decenas de ellos! Otros se encuentran con licencia médica, a veces permanente y crónica.



La Corte Suprema y la Universidad Diego Portales ya han señalado claramente en qué consiste la crisis.



Yo voy a apoyar al señor Ministro al acoger el proyecto, porque con él creo que es posible avanzar en la solución del problema. Pero, en verdad, uno podría decir de manera sarcástica -como lo han hecho ya otros Senadores- que en un asunto tan serio, como cerrar la puerta giratoria, la política del Gobierno implica sacarla, en definitiva, abrirla.



Y como no se trata de un eslogan ni de recriminarnos mutuamente, porque el problema existe. Y desearía que se nos garantizara -se lo he pedido al señor Ministro de Justicia- que nuestro voto a favor no vaya a generar un  resquicio ni el mínimo espacio de un milímetro para que algún violador de los derechos humanos pueda “colarse” en la obtención de beneficios de la futura ley. Y si así fuere, dicho Secretario de Estado traicionaría la palabra dada en tal sentido para que se pueda aprobar esta normativa.



¿Y qué pasa con los mapuches? 



¿Qué ocurrió con la documentalista Elena Varela? ¡Después de un proceso que duró tres años se declaró su inocencia absoluta y se la dejó en libertad! 



¿Qué aconteció con Jaime Huenchullán, Presidente de la Comunidad Autónoma Temucuicui? ¡Permaneció un año y seis meses encarcelado, para después otorgarle la libertad por resultar absolutamente inocente!



Creo que una ventana de indulto para los 250 mapuches -no han matado ni robado a nadie; no han derramado ni una sola gota de sangre- procesados en todo Chile, hubiera sido una significativa señal de generosidad, de apertura por parte de este Gobierno de Derecha, marcando un antes y un después y, obviamente, una nueva política respecto al mundo indígena. 



En cuanto al requisito de cumplir el 50 por ciento de la pena, no representaría un impedimento, porque las cosas se deshacen tal como se hacen. Y es posible establecer la ventana de no exigir el cumplimiento de ese 50 por ciento de la pena para optar al indulto. Porque la idea es pacificar.



Se advierte una contradicción tremenda: ¡somos clementes con los delincuentes, pero inclementes con los mapuches! Estos -reitero- no han matado a nadie; al contrario, los muertos han sido precisamente ellos, asesinados por la espalda con balas de carabineros. Y los autores fueron condenados a  tres años y un día, pero esta pena se les conmutó. ¡No estuvieron ni un día en la cárcel!



La iniciativa plantea conceder la libertad a delincuentes que no hayan cometido delitos de sangre o violado a niños. Me parece bien, si cumplen los requisitos. Y el 23 por ciento de ellos son primerizos. El señor Ministro ha expresado que existirán cárceles segregadas.



De otro lado, pregunto: ¿qué pasa con los delincuentes de cuello y corbata; con aquellos de La Polar; con los de las farmacias; con los que esquilmaron en miles de millones de pesos a los afiliados de las AFP? ¡Esos siempre quedan impunes! ¡Nunca van a la cárcel!



¡Los delincuentes de cuello y corbata de La Polar o los de Supermercados Santa Isabel -fueron a la Bolsa de Nueva York y a la del Perú-, para esquilmar a pequeños accionistas y a miles de afiliados de las AFP. ¡Pero nunca los toca nadie!



Quiero manifestar al señor Ministro que lo propuesto en el proyecto constituye una contradicción si consideramos estos últimos casos. Porque es necesario fijar penas de cárcel para los delincuentes de cuello y corbata que roban a través de las tarjetas de crédito; que roban al “inflar” el valor de las acciones, para que la gente se interese y las compre, particularmente las AFP. Cada día me parece más absurdo que pequen de ignorantes. ¡Claro, es muy fácil perder plata cuando no es propia! 



Lo anterior precisa una profunda revisión.



Por eso, siento que en la discusión acerca del indulto a quienes han cometido delitos hay algunos que están pasando “piola”: los de cuello y corbata.



En seguida me referiré al doble estándar que significa el procesamiento de algunas personas tanto por la justicia militar cuanto por la civil. 



¿Estamos dispuestos a terminar con el doble procesamiento, que nos avergüenza a todos frente al mundo cuando se informa que en Chile hay gente procesada en la justicia militar y en la civil por delitos no militares en tiempos de paz? 



¡Ahí están los mapuches en la cárcel y procesados por la instancia militar! Si se terminara con esta situación y se dejase actuar solo a la justicia civil se daría un paso positivo. 



Espero que también avancemos en ese sentido, señor Ministro. Hay gran consenso al respecto, porque la intervención de la justicia militar ya no se justifica. 



¡Justicia militar para tiempos de guerra; justicia civil para tiempos de paz! 



Y, por cierto, la ley en estudio será solo un parche. No resuelve el problema de fondo, pero es un avance.



Pienso que el señor Ministro, que se ha preocupado del tema (me consta que ha visitado las cárceles); que comprende el problema profundo y que está tratando de buscar una salida, debe contar con el respaldo de su Gobierno, porque, repito, este proyecto significa un alivio transitorio, momentáneo, pues no soluciona la cuestión de fondo, que es la reforma al sistema penitenciario. Y él lo sabe.  




Se deberían instituir jueces de ejecución de penas, especializados, abocados fundamentalmente a resolver lo tocante a beneficios carcelarios y libertad condicional. ¿Quién cumple hoy estas funciones? La Comisión de Libertad Condicional, y el que decide al final es el Seremi de Justicia, quien no quiere meterse en líos. Y no más del 2 a 3 por ciento de las solicitudes se aprueban, porque algunos evidentes fracasos han inhibido a todos los actores que conceden la libertad condicional u otros beneficios a gente que cumple penas privativas de libertad.



Entonces, es menester crear el cargo de juez de ejecución de penas, con el propósito de tener la certeza de que la entrega de un beneficio se hace con cabal conocimiento y no por una decisión política que implica no correr riesgos respecto de la conducta de la persona favorecida.

El proyecto beneficiará a más o menos 10 mil reos no peligrosos, enfermos, mujeres. Me parece bien. Pero yo esperaría que en los próximos días o semanas se envíe al Congreso una propuesta profunda, definitiva, de un nuevo régimen penitenciario en Chile, que dé cuenta de la crisis global. Y esto último, ojalá que venga de la mano con la solución para los gendarmes.



Repito: en la tríada de seguridad pública: policías, tribunales y fiscales, y Gendarmería, esta continúa siendo el hermano menor, el patio trasero del sistema de seguridad pública. Y ello debe concluir.



La ley en examen va a aliviar a todos: a los gendarmes, a los presos y a sus familiares y también al Gobierno. Pero, si no aprovechamos de discutir en esta ocasión más allá del indulto, perderemos una gran oportunidad.



¡No al indulto a los violadores de derechos humanos!



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, durante el debate he oído, especialmente en los últimos minutos, a los Senadores señora Allende y señor Navarro; vi el trabajo del colega Patricio Walker en la Comisión de Constitución, cuando analizábamos la iniciativa, y me siento muy reconfortado de compartir el asunto de fondo. 



Mediante el presente proyecto estamos enfrentando un problema que afecta estrictamente a las personas en sus derechos humanos, y que es de gran envergadura. Por ello, no podemos entramparnos en recriminaciones mutuas; en exponer legítimas diferencias o discrepancias con respecto a actuaciones del pasado; en nuestras visiones sobre la seguridad ciudadana; en descalificarnos o en condicionar nuestro accionar por las acusaciones que lamentablemente pudimos haber lanzado durante la última campaña presidencial.



El proyecto en análisis tiene otra envergadura; es muy superior.



Porque todos los Senadores que nos hallamos presentes -¡todos, sin excepción!- sabemos que el hacinamiento carcelario en el país provoca que algunos compatriotas nuestros se encuentren en condiciones de vida infrahumana e inaceptable -¡infrahumana e inaceptable!-, más allá de cualquier responsabilidad política del Gobierno actual, del de ayer o del de mañana, según quienes aspiramos a un pleno respeto de la dignidad de cada ser humano.



Y lo que la iniciativa aborda es una medida de carácter especial, urgente y extraordinaria, para generar en lo que sea posible, hoy y ahora, mejores condiciones en los recintos penales. ¿Porque saben de qué se trata, señores Senadores? De que haya un poquito más de espacio en ellos.



¿Es esta la política carcelaria del Gobierno, Senadora señora Alvear? No lo es. Solo se trata de una medida extraordinaria.



¿Dónde radica la política carcelaria del Gobierno? En la explicación que nos dio el Ministro señor Bulnes: en el proyecto de construcción de cárceles que tratará de aprovechar y aportar la experiencia moderna en cuanto a cómo debe segregarse la población penal y en la iniciativa de ley -entre otras- que discutimos hoy día y que se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual se propone una modificación sustancial y profunda al sistema de ejecución de penas alternativas en el país. 



Ahí está lo medular, lo sustantivo.



Pero como sabemos que lo medular y sustantivo toma un tiempo, el Ministro de Justicia nos trae un proyecto de ley que establece medidas simples -¡muy simples!- para lograr mayor espacio en los recintos penitenciarios. Porque donde duermen 17 internos en una celda diseñada para dos o tres, un poco más de espacio resulta fundamental. Y después de conocer esos calabozos y ver lo que allí ocurre, uno entiende que ese mayor margen hace una diferencia sustantiva.



Por eso esta iniciativa legal se presenta como una medida extraordinaria para generar espacios mínimos pero sustantivos para aquellos que carecen de ellos, en una acción equilibrada entre brindar más lugar en los recintos carcelarios y enfrentar el problema del hacinamiento en forma urgente, además de resguardar la seguridad ciudadana que todo Gobierno debe cumplir.



El Ministro señor Bulnes enunció esos planes, así como también la Senadora señora Alvear cuando dio cuenta de los alcances del proyecto, apuntando al indulto o a la liberación de mujeres presas, y al término de las reclusiones nocturnas o salidas diarias para permitir el aumento de las camas en las cárceles por las noches.



¡Ese es simplemente el propósito, señor Presidente!



Porque más allá de lo que podamos discutir sobre las políticas carcelarias -llegará el momento de hacerlo cuando analicemos las iniciativas legales a fondo-, y de nuestras diferencias o recriminaciones mutuas acerca del pasado, hoy día este proyecto, que es de pocos artículos, viene a pedirle al Senado que superemos esa etapa sin entramparnos en esos debates, aunque sean legítimos y debamos realizarlos, porque hay chilenos que viven en condiciones infrahumanas y reclaman con urgencia un mínimo espacio para vivir no en condiciones dignas, sino más avenidas con la calidad de ser humano y su respeto.



De eso se trata el proyecto en análisis, señor Presidente.



Por las razones que expuse, lo votaremos favorablemente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que la iniciativa en debate es adecuada para las circunstancias que actualmente se viven en las cárceles.



Todos sabemos que el hacinamiento es muy grande en los recintos penales, que -como indicó el señor Ministro- llega al 60 por ciento, sobrepasando su capacidad, y que, en algunos casos, alcanza hasta al 300 por ciento, según también se expresó.



Cuando fui Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de esta Corporación, hace algún tiempo, invitamos a la Fiscal de la Corte Suprema, señora Mónica Maldonado, quien nos hizo una exposición muy amplia y clara, en la cual categóricamente quedaron de manifiesto las condiciones inaceptables en que se encuentran los presos en nuestra patria.



Pude visitar varias cárceles del país y observar la indignidad en que se hallan los reos. Tal vez muchos de ellos fueron condenados por delitos o faltas, pero creo que los derechos humanos deben respetarse para todas las personas.



Y lo que estamos viviendo hoy día es una indignidad tremenda.



Hoy en la mañana asistí a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y pude escuchar al profesor Raúl Tavolari, quien señalaba que, cuando uno visita las cárceles, casi da vergüenza la forma en que viven los internos.



En resumen, el proyecto me parece adecuado por cuanto resulta evidente que casi el 10 por ciento de los 54 mil presos que se encuentran hoy día en los diversos establecimientos penitenciarios del país -cinco mil o seis mil personas- podrían ser favorecidos.



Y la selección de los beneficiados no es al lote.



Así lo dispone el informe de la Comisión de Constitución que resume el mensaje del Ejecutivo de la siguiente manera: “la iniciativa busca, como objetivo central, otorgar un indulto conmutativo general en beneficio de las siguientes personas: las mujeres que actualmente se encuentran condenadas y  privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años; los condenados que actualmente cumplen una condena bajo la modalidad del beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre, y los condenados que actualmente cumplen una condena mediante el beneficio de la reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. A todos ellos se les exigirá someterse a un período de observación y control y suscribir un compromiso de no volver  a cometer un crimen o simple delito. Además, el proyecto establece un catálogo de delitos a los cuales no se hará extensivo el referido indulto.”.



Como es posible apreciar, todos los beneficios que otorga la ley en proyecto son limitados y acotados.



Asimismo, el mensaje dispone que los favorecidos deben cumplir las siguientes obligaciones: 



“a) Suscribir un compromiso” -ya se señaló con anterioridad- “de no volver a delinquir. La transgresión de dicho compromiso durante los 5 años siguientes a la concesión del indulto pondrá al individuo en el deber de cumplir, de manera efectiva, el saldo de pena que le hubiere sido indultada, sin perjuicio de la aplicación de la pena que le corresponda cumplir por el nuevo crimen o simple delito; y b) Someterse a un período de control y observación a través de Gendarmería de Chile, por un período de cinco años.



“Finalmente, la presente iniciativa fija las excepciones al indulto propuesto, estableciendo un catálogo de delitos a los que no se hará extensivo el referido beneficio,...”.



Según indica el informe de la Comisión, 150 mujeres aproximadamente estarían en condiciones de cumplir los requisitos que establece el proyecto a la fecha de entrada en vigor; cerca de 800 personas estarían gozando del beneficio de salida controlada al medio libre a la misma fecha; de 2 mil 500 a 2 mil 700 estarían cumpliendo una condena privativa de libertad a través de la modalidad de reclusión nocturna en recintos penitenciarios comunes, y habría alrededor de 2 mil 300 condenadas también a la modalidad de reclusión nocturna, pero cumpliendo su sentencia en recintos especiales que no cuentan con población penal durante el día.



Por eso, considero que el proyecto es oportuno y adecuado para las condiciones que estamos viviendo hoy día. 



Se trata de una iniciativa difícil de aprobar. Y si hoy logra una aceptación transversal -valoro las opiniones de cada uno de mis colegas, que son tan legítimas como las nuestras- se deberá, fundamentalmente, al buen manejo, a la caballerosidad y al respeto que el Ministro de Justicia tiene por la labor parlamentaria y los parlamentarios. Él ha conversado con todos en forma cordial y ha dado sus razones...

El señor PIZARRO.- ¡Conmigo no!

El señor SABAG.- ¡Es que conversa con aquellos que son posibles de conseguir...! ¡Hay casos perdidos -dice-...!



A mi juicio, ese es un gran mérito de su parte, que todos le reconocemos. Ojalá que siga desempeñándose de la misma forma brillante como lo ha hecho hasta ahora.



Que haya 10, 15, 18 presos en celdas de 2 a 4 metros cuadrados resulta, yo diría, indignante. Para poder soportarse unos a otros confeccionan unas tarimas en altura. ¡Solo para sentarse y dormir sentados!



¡Hasta dónde llega la indignidad!



Cuando nosotros fuimos gobierno, aplicamos mano dura a la delincuencia y a la droga. Prueba de ello es que hoy se registran los más altos índices de reclusión, el doble de los que existen en Argentina, a pesar de que este país nos duplica en número de habitantes. Son, como señaló el Ministro, los más elevados del mundo. Sin embargo, se nos acusaba de permitir la “puerta giratoria” y de ser blandos en ese aspecto. 



A lo mejor fallamos en algo. Por ejemplo, en la construcción de cárceles hubo, a mi parecer, falta de gestión. No coincido con lo expresado por el Senador Navarro. Creo que el error estuvo justamente en no haber sabido manejar bien el sistema de concesiones; en haber sido lentos, burocráticos. Porque muchas cárceles ya debieron haber estado construidas en su oportunidad. Pasaron años para que se resolviera un simple problema, que, ejecutivamente, debió haber quedado solucionado en no más de 15 días. Y hoy estamos pagando las consecuencias.



En el curso de una campaña se hacen infinidad de promesas. ¡Otra cosa es con la guitarra en la mano! La Oposición de ayer lo está viviendo ahora: dificultades internas, falencias en el gobierno. ¡Otra cosa es gobernar! Nosotros lo hicimos con seriedad, con respeto y con gran éxito durante 20 años. Y lo mismo le deseamos a la actual Administración.



Por eso, con altura de miras, voto a favor de este proyecto de ley, que considero altamente conveniente para las condiciones en que nos encontramos hoy día.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, este debate me ha hecho recordar mucho el caso de Alto Hospicio.



La realidad de esa comuna, antes de ser asesinadas y encontradas las menores, era prácticamente desconocida para el resto del país. Solo en virtud de aquellos crueles crímenes se conoció la verdad de la pobreza dura que ahí se vivía. A partir de ese minuto, el entonces Presidente de la República don Ricardo Lagos desarrolla el programa social más grande de Chile para superar esa crítica situación.



Algo muy similar ha ocurrido aquí.



¿Qué permitió el incendio de la cárcel de San Miguel? Que nuestra sociedad conociera las condiciones en que se vive en los recintos penitenciarios. La realidad estremeció a todos, incluidas las autoridades. Y la conclusión sobre el siniestro generó, en mi opinión, un punto de inflexión en la materia. No se podía seguir manteniendo una actitud pasiva. La situación era demasiado extrema en términos de hacinamiento, tal como se ha descrito en el curso de este debate.



Por lo tanto, considero que lo consecuente por parte de las autoridades y de los parlamentarios es tomar medidas urgentes para superar dicho problema. Y es en ese contexto en el cual se presenta el proyecto de ley en votación.



Yo les puedo asegurar que, de no haberse producido el incendio en la cárcel de San Miguel, lo más probable es que ahora no lo estaríamos discutiendo. Ese hecho, a mi juicio, remeció la conciencia de todo el país, de las autoridades y de los parlamentarios.



En consecuencia, la iniciativa debe ser mirada en ese contexto. Y el debate que se ha producido esta tarde habla muy bien del Senado, pues, en definitiva, se ha entendido que, más allá de la política carcelaria anunciada por el Ministro y a la cual se refirió la Presidenta de la Comisión de Constitución, relacionada con las normas sustantivas, aquí se requiere abordar y resolver con rapidez un asunto previo urgente: el hacinamiento carcelario.



Y por eso el proyecto recibirá un apoyo transversal y será aprobado por amplia mayoría. No me cabe la menor duda.



Sin embargo, también son tremendamente importantes las normas de fondo que se están discutiendo en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que cambian la visión de cómo se debe abordar el tema de la seguridad, donde el énfasis tiene que estar puesto no necesariamente en la privación de libertad, sino en la rehabilitación. Y así se ha entendido en el mencionado órgano técnico.



Por eso, señor Presidente, pienso que estamos enfrentando bien el problema: de manera global, dándole la urgencia que requiere al hacinamiento en las cárceles y, de manera paralela, analizando normas sustantivas donde el énfasis principal está radicado en la rehabilitación.



En ese sentido, resulta tremendamente positivo el debate y la aprobación de la presente iniciativa legal, que ojalá podamos despachar rápido, para entrar de lleno en las normas sustantivas relacionadas con la política carcelaria contenidas en los proyectos anunciados por el Ministro de Justicia, algunos de los cuales ya están siendo analizados en la Comisión de Constitución. 



La idea, en definitiva, es abordar globalmente, como corresponde, el tema carcelario.



Algunos se preguntarán por qué no se tramita todo junto. La razón es que muchas veces hay normas bastante complejas. Y este proyecto es de sentido común, rápido. 



Con la urgencia existente, en particular a raíz de lo ocurrido, lo que se necesita con extrema celeridad es contar con el espacio que van a dejar los seis mil cupos que quedarán disponibles. Ya habrá tiempo para estudiar las demás normas sustantivas, tal como ya se está haciendo en la actualidad.



Por tales  razones, voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que soy un firme partidario de terminar con la “puerta giratoria”. Y no me voy a desdecir un segundo de lo que pienso en esta materia. Si se racionaliza el tema, lo más probable es que gran parte de mis colegas coincida conmigo en que cuando alguien viola, trafica drogas, asesina o comete un delito como el de robo con violencia, que produce un daño sicológico gigantesco, lo correcto es que cumpla la pena que la ley establece.



Pero aquí estamos hablando de ilícitos absolutamente distintos. En este proyecto de ley, así como en ningún otro que el Gobierno esté impulsando, no se permite dejar en libertad a un violador, a un asesino, a quien trafica droga y envenena a nuestros niños, ni a aquellos que incurren en graves delitos contra las personas.



Chile debe hacer frente a una realidad que, entre paréntesis, el Ministro de Justicia empezó a percibir con nitidez desde que asumió su cargo, porque recorrió prácticamente todas las cárceles del país: una sobrepoblación carcelaria gigantesca -ya habrá oportunidad de ver (hubo un debate al respecto) por qué se ocasionó-, con 54 mil presos, más de 25 mil por sobre la capacidad prevista. 



Y lo que está haciendo el Gobierno, ante esa realidad, es impulsar un conjunto de medidas que buscan avanzar en la rehabilitación, construir nuevos recintos carcelarios y modernizar el sistema de penas alternativas.



El proyecto que nos ocupa obedece a una urgencia, a una emergencia. Porque ¿qué ocurriría si no lo aprobáramos y volviera a ocurrir un caso como el de la cárcel de San Miguel? 



Cada tema, señor Presidente, debe ser examinado en su verdadera dimensión. Lo que esta iniciativa hace, en concreto, es permitir que 5 mil 800 personas que en la actualidad duermen en una cárcel -están libres durante el día- dejen de hacerlo y pasen pronto a un sistema de control, de monitoreo, dejando atrás lo absurdo que significa una pena que se ha terminado en prácticamente todo el mundo, como es la reclusión nocturna.



Quienes saldrán libres en virtud de sus normas son, básicamente, personas sometidas al régimen de reclusión nocturna o favorecidas con algún beneficio carcelario, pero que se desenvuelven en un medio libre. Gracias a ello, sus plazas, que hoy sobrepueblan todo nuestro sistema carcelario, quedarán liberadas. Pero no quedará en libertad ninguna persona que haya cometido un delito de gravedad y que, en consecuencia, merezca cumplir su pena en la cárcel, sin perjuicio de la obligación que tiene la sociedad de lograr su rehabilitación.



Y no se trata de una medida aislada, como se ha argumentado, por cuanto el proyecto en votación está unido a otras iniciativas legales. 



Entre ellas, figura en primer lugar la que cambia el sistema de penas alternativas, generando una verdadera revolución respecto de lo que ocurre hoy en nuestro país. El sistema actual, que se encuentra colapsado, se modificará íntegramente a fin de incorporar nuevas modalidades y permitir que personas que han cometido delitos menores tengan la oportunidad de rehabilitarse, de contar con un monitor o un delegado que les haga un seguimiento. De esa forma, en la cárcel solo estarán los delincuentes que sean peligrosos, por la gravedad de los delitos que han perpetrado. Y quienes hayan cometido por primera vez un delito menor tendrán la ocasión de ser objeto de un seguimiento y, paralelamente, de ser reinsertados socialmente.



Otra de las medidas que el Gobierno está implementando se vincula con la libertad condicional. Se trata de eliminar un trámite administrativo en un tema que compete exclusivamente a los jueces, como ocurre en todas las sociedades modernas.



Simultáneamente, se están construyendo cuatro nuevos establecimientos penitenciarios, más una cárcel de tránsito, con lo que nuestro sistema carcelario dispondrá de 12 mil cupos adicionales.



Por lo tanto, señor Presidente, este es un proyecto que se enmarca dentro de un paquete de medidas que el Gobierno está adoptando. Y me alegra mucho que seamos capaces de trabajar un tema como este en equipo, en conjunto, y no en forma separada, como bloques políticos sin capacidad de entendimiento.



Quiero, sí, hacer una corrección a mi distinguida colega la Senadora señora Allende.



El Ministro de Justicia, antes de enviar este proyecto, invitó a su casa a los miembros de las Comisiones de Constitución del Senado y de la Cámara, conjuntamente con los jefes de Comités, y les expuso el paquete de iniciativas que deseaba impulsar. Y en esa oportunidad hubo dos normas que se le sugirió no incluir, por el conflicto que generarían. Una de ellas decía relación a la posibilidad de que quedaran en libertad o fueran objeto de algún beneficio los reclusos mayores de 75 años, por el alcance político que ello podía tener. Y la otra prevención fue que no quedaran libres quienes estuvieran condenados por microtráfico, que, como siempre he sostenido, es más una modalidad de venta que un delito de menor rango.



En consecuencia, el Ministro no solo consultó, sino que además señaló, en forma clara y transparente, lo que estaba haciendo; dio a conocer los alcances de las normas propuestas, y con posterioridad eliminó aquellas que parecían más conflictivas, precisamente para que el proyecto de ley que nos ocupa pudiera tener un trámite expedito.



Señor Presidente, entiendo que la Senadora Allende me está pidiendo una pequeña interrupción, que le concedo encantado.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, agradezco al Senador Espina la interrupción.



Tuve la oportunidad de aclarar con el Ministro de Justicia lo que está diciendo el señor Senador, y considero importante reconocer que eso es así.



Lo que me preocupa es algo que me acaban de informar: que el Seremi de Justicia habría dado libertad condicional a dos violadores de derechos humanos. La verdad es que esto escapa a lo que ha dicho el Ministro de Justicia y a lo que ha planteado el Senador Espina. 



Es efectivo que, después de hacer la consulta del caso, se eliminó cualquier posibilidad de que violadores de derechos humanos se acogieran a las normas del proyecto. 



Eso es así y lo reconocí. 



Sin embargo, pedí garantías porque quería tener certeza sobre el punto -algo que para mí, al menos, es importante-, pero no porque estuviera acusando al Ministro de Justicia de querer usar resquicios. En absoluto. Y si realmente se entendió así constituye un error o una mala interpretación. La certeza que me interesaba es que no hubiera ningún resquicio en el proyecto -no porque él quisiera usar alguno en razón de su cargo-; es decir, que existiera plena garantía, en cuanto tal, de que ningún violador de derechos humanos pudiera ser objeto de este tipo de indulto o conmutación de pena.



Lamento, sí, lo que me informaron hace un instante: que el Seremi de Justicia acaba de darles libertad condicional a dos personas acusadas de violaciones a los derechos humanos. No es algo grato. No va a cambiar mi posición, pero quiero dejar constancia de que se trata de preocupaciones legítimas y plenamente válidas.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Recupera el uso de la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.



Quiero darle a la señora Senadora la seguridad, por lo menos de parte de quienes hemos estudiado en detalle el proyecto, en cuanto a que él no beneficia a ninguna persona que haya cometido alguno de los delitos que aparecen enumerados en una de sus normas, dentro de los cuales están, precisamente, aquellos que constituyen violaciones a los derechos humanos. Se trata de favorecer a quienes hoy se desenvuelven en el medio libre, bajo el sistema de reclusión nocturna, y, excepcionalmente -es el único caso-, a mujeres que hayan cumplido dos tercios de su pena y tengan hijos menores.



Por lo tanto, estamos ante un proyecto de ley que forma parte de un conjunto de iniciativas destinadas a enfrentar integralmente el problema carcelario. Yo lo apoyo, pues me parece que, como política del Gobierno, es coincidente con lo que nosotros hemos sostenido. 



Obviamente, habrá que despachar a la brevedad las otras iniciativas, que son muy relevantes, sobre todo la referente a las medidas alternativas, que implicará un gran cambio en nuestro país. El sistema actual se halla colapsado desde hace muchísimos años y debe ser reemplazado por el que en todas partes del mundo ha obtenido éxito en lograr la reinserción social de personas que cometen delitos por primera vez.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no voy a entrar a detallar todo el cúmulo de declaraciones de prensa que existen de la campaña presidencial pasada, en donde se decía algo muy distinto a lo que aquí se señala, pues se expresaba, a grandes rasgos, que se iba a trancar la “puerta giratoria”.



Sí me planteo que lo último que hubiese pensado es que íbamos a terminar discutiendo en la Administración del Presidente Piñera un proyecto de ley referido justamente al indulto. Creo que nunca, jamás, a nadie en su oportunidad durante la campaña se le pasó por la cabeza que este Gobierno presentaría una iniciativa sobre esta materia.



No sé si aquí cabe hablar de “letra chica”, porque me parece que no corresponde. Yo simplemente diría que “otra cosa es con guitarra”. A mi juicio, esa lección debemos sacar de lo sucedido: cómo, en el transcurso de 15 meses, se puede cambiar de opinión en forma tan nítida y contundente como en este caso. Y no digamos que la información no se tenía, que el hacinamiento es del último tiempo, porque esta existe hace mucho rato y provocó también largas discusiones durante los Gobiernos de la Concertación. Como bien se ha señalado acá, esas Administraciones, con todas las críticas que se les formulan, fueron las que más metros cuadrados de cárceles construyeron en toda la historia del país.



Entonces, se realizó un esfuerzo, acompañado de la reforma procesal penal, por llevar a los delincuentes a prisión. 



Lo otro fue tratar de enfatizar la ocurrencia de un homicidio o una violación para hacer muchas veces demagogia.



En verdad, se trata de un tema tremendamente delicado. Y hoy el Ejecutivo, puesto en la situación de ser Gobierno, entiende que el discurso tiene que efectuarse de un modo completamente distinto.



¿En qué casos en la historia de la humanidad, y de la sociedad en general, uno se ve enfrentado a situaciones como éstas? ¿En qué momentos las sociedades indultan? Cuando se decide dar un paso en circunstancias especiales, en instancias de reconciliación; cuando la sociedad quiere hacer inflexión y acometer juntos un desafío la ciudadanía y quienes han estado al margen de las convenciones sociales, los que han delinquido.



Estimo que ha habido instantes propicios para eso y que uno podría explicarse un escenario que facilite dicho proceso, como ocurrió con ocasión del Jubileo del año 2000 y también -por qué no decirlo- del Bicentenario. 



Yo lo entendería en el contexto de esta última celebración. Y en su oportunidad expresé que leí la declaración de los obispos y la de los pastores. Con toda claridad, la primera de ellas era muy enfática en señalar que se excluían los delitos de sangre.



Por lo tanto, estimo que la sociedad, y especialmente la clase política de aquel tiempo, se apresuró. El Gobierno, que tenía la responsabilidad principal, de un portazo cerró la posibilidad del indulto. Pero esa puerta se abre ahora por esta circunstancia excepcionalísima.



No puedo estar más de acuerdo con el planteamiento del Senador Eduardo Frei, porque en su Gobierno se llevó a cabo la reforma procesal penal, lo cual significó que un número alto de personas estuviera privado de libertad. Además, como bien se expresa en el proyecto de ley, no estamos hablando de indultar a quienes hayan cometido delitos en contra de personas, sino fundamentalmente contra la propiedad. Por eso, queda excluido un sinnúmero de gente. Y existen categorías muy delimitadas: las mujeres, que deben tener al menos dos tercios de la condena cumplida; los que se encuentran con permiso de salida controlada al medio libre, y quienes cumplen pena de reclusión nocturna, más unos requisitos adicionales para estos casos.



O sea, no se trata de abrir por completo, de par en par, esas puertas, pero se abren, señor Ministro.



Seamos claros: la “puerta giratoria” se va a empezar a mover de otra forma; entran y salen porque hay otros sistemas punitivos que también están activos.



Por eso, concuerdo con el planteamiento del ex Presidente Frei en el sentido de que existe una potestad presidencial que no está derogada. Y podemos efectuar un debate acerca de si la derogamos o no.



Más bien echamos de menos acá lo que se señaló: una reforma integral que sistematice el catálogo de penas. No está en ningún lado, aunque sí se lo escuché en una reunión al Ministro Bulnes, quien ha mostrado -me sumo a lo expresado por distintos parlamentarios de la Oposición- voluntad y convicción en esta materia. Nadie puede discutir que él se halla empeñado en terminar o limitar lo más posible el hacinamiento en las cárceles.



Pero aquí, señor Presidente, no estamos ni en el Jubileo ni en el Bicentenario. Y en esta última oportunidad no hubo disposición para dar una señal, tal vez por no mostrar debilidad frente al delito. Y hoy tenemos un proyecto de ley -insisto- para situaciones muy puntuales.



De todas formas, la Senadora señora Allende plantea que en este preciso instante dos violadores de derechos humanos, dos uniformados, están abandonando Punta Peuco debido a un resquicio legal. O sea, mientras se está discutiendo en la Comisión de Constitución -corríjame si me equivoco, Honorable señor Patricio Walker- justamente el término de esa facultad para los Seremi de Justicia, estos siguen actuando.



Sucedía lo mismo que cuando analizábamos el proyecto sobre instalación de antenas: mientras lo debatíamos se continuaba colocando más estructuras de ese tipo.



Me parece, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, que no ayuda ni contribuye a esta discusión.



En cuanto a esto de pasarle la pelota al Parlamento, somos extremadamente presidencialistas para algunas cosas -el posnatal, por ejemplo-, pero para otras decimos: “Compartamos la responsabilidad”.



Considero que el Presidente debió hacer uso de su facultad y empezar a firmar oficios desde el momento mismo del incendio en la cárcel de San Miguel.



Con todo, me parece que este proyecto, sin lugar a dudas, ayuda; que resuelve en la inmediatez un problema, pues 2 mil o 2 mil 500 personas que hoy ocupan camas en las cárceles van a salir en libertad y seguirán siendo controladas, según la normativa. Por lo tanto, estimo que el Gobierno ha llegado a la conclusión de que no representan un peligro para la sociedad.



En tal sentido, voy a aprobar este proyecto en consideración a que se trata de una medida mínima, que no ayuda, ya que no se ve una política penitenciaria contundente, de fondo, en esta materia. 



Reitero: sin entrar a detallar toda la cantidad de opiniones que durante la última campaña presidencial formuló la Derecha respecto de este asunto, estamos claramente ante un cambio más, una nueva voltereta, entre otras que se han dado. 



Por último, quiero tocar un tema vinculado con esta iniciativa. Me refiero a la huelga de hambre mapuche, que terminó hace algunos días felizmente para todos, porque se trata además de un problema de Estado. Así como es responsabilidad de este otorgar solución a la materia en análisis, también lo es dar respuesta al problema mapuche, que es de Estado. 



En mi opinión, la ley Nº 18.314 se ha transformado a esta altura en la “ley maldita” del siglo XXI, pues fundamentalmente se les aplica a mapuches, con ciertos estándares procesales y con testigos ocultos o sin rostro, presentes durante todo el proceso, que se han transformado en los verdaderos “hombres invisibles” de esta legislación penal.



Con franqueza, de una vez por todas debemos recoger no solo las recomendaciones sino las resoluciones más imperativas que está efectuando la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Espero que el asunto no pase a la Corte Interamericana de Derechos Humanos porque me parece que esta es una cuestión que atañe a toda la nación y que a nadie le hace bien la etiqueta “país que viola los derechos humanos”. Ojalá nos dispongamos a avanzar en la materia.



Por eso hemos presentado una moción con el Senador Andrés Zaldívar; otra, con los Honorables señores Gómez y Patricio Walker, para ver, mediante un cambio en la ley Nº 18.314 -que defino como “ley maldita”-, la posibilidad de fijar las causales y que por esa vía haya un juicio justo en el caso mapuche.



Se debe ser bien preciso en esto: cuando he visitado a los presos mapuches, nunca me han señalado que quieren un indulto. Lo único que han pedido es un juicio justo, sin la figura del testigo protegido, sin este “hombre invisible”. Como ha expresado la Corte Marcial, no se acreditaron los hechos, y había un testigo oculto, un señor omnipresente que hasta el día de hoy es el principal responsable de que se haya llegado a tales penas.



En definitiva, estimo que el Gobierno va a retroceder en un tema esencial: el de la delincuencia. Creo que -repito- lo que nos debe llevar a actuar es cómo descomprimir, descongestionar, el hacinamiento carcelario.



Por esa razón, aunque reitero que se trata de una medida de parche, que no apunta a lo sustantivo, que en este caso se echa de menos una política mucho más profunda en términos de reordenar el catálogo de penas, voy a votar a favor del proyecto.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, anuncio desde ya mi pronunciamiento positivo a la idea de legislar. Y voy a fundamentar por qué.



Creo que esta iniciativa constituye el inicio de un cambio en la política del actual Gobierno en lo referente al ámbito penitenciario.



Quiero felicitar al señor Ministro de Justicia porque ha convencido al propio Presidente de la República y a su Ministro del Interior de que la política que se anunció en su programa de Gobierno no es conveniente para afrontar este asunto.



Lo digo con total convicción, porque cuando la Iglesia Católica y las iglesias evangélicas plantearon que se concediera un indulto con motivo del Bicentenario, el Ministro del Interior incluso descalificó a aquella por haber mencionado la posibilidad de otorgar un indulto, que cubría no los delitos graves, de sangre o de violación, sino los de menor cuantía o de no tanta gravedad.



Y ello hizo que la solicitud presentada por las iglesias al Gobierno no pudiera tramitarse.



Señor Presidente, reconozco los méritos del Ministro de Justicia en el sentido de cambiar la política y no hablar más de la “puerta giratoria”. Creo que esta va a salir de cuajo, no para darle la pasada a los delincuentes del nivel señalado por el Senador Espina, sino para contar realmente con una política penitenciaria que corresponda a la de privación de libertad que existe en la mayoría de los países civilizados, y se apliquen otro tipo de penas alternativas.



Considero que este proyecto, al igual que los otros que se hallan en trámite, que -conforme a lo mencionado por la Senadora Alvear- es necesario aprobar, van en la línea correcta. Y me parece que el Ministro llegó a ese convencimiento, como podríamos haberlo hecho cualquiera de nosotros si acaso hubiéramos visitado las cárceles y observado las condiciones en que viven los reclusos.



Eso también es mérito del Ministro, porque se le ha visto preocupado permanentemente por la actual situación carcelaria, y se ha sensibilizado al respecto. Por ello, con esta política nueva, en la cual podemos coincidir todos nosotros, es posible encontrar una solución al problema del exceso de presos en las cárceles chilenas.



El Gobierno, además de presentar estas iniciativas, ha señalado que se van a construir nuevos recintos penitenciarios, lo cual también apunta en la dirección correcta.



Ahora bien, mi voto a favor va en esa línea. Pienso que con el indulto no vamos a resolver la crisis existente, porque -como se ha dicho- aquel beneficiará a cerca de 6 mil personas. Pero, en parte, contribuirá a aliviarla. Y, si seguimos por el camino de establecer esta nueva política penitenciaria, vamos a terminar con la situación que hoy día se vive en las cárceles.



Por tales razones, señor Presidente, reitero que mi voto es positivo.

)-----------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido recabar el asentimiento del Senado para que la Comisión de Educación pueda sesionar en paralelo con la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hubiere objeción, se accedería a lo solicitado.



--Se autoriza.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la semana pasada no pudimos votar varios proyectos de acuerdo que estaban pendientes, por no haberse reunido el quórum pertinente. Yo no tengo inconveniente con lo que se resolvió. No obstante, a fin de evitar que en esta sesión se repita lo mismo, pido que se llame a los Senadores a votar. De esta manera, podremos despachar todas aquellas iniciativas a que he aludido.



Gracias.

)-----------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, comprendo que para el Gobierno es difícil, al igual que para la opinión pública y la Oposición, llevar adelante una política penitenciaria.



De hecho, el Ejecutivo ha anunciado un plan de edificación carcelaria con el objeto de enfrentar el problema del hacinamiento. Y, ante esa iniciativa, la prensa, a través del diario La Nación, informa en el día de hoy que dos destacados parlamentarios de la UDI, don Cristián Letelier y don Gonzalo Uriarte, se han movilizado en contra.



Entonces, resulta evidente que hay una conducta doble: se pretende ser Gobierno y Oposición al mismo tiempo. De manera que, sin duda, es complicado desarrollar una política en esa dirección.



Por otra parte, como explicó acá el Senador Andrés Zaldívar, comprendo que en un tema de esta gravitación se haya producido un cambio de opinión en el Ejecutivo. Sin embargo, no comparto el que ello no se consigne en el mensaje que fundamenta el proyecto de ley.



He pedido tanto el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como el texto del mensaje que dio inicio al proyecto, y no aparece un reconocimiento al cambio de opinión en la materia.



Creo que todos tenemos derecho a cambiar de opinión, sobre todo en el ámbito político y en cuestiones tan delicadas como lo referido a una política humanitaria. Pero considero que uno de los problemas más graves que aquejan a la política actual, y que produce la sensación de engaño a la opinión pública, consiste en que no haya reconocimiento cuando una autoridad, con fundamento, cambia de opinión.



Así ocurrió en el caso que nos ocupa, porque se le propuso al país elegir a un Presidente, a un Jefe del Estado, que se iba a preocupar personalmente de emplear mano dura -como lo dice el programa de Gobierno-, sin delegar en terceros, y que prometía aplicar todo el rigor de la ley a fin de que los que delinquían y se paseaban impunes, “como Pedro por su casa, por las calles, plazas y parques, actuando sin Dios ni ley”, no siguieran haciéndolo.



Desde mi punto de vista, eso generó que este proyecto de ley fuera mirado con distancia por la Oposición, y en particular por los parlamentarios de la Concertación.



Se ha producido un hecho público y notorio: una parte de aquellos ha manifestado a la ciudadanía su intención de votar a favor. En consecuencia, el Ministro de Justicia exhibe un semblante más relajado, porque cuenta con los votos suficientes para la aprobación de la iniciativa. Y al no estar ello en riesgo, puedo tener más tranquilidad para emitir la siguiente opinión.



En la Región de Los Lagos, que me corresponde representar en el Senado, hay un tipo de delincuentes que serán favorecidos con este proyecto: los que cometen delitos, no de homicidio, que atentan gravemente contra la integridad física de la mujer.



Me refiero al tema de la violencia intrafamiliar. Lamentablemente, esta es recurrente en la Décima Región. Se conocen los casos más dramáticos, cuando se llega al asesinato. Pero este constituye la máxima expresión de esa conducta, de esa irracional manera de enfrentar la convivencia y, en particular, la vida en pareja, que hace que las personas se agredan con una violencia inusitada.



Es cierto que el delito de homicidio no está contemplado en las disposiciones de esta iniciativa legal. Por lo tanto, esos hechos atroces no van a ser considerados materia de indulto. Pero otros que sí entran dentro del ejercicio de la violencia intrafamiliar sí lo serán.



Las organizaciones sociales de mi Región, y en particular las de la provincia de Chiloé, donde la violencia al interior de la familia es un hecho de recurrencia tremenda, sienten que la autoridad en este caso facilitará la reiteración de este grave delito.



Por consiguiente, voy a votar en contra de este proyecto, porque considero que no apunta en la dirección de resolver una de las tragedias que se registran en la convivencia cotidiana en nuestro país: la de los delitos de violencia intrafamiliar, los cuales, para el caso de la Región que represento, constituyen una losa pesada e inmensa sobre la vida familiar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, me alegro mucho del tono del debate que hemos tenido hoy día, que es muy distinto del habido en la última campaña presidencial, en la que al ex Presidente Frei se lo denostó, se lo maltrató, no obstante haber actuado siempre en estas materias como un estadista. Y, por supuesto, esa campaña dejó huellas, secuelas, cicatrices que provocan lo que muchos de los Senadores han planteado esta tarde.



Efectivamente, en su Gobierno se realizaron reformas de Estado (por ejemplo, la procesal penal, la educacional), y el Presidente Frei actuó como estadista, no como populista, pensando en la próxima generación, no en la elección siguiente. Y siempre adoptó con sentido de Estado las decisiones difíciles. Por ejemplo, cuando debió traer a un señor que pedía en Londres que lo juzgaran en Chile -y fue criticado por ello-, o cuando tuvo que asumir la compleja resolución de otorgar algunos indultos.



Por eso nos dolió tanto que se lo haya tratado de la forma como se hizo durante la última campaña presidencial. Y, por lo mismo, es bueno recordar lo que se ha dicho hoy en esta Sala.



Ahora bien, esta no es una discusión teórica. Acá tenemos una realidad dramática. Se han dado las cifras: sobrepoblación penal de 60 por ciento.



En Europa, por ejemplo, de las personas condenadas, 75 por ciento cumple las penas en libertad, y 25 por ciento, en las cárceles.



En Chile, la mitad cumple las sanciones en los recintos penitenciarios.



Tenemos el penoso récor del primer lugar de hacinamiento carcelario -el doble de la media- en América Latina.



La verdad es que se requieren muchas medidas de fondo para atacar ese problema.



Hoy día las cárceles no rehabilitan: son escuelas del delito.



Con la Honorable señora Alvear, mediante un oficio que les hicimos llegar mediante el Senado, les presentamos al Ministro de Justicia y al Presidente de la República un conjunto de propuestas. Y nos gustaría que fueran recogidas por el Gobierno, para que, por ejemplo, las cárceles rehabilitaran al drogadicto y lo ayudaran a reinsertarse en la sociedad.



Estamos tramitando otros proyectos de ley. Ya aprobamos uno en esta Sala: el que saca al Seremi de Justicia del proceso de otorgamiento de la libertad condicional y sustituye por trabajos comunitarios la pena de menos de un año de reclusión por no pago de multas.



Hoy aprobamos en la Comisión de Constitución la iniciativa que establece medidas alternativas a las penas de cárcel -el famoso brazalete de monitoreo electrónico; la reclusión parcial; la libertad vigilada intensiva por medio del monitoreo telemático, GPS o como se le quiera llamar- para permitir que los beneficiarios las cumplan en sus casas.



Pero, señor Presidente, la realidad no es teórica, sino práctica.



A quienes visitamos las cárceles -estoy seguro de que la mayoría de los señores Senadores lo ha hecho- nos impacta mucho que en celdas de dos por dos los reclusos estén apiñados, hacinados, viviendo como animales, en condiciones infrahumanas.



Por ejemplo, en un altillo habitan 8 personas, quienes duermen de lado, porque de espaldas no caben. Y en la parte de abajo ocurre lo mismo.



¡Es una situación inaceptable!



Por algo la Fiscal señora Maldonado, de la Corte Suprema, dijo que en las cárceles de Chile se violan los derechos humanos.



Lo mismo señala un estudio sobre derechos humanos realizado por la Universidad Diego Portales.



Para qué hablar de las celdas de castigo, que siguen existiendo: ¡horroroso!



El proyecto que ahora nos ocupa es muy acotado, pues excluye de sus posibles beneficiarios a quienes han cometido delitos graves: violación, secuestro, delitos sexuales contra menores, robo con violencia o intimidación en las personas, robo con fuerza en las cosas, tráfico de drogas, narcotráfico y microtráfico.



Claramente, hay que consignar que deja absolutamente fuera a los violadores de los derechos humanos. Lo estudiamos, lo revisamos. De modo que, personalmente, me quedo tranquilo.



Pero, sí, nos estamos haciendo cargo de otras violaciones a los derechos humanos: las que se cometen contra los presos que han incurrido en delitos menores y hoy se encuentran hacinados en las cárceles, viviendo en condiciones infrahumanas.



Señor Presidente, los indultos generales, al igual que la amnistía -algunos distinguidos Senadores tienen una tesis distinta-, son materia de ley.



El indulto particular no es una atribución que pueda ejercerse arbitrariamente, ¡más allá de que el Senador señor Gómez en su oportunidad pueda haber utilizado algún resquicio...! Porque al Presidente de la República no le es factible actuar de oficio. Se deben cumplir los requisitos establecidos en la ley N° 18.050.



El artículo 6° del referido cuerpo legal dispone que, para que el Primer Mandatario pueda obviar los requisitos, que son muy estrictos, debe tratarse de casos calificados y ha de mediar resolución fundada.



Entonces, no es una facultad que pueda ejercerse en forma indiscriminada, arbitrariamente. Para eso está el indulto general. Y, como colegisladores, debemos asumir nuestra responsabilidad.



Señor Presidente, el impacto de este proyecto de ley será la liberación de 2 mil 500 cupos carcelarios correspondientes a personas que se hallan con reclusión nocturna, lo que significará mayor comodidad al interior de los penales. 



De otro lado, 2 mil condenados cumplen la reclusión nocturna en lugares distintos de aquellos.



Las personas sujetas al sistema de salida controlada al medio libre son -comos se ha dicho- 800, y las mujeres beneficiadas, cerca de 150.



Señor Presidente, el efecto de esta iniciativa -insisto- es acotado; mucho menor, por ejemplo, que el derivado del Jubileo 2000, en que se benefició a 1.574 reclusos, versus 150 mujeres a las que se favorecerá ahora. Porque las otras personas, las que se hallan en reclusión nocturna, no se cuentan dentro de las 54 mil que están en las cárceles. Para el cómputo que lleva Gendarmería, ellas se encuentran en el sistema abierto, no obstante que igual ocupan 2 mil 500 plazas en las cárceles. Son 5 mil 300 en total, y antes eran 25 mil 857.



Como señalé, señor Presidente, estamos discutiendo otro proyecto de ley, que tendrá un impacto de 6 mil a 7 mil personas: el de las medidas alternativas a las penas privativas de libertad, que ayudará mucho. Si bien no contempla la figura del juez de ejecución de penas, faculta a los magistrados para liberar antes a personas y determinar beneficios cuando se cumplan algunas condiciones.



Esta iniciativa de ley es importante. Necesita ser complementada por otras medidas, en la lógica de que la cárcel no es la única alternativa, en la lógica del uso racional de los penales.



Recordemos que el proyecto que aprobamos hoy en la Comisión de Constitución, que establece medidas alternativas a las penas de cárcel, y el que persigue sacar de la cárcel a quienes cumplen penas menores de un año por no haber pagado multas, sobre la base de sustituir estas por trabajo comunitario, corresponden a una política permanente; o sea, los efectos serán graduales, acumulativos en el tiempo.



Pero el problema del hacinamiento, el escándalo de la sobrepoblación penal lo tenemos hoy día. Y por eso la relevancia de aprobar este proyecto de ley.



Recuerdo muy bien la sesión especial que celebramos meses atrás, después del incendio en la cárcel de San Miguel, durante la cual todos nos comprometimos a actuar en esta materia por convicción, con políticas de Estado. Y el Ministro nos dijo: “Espero que en algunos meses más, cuando veamos los proyectos de ley pertinentes, siga el mismo ánimo de analizar el asunto en la lógica de que se trata de una política de Estado”.



Esta no es una iniciativa para cobrar cuentas políticas. Porque estamos hablando de personas que viven como animales en los penales chilenos. Y vamos a liberar a lo menos 3 mil 400 plazas, equivalentes -según nos manifestaba el Ministro Bulnes- a dos cárceles.



Señor Presidente, quiero señalar que el Ministro de Justicia ha tenido un rol importante. Y le creo cuando dice que constituye un escándalo la situación en que se hallan nuestros penales y que no podemos seguir permitiendo que en ellos se viva en condiciones infrahumanas.



Por eso, también me sumo a las felicitaciones a ese Secretario de Estado.



Anuncio que votaré favorablemente este proyecto, tal como lo hice en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, pensaba no hacer uso de la palabra porque, en sus intervenciones, diversos señores Senadores se habían referido a casi todos los aspectos del problema cuya solución nos ocupa.



Sin embargo, decidí hablar, sobre la base de que esta moneda tiene dos caras. 



Antes de hacerlo, sí, me sumo a las felicitaciones expresadas en esta Sala por el trabajo del Ministro Bulnes. Y lo hago, entre otras cosas, porque en reiteradas oportunidades lo he visto recorrer los penales para observar la realidad del tan particular mundo carcelario.



Ahora bien, una de las caras de esta moneda dice relación con las 6 mil personas a las que podrá beneficiar el indulto general que se procura otorgar.



Sin embargo, dentro de Gendarmería hay 14 mil funcionarios, quienes tienen una condición laboral muy especial.



Desde afuera, uno aprecia la compleja labor que realizan esos trabadores durante los festivos, los domingos, los siete días de la semana, con horarios de trasnoche, etcétera.



Entonces, no puedo dejar pasar la oportunidad que me brinda la discusión de este proyecto sin volver a rendirles un merecido homenaje a las mujeres y hombres que laboran en dicha institución. 



De los 14 mil funcionarios, hay 11 mil uniformados -los restantes son personal civil- que también viven en condiciones de hacinamiento, con poco espacio, limitados.



Por eso, valiéndome de la presencia de los Ministros del Interior y de Justicia, pido que avancemos en el mejoramiento de las condiciones laborales de esos servidores.



Hemos visto cómo en los últimos años se ha alzado un poco más la voz para solicitar un mejor trato laboral, condiciones de salud más apropiadas, viviendas más adecuadas.



Tal ha sucedido en la Región que represento. He visitado la cárcel y conocido su realidad “desde adentro”. Obviamente, de esa forma uno puede valorar mucho más el trabajo de esas 14 mil personas, que, querámoslo o no, igual enfrentan un estado de reclusión. Su vida laboral, a diferencia de la nuestra, les exige permanecer al interior de la cárcel y afrontar situaciones parecidas a las de los reclusos. 



En esa línea, reitero la urgente necesidad de avanzar de manera mucho más acelerada hacia mecanismos que permitan perfeccionar las condiciones laborales de los funcionarios de Gendarmería.



Me parecería muy injusto, señor Presidente -no lo escuché de ningún Senador; probablemente cuando salí algo se dijo-, que termináramos esta discusión sin haber tenido en cuenta la situación de precariedad laboral; muchas veces, de angustia, de salud deteriorada, de temor, en fin, que afecta al personal de Gendarmería. E igual consideración vale para los funcionarios a contrata y a honorarios de ese servicio público tan complejo. 



Felicito sinceramente al señor Ministro por la labor que ha realizado y por su convencimiento para avanzar en esta materia. 



La iniciativa en examen persigue -según lo expresa el Primer Mandatario en su mensaje- el claro objetivo central de otorgar un indulto conmutativo general a las mujeres que hayan cumplido dos tercios de su pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años; a quienes cumplen una condena bajo la modalidad de permiso de salida al medio libre controlada, y a aquellos que cumplen una condena con el beneficio de la reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. 



A todos ellos se les exigirá someterse a un período de observación y control, y suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.



Asimismo, se establece un catálogo de ilícitos a los cuales no se hará extensivo el indulto 



De todo ello se ha hablado muchísimo, señor Presidente.



Entonces, solo deseo reiterar que es urgente avanzar también en el mejoramiento de las precarias condiciones laborales en que se desempeñan los funcionarios de Gendarmería.



Voto favorablemente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el tema del indulto no es nuevo en el debate público: no lo es hoy, cuando estamos discutiendo un proyecto de ley sobre indulto general enviado por el Ejecutivo; no lo fue en agosto del año pasado, cuando la Iglesia católica le presentó al Presidente de la República una propuesta de indulto general, ni tampoco durante la campaña presidencial anterior, en que fue utilizado hasta la saciedad por quienes en esa época eran Oposición y hoy son Gobierno.



Antes de entrar al detalle de la iniciativa, me parece bueno recordar algunas cosas.



Dicen que, en política, lo que se da por sabido no se dice y por no decirlo se olvida.



Creo pertinente, entonces, hacer memoria en esta discusión. 



Durante la campaña presidencial, una de las cuestiones que cruzaron el debate fue la acusación por un indulto que otorgó el Presidente Frei, hoy Senador y en ese momento candidato de la Concertación.



Revisando los diarios de la época, podemos leer frases del siguiente tenor formuladas por el en ese tiempo candidato Sebastián Piñera:



“No hay que confundir un indulto excepcional por razones humanitarias con haber indultado a un narcotraficante que ingresó 500 kilos de cocaína a Chile. Eso no es un indulto, eso es un verdadero insulto. Si yo soy Presidente de Chile, voy a estar siempre del lado de las víctimas, de la gente inocente, de la gente que sufre y voy a combatir con toda la fuerza del mundo y con todo el rigor de la ley a los narcotraficantes que destruyen a nuestra juventud y los delincuentes que les han robado a la gente honesta su derecho a vivir en paz y tranquilidad”.



Pues bien, una vez asumido el Gobierno del Presidente Piñera, el 21 de julio de 2010 la Iglesia católica, encabezada por Monseñor Goic y el Cardenal Errázuriz, presentó su propuesta de indulto general denominada “Una mesa para todos en el Bicentenario”, que señalaba:



“1. Que los condenados por sentencia ejecutoriada -con las restricciones que la autoridad competente considere prudente establecer, como, por ejemplo, delitos de sangre-, que en los últimos años hayan tenido buena conducta en los recintos carcelarios y no constituyan un peligro para la sociedad:



“a. Puedan ver reducidas parcialmente sus penas privativas o restrictivas de libertad.



“b. Además de lo señalado, que se conceda una reducción adicional a quienes tengan más de 70 años de edad.



“c. Igualmente, que a las mujeres que tengan uno o más hijos menores de 18 años se les conceda también una reducción adicional.



“d. Que a las personas condenadas privadas de libertad que padezcan alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, se les conmute su pena por otra, que no deba cumplir en las condiciones más aflictivas de la cárcel.



“e. Que a los enfermos terminales, debidamente comprobados por la instancia competente, se les condone el saldo de las penas que les reste por cumplir.



“2. Que se mejoren sustancialmente las condiciones de vida de quienes cumplen penas privativas o restrictivas de libertad.”.



“3. Que se modifique la legislación que se refiere a las penas, en lo que atañe a los condenados de edad muy avanzada y a quienes estén gravemente aquejados de una enfermedad terminal.”.



“4. No sería completa la “mesa para todos” si no consideráramos en esta petición a quienes cumplen penas por delitos contra los derechos humanos cometidos durante el Régimen Militar.”.



Ante la propuesta de la Iglesia Católica, el Gobierno, por intermedio del Ministro señor Hinzpeter, señaló en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados que la propuesta de indulto de la Iglesia Católica se puede alejar de los dominios propios de la institución.



“Siento que a veces la Iglesia hace planteamientos en campos que no son los estrictamente propios de la confesión religiosa”.



Quisiera agregar que el Senado logró el 19 de enero de 2011 un proyecto de acuerdo en la materia.



Luego de tan amplio debate, el recién pasado 15 de marzo ingresaron a esta Corporación dos iniciativas de ley tendientes a reducir el elevado y generalizado nivel de hacinamiento e inhabitabilidad que se vive en nuestras cárceles y centros de detención. Abordan los siguientes temas: indulto general conmutativo, reforma al procedimiento para otorgar la libertad condicional e introducción de la pena de trabajo en beneficio de la comunidad.



El primero de ellos es el que nos convoca el día de hoy: indulto general conmutativo. El proyecto estuvo cruzado por la tragedia de la cárcel de San Miguel, acaecida a fines del año pasado, en la cual murieron decenas de jóvenes reclusos. Ese hecho determinó que la cruda realidad de los recintos penitenciarios nos golpeara en la cara.



Frente a lo anterior, me parece válido hacerse la siguiente pregunta: ¿el hacinamiento en los penales, las condiciones inhumanas en los centros de reclusión, se solucionan por la vía que nos ocupa? Me parece que la respuesta es NO. Y lo es porque el problema no se resolverá con este tipo de medidas: se debe enfrentar con políticas de Estado, con el aumento de los recursos de Gendarmería, con acciones de prevención del delito.



Deseo recordar el proyecto de acuerdo aprobado por esta Corporación el 19 de enero recién pasado, suscrito por los Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez (doña Lily) y la que habla y señores Orpis, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio), Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Ese documento expresa que el sistema penitenciario se encuentra actualmente en crisis; que la reforma procesal penal, la cual ha sido exitosa, lo ha impactado; que una de las demandas ciudadanas dice relación con la seguridad, respecto de la cual no bastan las medidas de sanción, sino que también son necesarias la prevención y la reinserción; que el sistema penitenciario no puede girar en torno a la mera retribución por el acto cometido, sino que debe tener como norte la reinserción social de los sancionados penalmente, sin que la prisión sea la respuesta principal, obviamente, y que se debe abrir paso a alternativas de las penas privativas de libertad; que existe acuerdo transversal en que el sistema penitenciario requiere reformas profundas que lo hagan responder de manera más humana, en las que se brinde protección a las personas que se encuentran bajo su custodia y se apunte a lograr la reinserción social; y que el artículo undécimo transitorio de la ley Nº 20.426 establece que los Ministerios de Justicia y de Hacienda, en el ejercicio de sus funciones y dentro del ámbito de sus competencias, deben formular y presentar al Presidente de la República una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de reinserción social.



¿Y qué determinamos sobre el particular? Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la presentación, en el plazo de 60 días, de un plan de reforma integral del sistema penitenciario, con metas a corto, mediano y largo plazo que abarquen, al menos, las siguientes medidas:



-Nueva institucionalidad para la reinserción social de las personas sujetas a control penal.



-Fortalecimiento de las alternativas a la prisión.



-Regulación de la figura del juez de ejecución de penas.



-Creación de una infraestructura penitenciaria que responda a estándares de derechos humanos.



También se discutió largamente -ello no fue parte del proyecto de acuerdo, pero sí del rico debate desarrollado en la Comisión de Constitución- lo relativo a la dictación de una ley que terminara derechamente con el sistema de reclusión nocturna, lo que significaría de inmediato que 2 mil 500 personas quedasen fuera del hacinamiento carcelario.



Hasta hoy, el Gobierno no responde al planteamiento hecho por la Presidenta de la Comisión, Senadora señora Alvear.



Pasa el tiempo y no vemos claridad en estas materias. Las iniciativas que el Ejecutivo trae a la discusión parlamentaria no resuelven el asunto en su esencia; no lo hacen definitivamente. El proyecto en debate solo permite hacer espacio en las cárceles hasta que estas vuelven a ser llenadas.



¿Necesitaremos otro incendio, otras víctimas silenciosas, para un nuevo indulto? ¿Tranquilizaremos nuestras conciencias, durante un tiempo, hasta que las llamas hagan gritar nuevamente un sistema que requiere reformas estructurales?



No, señor Presidente. No puedo ser cómplice de la perpetuación de algo que a todas luces y unánimemente consideramos inadecuado.



Hoy, nuestro país nos reclama una acción decidida y verdadera en ámbitos relevantes como los siguientes:



Reforma educacional. El 80 por ciento del gasto en educación lo hacen las familias. Solo un 20 por ciento lo aporta el Estado.



Energía necesaria para el desarrollo. Este último no llega a las comunas que aportan con su patrimonio medioambiental a generarla.



Reformas laborales. No se reciben, señor Presidente. Perdón, se llevan a cabo por la vía de dictámenes de la Dirección del Trabajo, a espaldas de la ciudadanía y, por cierto, del Congreso, y en desmedro de los trabajadores.



Seguridad. Anuncios atractivos no resuelven la causa real de la dificultad, sino que solo alivian transitoriamente una cuestión de hacinamiento y dejan tranquilas las conciencias de algunos. Se hace referencia a problemas éticos. No nos engañemos: es solo una vendita que tapa la herida, pero no la cura.



Abusos del mercado. Cuentas de electricidad escandalosas; seguros que no se contratan o que, cuando se exigen o impetran o demandan, son un chiste. Nuestro propio escándalo financiero ha estallado en una empresa en la que se ha transgredido en forma violenta la más absoluta regla de la ética.



Le pido al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que se comprometa en el Senado a un cambio real en materia de seguridad.



Me tocó, como Intendenta de la Región Metropolitana, la implementación de la última etapa de la reforma procesal penal. Discutimos con Carabineros, Policía de Investigaciones, gendarmes, secretarios regionales ministeriales, Ministro del Interior, lo que entendíamos por política de seguridad. Y no se trataba solo de construir cárceles, sino también de hacernos cargo de la prevención y rehabilitación. Eso, querido Senador señor Chadwick, es considerar el tema como algo integral y completo.



No pretendamos tapar el sol con un dedo. Es imposible.



Y, finalmente, si es tan amplia la convicción de que nos hallamos ante algo urgente, como ha dicho nuestro Honorable colega, ¿entonces por qué han pasado casi siete meses y el Primer Mandatario no ha firmado más que tres indultos para hacerse cargo de personas que lo están pasando mal en las cárceles y no ha utilizado una facultad que las leyes le entregan, no para indultos generales, sino particulares, que requerirán un poco más de tinta y esfuerzo, y que es posible aplicar?



Por ello, mi voto es en contra del proyecto de ley.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estimados colegas, después de escuchar toda la discusión que hemos sostenido, extremadamente interesante, y de abordar el tema con las autoridades de los institutos de derechos humanos, con las propias personas compenetradas en el asunto, quisiera formular una reflexión sobre cuatro o cinco puntos que me llevan a lo que expresaré al fundamentar mi voto.



Primero, deseo confesar delante de ustedes que esta es una materia que para mí resulta especialmente difícil dilucidar. Aquí median una cuestión de ética, de relación entre el Estado y la sociedad, de obligación de cuidar la seguridad, a lo que se suman los derechos humanos y, asimismo, como se ha visto finalmente en los últimos años, los derechos de quienes se hallan detenidos o presos.



Hace muchos años, ello no revestía connotación y percibíamos siempre que, en definitiva, había en la cárcel una suerte de revancha de la sociedad. 



Fue el mismo debate que sostuvimos hace tiempo en el Senado sobre la pena de muerte.



El anterior es uno de los puntos.



Otro radica en si acaso la materia es o no facultad exclusiva de nuestra Corporación.



Bien saben los señores Senadores que no soy abogado, pero me he permitido, como todos, contar siempre con una opinión que me ayude a dilucidar los asuntos. Aquellos a quienes consulté me han informado que para este tipo de indultos sí se requiere la votación de un proyecto de ley en esta Corporación y no una acción del Gobierno obligatoria y excluyente.



En tercer lugar, cuando se analiza la medida en estudio, o la situación de los presos, o cómo hacer justicia, o cómo evitar al máximo la delincuencia, que se puede traducir en cárceles absolutamente llenas, nos encontramos con algunas cosas bastante claras, las cuales, sin embargo, no se mencionan.



Por una parte, se plantea la pregunta que nos hemos formulado siempre quienes pertenecemos a la profesión médica: ¿se trata de enfermos o de delincuentes?



Cuando uno recurre a la neurocirugía y le muestran imágenes de resonancias magnéticas, observa en ellas que lesiones presentes en un delincuente grave y mayor son exactamente iguales a las de quien padece alzhéimer. Y cuando un hombre ha sido torturado, no desde el punto de vista físico, sino exclusivamente psiquiátrico, psicológico, las lesiones son idénticas a las que se pueden apreciar en un delincuente.



Entonces, se trata de un tema complejo.



En esas condiciones, surge un segundo punto, que nunca hemos mencionado en el presente debate: ¿cómo prevenimos la existencia de un delincuente? Aquí siempre discutimos sobre el último carro del tren, pero no se ha llevado adelante ninguna tentativa real, ni por el Gobierno actual ni por los de los últimos treinta años, para saber qué debemos hacer para evitar que una persona adquiera esa calidad.



Hemos examinado tal aspecto en las iniciativas sobre maltrato infantil, pero quedó en la penumbra. Se trata de saber si las familias son realmente capaces de salvar a un niño, y la violencia en su seno demuestra que esta no es el camino. O, por lo menos, mientras no resolvamos el punto, dicho objetivo no se logrará.



Como tercer elemento, toda la televisión de hoy, abierta o cerrada, registra un índice de presentación de violencia de tal naturaleza que no resulta improbable que muchos niños sean motivados al delito a través de películas diarias, a las que están expuestos por tres o cuatro horas -es el tiempo que permanece ante la pantalla uno de ellos-, donde se les enseña cómo se cometen crímenes, cómo se roba y cómo se mata sin que se sepa.



Entonces, mientras no abordemos esa cuestión general, estaremos arando en el mar.



Sin embargo, tenemos que tratarla, y eso es parte de la decisión que he tomado.



He resuelto votar a favor del proyecto. Y lo haré en función de la opinión de gente que tiene que ver con los derechos humanos, en general, sector en que se me ha confirmado mi propio pensamiento en orden a que debe considerarse una línea inmediata, una mediata y una de largo plazo. En el presente debate se ha conminado, de alguna manera, al Gobierno en el sentido de realizar en los próximos años lo que tiene que hacer en la materia, para que la situación penitenciaria sea vista a largo plazo.



El señor Ministro de Justicia ha trabajado en la Comisión de Derechos Humanos -que presido-, donde estamos estudiando cuáles son las alternativas para que no se termine solo en la cárcel; cuáles son las que debemos cambiar para que el hacinamiento no se dé entre quienes registran una criminalidad muy alta y otros que no se encuentran en esa condición, porque al final la cárcel termina siendo “universidad del delito”.



Consciente de que esta es la política general que el Senado le está pidiendo al Gobierno; consciente de lo que el Ejecutivo ha expresado a través del señor Ministro; consciente de que el proyecto presenta todas las limitaciones posibles, ya mencionadas; consciente de que nos encontramos en la urgencia de resolver algunos aspectos que ya son en verdad de misericordia, curiosamente, en relación con delincuentes -pareciera una manera extraña de abordar el problema, pero el indulto no es otra cosa que una facultad de la autoridad para mejorar esa condición y sacar de las cárceles a personas por conmiseración, por justicia mal aplicada o por el bien común, a fin de que no exista permanentemente un estado de irascibilidad en dicho ámbito-, consciente de todo eso, mi voto será favorable.



En efecto, conozco la situación de las cárceles. Me tocó ejercer el cargo de médico en ellas por muchos años. Y debo reconocer que es una de las cosas más apasionantes, desde el punto de vista de la psicología humana, ver lo que ahí sucede. Pero reitero que media un acto de misericordia en el caso de que se trata, porque, francamente, es una realidad más allá de lo que puede existir en un país civilizado.



En el tiempo que me queda, señor Presidente, y a partir de la decisión que he tomado y del debate registrado, me referiré a la apreciación de algunos señores parlamentarios en orden a que aquí no se puede cobrar nada, ni siquiera la palabra, y a que no se debe pasar una suerte de cuenta política.



El Senador que habla no lo hace. Pero, con toda franqueza, la política es el arte de no repetir ideas, y sobre todo las malas aplicadas en el pasado. Nadie puede negar el derecho de los parlamentarios de la Concertación a sentirse llevados a reaccionar duramente frente a un proyecto como el que nos ocupa, ya que la conducta de la que fue Oposición hace poco tiempo también superó toda inconsecuencia. No se reparó en que se trataba de un grave asunto de país, no fácil de resolver, y se hizo del punto un tema de campaña que llegó más allá de lo razonable y lógico.



No le estamos haciendo una imputación al Gobierno o al ex candidato en virtud de lo que ellos hicieron con nosotros. Estoy diciendo que es preciso tener cuidado cuando se sobrepasan ciertos límites en política, porque la Tierra, aunque la NASA sostenga lo contrario, sigue siendo redonda para estos efectos, y lo que nos pasó a nosotros le está sucediendo a la actual Administración.



No hago de mi voto una referencia a dicho punto. Sí señalo una enseñanza para un Gobierno que, con toda sinceridad, requiere también modificar su conducta de extrema soberbia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, quisiera efectuar algunas reflexiones.



El artículo 32 de la Constitución Política contiene atribuciones especiales del Presidente de la República, y su número 14o dispone: “Otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley”.



O sea, el Primer Mandatario, al enviar el proyecto, nos hace corresponsables, políticamente, del ejercicio del derecho de gracia que le compete, amparándose en la ficción del indulto general, el cual es naturalmente de competencia legislativa, de acuerdo con el número 16) del artículo 63 de la Carta.



El problema que se está viviendo en las cárceles podría haber sido enfrentado a través de indultos particulares hace ya bastante tiempo, lo que no ocurrió. En su defecto, se quiere hacer responsable al Parlamento de una decisión que le corresponde exclusivamente del Presidente de la República.



Por otra parte, el proyecto es contradictorio con el permanente discurso político de la Derecha en cuanto a exacerbar la respuesta punitiva del Estado frente al fenómeno de la delincuencia, esto es, aumentar las sanciones para determinados delitos.



Por eso llama la atención que el Gobierno haya anunciado hace unos días el incremento de penas para quienes roben cajeros automáticos. En vez de ello, debiera exigir al sistema financiero que asuma su responsabilidad y establezca mayores medidas de seguridad.



Además, nuestras cárceles están llenas de personas que cometen delitos menores: fumar un cigarrillo de marihuana, embriagarse, armar desórdenes. Ellas podrían ser sancionadas de otra manera.



El proyecto que nos ocupa no va a resolver el problema carcelario. Para enfrentarlo, me quedo con lo anunciado por el señor Ministro de Justicia respecto de las reformas a la institucionalidad del sistema penitenciario, lo que también incluye normas sobre reinserción social y rehabilitación de las personas privadas de libertad.



Pero -insisto- esta iniciativa no solucionará el asunto de fondo.



Por otro lado, me preocupa lo planteado por el Senador señor Escalona. Si quedan incluidos entre los beneficiarios del indulto -de acuerdo al catálogo que se ha señalado- quienes han sido encarcelados por violencia intrafamiliar, también habrá que incorporar, en mi opinión, a los condenados por cuasidelito de homicidio por conducir en estado de ebriedad y a los que ocasionaron lesiones graves con arma blanca, ¡ilícitos gravísimos ambos, de permanente ocurrencia en la Región de Magallanes!



Ello es preocupante, pues se trata de personas que, a mi juicio, no debieran ser consideradas para el indulto. De lo contrario, ¿qué explicación se les podría dar, por ejemplo, a los padres que perdieron un hijo producto de la irresponsabilidad de alguien que manejó en estado de ebriedad?



Asimismo, tampoco creo que la solución del problema penitenciario radique en la reubicación de presos a lo largo de Chile. Al respecto, espero que la noticia que ha circulado en mi Región sea producto de un rumor o de una desinformación: el traslado de reos del centro del país a las comunas de Natales y de Punta Arenas. Le quiero decir al señor Ministro que la Región de Magallanes no está disponible para convertirse nuevamente en colonia penal. Eso ocurrió en el siglo XIX, pero ya estamos en el XXI.



Pensamos que esa no es la mejor forma de resolver la situación penitenciaria chilena y, por ende, el hacinamiento en las cárceles.



Varios señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra han planteado la solución: rehabilitación, reinserción y racionalidad de las penas.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor, 7 en contra y una abstención), dejándose constancia de que se alcanzó el quórum constitucional requerido, y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 4 de julio, a las 12.



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Horvath, Larraín (don Carlos), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Lagos, Muñoz Aburto y Pizarro.



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay quórum para adoptar acuerdos.



Por consiguiente, corresponde levantar la sesión. 



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Salud, requiriéndole INCORPORACIÓN DE TRATAMIENTO ORAL DE ESCLEROSIS MÚLTIPLE REMITENTE RECURRENTE EN CANASTA AUGE.



De los señores HORVATH, ORPIS y SABAG:



A los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndoles iniciar con urgencia CONSTRUCCIÓN DE CAMINO CONTINUO ENTRE REGIÓN DE AYSÉN Y PROVINCIA DE PALENA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Gobernadora de Aysén y al señor Director de Vialidad de la Undécima Región, solicitándoles PRIORIDAD PARA CONSTRUCCIÓN POR ETAPAS DE CAMINO ALTO VALLE PANGAL-LAGO ROOSEVELT Y RÍO PICACHO, y a la señora Alcaldesa, al señor Seremi de Salud y a la señora Seremi del Medio Ambiente, todos de Aysén, para pedirles FISCALIZACIÓN EN KILÓMETRO 8 DE CAMINO AYSÉN-COYHAIQUE Y ELIMINACIÓN DE DESPERDICIOS.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Superintendente de Valores y Seguros, con el objeto de que informe sobre SITUACIÓN DE EMPRESA LA POLAR: CONOCIMIENTO DE ACCIONES ILEGALES POR PARTE DE ORGANISMOS SUPERIORES, ROL DE ÓRGANOS DE AUDITORÍA INTERNA Y ERRORES EN CLASIFICADORAS DE RIESGO; al señor Superintendente de Pensiones, requiriéndole antecedentes respecto de SITUACIÓN DE EMPRESA LA POLAR Y SU IMPACTO EN FONDOS PREVISIONALES, y al señor Director del Servicio Nacional del Consumidor, pidiéndole información relativa a CLÁUSULAS ABUSIVAS DE MULTITIENDAS EN CONTRATOS A CONTAR DE 2010, CON DETALLE DE INFRACCIONES, ACUERDOS Y NÓMINA DE EMPRESAS INVOLUCRADAS.
)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:41.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL CONVENIO DE INTEGRACIÓN CINEMATOGRÁFICA IBEROAMERICANA, SUSCRITO EN CARACAS EL 11 DE NOVIEMBRE DE 1989

(6152-10)


Oficio Nº 9514 



VALPARAÍSO, 9 de junio de 2011


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

  PROYECTO DE ACUERDO:


   “ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989.”. 



Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LAS COMISIONES DE AGRICULTURA Y DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL FORESTAL”CONAF”

(7486-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestras Comisiones de Agricultura y Medio ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Cabe hacer presente que por acuerdo de la Sala del Senado en sesión de 1 de marzo de 2011 se dispuso que esta iniciativa legal sea informada por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y por la Comisión de Hacienda, en su caso.

A algunas de las sesiones en que vuestras Comisiones trataron este proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide.  Del mismo modo, asistieron los siguientes invitados:

- Del Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor José Antonio Galilea; el Subsecretario, señor Álvaro Cruzat; el Abogado Jefe Asesoría Jurídica, señor Mauricio Caussade y los Asesores Legislativos, señores Andrés Meneses y Santiago Izquierdo. 

- De la Corporación Nacional Forestal CONAF: el Director Ejecutivo, señor Eduardo Vial Ruiz-Tagle; la Directora (S), señora Aída Baldini; el Fiscal, señor Fernando Llona y el Periodista, señor Ernesto Lagos. 

- Del Ministerio del Medio Ambiente: la Ministra, señora María Ignacia Benítez; el Subsecretario, señor Ricardo Irarrázabal; el Jefe de la División Biodiversidad y Recursos Naturales, señor Leonel Sierralta; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo Benítez, y los Asesores, señores Felipe Rusco y Rodrigo Guijón. 

- Del Ministerio Secretario General de la Presidencia: el Ministro, señor Cristián Larroulet; el Abogado de la División de Relaciones Políticas, señor Francisco Javier Pereira y el Asesor señor José Luis Lara. 

- De la Dirección de Presupuestos DIPRES, la Jefa del Sector, señora Silvia Siebert.

- Del Sindicato Nacional de Profesionales de CONAF, SINAPROF: el Presidente, señor Jorge Martínez; el Secretario, señor Claudio Dartnell; el Director señor Jaime Viguera; los Dirigentes señores Eugenio Larenas e Iván Bolívar y el Periodista, señor Felipe Campos.

- De la Federación Nacional de Sindicatos de CONAF, FENASIC: el Presidente, señor Patricio Argandoña; el Vicepresidente, señor Erry Leiva; el Tesorero, señor Juan Troncoso y los Directores señoras Novelia Vidal y Orieta Bórquez y señores Raúl Molina y Daniel Ariz. 

- De Greenpeace, el Coordinador de Campaña, señor Samuel Leiva. 

- De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor Legislativo, señor Felipe Von Unger.

- De la Asociación Gremial Pequeños y Medianos Industriales de la Madera PYMEmad A.G, el Presidente de la Región del Maule, señor Fernando Rosselott, y el Presidente de la Región del Bío Bío, señor Osvaldo Leiva. 

- Del Consejo Nacional de Guardaparques, el Vocero Nacional, señor Osvaldo Herrera y el Profesional de Macrozona Sur, señor Javier Vega. 

- Del Colegio de Ingenieros Forestales CIFAG, el Presidente, señor Jorge Goffard y el Secretario Ejecutivo, señor Julio Torres. 

- De la Fundación TERRAM, la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona y la Coordinadora Programa Medio Ambiente, señora Paola Vasconi. 

- De la Corporación Chilena de la Madera CORMA, la Gerente General, señora María Teresa Arana y el Jefe de Estudios, señor Leonardo Rojas.

- De la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo, el Presidente, señor Sergio Donoso y el Encargado de Comunicaciones, señor Pedro Andrade. 

- Del Comité Nacional Pro Defensa de la Fauna y Flora, CODEFF, el Presidente, señor Bernardo Zentilli.

- Del Programa de Derecho y Política Ambiental de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales, la Directora, señora Dominique Herve.

- Del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile, el Investigador, señor Jorga Aranda y la Ayudante de Investigación, señorita Catalina Olivares. 

- Del Proyecto GEF de Creación del Sistema Nacional Integral de Áreas Protegidas para Chile, el Coordinador Nacional, señor Rafael Asenjo y el Asistente Técnico Jurídico, señor Mario Palma. 

-
De la Asociación Gremial de Profesionales y Trabajadores del sector forestal en Chile,  Pronatura A.G., el Vicepresidente, señor Enrique Gallardo.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto tiene por objetivo crear el Servicio Nacional Forestal, transformando a la actual Corporación Nacional Forestal, CONAF, en un servicio público descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los artículos 1°, inciso final, 3°, 6°, 7° y 8°,  son normas de rango orgánico constitucional, porque abordan materias que tienen directa relación con la organización de la Administración Pública, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental. Lo anterior, en virtud de lo preceptuado en el inciso segundo, del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Respecto a los artículos 6° y 7° del proyecto en  informe, cabe hacer presente el fallo Rol 1051-08, de 10 de julio de 2008, pronunciado por el Tribunal Constitucional en relación al proyecto de ley sobre acceso a la información pública, quien, al ejercer el control de constitucionalidad declaró que la norma del artículo 43 de aquel proyecto reviste la naturaleza de ley orgánica constitucional. Dicho artículo, al igual que las disposiciones citadas, 6° y 7°, establece que las personas que presten servicios en el Consejo, en la especie, en el Servicio Nacional Forestal, se regirán por las normas del Código del Trabajo y, estarán sujetas  a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) Ley N° 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal;

b) Ley N° 20.417, que creó el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente;

c) Decreto supremo Nº 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1931, que aprueba el texto definitivo de la Ley de Bosques;

d) Ley Nº 18.362, de 1984, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado;

e) Decreto ley N° 701, de 1974, de Fomento Forestal;

f) Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal;

g) Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente;

h) Título XXXII, del Libro I, del Código Civil;

i) Decreto supremo N° 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio sobre Diversidad Biológica;

j) Ley N° 20.300, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal;

k) Decreto ley Nº 1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado;

l) Decreto ley Nº 249, de 1973, que fija la Escala Única de Sueldos para el personal que señala;

m) Decreto ley Nº 799, de 1974, que deroga ley N° 17.054 y dicta en su reemplazo disposiciones que regulan el uso y la circulación de vehículos estatales;

n) Código del Trabajo, que consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2003;

ñ) Decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, que fija el texto refundido y sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado;

o) Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo;

p) Ley N° 19.882 que fija el Sistema de Alta Dirección Pública, y

q) Decretos supremos N°s 728, de 5 de mayo de 1.970; 455, de 19 de abril de 1973; 733, de 27 de julio de 1983; 3.153, de 17 de octubre de 2007, y 1.546, de 21 de abril de 2009, todos del Ministerio de Justicia.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da inicio al proyecto de ley en estudio hace presente que los bosques tienen para el desarrollo humano y la conservación de la naturaleza una gran importancia, puesto que son esenciales para regular el clima y para conservar la biodiversidad y los suelos.

Refiere, en seguida, que el sector forestal en nuestro país tiene un alto potencial de crecimiento en el presente y en el futuro, porque cuenta con 15,9 millones de hectáreas de bosques, que corresponde aproximadamente a un quinto del total del país. Acota que un 85,4% corresponde a bosques nativos, cubriendo una superficie de 3,6 millones de hectáreas y un 14,6% a plantaciones forestales en un área de 2,3 millones de hectáreas. 

En materia de protección y de preservación, informa que el país cuenta además con 3,9 millones de hectáreas de vegetación nativa y de ecosistemas incorporados al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, SNASPE, al que se le deben agregar aproximadamente unos 2 millones de hectáreas más de bosques ubicados en las áreas silvestres privadas. Luego, refiere que en Chile la superficie de bosque nativo supera la superficie de las plantaciones forestales, con una proporción de 6 hectáreas de bosque nativo por cada hectárea plantada con especies exóticas.

En relación a la industria forestal, indica que ésta constituye uno de los principales pilares de nuestra economía y que durante la última década el aporte de este sector al producto interno bruto (PIB) ha superado el 3,3%, ubicándola como la segunda industria dentro del sector exportador y como la primera dentro de los recursos naturales renovables. En el mismo período, acota que esta industria ha exportado diversos productos por montos superiores a los US$ 5.000 millones, anuales representando aproximadamente el 13% del total nacional de los retornos anuales por concepto de exportaciones, con una canasta de 500 productos y con una cartera de más de cien mercados en los cinco continentes, mencionando entre otros destinatarios a Estados Unidos, China y Japón.

Además, señala que el sector forestal realiza un aporte significativo en materia socioeconómica, generando cerca de ciento treinta mil empleos directos y casi trescientos mil indirectos en diversas actividades relacionadas con la silvicultura y con la industria primaria, secundaria y de servicios, constituyendo la principal fuente de ingresos para muchas familias de las zonas rurales.

Adicionalmente, comenta que el aporte del sector forestal al desarrollo del país no es sólo por sus indicadores económicos, sino que los ecosistemas forestales y los bosques generan externalidades positivas para la sociedad a través de mejoras al medio ambiente como la conservación de la diversidad biológica, la fijación de carbono, la regulación del ciclo hidrológico, la recuperación y la estabilización de los suelos degradados. Asimismo, refiere que el bosque constituye la biomasa para la generación de energías renovables y contribuye a fomentar el turismo con el paisajismo y la belleza escénica. 

También, valora el aporte de los bosques a los usos tradicionales, destacando a los productos forestales usados para la medicina natural, la cosmética, la gastronomía y, por cierto, para las costumbres y creencias de nuestros pueblos originarios y comunidades locales. Acota que todas estas temáticas, junto con la administración del Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, SNASPE, han estado directa o indirectamente vinculadas a la tutela y resguardo de CONAF.

Luego, hace referencia a una serie de hitos que reflejan la permanente preocupación gubernamental por la protección y por la conservación de los recursos forestales, entre los cuales destaca:

a) La contratación de Federico Albert para asesorar al Ministerio de Industrias en la definición de un programa de forestación para el control de dunas en el año 1889;

b) La creación de la Reserva Forestal de Malleco en el año 1907; 

c) La promulgación de la Ley de Bosques en 1931;

d) El Programa de Desarrollo de la Industria Forestal de la Corporación de Fomento; la creación del Instituto Forestal; la formulación del Programa Nacional de Reforestación; la creación de la División Forestal del Servicio Agrícola Ganadero; el Departamento Forestal de la Corporación de la Reforma Agraria; el Programa Nacional de Prevención y Combate de los Incendios Forestales; el Plan de Reforestación de Colchagua y la creación de la Administración de los Parques Nacionales y de las Reservas Forestales, todos acaecidos durante la década del sesenta;

e) La creación de la Corporación de Reforestación en el año 1970; 

f) La creación de la Corporación Nacional Forestal, CONAF, en el año 1972;

g) La promulgación del decreto ley N° 701 de Fomento Forestal, en el año 1974; y

h) La Ley de Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, promulgada en el año 2008.

A su respecto, comenta que sobre estas bases Chile no sólo dio un gran impulso al desarrollo sectorial, sino que también avanzó en el establecimiento de una institucionalidad ambiental, culminando este proceso con la promulgación de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente y con la promulgación de la ley N° 20.417, que creó el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, institucionalidad que de acuerdo al artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, requiere del envió al Congreso Nacional de uno o más proyectos de ley, con la finalidad de crear el Servicio Nacional de la Biodiversidad y de Áreas Silvestres Protegidas, y de transformar la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.

Expresa que cada uno de los instrumentos anteriormente señalados ha significado un avance en la preocupación por el manejo y uso de los bosques, pero que con la creación de la CONAF se inició la definición e implementación de las políticas públicas para el desarrollo forestal en nuestro país. Informa que CONAF reunió las facultades de explotación de los bosques, el fomento a la forestación, el control de la tala y la fiscalización de la actividad forestal en nuestro país, funciones que antes se encontraban dispersas en distintas Secretarías de Estado.

Agrega que CONAF se constituyó en el año 1970, con el nombre de Corporación de Reforestación, COREF, al amparo de las disposiciones del Título XXXIII, del Libro I, del Código Civil y que en el año 1972, mediante la reforma de sus estatutos, se incorporaron a la entidad la Corporación de Fomento a la Producción, CORFO, y la ex-Corporación de Reforma Agraria, CORA, pasando a denominarse Corporación Nacional Forestal.

En el año 1984, continuó, por medio de la ley Nº 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Naturales Renovables se modificó el estatuto jurídico de CONAF, estableciendo que dicha Corporación sería una institución autónoma del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida y que se relacionaría con el Gobierno a través del Ministerio de Agricultura. Sin embargo, comenta que esta ley nunca ha regido, puesto que la misma establece que entraría en vigencia el día en que se publicara en el Diario Oficial el decreto supremo que disuelve la Corporación Nacional Forestal, hecho que hasta la fecha nunca ha sucedido.

Por lo anterior, indica que CONAF actualmente es una corporación de derecho privado y como tal se rige por sus estatutos y en silencio de ellos, por las disposiciones del título XXXIII del Libro I del Código Civil. Refiere que los estatutos de esta Corporación establecen como sus órganos ejecutivos al Consejo Directivo y al Director Ejecutivo, quien es nombrado por el Presidente de la República, de conformidad lo establecido en el artículo 3° del decreto ley N° 1.608, de 1976, que dicta las normas para implantar la segunda etapa de la carrera funcionaria y otras disposiciones.

Con el objeto de cautelar el cumplimiento de sus fines y la regularidad de sus operaciones, señala que CONAF se encuentra sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 16° de la ley N° 10.336, que establece la Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

Por su parte, menciona al decreto ley Nº 701, que fija el régimen legal de los terrenos forestales o preferentemente aptos para la forestación, y establece las normas de fomento sobre la materia y sus posteriores modificaciones. Informa que este decreto ley ha entregado a CONAF atribuciones específicas de carácter público, en todo lo relativo al control de la tala o la explotación de los bosques, al fomento de la forestación y a la fiscalización de la actividad forestal en Chile.

También, comenta que se han hecho aplicables a esta Corporación las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado, del decreto ley Nº 249, de 1973, que fija la Escala Única de Sueldos, y del decreto ley Nº 799, de 1974, que establece normas que regulan el uso y la circulación de vehículos estatales.

En el mismo sentido, refiere que diversos cuerpos normativos le han asignado otras atribuciones propias de los órganos públicos, tales como: la administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado; la prevención y el combate de los incendios forestales y el desarrollo, protección, control y fiscalización de la forestación, manejo, explotación y reforestación de la masa forestal del país.

Por todo lo anterior, comenta que hoy CONAF es una entidad privada, que ejerce funciones públicas, anomalía que ha sido observada tanto por la Contraloría General de la República, el Tribunal de la Libre Competencia y el Tribunal Constitucional. 

Además, precisa que por mandato del artículo octavo transitorio, de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente se ha presentado esta iniciativa legal, considerando además que la eficacia de esta institucionalidad depende en gran medida del equilibrio entre el sector público y el privado en el ámbito de la política económica. A pesar, de que reconoce que en la práctica el sector privado posee casi la total exclusividad de la función productiva del recurso forestal. Sin embargo, considera que este sector también requiere de apoyo y de estímulo estatal para la administración y el desarrollo de ciertas áreas protegidas, para la reforestación con fines no explotables, para la protección de los suelos y para el manejo de algunos tipos forestales de menor rentabilidad.

Luego, sostiene que este proyecto de ley no sólo busca crear un nuevo órgano público, sino también la modernización de la actual CONAF, transformándola en un servicio que contribuya al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, la conservación, la protección, el incremento, el manejo y el aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables, sin perjuicio de la competencia y de las facultades que le correspondan al Ministerio del Medio Ambiente y a otros organismos sectoriales.

En cuanto texto del presente proyecto de ley, informa que éste crea al Servicio Nacional Forestal, como un servicio público y descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura, afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. Además, indica que este Servicio será, para todos los efectos legales, el sucesor y el continuador legal de la Corporación Nacional Forestal, debiendo cumplir todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y los reglamentos la confieran a la CONAF.

Luego, explica que el Servicio Nacional Forestal tiene por objeto impulsar la preservación, la conservación, la protección, la rehabilitación y el aprovechamiento de los recursos forestales y demás recursos naturales renovables que tengan relación con el recurso forestal.

En materia de atribuciones del Servicio Nacional Forestal, menciona, entre otras, las siguientes: aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre los bosques y las plantaciones forestales, y el uso del fuego en las zonas rurales; prevenir el combate de los incendios forestales; controlar las plagas forestales; elaborar y participar en la ejecución de los planes de desarrollo forestal, y promover las políticas públicas de manejo de los bosques nativos y de las plantaciones establecidas por los propietarios forestales.
Luego, señala que la dirección superior estará entregada al Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y los deberes inherentes a esa calidad. Acota que el patrimonio del Servicio estará constituido, entre otros bienes, por los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales transferidos desde la Corporación Nacional Forestal a esta entidad.

En lo referente al personal, expone que la dotación del Servicio Nacional Forestal se regirá por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y por las especiales contenidas en la presente ley y precisa que los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren prestando labores permanentes en la Corporación Nacional Forestal continuarán como dependientes del Servicio Nacional Forestal.

También, comenta que el proyecto de ley contempla normas necesarias para el adecuado traspaso de los bienes y obligaciones desde la CONAF al Servicio Nacional Forestal y que le entrega al Presidente de la República la facultad para que mediante un decreto con fuerza de ley, fije las plantas del personal del Servicio Nacional Forestal y el régimen de remuneraciones aplicable a dicho personal.

Por último, señala que la administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado estará a cargo de este Servicio, mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y ésta se ejercerá de conformidad a la normativa vigente.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Las Comisiones unidas acordaron iniciar una ronda de audiencias e invitar a exponer sus puntos de vistas a diversas entidades y especialistas en la materia, que fueron representados de la manera que en cada caso se indica:

- Del Sindicato Nacional de Profesionales de CONAF SINAPROF: el Presidente, señor Jorge Martínez; el Secretario, señor Claudio Dartnell, y el Director señor Jaime Viguera. 

- De la Federación Nacional de Sindicatos de CONAF FENASIC: el Presidente, señor Patricio Argandoña; el Vicepresidente, señor Erry Leiva; el Tesorero, señor Juan Troncoso y los Directores señora Novelia Vidal y señores Raúl Molina y Daniel Ariz. 

- De la Asociación Gremial Pequeños y Medianos Industriales de la Madera PYMEmad A.G, el Presidente de la Región del Maule, señor Fernando Rosselott, y el Presidente de la Región del Bío Bío, señor Osvaldo Leiva. 

- Del Consejo Nacional de Guardaparques, el Vocero Nacional, señor Osvaldo Herrera y el Profesional de Macrozona Sur, señor Javier Vega. 

- Del Colegio de Ingenieros Forestales CIFAG, el Presidente, señor Jorge Goffard y el Secretario Ejecutivo, señor Julio Torres. 

- De la Fundación TERRAM: la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona y la Coordinadora Programa Medio Ambiente, señora Paola Vasconi. 

- De la Corporación Chilena de la Madera CORMA, la Gerente General, señora María Teresa Arana y el Jefe de Estudios, señor Leonardo Rojas.

- De la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo: el Presidente, señor Sergio Donoso y el Encargado de Comunicaciones, señor Pedro Andrade. 

- Del Comité Nacional Pro Defensa de la Fauna y Flora, CODEFF, el Presidente, señor Bernardo Zentilli.

- Del Programa de Derecho y Política Ambiental de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales, la Directora, señora Dominique Herve.

- Del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile: el Investigador, señor Jorga Aranda y la Ayudante de Investigación, señorita Catalina Olivares. 

- Del Proyecto GEF de Creación del sistema Nacional Integral de Áreas Protegidas para Chile: el Coordinador Nacional, señor Rafael Asenjo y el Asistente Técnico Jurídico, señor Mario Palma. 

Asimismo, cabe señalar que todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

Del mismo modo y en representación del Ejecutivo, asistieron la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez  y los Ministros de Agricultura y de la Secretaría General de la Presidencia, señores José Antonio Galilea y Cristián Larroulet, respectivamente.

Al iniciar el estudio de esta iniciativa legal, en sesión de 2 de mayo del 2011, la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez informó que el presente proyecto de ley fue presentado al Congreso Nacional en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo octavo transitorio, de la ley Nº 20.417, el cual señala que el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley que cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y otro que transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado. Recordó que se presentaron ambos proyectos de ley en dos iniciativas distintas y que como tal pueden ser tramitados en forma independiente. Complementó que ambos proyectos no requieren de una tramitación simultánea, ya que no tienen la misma complejidad. En efecto, consideró que la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal debiera tomar menos tiempo que la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, dada la complejidad y la magnitud de los cambios propuestos por éste último. Además, advirtió que el proyecto de ley crea el Servicio Nacional Forestal corresponde al Ministerio de Agricultura, quien será el encargado de su tramitación en el Congreso Nacional.
En materia laboral, informó que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas en su artículo 1° transitorio contempla el traspaso del personal de la Gerencia de las Áreas Protegidas de CONAF al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Acotó que el personal traspasado mantendrá las mismas condiciones laborales que tenían en CONAF. Asimismo, recalcó que este traspaso de funcionarios no podrá implicar la pérdida del empleo, la disminución de sus remuneraciones o beneficios laborales, la modificación de sus derechos previsionales o un cambio del lugar en que presta sus funciones, salvo que dicho cambio sea con el consentimiento del funcionario. También, indicó que el personal del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas se regirá por el Estatuto Administrativo.

Por otra parte, refirió que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4° transitorio del proyecto de ley en estudio, una vez que entre en vigencia la ley que crea el Servicio Nacional Forestal, los trabajadores que presten servicios en CONAF continuarán como dependientes de este nuevo Servicio en los mismos términos y condiciones que en sus actuales contratos. Añadió que dichos trabajadores mantendrán su antigüedad y su indemnización por años de servicio que se determinará según lo prescribe el artículo 5° transitorio del presente proyecto de ley, computándoseles, para estos efectos, el tiempo trabajado en CONAF y en el Servicio Nacional Forestal y teniendo en consideración la remuneración que estuviere percibiendo el trabajador a la fecha del término del contrato. Además, señaló que el personal del Servicio Nacional Forestal se regirán por las normas del Código del Trabajo.

Posteriormente, aclaró que en caso que el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal se aprobase primero que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, los trabajadores de CONAF que deban ser traspasados al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas tendrán dos traspasos: el primero, de CONAF al Servicio Nacional Forestal y, el segundo, de el Servicio Nacional Forestal al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. 

En este contexto, recalcó que en ambos proyectos de ley se encuentra resguardada la continuidad laboral de los trabajadores de CONAF, ya que mantienen sus derechos laborales actuales, sin que estos traspasos impliquen un menoscabo o pérdida de sus derechos o de sus beneficios laborales. 

Al finalizar su intervención, señaló que respecto  a las áreas protegidas administradas por CONAF, éstas continuarán siendo administradas por el Servicio Nacional Forestal, mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, por lo cual, arguyó, este proyecto de ley entregará la administración provisoria de las áreas protegidas al Servicio Nacional Forestal.

A continuación, el señor Subsecretario de Agricultura refirió que actualmente CONAF es una entidad privada que ejerce funciones públicas, anomalía que ha sido observada por la Contraloría General de la República, el Tribunal de la Libre Competencia y por el Tribunal Constitucional. Además, señaló que por mandato del artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417 se envío al Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que tiene por finalidad transformar la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura y afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. Acotó que el Servicio Nacional Forestal será para todos los efectos legales el continuador legal de la CONAF, debiendo cumplir todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y los reglamentos vigentes le hubieren conferido a dicha Corporación.
Luego, refirió que el Servicio Nacional Forestal tendrá por objetivo impulsar la preservación, la conservación, la protección, la rehabilitación y el aprovechamiento de los recursos forestales, además de los recursos naturales renovables relacionados con el sector forestal. Comentó que fiscalizará el cumplimiento de las normas sobre los bosques y las plantaciones forestales, el uso del fuego en las zonas rurales, la prevención y el combate de incendios forestales y el control de plagas forestales, entre otras funciones. Asimismo, informó que le corresponderá elaborar y participar en la ejecución de los planes de desarrollo forestal y promover las políticas públicas de manejo de los bosques nativos y de las plantaciones establecidas por los propietarios forestales.

Por otra parte, refirió que este Servicio estará encabezado por su Director Nacional, quien será el jefe superior del mismo y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a tal calidad. Asimismo, informó que su patrimonio se compondrá, entre otros bienes, por los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales transferidos desde la CONAF.

En materia laboral, sostuvo que el personal del Servicio Nacional Forestal se regirá por el Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en este proyecto de ley. Enseguida, refirió que los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren prestando labores permanentes en CONAF continuarán como dependientes de este nuevo Servicio, debiendo su Director Nacional, dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, suscribir los contratos de trabajo respectivos, sin que ello importe una disminución de sus remuneraciones o de sus derechos laborales y previsionales.

Posteriormente, señaló que el Presidente de la República tendrá la facultad para fijar mediante un decreto con fuerza de ley, las plantas del personal del Servicio Nacional Forestal y su régimen de remuneraciones, sin que ello pudiere importar el término de ciertos servicios, la supresión de cargos, el cese de funciones, el término de la relación laboral, la disminución de remuneraciones, ni la modificación de los derechos previsionales del personal traspasado.

Por último, comentó que la administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado se hará conforme a la normativa vigente y estará a cargo de este Servicio, mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

El señor Director Ejecutivo de CONAF recordó que en otras oportunidades  se intentó transformar a CONAF en una entidad pública y dictar una ley para regular el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado; sin embargo, dijo, ninguna de las dos iniciativas lograron materializarse en una ley.

El Honorable Senador señor Horvath confirmó que efectivamente en el Senado se han estudiado iniciativas referidas a la institucionalidad de CONAF y agregó que durante la tramitación del que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente se aprobó, en sus artículos transitorios, el compromiso del Ejecutivo de presentar una iniciativa para relevar el estatuto de CONAF, transformándolo en un servicio público dependiente del Ministerio de Agricultura.

Reparó que el Ministerio de Agricultura no tenga un enfoque más forestal, a pesar del gran potencial que tiene nuestro país en esta área. En efecto, enfatizó la necesidad de que CONAF como servicio debe tener una Subsecretaría Forestal y, a su vez, elevar a CONAF a la altura de lo que es el Instituto de Desarrollo Agropecuario, INDAP, o el Servicio Agrícola y Ganadero, SAG. Refirió que ésta es una propuesta que se viene estudiando desde hace varios años, pues CONAF siempre ha estado en una situación desmejorada en relación a las otras entidades vinculadas al Ministerio de Agricultura.

Por otra parte, hizo presente que podría generarse una duplicidad de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, como se aprecia en el literal f), del artículo 3° del presente proyecto de ley, que se refiere a las reservas forestales. Acotó que según esta norma el Servicio Nacional Forestal continuará administrando las reservas forestales en materia de intervenciones, ensayos y bases productivas; no obstante que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas debiera ser el encargado del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

Posteriormente, sugirió explicitar en esta ley en forma detallada los instrumentos de planificación estratégica que se han incorporado en la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. Lo mismo, prosiguió, en materia de reordenamiento territorial y de manejo integrado de cuencas. Resaltó que en todos estos temas el Servicio Nacional Forestal debería jugar un rol más preponderante.

Por último, hizo presente que el artículo 2° del proyecto dispone que el Servicio tendrá por objeto contribuir al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, conservación, protección,  entre otras, de los bosques urbanos. Sobre el particular, consultó al Ejecutivo qué se entiende por este concepto de bosques urbanos y si se dará alguna protección especial a los árboles plantados en las ciudades, ya que, agregó, están absolutamente desprotegidos y dependen únicamente de la buena voluntad de los alcaldes.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Alvear planteó las siguientes inquietudes:

1.- En relación a los funcionarios del Servicio Nacional Forestal, manifestó su reparo respecto del artículo 8° del proyecto que establece que el personal que no esté afecto al Sistema de Alta Dirección Pública podrá ser seleccionado por concurso público o, excepcionalmente, por el sistema de selección que determine el Director Nacional del Servicio. Al respecto, comentó que el sistema de selección del personal debiera estar definido en términos claros y no dejarlo al arbitrio del Director del Servicio. En este sentido, señaló que se debe precisar si se hará mediante concurso público o por otras vías. Asimismo, manifestó su interés por conocer el número de trabajadores que actualmente prestan servicios en CONAF y que serán traspasados, tanto al Servicio Nacional Forestal, como al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

2.- Ausencia de un verdadero mejoramiento de la calidad institucional de la actual CONAF. Al respecto, advirtió que no se trata únicamente de un traspaso del personal y de los bienes muebles e inmuebles desde CONAF al Servicio Nacional Forestal, sino que también se requiere de un mejoramiento institucional de este Servicio que data de la década del setenta y, agregó que se debe legislar previendo su situación actual y futura, teniendo en consideración la nueva realidad forestal.

3.- Superposición de atribuciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. En efecto, precisó que se debe definir el Servicio encargado de la fiscalización ambiental y quién administrará el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, y

4.- Repetición de la normativa actual de CONAF. Al respecto, señaló que el proyecto no hace más que reiterar las funciones que hoy le competen a CONAF. A su juicio, las atribuciones del Servicio Nacional Forestal deberían extenderse a todas aquellas áreas vinculadas al sector forestal susceptibles de ser reguladas, como un bosque o un árbol, y no restringirlas a la conservación y a la preservación del ambiente forestal.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que prevé que este cambio de institucionalidad fortalecerá únicamente al Ministerio del Medio Ambiente y debilitará a la CONAF, porque sus atribuciones quedarán segregadas en dos Ministerios distintos: el de Agricultura y el del Medio Ambiente. Observó no tener claridad sobre cómo se regularán los aspectos operativos de las áreas silvestres protegidas en la actual institucionalidad ambiental, en especial en materia de Estudio y de Evaluación de Impacto Ambiental.

En relación a los derechos de los trabajadores de CONAF, indicó que si bien en el texto del proyecto se consagra la continuidad laboral, en la práctica, generalmente, estos traspasos vulneran los derechos laborales, como sucedió con los que se dieron a propósito de la creación de los Gobiernos Regionales. Advirtió que en todo traspaso se producen situaciones de inestabilidad y de irregularidad, y como tal sugirió resguardar la calidad jurídica de los funcionarios de CONAF.

En seguida, reparó que los trabajadores traspasados al Servicio Nacional Forestal se regirán por el Código del Trabajo y, además, se les aplicará la responsabilidad administrativa. Sobre este último punto, consultó al Ejecutivo, en la práctica, cómo se hará efectiva esta responsabilidad administrativa a funcionarios que no se rigen por el Estatuto Administrativo. También, indicó que si bien este proyecto de ley consagra que este Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, observó que no garantiza la estabilidad laboral en el empleo y bajo este contexto pidió que se precise cómo se regulará este tema en esta ley.

En cuanto a la disposiciones transitorias que delegan en el Presidente de la República la facultad para fijar por decreto con fuerza de ley las plantas del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, hizo presente la necesidad de que en esta ley, al menos, se regulen los criterios básicos y los lineamientos generales de ambas plantas, tal como se realizó en el proyecto de ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación con la creación de la Agencia de Calidad y la Superintendencia de Educación. Acotó que es primordial que esta materia quede determinada en la ley.

Por otra parte, consultó sobre la privatización de los parques nacionales. Al respecto, señaló que actualmente existen algunas concesiones en algunas Áreas Silvestres Protegidas, a pesar de que la Convención de Washington impide que se privaticen este tipo de parques.

Antes de finalizar su intervención, preguntó a los representantes del Ministerio de Agricultura cómo se compatibilizarán los cambios propuestos por este proyecto de ley con el que establece una nueva Ley Forestal.

La Honorable Senadora señora Allende manifestó su interés por escuchar la opinión de los trabajadores de CONAF, pues es sabido que tienen reparos respecto de la presente iniciativa legal. Además, consultó al Ejecutivo si durante la elaboración de este proyecto de ley se tomó en cuenta la opinión de aquellos.

El Honorable Senador señor Coloma felicitó al Gobierno por haber presentado el presente proyecto de ley y por haber cumplido con un compromiso pendiente desde la época en que se tramitó la Ley de Bosque Nativo, oportunidad en se hizo presente la necesidad de transformar la naturaleza jurídica de CONAF. Luego, recordó que durante la discusión de la Ley del Bosque Nativo se planteó cómo se armonizarían las funciones del futuro Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. En el fondo, acotó, precisar cómo se coordinaría el Ministerio de Agricultura y la nueva institucionalidad ambiental, ya que existían aprensiones de que podrían producirse superposición de funciones entre ambas y pidió al Ejecutivo que explique cómo podrían resolverse los posibles puntos de conflicto.

El señor Subsecretario de Agricultura señaló que al Ministerio de Agricultura le ha tocado participar en la puesta en marcha de la institucionalidad ambiental y precisó que el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad se ha convertido en un espacio en el cual se pueden recoger todas las apreciaciones de la normativa ambiental. En efecto, hizo presente que se trata de una institucionalidad colegiada que tiene la misión de coordinar la actuación de los distintos Ministerios involucrados en el tema ambiental.

Luego, indicó que el Ministerio de Agricultura y CONAF ejercen funciones relacionadas con la conservación del medio ambiente y con el fomento de la producción. Al respecto, comentó que hoy toda actividad productiva lleva inmersa estas dos funciones. Los sistemas productivos también exigen prácticas de conservación y de sustentabilidad, ya que no existe posibilidad de desarrollo económico si no se tiene en cuenta estos dos criterios, por lo cual indicó que no se está realizando una especie de dicotomía en que el Servicio Nacional Forestal sea la entidad que se encargue del fomento y que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas se preocupe de la conservación y de la preservación. Acotó que este argumento se expresa en el ámbito territorial en que cada institución actuará. Hizo presente que el Servicio Nacional Forestal tendrá competencia en el ámbito de la administración en los parques nacionales. Además, ratificó lo expuesto por Sus Señorías en relación a que el Ministerio de Agricultura debe hacerse cargo de una serie de modificaciones legales que deben ser presentadas al Congreso Nacional, como la Ley de Fomento Forestal y la institucionalidad en torno a los incendios. Por último, hizo presente la necesidad de tramitar con cierta urgencia el presente proyecto de ley, para transformar a CONAF en un servicio público y dar cumplimiento a la normativa legal vigente. En cuanto al tema laboral, sostuvo que actualmente tienen una estimación del personal que será traspasado al Servicio Nacional Forestal.

La señora Ministra del Medio Ambiente comentó que durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300 se forjó el criterio de separar las funciones de fomento forestal y de preservación de la biodiversidad en dos instituciones distintas, que coincide con una de las recomendaciones que realizó la OECD al respecto. Lo anterior, motivó que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas quedara bajo la esfera de la institucionalidad medio ambiental. En seguida, refirió que las reservas forestales serán administradas por el Servicio Nacional Forestal y las reservas del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado quedarán bajo la tutela del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. En relación a las concesiones privadas, informó que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas contempla diversas fórmulas, como la figura de la administración delegada y los distintos tipos de concesiones.

Posteriormente, indicó que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas incluye diversas definiciones de acuerdo a las distintas categorías que existen en relación a la conservación de la biodiversidad. Insistió que se trata de dos proyectos de ley distintos, que apuntan a objetivos diversos, sin perjuicio de reconocer que existen temas en los cuales podrían toparse, como en todo lo que dice relación con el desarrollo sustentable.

En cuanto al tema laboral, refirió que para definir el número de personas que serán traspasadas desde la CONAF al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, se tuvo en consideración el personal que actualmente trabaja en el Servicio de Guardaparques y el personal de CONAF que desempeña alguna función vinculada al área de la biodiversidad. Precisó que se trata aproximadamente de unas 500 personas, a las cuales se les debe sumar las que prestan funciones en otros servicios públicos que también han asumido labores de biodiversidad, como ocurre con algunos funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero y de algunas Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura. Por último, recalcó que se trata de Servicios distintos y que tienen objetivos distintos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, al manifestar  su conformidad con el texto propuesto por el presente proyecto de ley, hizo presente, además, que se cumple con una obligación preexistente y que se abordan temas de gran relevancia para el país, como es el desarrollo sustentable, los bosques urbanos y el mejoramiento genético de los bosques. Sin perjuicio de lo anterior, observó que el presente proyecto de ley no incluye la letra h), del artículo 4°, de la ley N° 18.348, que establece la obligación de CONAF de informar sobre el cambio del uso de los suelos en las zonas rurales.

A continuación el señor Director Ejecutivo de CONAF informó que en la actualidad CONAF cuenta con 1.930 funcionarios contratados, además indicó que existe personal temporal que se contrata para el combate de incendios y para otras actividades. Explicó que este personal se divide en las siguientes áreas: forestal; combate de incendios forestales; áreas silvestres protegidas, y arborización urbana. Acotó que esta última área tiene la misión de plantar en las ciudades diecisiete millones de árboles en sólo ocho años, lo que, en su opinión, es un gran desafío, e hizo presente que CONAF siempre se ha encargado de la arborización urbana. Al respecto, destacó la necesidad de dictar una ley que regule la arborización urbana en forma más profesional.

Luego, precisó que los trabajadores que se desempeñan en la sección de las áreas silvestres protegidas, equivalen a unas 540 personas, a nivel central, regional y provincial, los que serán traspasadas al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

Posteriormente, reconoció que CONAF desde su creación a la fecha ha cambiado notoriamente, de hecho precisó que desde la entrada en vigencia de la Ley de Bosque Nativo ha experimentado una enorme transformación ya que a partir de esta ley, CONAF comenzó a participar en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Todo esto, continuó, se refleja en las funciones que esta iniciativa legal entrega al nuevo Servicio Nacional Forestal.

En relación a las funciones de ambos Servicios, sostuvo que éste es un tema que no sólo atañe a CONAF, sino que también a todas las actividades en que existen recursos naturales renovables comprometidos y que al regular a los bosques necesariamente se están vinculando las funciones de productividad y de preservación de la biodiversidad. Acotó que la diferencia pasa por un tema territorial, ya que las Áreas Silvestres Protegidas tienen sus límites, funciones y sistema de administración distinto al que le corresponde a los bosques nativos, los que se rigen por la Ley de Bosque Nativo y cuya administración le compete a la CONAF. Agregó que los bosques nativos tienen su propio sistema operativo, a través de los sistemas de manejo, mediante los planes de conservación, de protección y de gestión de las especies amenazadas.

En lo que refiere al permiso de uso de suelo en las zonas rurales, respondió que el Servicio Agrícola y Ganadero tiene injerencia en esta materia y explicó que CONAF únicamente declara un terreno con aptitud preferentemente forestal, es decir, que no es arable. Al respecto, reconoció que esta definición debería ser revisada, porque debido a los avances de la tecnología prácticamente no existen no arables, y en su opinión la capacidad de riego es lo que define a un terreno agrícola. Acotó que únicamente los suelos con aptitud forestal pueden ser bonificados con el subsidio que el Estado entrega para apoyar la forestación.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo presente que el tema del cambio de uso de suelo es fundamental, porque se vincula directamente con la protección de las hoyas hidrográficas y con el tratamiento del borde costero.

La Honorable Senadora señora Allende reiteró su pregunta a los representantes de ambos Ministerios, a fin de que informen si consultaron a los trabajadores de CONAF al momento de elaborar el presente proyecto de ley. Enseguida, coincidió con las observaciones planteadas por la Honorable Senadora señora Alvear, especialmente, respecto de que podría producirse una superposición de funciones entre ambos Servicios y una falta de transparencia en materia de los traspasos del personal que actualmente se desempeña en CONAF. En su opinión, este traspaso no puede afectar a los trabajadores, especialmente aquellos que serán doblemente traspasados, ya que en el Servicio Nacional Forestal se regirán por el Código del Trabajo, y en el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas por Estatuto Administrativo. Además, indicó que le interesa conocer cuál será la situación de los trabajadores que actualmente están a contrata y los que se desempeñan a honorarios, y si se mantendrá la relación de los trabajadores contratados versus los que trabajan a honorarios. Por último, señaló que le gustaría conocer el informe del Ministerio de Hacienda respecto de la creación de estos dos Servicios, en especial su presupuesto, costo de implementación y de inversión.

El Honorable Senador señor Quintana solicitó al señor Subsecretario de Agricultura un modelamiento detallado de las plantas del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

El Honorable Senador señor García hizo presente que el Mensaje acompaña el informe financiero del Ministerio de Hacienda, el cual establece que el mayor gasto fiscal del presente proyecto de ley se realizará por una sola vez por la suma de $ 177.100 miles, los que se destinarán a pagar los procesos de selección del Sistema de la Alta Dirección Pública.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Presidente del Sindicato Nacional de Profesionales de CONAF, SINAPROF, señor Jorge Martínez, quien comenzó su exposición señalando que han enviado dos cartas dirigidas a los Presidentes de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, en las cuales plantearon dos inquietudes: la primera, realizar una discusión conjunta de ambos proyectos de ley, y, la segunda, la posibilidad de participar en forma permanente en la discusión de estas dos iniciativas legales. 

En relación a la inquietud formulada por la Honorable Senadora señora Allende, expuso que sólo participaron en la primera etapa con la Dirección Ejecutiva de CONAF y enfatizó que la propuesta que trabajaron no fue recogida en el texto del presente proyecto de ley. Al respecto, informó que enviaron un comparado con la propuesta en la que ellos participaron y el texto que el Gobierno finalmente presentó al Senado. En relación al proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres protegidas, observó que no tuvieron ningún grado de participación y reparó que el Ministerio del Medio Ambiente sólo se ha contactado con el Consejo de Guardaparques.

En cuanto al traspaso del personal de CONAF al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, indicó que el Ejecutivo informa que se trata de 540 personas, pero cabe precisar  que  esta cifra sólo incluye el estamento técnico, integrado por los guardaparques y por otros profesionales, y nada  dice del personal que presta apoyo en el área administrativa, contable e informática, que ascienden a unas 200 personas.

Con respecto al proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, señaló que, desde que el Gobierno anterior hizo público su compromiso de presentar a tramitación ante el Congreso Nacional esta iniciativa legal, SINAPROF se opuso, pues consideran que con este tipo de iniciativas se dispersa aún más la planificación territorial, ya que se dispondrá de cuatro servicios distintos con competencia sobre el mismo espacio geográfico, a saber: el Servicio Agrícola y Ganadero, el INDAP, el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Sobre este punto, recalcó que CONAF siempre se ha encargado de la administración de los bosques y que en su opinión no sería conveniente separar la administración de los parques nacionales y de los bosques. Bajo este contexto, indicó que no entiende esta duplicidad de funciones sobre recursos prácticamente similares. En esta misma línea, sostuvo que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas debe tener funciones más transversales y no de gestión, porque se desprotegerá a las Áreas Silvestres Protegidas del Estado. 

Posteriormente, consideró que la institucionalidad pública forestal debe representar el interés del conjunto de la sociedad y procurar el bien común, en cuanto al manejo de los ecosistemas forestales y de los otros ecosistemas naturales presentes en el país, en orden a resguardar la diversidad biológica y el uso sustentable de los recursos naturales.
Luego, mencionó algunos de los aportes que CONAF ha realizado al país y destacó, entre otros, los siguientes: 

1.- El constituirse en una plataforma fundamental para el desarrollo forestal del país en las últimas tres décadas, industria que maneja unas 2,3 millones de hectáreas de plantaciones y que contribuyó en un 3% en el PIB del año 2008.

2.- Facilitar el desarrollo del sector exportador forestal y silvícola, el cual genera US$ 6.000 millones al año aproximadamente. 

3.- Dar sustento a unas cuatrocientos veinte mil personas y a cuarenta mil empresas y entidades del sector, que participan directamente en el manejo y en la cosecha del bosque, en el transporte y en la exportación del recurso forestal. Informó asimismo que estas entidades dan empleo a unas trescientas mil personas.

4.- Implementación del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, que cubre quince millones de hectáreas, distribuidas en noventa y cinco unidades en todo el país, reconocido como uno de los mejores de América Latina. 

5.- Creación de un Sistema Nacional de Protección contra los Incendios Forestales, que cubre todo el territorio Nacional y muestra un alto nivel profesional y de resolución de situaciones. 

6.- Control y fiscalización de la legislación forestal, con énfasis en el resguardo del bosque nativo, en un área geográfica que supera los once millones de hectáreas.
7.- Liderar varios programas asociados a la gestión de los recursos forestales, tales como: asistencia técnica forestal en pequeñas propiedades campesinas, desertificación, manejo de cuencas hidrográficas, manejo y protección de la fauna silvestre, catastro nacional de recursos vegetacionales nativos y otros.

8.- Canalizar el programa de generación de empleos de emergencia para disminuir la cesantía.

Por otra parte, señaló que el personal que trabaja en CONAF tiene un alto grado de especialización en materias forestal y ambiental debido a sus cuarenta años de desarrollo institucional. Resaltó que esto resulta aún más meritorio si se considera que la actual institucionalidad, claramente exitosa desde la óptica funcional y operativa, se ha erigido sobre fundamentos extremadamente frágiles, dada la ausencia de dos pilares básicos a toda institucionalidad pública forestal: una política nacional forestal y una institucionalidad que satisfaga los requerimientos de un país de carácter forestal.

En seguida, se refirió a los derechos y beneficios que hoy tienen los trabajadores y profesionales de CONAF, los que se encuentran consagrados en las siguientes normas: 

a) Código del Trabajo. En dicho cuerpo legal se regulan los siguientes aspectos: la indemnización convencional pactada a través de una cláusula anexa al contrato de trabajo; la indemnización legal, con un tope once años; la aplicación de la causal de despido establecida en el artículo 161 del referido Código; la facultad de recurrir a los tribunales laborales; la fiscalización de la Dirección del Trabajo, y los permisos legales y licencias médicas.
b) El decreto ley N° 249, de 1973. En esta norma se consagra su jornada laboral de 44 horas a la semana; la facultad de gozar del feriado legal de acuerdo a lo establecido en el Estatuto Administrativo; las asignaciones adicionales al sueldo consagradas en el artículo 5° del citado decreto ley referidas a la antigüedad, bonificación de zona, pérdida de caja, viáticos, cambio de residencia, asignación familiar, y asignación por trabajo nocturnos o en días festivos.

c) El Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad / Acta de Avenimiento. Se regulan sus permisos por duelo y para estudios; permiso para ejercer la docencia; el permiso sin goce de remuneraciones; la facultad de pactar horarios de trabajos distintos; la media jornada de los días 17 de septiembre, y 24 y 31 de diciembre, y los permisos de titulación.
d) Los acuerdos concordados entre la autoridad de CONAF y sus organizaciones sindicales. Sobre el particular mencionó los pisos de ingresos a los escalafones, el acuerdo sobre grados asociados a cargos directivos, y al acuerdo por desvinculación.

Además, señaló que los funcionarios de CONAF gozan de beneficios adicionales: viviendas para los guardaparques que habitan en las unidades del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado;  gratuidad de ingreso en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado para el trabajador y su grupo familiar;  uniformes para los estamentos de secretarias guardaparques, auxiliares, chóferes, profesionales y técnicos;  red de veraneo, aproximadamente 90 cabañas; casas de huéspedes regionales, y casinos.

Informó que también afectan a los trabajadores de CONAF las siguientes leyes: ley N° 19.533, sobre Modernización, Programa Mejoramiento de la Gestión; ley N° 19.882, sobre Nuevo Trato Laboral, Convenio de Desempeño Colectivo; ley N° 20.212, que establece el bono ANEF; ley N° 20.300, sobre Convenio de Eficiencia Institucional y Función Directiva, ley especifica para CONAF, y  ley N° 20.305, sobre reparación del daño previsional.
Enfatizó que el Mensaje del proyecto de ley en estudio no es coherente con el texto propuesto así como tampoco con el  que crea un Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Sostuvo que ninguna de estas dos iniciativas cumplen con lo prescrito en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417 y reparó en que no se tomó en cuenta el trabajo desarrollado entre las organizaciones sindicales de CONAF y su Dirección Ejecutiva. En efecto, reiteró que los textos propuestos para ambas iniciativas legales fueron acordados únicamente entre el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y la Dirección de Presupuestos.
Luego, consideró positivo que el estatuto laboral de este nuevo Servicio sea el Código del Trabajo. No obstante lo anterior, reparó que el proyecto, además, establece que los trabajadores quedarán sujetos a responsabilidad administrativa. Por otra parte, sostuvo que se debería considerar un aumento de sus remuneraciones, ya que los funcionarios del Servicio Nacional Forestal ejercerán funciones fiscalizadoras. 

En otro orden de ideas, valoró que el proyecto considere a este Servicio como un órgano funcionalmente descentralizado, afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. Asimismo, manifestó su conformidad con que se establezca que deben ser concursables hasta los cargos de Directores Regionales. 
Sin perjuicio de lo anterior, reparó que esta iniciativa legal no contempla la planta del Servicio Nacional Forestal y deja al Ejecutivo la responsabilidad de dictar las normas para fijar los cargos y las remuneraciones del personal. En su opinión, esta ley puede ser letra muerta, si no se da la posibilidad a los legisladores para que opinen sobre las características y el tamaño del Servicio que se crea. Adicionalmente, hizo presente que esta iniciativa omitió incluir los incentivos contemplados en la ley N° 20.300, de aplicación exclusiva para los trabajadores de CONAF. De este modo, arguyó, en la práctica, no existe un traspaso de la actual dotación con solución de continuidad, ya que no se mantienen todos sus derechos laborales.
En la misma línea, argumentó, debe incluirse un bono para incentivar el retiro voluntario y que los trabajadores de CONAF se traspasen al nuevo Servicio con solución de continuidad. Además, el escalafón de profesionales debería iniciarse en el grado 4 y propuso suscribir un documento que asegure el cumplimiento de todas las garantías laborales antes mencionadas y en subsidio de éste, sugirió agregar estos planteamientos en los artículos transitorios del proyecto de ley. 

Por otra parte, hizo presente la necesidad de crear una Subsecretaría Forestal al mismo nivel que el de la Subsecretaría de Agricultura, de la cual dependan el Servicio Nacional Forestal, el Servicio de Parques y Áreas Protegidas y el Instituto Forestal, con una dotación total de 1.950 funcionarios.

Por último, resaltó que la nueva institucionalidad forestal debe representar fielmente el interés del conjunto de la sociedad chilena; trabajar con la gente y dedicarse al servicio público; tener una cobertura nacional; disponer de potestades públicas suficientes para cumplir su misión y los mandatos legales; disponer de recursos humanos, materiales y financieros suficientes, y contar con fondos de inversión para mejorar las tasas de forestación, el manejo del bosque nativo, y la prevención y el combate de los incendios forestales.

Posteriormente, se recibió al Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de CONAF, FENASIC, señor Patricio Argandoña, quien explicó que la institucionalidad pública forestal es la encargada de representar el interés del conjunto de la sociedad y de procurar el bien común, en cuanto al manejo de los ecosistemas forestales y de los otros ecosistemas naturales presentes en el país, en orden a resguardar la preservación de la diversidad biológica y el uso sustentable de los recursos naturales. Bajo este contexto, señaló que todas las decisiones que se tomen en relación a este proyecto de ley y al que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas deben ser cuidadosamente estudiadas y no responder a visiones mediáticas o coyunturales.

Luego, indicó que la institucionalidad pública forestal y ambiental debe representar fielmente el interés del conjunto de la sociedad chilena. Precisó que debe tener cobertura nacional y una proyección de largo plazo, además de conformar un todo armónico que cumpla efectivamente sus funciones, para ello, arguyó, debe disponer de potestades públicas y de recursos humanos, materiales y financieros suficientes que le permita cumplir adecuadamente su misión. En la misma línea, señaló, se debe contar con fondos de inversión para fomentar la forestación, el manejo del bosque nativo, el desarrollo de las áreas silvestres protegidas estatales y privadas, y la prevención y el combate de los incendios forestales.

En efecto, recalcó que el Estado tiene un rol fundamental en relación a los recursos naturales y en particular en el resguardo de los ecosistemas forestales, que regulan el flujo hídrico, protegen al suelo contra la erosión, purifican y descontaminan el aire y el agua, fijan el carbono, regulan la temperatura terrestre y resguardan la biodiversidad y la belleza escénica.

Posteriormente, refirió que la institucionalidad forestal actual tiene como única expresión orgánica a CONAF y que, a través de ella, se ha consolidado una plataforma fundamental desde la cual se ha impulsado el vertiginoso desarrollo forestal chileno experimentado en las últimas cuatro décadas. A su amparo, continuó, se ha formado una poderosa industria de transformación, en más de dos millones de hectáreas de plantaciones, colocando a este sector dentro de los primeros lugares de las exportaciones nacionales.

Por otra parte, informó que se ha implementado un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, que abarca alrededor de quince millones de hectáreas, distribuidas en cien unidades, reconocida como una de las mejores de América Latina. También, sostuvo que se ha creado un Sistema Nacional de Protección contra los Incendios Forestales, que cubre unos treinta y siete millones de hectáreas en todo el territorio nacional lo que muestra un alto nivel profesional y de resolución de situaciones.

Agregó que la legislación forestal vigente pone énfasis en el resguardo del bosque nativo, en un área geográfica que supera los once millones de hectáreas. Adicionalmente, comentó que se lidera en  programas asociados a la gestión de recursos forestales, tales como: el fomento forestal en las pequeñas propiedades agrícolas, la desertificación; el manejo de cuencas hidrográficas; el manejo y la protección de la fauna silvestre, y el catastro nacional de recursos vegetacionales nativos. Todo esto, prosiguió, evidencia la indiscutible calidad del desempeño institucional de CONAF, lo que se ha reflejado en numerosos reconocimientos nacionales e internacionales.

En relación al personal de CONAF, indicó que se trata de un colectivo humano con un alto grado de especialización en materia forestal y ambiental, a pesar de la ausencia de una política forestal nacional y de una legislación forestal ad hoc.

Respecto al articulado del proyecto de ley, hizo presente que debe ser modificado, pues tiene una redacción ambigua y viola los derechos laborales y los beneficios que tienen actualmente los trabajadores de CONAF. De este modo, acotó que no cumple con el artículo octavo transitorio de la ley Nº 20.417.
Reparó que esta iniciativa establece, por una parte, que los trabajadores del Servicio Nacional Forestal se regirán por el Código del Trabajo y, por otra, que éstos estarán afectos a responsabilidad administrativa. En su opinión el régimen jurídico propuesto para los trabajadores de este Servicio los coloca en una situación muy menoscabada, porque no gozarán de estabilidad laboral y porque podrán ser despedidos por las causales previstas en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo o por aplicación de una medida de destitución, según lo prescrito en el artículo 125 del Estatuto Administrativo.
En el caso de los trabajadores que cumplen funciones vinculadas a las Áreas Silvestres Protegidas del Estado, comentó que también su estabilidad laboral se podría ver amenazada al perder su fuente laboral los trabajadores que no sean traspasados. Respecto de los trabajadores que fueren traspasados al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, continuó, dado que se regirán por el Estatuto Administrativo perderán su derecho a indemnización, ya que no existirá la causal de término de funciones que dé derecho a percibirla. Asimismo, quienes se encuentren a contrata, además de lo anterior, carecerán absolutamente de estabilidad laboral pues podrán ser desvinculados en cualquier momento de sus funciones sin expresión de causa.
En seguida, alertó a Sus Señorías que el presente proyecto de ley no acompaña el modelo de la nueva planta del personal del Servicio Nacional Forestal, lo que en su opinión implicaría que los trabajadores quedarían en una situación muy precaria. Sobre este punto, recalcó que debe quedar regulado en la ley y evitar así la discrecionalidad del Ejecutivo.

Señaló que uno de los principales derechos que consagra el Código del Trabajo, es el derecho a una indemnización por años de servicio cuando existe un cambio de giro o cambio de empleador. Precisó que el pago de esta indemnización debe ser inmediato y no como lo propone este proyecto de ley, el cual posterga dicho pago al momento en que el trabajador termine su relación laboral con el Servicio Nacional Forestal.

Además, enfatizó que este proyecto de ley debe contener y establecer los principios básicos sobre los cuales se deberán efectuar los traspasos del personal, principios que deberían fijarse con la participación de las organizaciones sindicales de CONAF. Resaltó que los traspasos no pueden significar: pérdida del empleo, traslados del lugar de trabajo, disminución de remuneraciones, cese de funciones, modificación de los derechos previsionales, pérdida de beneficios en negociaciones no reglada y, en general, pérdida de los beneficios percibidos a través del Servicio de Bienestar de CONAF.

Manifestó preocupación por el futuro de la institucionalidad forestal ambiental, puesto que consideró que la reforma que se pretende imponer no entrega mayores recursos, no respeta los derechos de los trabajadores, no incorpora una visión de Estado a largo plazo, no demuestra claridad en el diagnóstico actual y tampoco avanza en la dirección correcta.

A continuación, expresó que Chile requiere de un Servicio Nacional Forestal que vele por el patrimonio forestal del país y que resguarde que los suelos no sean afectados por la erosión o por la pérdida de su capacidad productiva. Destacó la labor prestada por CONAF privada que en la década de los 70, 80 y 90, período en el que se plantó gran parte del patrimonio forestal actual y recalcó que aquellas son el sustento actual de la industria forestal.
Por otra parte, refirió que el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado se ha caracterizado por una falencia de recursos. En efecto, comentó que en Chile se destinan US$ 0.47/ha, en cambio, en Estados Unidos el Servicio de Parques dispone de USA US$ 90.0/ha. Además, indicó que Chile requiere de una Subsecretaría Forestal y aumentar los recursos que se contemplan para fortalecer, modernizar y entregar el financiamiento necesario para crear una CONAF pública, que efectivamente asuma la función de proteger a nuestra diversidad biológica, en el entendido de que es riqueza y sobrevivencia de toda la humanidad.
Por último, hizo presente su malestar por cuanto se envió al Parlamento un texto sustancialmente distinto al originalmente acordado y trabajado en varias oportunidades en forma conjunta con la Dirección Ejecutiva de CONAF.

El Honorable Senador señor Horvath pidió los antecedentes sobre las propuestas que se han planteado para la creación de una Subsecretaría Forestal y formuló un llamado al Ejecutivo para que reconsidere esta idea.

La Honorable Senadora señora Allende consideró fundamental incluir las inquietudes planteadas por los trabajadores de CONAF en el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Navarro, en relación al tema laboral, sostuvo que el Gobierno debe realizar una presentación general sobre cómo abordará esta nueva institucionalidad en su conjunto, y definir la configuración de su planta. Asimismo, consideró que el presente proyecto de ley debe proponer un plan de retiro voluntario para los trabajadores de CONAF que estén en condiciones de jubilarse. Hizo presente, además, la necesidad de conocer la opinión de la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social sobre la situación laboral de los funcionarios de CONAF que serán traspasados. 

Por otra parte, reparó en la falta de un mecanismo que evalúe la aplicación de las leyes y consultó al Ejecutivo si realizó alguna evaluación sobre la implementación de la ley que actualmente regula la situación de CONAF y si se ha definido el modelo de institucionalidad forestal que se desea aplicar en nuestro país. Precisó que le interesa conocer el rumbo que se seguirá en materia forestal en los próximos cincuenta años y preguntó si este proyecto de ley resuelve el tema de la fiscalización, si garantiza el crecimiento sostenido de las áreas forestales y el problema de los trabajadores de CONAF. 

En sesión de 9 de mayo de 2011, el Presidente de la Asociación Gremial de Pequeños y Medianos Industriales de la Madera, PYMEMAD A.G., de la Región del Maule, señor Fernando Rosselott, al iniciar su presentación, informó que representa a una asociación gremial que convoca a los empresarios de la pequeña y mediana industria de la madera, que tienen presencia en la VII y VIII Regiones y que próximamente se extenderán a la Región de la Araucanía y a la Región de los Ríos, representando a unas ciento ochenta empresas vinculadas al sector. Refirió que sus objetivos son: constituirse como una asociación gremial representativa del sector; consolidar su desarrollo y proyectarlo a largo plazo; ser una asociación gremial especializada, que se desarrolla en un ambiente de calidad y de mejora continua; enfocarse en la actividad forestal y maderera, y velar por una consolidación del sector, con énfasis en lo social, ecológico, energético y en lo económico.

Posteriormente, comentó que el sector forestal es muy importante en la economía nacional, ya que aporta el 3,1% del PIB y el 7,8% de las exportaciones nacionales. Además, enfatizó, genera más de ciento treinta mil empleos directos con alto efecto multiplicador y alrededor de ciento cincuenta mil puestos de trabajos indirectos. 

En cuanto al presente proyecto de ley, consideró necesaria su aprobación, puesto que en su opinión se requiere fortalecer la institucionalidad pública forestal, que esta entidad lidere el quehacer forestal y ambiental. Asimismo, reiteró que este nuevo estatus de CONAF se justifica plenamente dada la participación del sector forestal en el PIB nacional y en las exportaciones de los recursos naturales.

No obstante lo anterior, reparó que el Servicio Nacional Forestal se podría ver afectado por las decisiones que adopten los Ministerios de Agricultura y del Medio Ambiente, ya que se le delegan funciones vinculadas a ambas Carteras. Además, postuló que esta nueva CONAF pública debe quedar subordinada a una Subsecretaría Forestal, que esté a la altura del Servicio Agrícola Ganadero y de otras reparticiones del Ministerio de Agricultura. 

Luego, recalcó que se requiere una CONAF sólida, que apoye e incentive el desarrollo de las PYMES en toda la cadena de valor, desde la genética de la planta hasta la obtención de los productos de valor agregado. También, indicó que se necesita una CONAF que tenga la capacidad de vincular a todos los actores involucrados en el sector, desde los silvicultores, los prestadores de servicios, los operadores y los industriales. Por último, comentó que se requiere una política forestal clara y precisa para los próximos treinta años, en la que la Subsecretaría Forestal y CONAF sean las instituciones líderes de todo este proceso.
A continuación, el Vocero Nacional del Consejo Nacional de Guardaparques, señor Osvaldo Herrera, informó que los guardaparques desde el año 1914 han dedicado su vida al resguardo del patrimonio natural de Chile y, en el año 1994, se creó el Cuerpo de Guardaparques mediante una resolución de la Dirección Ejecutiva de CONAF, la que fue ratificada con la aprobación de sus estatutos por el Ministerio de Agricultura y por CONAF. Complementó que en el año 2002 este Cuerpo de Guardaparques ingresó a la Federación Internacional de Guardaparques (FIG), insertándose en el contexto internacional dentro de las organizaciones que prestan funciones en las Áreas Silvestres Protegidas. Posteriormente, refirió que en el año 2009 el Consejo en pleno participó en el Congreso Mundial de Guardaparques, realizado en Santa Cruz de la Sierra en Bolivia, en el cual los representantes de los Guardaparques de Chile se destacaron por su calidad profesional. 

En seguida, resaltó que el Cuerpo de Guardaparques está integrado por hombres y mujeres que tienen la convicción de que están realizando una labor trascendental para las futuras generaciones a través de la educación ambiental. Comentó que se preocupan de la conservación y del respeto de los recursos naturales, culturales y de la seguridad de los seres humanos que acceden a las Áreas Silvestres Protegidas y lamentó que producto de su trabajo deban vivir separados de sus familias y padecer el distanciamiento, la insensibilidad y la indolencia.

Por otra parte, indicó que se trata de funcionarios con competencias laborales especiales, adquiridas en la universidad del hacer y del vivir la praxis de la conservación en la lejanía del territorio. Asimismo, sostuvo que se trata de hombres y de mujeres valientes que ponen en riesgo su vida por comprender la dinámica natural y sus elementos, y por mejorar las eternas limitantes de la gestión de las Áreas Silvestres Protegidas, especialmente en los aspectos fundamentales que pueden hacer más eficiente el rol del Estado en materia de conservación.

Alertó a Sus Señorías que con este proyecto de ley puede ocurrir lo mismo que con la ley N° 18.362, la que después de veintisiete años aún no ha podido entrar en vigencia. Asimismo, recalcó que son muchos los temas que hoy requieren solución y resaltó que Chile necesita que las Áreas Silvestres Protegidas eleven su estatus y sean consideradas como un bien de superior para la nación, porque el patrimonio natural y cultural de nuestra patria está en riesgo, pues quienes lo protegen y lo tratan de conservar no cuentan hoy con las herramientas legales pertinentes.

Posteriormente, recordó que los elementos fundamentales para la vida y el bienestar del futuro están presentes en los ecosistemas existentes en las áreas silvestres de nuestro país. A mayor abundamiento, sostuvo que Chile necesita de una organización especializada en la administración de las Áreas Silvestres Protegidas, dado la diversidad de elementos y la complejidad del sistema que involucra la administración de las mismas. Por tal motivo, arguyó, se requiere de aportes multidisciplinarios de diversas áreas del conocimiento, tales como: Geografía, Geología, Biología, Hidrología, Turismo, Veterinaria, Administración, Sociología, Informática, entre otras. Además, refirió que se debe crear una nueva estructura, especialmente diseñada para mejorar la calidad del desarrollo y la protección de las Áreas Silvestres Protegidas.

Acotó que se necesita de un justo equilibrio entre la conservación, la preservación, la protección y el desarrollo del bosque. Bajo este contexto, señaló que Chile debe dar un salto cualitativo en la transformación de las Áreas Silvestres Protegidas, como motores de conservación y de desarrollo económico y social sustentable. Asimismo, indicó que se debe mejorar la gestión y la infraestructura, a fin de contar con un servicio de excelencia y con un presupuesto acorde a sus necesidades.

Advirtió que se debe promover un desarrollo orgánico institucional de peso, con estatus y jerarquía, que asegure la estabilidad y la sustentabilidad de las futuras generaciones. En esta misma línea, indicó que se debe disponer de herramientas de planificación inteligentes, estratégicas, con peso legal y de largo plazo. Asimismo, consideró que se debe crear una institución con potestades y facultades fiscalizadoras eficaces.

Al  finalizar, resaltó que se necesita un estatuto jurídico especial para los trabajadores que laboran en las Áreas Silvestres Protegidas, consagrando legalmente la figura del guardaparque, con un escalafón y una carrera funcionaria especial; una escala de remuneraciones que reconozca la situación de aislamiento con que trabajan; acceso a una vivienda laboral adecuada, y una jornada laboral especial, acorde y flexible para que los guardaparques puedan tener un adecuado equilibrio entre su vida laboral y familiar.

A continuación, el Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile, CIFAG, señor Jorge Goffard, resaltó que esta iniciativa legal debe ir acompañada de un fortalecimiento institucional público del sector forestal chileno y recordó que esta misma idea se planteó en el año 1998 con la presentación de un proyecto de ley que incluía la creación de una Subsecretaría Forestal; sin embargo, acotó, dicho proyecto nunca prosperó. 

En relación al Mensaje del presente proyecto de ley, observó que los ambiciosos objetivos planteados en él no se ven reflejados en el texto de esta iniciativa legal. En efecto, indicó que en sólo ocho artículos se regula la creación, los objetivos, las funciones, la dirección, el patrimonio y el personal del Servicio Nacional Forestal. De este modo, no se aborda la modernización de la institucionalidad forestal y sólo se confirma una reducción de las atribuciones de CONAF, en relación a la biodiversidad, al cambio climático y a las Áreas Silvestres Protegidas.

En cuanto al artículo 2° de este proyecto de ley, que se refiere a los objetivos, funciones y atribuciones del Servicio Nacional Forestal, estimó que consagra un objetivo excesivamente amplio y genérico, lo que impedirá definir con claridad cuáles serán las acciones que deberá desempeñar el nuevo Servicio Forestal. Advirtió que este tema es fundamental para delimitar la competencia de este órgano con el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el cual dependerá del Ministerio del Medio Ambiente.

En esta misma línea, comentó que esta falta de precisión generará conflictos, ya que las funciones de preservación, conservación y rehabilitación de los recursos y de los ecosistemas forestales estarían presentes tanto en el Servicio Nacional Forestal que dependerá del Ministerio de Agricultura, y en el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas que estará vinculado al Ministerio del Medio Ambiente. Además, indicó que el Servicio Nacional Forestal tendrá a su cargo el aprovechamiento de los recursos forestales, tal como hoy la ley N° 20.283 se lo encomienda a CONAF. Observó que este proyecto de ley entrega al Servicio Nacional Forestal tanto la función de conservación como la de aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y de los recursos naturales renovables que tengan relación con el recursos forestal. 

Por otra parte, reparó que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas establece que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas será el encargado de administrar las Áreas Silvestres Protegidas y que esta iniciativa legal le encarga la administración de los bosques fiscales y de las reservas forestales nacionales al Servicio Nacional Forestal. Al respecto, comentó que los bosques fiscales están mayoritariamente incorporados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas y que por mandato del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas éste pasará a estar bajo la administración del Ministerio del Medio Ambiente. En cuanto a las reservas forestales, informó que éstas no existen como tales en la legislación forestal chilena, ya que únicamente existen las reservas nacionales, las que también pasarían a depender del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.
Luego, sostuvo que se debe compatibilizar lo dispuesto entre la letra i) del artículo 3° del presente proyecto de ley con el artículo 57 del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el cual establece la competencia del Ministerio del Medio Ambiente sobre los bosques de preservación. Sobre este tema, hizo presente que existe una clara superposición de funciones en un tema altamente sensible, como es el tratamiento de las especies amenazadas.

En cuanto a la función del Servicio Nacional Forestal, que lo faculta para proponer y ejecutar las políticas públicas necesarias para el manejo del recurso forestal, recomendó que el Servicio Nacional Forestal únicamente ejecute dichas políticas. En su opinión no corresponde al Servicio Nacional Forestal, en su calidad de órgano dependiente del Ministerio de Agricultura, dictar las políticas nacionales para un sector tan relevante de la economía nacional. A este respecto, hizo presente la necesidad de crear una Subsecretaría Forestal, a fin de que ésta sea la entidad encargada de dictar la política nacional forestal, lo que permitiría contrarrestar la evidente reducción de las competencias actuales de CONAF. En efecto, precisó que si el Ejecutivo adquiere el compromiso para crear esta Subsecretaría Forestal se estaría dando una señal clara para relevar a este sector y corregir una omisión inexplicable de las administraciones anteriores.

Sobre el personal de CONAF y su traspaso al nuevo Servicio, comentó que apoyan plenamente los planteamientos formulados por los sindicatos de CONAF, en orden a que el presente proyecto de ley no aborda satisfactoriamente todos los alcances que el traspaso podría implicar para estos funcionarios, en el sentido de que no mantiene todos los beneficios adquiridos por ellos, no realiza un reconocimiento histórico de su función y no incluye el modelamiento institucional de su planta en esta ley. Recalcó que este traspaso no debe significar un impacto negativo para los trabajadores de CONAF. 
Hizo presente, también, que el proyecto de ley genera una gran cantidad de interrogantes sobre la eficiencia con que el Servicio Nacional Forestal desempeñará las funciones que le son encomendadas, pues, éstas, dijo, están consagradas en términos excesivamente genéricos y están estrechamente vinculadas a las funciones encomendadas a otros servicios, como el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.
Además, reparó, no asegura en absoluto que el Servicio Nacional Forestal pueda hacer un aporte efectivo a la gestión de los recursos forestales del país. Al contrario, acotó, se está reduciendo la función pública asociada a la gestión forestal.
Finalmente, bajo este contexto, consideró altamente ineficiente tramitar un proyecto de ley que genera tantas incertidumbres en el campo legislativo, en especial porque su tramitación depende del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y del futuro proyecto de ley que creará una nueva Ley de Fomento Forestal. 

La Gerente General de la Corporación Chilena de la Madera, CORMA, señora María Teresa Arana, señaló que CONAF ha tenido un  rol  importante en el fomento y en la protección de los recursos forestales, y destacó su esfuerzo por la protección de las Áreas Silvestres Protegidas, las que abarcan unos catorce millones de hectáreas, y que ha permitido resguardar el potencial genético de la flora y fauna del país. No obstante lo anterior, a medida que la actividad forestal ha sido más relevante y con mayor dinamismo, el sector privado ha percibido ciertas debilidades en su accionar, especialmente, en materia de prevención y de control de incendios forestales y de fomento de la forestación. 

En materia de prevención y de control de incendios forestales, comentó que si bien CONAF ha incrementado los montos que destina a estas labores, aún está muy por debajo de los recursos que invierten las empresas privadas forestales, las que disponen de US$ 20 millones anuales para cubrir 1,4 millones de hectáreas. Sobre este mismo tema, informó que CONAF debe cubrir una superficie de bosques diez veces superior, lo que en su opinión evidenciaría los escasos recursos que el Estado destina para cumplir esta función.

Por otra parte, refirió que pese a su vocación inicial de fomento productivo, CONAF ha ido adquiriendo una serie de otras funciones ligadas a la preservación de los bosques nativos y de las áreas silvestres que aumentaron su carga de trabajo. En efecto, precisó que CONAF administra aproximadamente 14 millones de hectáreas del Sistema Nacional de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado con un presupuesto exiguo, que no guarda proporción con los beneficios que entrega. Sobre este punto, indicó, espera que la nueva institucionalidad que se está creando, corrija el histórico déficit presupuestario con que se ha administrado este Sistema.

Luego, recordó las últimas cifras entregadas por el Centro de Información de Recursos Naturales, CIREN, las que señalan que la mitad de la superficie nacional tiene algún grado de erosión, de las cuales 5,2 millones de hectáreas se encuentran en la zona forestal del país, que abarca desde la Región del Maule hasta la Región de Los Lagos, lo que evidencia que en este sector aún hay mucho por hacer, especialmente en el ámbito de la forestación. Bajo este contexto, en esta zona se debe fomentar esta actividad y, dado que la mayoría de los terrenos pertenecen a pequeños propietarios y al Fisco, el Servicio Nacional Forestal debería ser el principal promotor de la transformación de estos suelos improductivos para convertirlos en la base generadora de un recurso natural renovable y sustentable, con claros beneficios económicos, sociales y ambientales. Asimismo, consideró que el Servicio Nacional Forestal debe tener un rol preponderante en la administración del bosque nativo.
Posteriormente, valoró que este proyecto de ley busque dar a CONAF una estructura acorde con los nuevos tiempos y que resuelva la irregularidad que existe en relación a su estatuto jurídico, lo que ha sido requerido por diversos actores del sector forestal y ambiental, y también por el Tribunal Constitucional y por la Contraloría General de la República. En efecto, precisó que el paso de CONAF a un servicio público descentralizado, resuelve la incongruencia de tener una entidad privada ejerciendo funciones públicas.

En segundo término, señaló que este proyecto de ley, junto con el que crea Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas intentan ordenar la administración de nuestros recursos naturales, la que actualmente se encuentra dispersa en diversos Servicios y Ministerios. En este sentido, valoró que el Mensaje que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas señale que el objeto principal de este Servicio será ejercer las atribuciones propias de la conservación y de la preservación de los recursos forestales, manteniéndose las funciones de fomento productivo en otros Servicios con competencias sectoriales sobre los recursos naturales renovables. Sin perjuicio de lo anterior, estimó que dicho objeto no se estaría cumpliendo, puesto que la descripción que el presente proyecto de ley hace sobre el objeto del Servicio Nacional Forestal mantiene la duplicidad de funciones que ha tenido históricamente CONAF, en cuanto a su vocación tanto de preservación del recurso como de fomento productivo. Por tal motivo, sugirió revisar el texto de los artículos 1°, 2º y 3º de este proyecto de ley, de manera de describir sus funciones y atribuciones de forma más genérica y orgánica que las actualmente, teniendo presente sólo la derogación de aquéllas que dicen relación con la preservación del recurso forestal, evitándose con ello incurrir en posibles duplicidades de funciones con el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

Con respecto al artículo 1° del presente proyecto de ley, el cual señala que el Servicio Nacional Forestal deberá cumplir con todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que le competen a la CONAF, hizo presente que con esta norma se mantendrían las actuales atribuciones de CONAF y que no se lograría la separación de funciones que se busca. La idea, continuó, es separar las funciones de protección de las de fomento, lo que está claramente establecido en el Mensaje del proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

En relación al artículo 2° de este proyecto de ley, que señala que el Servicio Nacional Forestal tendrá por objeto contribuir al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, la conservación y el aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal, sostuvo que, al igual que el artículo anterior, no se logra el objetivo de separar las funciones de preservación y de aprovechamiento. Por otra parte, estimó que no se justifica individualizar a los bosques urbanos, por cuanto éstos pertenecen a los recursos y ecosistemas forestales y de hecho en los estatutos de CONAF nunca se ha realizado tal distinción. Además, comentó que el término tampoco está definido por la ley. 

En cuanto a la letra a), del artículo 3° de este proyecto de ley, que establece que el Servicio Nacional Forestal deberá proponer al Ministerio de Agricultura las políticas, planes, programas y normas necesarias para el manejo del recursos forestal, estimó que no resulta apropiado que el organismo fiscalizador del sector sea también el que proponga las políticas. En efecto, agregó, en los estatutos actuales de CONAF no se le otorga esta atribución. Adicionalmente, refirió que la ley le entrega a la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA, esta misma atribución referida a todas las actividades sectoriales, por lo que en su opinión se estaría planteando una duplicidad de funciones o una superposición de ellas. En la práctica, continuó, esta nueva función menoscabaría su carácter de órgano técnico y operativo del sector, y le sumaría mayor injerencia en un área política que, a su juicio, no le corresponde.

Con respecto a la segunda parte, de la letra i), del artículo 3° del proyecto de ley, que regula la función del Servicio Nacional Forestal de prevenir y de ejercer el control de las plagas forestales no sometidas a control oficial, sugirió tomar todos los resguardos para evitar que exista una duplicidad de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio Agrícola y Ganadero, ya que la ley encomienda a este último Servicio aplicar y fiscalizar las normativas relativas a la prevención, control y erradicación de las plagas de los vegetales y enfermedades transmisibles de los animales. Advirtió que esta atribución no está contemplada en los estatutos actuales de CONAF, por lo cual sugirió eliminarla. Además, informó que la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria de FAO recomienda que los países tengan una única institución a cargo de este tema. 

En lo que concierne a la letra l), del artículo 3° de este proyecto de ley, que regula la función del Servicio Nacional Forestal de efectuar estudios, catastros e investigaciones sobre los recursos naturales renovables forestales y formaciones xerofíticas, hizo presente que se debe evitar que se produzca una duplicidad de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Instituto Forestal (INFOR), ya que la ley encomienda a dicho Instituto confeccionar los inventarios forestales y la evaluación de los recursos forestales de nuestro país, presentes o potenciales.

Por último, en relación al inciso tercero, del artículo 4° de este proyecto de ley, que establece que el Director del Servicio Nacional Forestal le corresponderá fijar las tarifas que se deban cobrar por las prestaciones y servicios que efectúe, sugirió redactar este inciso en término similares a la letra ñ), del artículo 7°, de la ley N° 18.755 sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, cuyo tenor es el siguiente: “ñ) Proponer las tarifas y derechos que deban cobrarse por las prestaciones y controles que efectúe el Servicio, los que se fijarán por decreto supremo del Ministerio de Agricultura, el que llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda. Dichas tarifas y derechos deberán ser competitivos o equivalentes con los valores de mercado.”.

Posteriormente, la Directora de Fundación Terram, señora Flavia Liberona, recordó que la ley N° 20.417, que reforma la institucionalidad ambiental, en su artículo octavo transitorio establece que en el plazo de un año el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado. Además, refirió que con la aprobación de la ley N° 20.283, sobre Fomento y Recuperación del Bosque Nativo, el Tribunal Constitucional le encomendó a la ex Presidenta de la República,  la creación de una institucionalidad forestal pública.

Posteriormente, hizo referencia a las Recomendaciones de la OCDE, sobre “Evaluación de Desempeño Ambiental de Chile 1990-2004”, en las cuales se establece que nuestro país debe: promover un acuerdo entre las partes interesadas sobre las orientaciones estratégicas nacionales relativas a los recursos forestales, en materia de protección, manejo sustentable, y plantación; adoptar y ejecutar medidas para asegurar el manejo sustentable del bosque nativo, incluidas recompensas por servicios ambientales, mecanismos de cumplimiento recíproco, asociaciones y cooperación entre las partes interesadas sobre la gestión general, y fortalecer la capacidad de fiscalización de la Corporación Nacional Forestal.

Bajo este contexto, valoró la presentación de este proyecto de ley, pero objetó que se trate de una iniciativa redactada en término simples, pues no asume la complejidad del sector, ni los desafíos que éste tiene en la actualidad. Observó que no da cuenta de la importancia que tiene el sector forestal para el país y deja al Servicio Nacional Forestal en la categoría de un servicio público de tercer nivel. Asimismo, lamentó que se trate sólo de un traspaso de funciones desde la CONAF a un ente público, sin realizar un análisis de la evolución de la institucionalidad forestal, que surge en el año 1970, bajo la denominación de Corporación de Reforestación (COREF).

Por lo anterior, resaltó que la creación de un servicio público de esta naturaleza, debería ser el resultado de una política forestal que asuma, al menos, los siguientes desafíos: fomento y recuperación del bosque nativo; evaluación de la aplicación del decreto ley N° 701; incorporación de los principios y criterios de manejo forestal sustentable del Proceso de Montreal; una política de incendios; incluir una regulación para las plantaciones forestales exóticas y frutales; una política de protección y de recuperación de los suelos; una postura sobre el manejo forestal sustentable; una política forestal para los pequeños y medianos propietarios; una red de servicios ambientales, y una política de adaptación al cambio climático y mecanismos REDD +.
A mayor abundamiento, observó que el proyecto carece de definiciones y no realiza un análisis de la legislación forestal vigente, mantiene la dispersión y la poca claridad normativa que opera desde 1930. Además, reparó, establece que el Servicio Nacional Forestal es sucesor de CONAF, pero no hace mención a las funciones que son traspasadas.

En cuanto al artículo 2° del texto del proyecto, hizo presente que es poco claro, no excluye a las funciones vinculadas al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado. En relación al artículo 3° letra f), mantiene las reservas forestales en manos de CONAF, pese a que éstas deberían pasar al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Con respecto, al artículo 3° letra i), reparó que no separa las funciones de aplicación y la fiscalización. Algo similar sucede con el literal l) del mismo artículo y precisó que es fundamental que exista una coordinación entre los servicios públicos en la elaboración de los catastros y de los inventarios de las especies. Adicionalmente, hizo presente que el artículo décimo transitorio podría desincentivar la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

Por lo anterior, concluyó, se trata de un proyecto de ley débil, que no da mayor relevancia al sector forestal y que no avanza en modernización de la administración pública del sector, tanto en lo que se refiere al fomento productivo del bosque nativo y de las plantaciones, como al manejo forestal sustentable y su fiscalización.

Por último, formuló las siguientes sugerencias:

1.- Analizar en forma conjunta el proyecto en estudio con el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.
2.- Indagar las razones por las cuales las reservas forestales quedan bajo la administración de Servicio Nacional Forestal.

3.- Realizar una revisión de las leyes que actualmente  aplica CONAF, y ver cómo éstas se incorporan bajo la nueva institucionalidad propuesta. 

4.- Revisar los acuerdos y los tratados suscritos por Chile, que hoy tienen como punto focal a CONAF, y analizar como éstos se traducen en las funciones del Servicio Nacional Forestal.

5.- Incorporar dentro de las funciones del Servicio Nacional Forestal la regulación de las plantaciones y de los planes de manejo forestales bajo criterios ambientales y sociales, y no solamente silvícolas. 

6.- Dotar a la nueva institucionalidad forestal de instrumentos y de recursos para que pueda supervigilar el patrimonio vegetacional de Chile, fuera de las Áreas Silvestres Protegidas.

7.- Traspasar las reservas forestales de los bosques nativos al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

8.- Separar las funciones de fomento y de fiscalización.

A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que el proyecto de ley es insuficiente para satisfacer la necesidad que tiene el sector forestal, además, dijo, no existe claridad entre lo que plantea esta iniciativa y la que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Al respecto, indicó que es necesario estudiar aquellos aspectos que podrían duplicarse en ambas iniciativas con el objeto de evitar que se generen leyes confusas que tornan más compleja la relación entre los distintos Servicios del Estado. Además, observó que existe una insuficiencia en el tratamiento de algunas materias que han sido enunciadas en los Mensajes de ambos proyectos de ley.

Luego, consultó al representante del Consejo Nacional de Guardaparques sobre el número de personas que trabajan en esta área e hizo presente su inquietud respecto de la escasa formación profesional que poseen. Sobre esta misma idea, consultó si hay algún instituto profesional o alguna universidad que desarrolle esta disciplina. Asimismo, preguntó si existe el personal suficiente para ejercer la función de preservación de los parques nacionales y de fomento y desarrollo del turismo y de la cultura de nuestro país.

El Vocero Nacional del Consejo Nacional de Guardaparques informó que existen cuatrocientos setenta y cuatro guardaparques, lo que significa un guardaparque por cada cuarenta mil hectáreas, de los cuales, sólo, ochenta y dos son profesionales titulados. Agregó que en la práctica el número es aún menor, debido al sistema de turnos que implica que en terreno sólo existan doscientos guardaparques. Agregó que, además, hay un soporte de personal administrativo, integrado por secretarias, técnicos y otros profesionales.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que no existen mayores reparos para desechar en general el presente proyecto de ley. En efecto, precisó, no hay oposición a que CONAF se transforme en un servicio público descentralizado. En cuanto a los puntos en conflicto, refirió que están contestes en que el Servicio Nacional Forestal asuma funciones en el área del fomento productivo y que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas asuma funciones en relación al cuidado y a la preservación de los bosques. Además,  coinciden en que se debe resguardar los derechos de los trabajadores que sean traspasados desde CONAF hacia el Servicio Nacional Forestal e indicó que se debe definir en esta normativa la legislación que les será aplicable, ya sea el Código del Trabajo o el Estatuto Administrativo.

Por otra parte, compartió que efectivamente se podría producir una duplicidad y una superposición de funciones entre el Servicio Nacional Forestal, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Servicio Agrícola y Ganadero. Apuntó que en este tema existe una falta de claridad respecto al rol que le corresponde a cada una de estas entidades, lo que en su opinión debe ser revisado.

En cuanto a la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal, expresó que debería ser tratada como una iniciativa legal distinta y advirtió que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo cual no sería resorte de los señores Parlamentarios iniciar un proyecto de ley de esta naturaleza.

Bajo este contexto, argumentó, estas Comisiones unidas deberían aprobar la idea de legislar, sin perjuicio de que mediante la formulación de indicaciones se precisen las funciones que le corresponderán al Servicio Nacional Forestal, al Servicio Agrícola y Ganadero y al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y se de una respuesta más concreta a las inquietudes planteadas por los trabajadores de CONAF.

La Honorable Senadora señora Allende discrepó respecto de lo expuesto por el Honorable Senador señor Coloma e hizo presente la obligación de las autoridades de presentar proyectos de ley de mayor calidad jurídica. Enfatizó que nadie está en contra de transformar a CONAF en un servicio público descentralizado y que reconocen la importancia del sector forestal. Sin perjuicio de lo anterior, observó que existe una falta de coincidencia entre lo enunciado en el Mensaje y lo prescrito en el texto del proyecto de ley. Adicionalmente, dijo, cabe considerar la preocupación manifestada por los trabajadores de CONAF, en especial, las normas que les serán aplicables, ya que el proyecto de ley propone que se les aplique simultáneamente las normas del Código del Trabajo y la responsabilidad administrativa regulada en el Estatuto Administrativo. Además, indicó, esta iniciativa legal mezcla áreas distintas. En este contexto, sostuvo, las Comisiones unidas deberán trabajar para mejorar el texto de este proyecto de ley, en concordancia con el Ejecutivo. De lo contrario, manifestó su falta de disposición para aprobarlo en los términos actuales.

La Honorable Senadora señora Rincón recordó que CONAF se creó en el año 1972 y que por ende esta entidad tiene más de treinta años de postergación. Además, hizo hincapié en que esta iniciativa legal es fruto de un compromiso que se adquirió durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, que consta en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, que establece que se deberán presentar a tramitación dos proyectos de ley, a saber: uno, que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y, otro, que transforma la CONAF en un servicio público descentralizado. Bajo este contexto, enfatizó, no comparte la postura de algunos señores Parlamentarios que opinan que la Concertación no realizó ningún avance en esta materia.

Con respecto al presente proyecto de ley, reconoció que existe consenso para legislar en la materia, pues se comparten la necesidad de transformar a CONAF en un organismo público y descentralizado. Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que la mayoría de los expositores coinciden en que esta iniciativa legal ha sido mal formulada en términos técnicos y que se trata de un proyecto de ley ambiguo.  Al respecto, requirió la opinión del Ejecutivo para conocer si existe disposición en mejorar su texto. Informó que una situación similar se planteó en la Comisión de Minería y de Energía en relación al proyecto de ley que regula el cierre de las faenas mineras y, en esa oportunidad, se formó una comisión técnica, integrada por expertos de todas las tendencias, que consensuaron un texto, que permitió aprobar la mencionada iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Coloma discrepó de lo planteado por Su Señoría respecto a recurrir a comisiones técnicas para trabajar el texto y sugirió recurrir a los mecanismos tradicionales que la ley dispone para la tramitación de los proyectos de ley.

El Honorable Senador señor Quintana advirtió que se tienen dos opciones: aprobar el texto del presente proyecto de ley en los mismos términos en que ha sido formulado, o bien, realizar un cambio más profundo a esta nueva institucionalidad. En su opinión, el texto actual cumple con el mínimo el mandato que el legislador estableció en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417 y aseveró que este es el momento propicio para mejorar la normativa forestal,  la Ley del Bosque Nativo y en general toda la institucionalidad forestal. En este sentido, compartió la propuesta de la Honorable Senadora señora Rincón de conocer la opinión del Ejecutivo en relación a las inquietudes planteadas por las entidades que han expuesto ante estas Comisiones unidas.

La Honorable Senadora señora Alvear insistió en la necesidad de conocer la postura del Ejecutivo, a fin de tener claridad si patrocinará las indicaciones que mejorarán el texto de esta iniciativa legal y resaltó que es fundamental precisar las atribuciones del Ministerio de Agricultura y del Medio Ambiente, ya que prevé que existirá una fuerte tensión entre ambos. Al respecto, sugirió invitar a la señora Ministra del Medio Ambiente y al señor Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, para que den a conocer una mirada más integral del manejo del sector forestal.

El Honorable Senador señor García junto con valorar las presentaciones realizadas ante estas Comisiones unidas y recogiendo los planteamientos formulados por sus miembros, propuso, antes de votar en general el proyecto de ley, invitar a la señora Ministra del Medio Ambiente y a los señores Ministros de Agricultura y de la Secretaría General de la Presidencia, para que se pronuncien respecto de las principales inquietudes planteadas.

Luego, en sesión de 16 mayo de 2011, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a la Directora del Programa de Derecho y Política Ambiental de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales, señora Dominique Herve, quien al inicio de su exposición recordó que el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417 estableció que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de dicha ley, el Presidente de la República debía enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se creara el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transformara la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado. Al respecto, refirió que el Ejecutivo, con fecha 26 de enero de 2011, ingresó al Congreso Nacional, dos proyectos de ley: el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de áreas Silvestres Protegidas y el que crea el Servicio Nacional Forestal CONAF.

En relación la proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal, comentó que su Mensaje señala que el sector forestal es un gran aporte para la economía del país, porque es uno de sus pilares fundamentales y porque el sector forestal genera cerca de ciento treinta mil empleos directos y casi de trescientos mil indirectos, constituyéndose como la principal fuente de ingresos para muchas familias de las zonas rurales. Además, indicó que se reconoce el valor ambiental de los bosques, ya que no cabe duda que los ecosistemas forestales en general y los bosques en particular, generan externalidades positivas para la sociedad, a través de mejoras al medio ambiente como la conservación de la diversidad biológica, la fijación de carbono, la regulación del ciclo hidrológico, la recuperación y estabilización de los suelos degradados, la generación de biomasa para la producción de energías renovables y belleza escénica y paisajística.

En seguida, indicó que con la creación de la CONAF se inició la definición e implementación de las políticas públicas para el desarrollo forestal en nuestro país e informó que esta corporación reunió las facultades de control de corta, la explotación de los bosques, el fomento a la forestación y la fiscalización de la actividad forestal en Chile, funciones que antes se encontraban dispersas en distintas Secretarías de Estado. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente el gran problema de la naturaleza jurídica de CONAF, cual es, ser una entidad privada, que ejerce funciones públicas, anomalía que ha sido observada por la Contraloría General de la República, el Tribunal de la Libre Competencia y el Tribunal Constitucional. Actualmente, recordó, CONAF tiene las siguientes atribuciones: el fomento forestal, el control de corta y la explotación de bosques, la fiscalización, la prevención y el combate de incendios forestales y la administración del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

Luego, señaló que el Mensaje del proyecto de ley en estudio reconoce que el sector privado es el agente que posee casi la total exclusividad de la función productiva del recurso forestal. Sin embargo, expresó, este sector requiere de apoyo y de estímulo estatal para la administración y el desarrollo de las áreas protegidas, para la realización de  actividades de reforestación con objetos no explotables y para el manejo de algunos tipos forestales de menor rentabilidad.

Precisó que si bien la creación de un Servicio Nacional Forestal resulta ser la razón del presente proyecto de ley, en la práctica crea un Servicio ambiguo en sus objetivos, con incentivos contrapuestos, y con una evidente superposición de competencias con el Servicio de Biodiversidad de Áreas Silvestres Protegidas. Lo anterior, continuó, debilita tanto la conservación del recurso y de los ecosistemas forestales como su aprovechamiento sustentable.

En cuanto al objeto del Servicio Nacional Forestal, sostuvo que el presente proyecto de ley establece que este Servicio debe contribuir al desarrollo sustentable, impulsando la preservación, la conservación, la protección, la rehabilitación y el aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal. En su opinión, esta iniciativa legal incorpora incentivos contrapuestos al encargarle indistintamente la preservación y la conservación ambiental de los bosques, y el fomento del aprovechamiento del recurso, reproduciendo el mismo problema que actualmente tiene CONAF.

Además, reparó, otorga competencias de conservación y de aprovechamiento respecto de otros recursos naturales, es decir, extiende sus facultades más allá del recurso forestal a todos aquellos recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con él. De esta manera, agregó, se mantienen algunas dudas no resueltas por este proyecto de ley, tales como: cuáles son los recursos naturales renovables a los que se refiere; qué recursos se excluyen de la competencia del Servicio Nacional Forestal, y cómo se relacionará el Servicio Nacional Forestal con las demás instituciones competentes respecto de dichos recursos. Adicionalmente, observó, introduce un nuevo concepto: bosques urbanos, sin definirlo.

Con respecto a las atribuciones de este Servicio de proponer y ejecutar políticas, planes, programas y normas para el manejo del recurso forestal; aplicar y fiscalizar cumplimiento de las normas sobre bosques y plantaciones forestales, prevención y combate de incendios forestales y control de plagas forestales; elaborar y participar en los estudios y programas de investigación, protección y conservación de bosques y recursos naturales asociados; prestar asistencia técnica a pequeños propietarios en conservación y manejo sustentable de bosques, y administrar las reservas forestales cuya finalidad sea el manejo productivo sustentable, enfatizó que este proyecto  nuevamente confunde dos tipos de competencias: por un lado la conservación y, por el otro, el desarrollo y el aprovechamiento sustentable.

Afirmó que esta asignación de competencias vulnera lo establecido por la ley N° 20.417 que limitó las facultades del Ministerio de Agricultura al establecer que la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario serán competencia del Ministerio de Agricultura, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente. Además, confiere al Servicio Nacional Forestal competencia en materia de elaboración de políticas, y de de regulación y de fiscalización, lo que en su opinión podría generar un conflicto con otras instituciones, incluso dentro del mismo Ministerio de Agricultura. Asimismo, reparó que le otorga competencia para la administración de las reservas forestales, generando duplicidad de funciones con el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

Al mismo tiempo, hizo presente que no identifica claramente cuáles son las principales funciones del Servicio Nacional Forestal, en particular, el manejo sustentable del bosque, la prevención y el combate de incendios, el control de plagas y la fiscalización. Sin perjuicio de ello, acotó que enuncia todas las funciones que se encomiendan a este Servicio sin efectuar una racionalización de las mismas. A modo de ejemplo, mencionó el control de las plagas forestales, que este proyecto de ley encomienda al Servicio Nacional Forestal y que actualmente la ejerce el Servicio Agrícola y Ganadero.

En cuanto a la relación de este proyecto de ley con el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, hizo presente la necesidad de analizarlos en conjunto. De esta manera, acotó  se evitaría la superposición de competencias, en materia de preservación y de conservación de los recursos y de los ecosistemas forestales, y en materia de administración de las áreas silvestres protegidas. En efecto, refirió que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas tiene por objeto proteger la diversidad biológica, preservar la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental del país y que dentro de sus principales atribuciones está el administrar las áreas protegidas y fijar los criterios de conservación de las especies silvestres y nativas. Advirtió que, además, se producirá una superposición de competencias con otros órganos públicos que tengan incidencia sobre otros recursos naturales y que tienen una relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal.

Con respecto al diseño institucional, observó que no se aprecia coherencia entre el diseño de la institucionalidad forestal con la institucionalidad en materia de biodiversidad. En efecto, precisó que el Servicio Nacional Forestal estará a cargo de un director nacional, quien ejercerá directamente todas las atribuciones en materia de fomento forestal y en materia de preservación y de conservación. En cambio, continuó, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas estará sometido a un comité técnico de autoridades de fomento económico, el que deberá velar por la preservación y la conservación de las áreas silvestres.

Por otra parte, sugirió aprovechar esta oportunidad para mejorar algunas disposiciones del marco jurídico vigente en materia forestal, a vía de ejemplo propuso corregir las duplicidades normativas, especialmente conceptuales, entre la Ley de Bosques y la Ley de Bosque Nativo y la ley N° 18.755, Orgánica del SAG y decreto ley N° 3.557 sobre Protección Agrícola.

Al concluir, señaló que se trata de un proyecto de ley insuficiente, que requiere de un análisis conjunto con el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Insistió en la necesidad de crear un Servicio Nacional Forestal con competencias claras y delimitadas de manera de no entrar en conflicto con otras autoridades, tanto dentro del Ministerio de Agricultura como en otras reparticiones públicas. Asimismo, sostuvo que se deben separar las atribuciones en materia de preservación y de conservación de las funciones en materia de fomento y de aprovechamiento del recurso, con el objeto de evitar incentivos contrapuestos que pudieren debilitar ambos tipos de funciones. Por último, reiteró que es una gran oportunidad para mejorar algunos aspectos del marco jurídico forestal actual.

El Coordinador Nacional del Proyecto GEF de Creación del Sistema Nacional Integral de Áreas Protegidas para Chile, señor Rafael Asenjo, señaló que desde el año 2005 en que se aprobó la Política Nacional de Áreas Protegidas por parte del Consejo de Ministro de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el Gobierno ha realizado múltiples esfuerzos para crear e implementar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, y que como parte de dichos esfuerzos el país postuló al financiamiento del Fondo del Medio Ambiente Mundial (GEF), a través del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Refirió que en el año 2008 se aprobó el proyecto definitivo, que aborda entre otros temas el verdadero alcance de la protección prestada por las áreas protegidas actuales y la dispersión de las distintas reparticiones públicas y organizaciones privadas involucradas en la gestión de las áreas protegidas. Explicó que este proyecto tiene como objetivo general diseñar e implementar un Sistema Nacional de Áreas Protegidas financieramente sustentable, a fin de contribuir efectivamente en la conservación y en la gestión sustentable de la diversidad biológica y el patrimonio natural y cultural asociado. Además, sostuvo que busca fomentar la integración de los bienes y servicios ambientales de las áreas protegidas con las estrategias de desarrollo nacional, regional y local, y crear las condiciones para incrementar la representatividad ecosistémica, la efectividad del manejo y la sustentabilidad de los ambientes terrestres y marinos protegidos en el corto, mediano y largo plazo.

Luego, hizo referencia a la situación financiera de CONAF. Al respecto, comentó que sólo desde el año 2008 se dispone de un programa presupuestario independiente, con una asignación directa para administrar las áreas protegidas. Informó que el presupuesto de CONAF se desglosa de la siguiente manera:  30% para CONAF;  23% para la gestión forestal;  21% para el manejo del fuego;  17% para las áreas protegidas, y 9% para arborización urbana. En efecto, precisó que el presupuesto más alto destinado a las Áreas Protegidas no supera el 17% del presupuesto total de CONAF.

Argumentó que para evitar cualquier posible conflicto de competencias la autoridad debe tener presente dos conceptos similares y complementarios, pero no idénticos, a saber: la conservación y el desarrollo productivo. Recordó que durante la discusión del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 20.417 se forjó la idea de separar ambos conceptos en dos áreas distintas de trabajo. Resaltó que esta división también debería darse en el sector forestal, ya que es factible distinguir un sector forestal productivo y otro de conservación. Sobre el particular, indicó que el sector forestal productivo es claramente de competencia del Ministerio de Agricultura y debería quedar a cargo del Servicio Nacional Forestal. Precisó que esta área se refiere a las plantaciones, a la silvicultura de especies exóticas, al bosque nativo, a la silvicultura de especies nativas que no están en ninguna categoría de conservación, al manejo y la cosecha, a la industria forestal, y al transporte. En el fondo, recalcó, se trata de la actividad industrial y económica del sector forestal, que se centra en el aprovechamiento de los recursos forestales sustentables.

En cambio, continuo, el sector forestal de conservación es competencia del Ministerio del Medio Ambiente de acuerdo a la ley N° 20.417 y debe quedar bajo la administración del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Reconoció que esta área tiene una relación con el sector forestal que se refiere a una dimensión distinta de la producción, ya que involucra la conservación, la preservación, la protección y la rehabilitación de los recursos forestales, especialmente en las áreas protegidas.

Por otra parte, indicó que el mandato del artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417 ordena transformar la CONAF privada en un servicio público descentralizado. En virtud de dicha disposición, el artículo 1°, inciso cuarto del presente proyecto de ley señala que el Servicio Nacional Forestal será el sucesor y el continuador legal de CONAF, debiendo cumplir todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y los reglamentos le hubieren conferido. Al respecto, opinó que esta transformación no se refiere a la misma CONAF actual, ni menos aún a una CONAF reforzada en materias que, en virtud de la ley N° 20.417 han sido transferidas al Ministerio del Medio Ambiente y que en consecuencia están desarrolladas en el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. En efecto, precisó que esta transformación en un servicio público descentralizado se da en medio de una reestructuración institucional sustantiva, que incluye, entre otros temas: la puesta en marcha de la ley N° 20.417 y de las nuevas funciones sectoriales; la renovación del decreto ley N° 701 de Fomento Plantaciones Forestales; la revisión de la ley N° 22.283 sobre Bosque Nativo, y el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

En seguida, comentó que este posible conflicto de competencias se puede apreciar a través del seguimiento del objeto del Servicio Nacional Forestal. De acuerdo a los Estatutos de CONAF, modificados en el año 2009, esta entidad tiene los siguientes objetivos: contribuir a la conservación, incremento, manejo y aprovechamiento de los recursos forestales y áreas silvestres protegidas del país; administrar las Áreas Silvestres Protegidas del Estado, administrar aquellos bosques fiscales que la ley determine y supervisar las áreas protegidas de propiedad privada; elaborar y ejecutar los planes nacionales y regionales de protección y conservación de los recursos forestales del país, especialmente en cuanto se refiere a la prevención y combate de incendios, y procurar el adecuado manejo y aprovechamiento de los bosques que se establezcan por acción directa o indirecta de CONAF y de aquellos cuya administración le corresponda, velando por eficiente comercialización de productos que se obtengan.
El objeto propuesto para el Servicio Nacional Forestal es contribuir al desarrollo sustentable del país, el cual si bien consideró excesivamente amplio rescató que va en línea correcta de vincular este Servicio al aprovechamiento forestal productivo. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que también contempla otro objeto, cual es impulsar la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, de las formaciones xerofíticas, de los bosques urbanos y los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria e incidental con el recurso forestal. Con respecto a este segundo objeto, observó que se trata de un objeto difuso y que repite el  propuesto para el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el cual tiene por objeto proteger la diversidad biológica, preservar la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental del país. Sin duda, dijo, ambos objetos son similares, ya que las palabras conservación, preservación, protección y rehabilitación apuntan a lo mismo, lo que en su opinión podrían generar un conflicto de competencias.

En lo que dice relación con el objeto del Servicio Nacional Forestal de contribuir al desarrollo sustentable, comentó que éste se trata de la elaboración y la promoción de la innovación y de las mejores prácticas productivas que aseguren la sustentabilidad del sector industrial forestal, con especial énfasis en el mediano y pequeño productor. Sobre este punto, hizo presente que el proyecto no comprende los conceptos de innovación y de mejores prácticas productivas que aseguren sustentabilidad, a pesar de que en su Mensaje se señala que está destinado a generar una modernización del actual sistema forestal.

En lo que dice relación al objeto de impulsar la preservación, la conservación, la protección, la rehabilitación y el aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, advirtió que son todas acciones que corresponden al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, salvo el aprovechamiento de los recursos forestales. En efecto, resaltó que en estas expresiones se está claramente superponiendo las competencias del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

En cuanto a la competencia del Servicio Nacional Forestal sobre las formaciones xerofíticas, consultó si este punto fue discutido con el Ministerio del Medio Ambiente, porque se trata de gran parte del territorio nacional, que abarca desde la Región de Arica y Parinacota hasta la Región del Maule.

Con respecto a la referencia a los bosques urbanos, indicó que se trata de un concepto nuevo, no definido previamente en la legislación chilena. Sobre el particular, preguntó si esta competencia sobre los mismos fue consultada al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, porque, a su juicio, eventualmente, también podría generarse un conflicto de competencia con las áreas verdes urbanas.

Adicionalmente, consideró que la referencia a los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria e incidental con el recurso forestal es excesivamente amplia y vaga, ya que no define el alcance de la misma.

En lo referente al régimen administrativo de los bienes inmuebles, explicó que en la actualidad CONAF como corporación privada tiene tres tipos de bienes inmuebles a su disposición: los del Fisco de Chile, los de CONAF y los que siendo de CONAF fueron destinados a la administración del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, como la reserva nacional del Río Clarillo. Sobre este particular, expresó que en el proyecto no está  resuelto el destino final de cada una de dichas categorías de bienes inmuebles.

Además, indicó que la propuesta del artículo 3°, letra f del proyecto, de mantener la administración de las actuales reservas forestales implicaría que el Servicio Nacional Forestal tendría la tuición absoluta respecto de las Reservas Forestales del actual Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, es decir, de un tercio del actual Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado actual. Recalcó que el objetivo actual de la totalidad de dichas Reservas Forestales es la conservación de los ecosistemas y recursos ambientales asociados y no la gestión meramente forestal de ellos, salvo algunas  pequeñas excepciones. Informó que en Chile existen 46 unidades de reservas, de las cuales 25 son reservas forestales y 21 reservas nacionales. Además, señaló que las reservas forestales abarcan una superficie de 4.882.329 hectáreas y que las reservas nacionales cubren un área de 513.825 hectáreas.

Hizo presente que del texto de este proyecto de ley y del que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas pareciera entender que las reservas nacionales están destinadas a la conservación y que las reservas forestales estarían destinadas a la gestión forestal. Pero advirtió que ello no es tal, lo que se evidencia en la comparación de cada uno de los objetivos que se consagran en los decretos supremos que crearon cada una de las reservas forestales y de las reservas nacionales. En efecto, el 62% de las reservas forestales están destinadas a la conservación y el 42% de las reservas nacionales están destinadas a la conservación. Agregó que las reservas forestales fueron creadas en la década del setenta, porque hasta esa fecha sólo la Ley de Bosque permitía establecer una categoría de área protegida bajo la denominación de reserva forestal. A partir del año 1977, continuó, con la promulgación de la Convención de Washington, se cr2eó la categoría especial de reserva nacional. Acotó que, sin perjuicio de que en la actualidad CONAF esté a cargo de la gestión de las reservas forestales y naturales, ellas siempre han estado destinadas a la conservación, por lo cual consideró que dejar a más del tercio del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado bajo la supervigilancia del Servicio Nacional Forestal sería cambiar su destinación, ya que este Servicio es el órgano encargado de potenciar la gestión forestal.

A mayor abundamiento, indicó que el proyecto no distingue el rol de fomento a la silvicultura para promover el aprovechamiento industrial de los recursos forestales, lo que en su opinión debería quedar a cargo del Servicio nacional Forestal, del rol de fomento a la conservación de la biodiversidad que debería estar centrado en el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Además, sostuvo que esta iniciativa no se hace cargo de lo establecido en el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y que, por el contrario, transforma a CONAF, reforzando sus competencias en materias propias del Ministerio del Medio Ambiente. Asimismo, comentó que el proyecto no expresa ni se hace cargo de la necesaria actualización y modernización del sector forestal en su conjunto, en un momento en que se requieren de ajustes y de importantes modificaciones a la institucionalidad ambiental relacionada. Por último, advirtió que el proyecto pretende mantener bajo la administración del Servicio Nacional Forestal a un tercio del actual Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, debilitando fuertemente el futuro Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y, por consiguiente, al Sistema Nacional de Áreas Protegidas.

A continuación, el Investigador del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile, señor Jorge Aranda, expuso que la institucionalidad forestal en Chile gira en torno a tres principios: la protección de los bosques existentes, el fomento de la producción forestal y la integración entre los dos principios mencionados. La ley N° 20.283 sobre Bosque Nativo se inspira en estos tres principios. Sin embargo, la institucionalidad ambiental reciente asume que no es posible integrar fomento y protección, por tratarse de conceptos contrapuestos, lo que se ha difundido en el área del Derecho Ambiental. En efecto, precisó que la acción de fomentar conlleva necesariamente una actividad productiva que genera un detrimento en el entorno, por lo que consideró que la misma autoridad no puede encargarse de proteger y de fomentar a la vez, ya que ambas acciones tienen lógicas distintas.

A continuación, señaló que el proyecto se relaciona con otras normas legales y mencionó entre otras: el decreto ley N° 701 sobre Fomento Forestal; la ley N° 18.362 que creó al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado; la ley N° 20.283 Ley de Bosque Nativo; la ley N° 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente, y la ley N° 20.417 que crea la institucionalidad ambiental. En general, consideró que esta iniciativa legal no entra en conflicto con ninguna de las disposiciones citadas y que más bien viene a llenar el vacío sobre la naturaleza jurídica de la actual CONAF. Sin perjuicio de lo anterior, opinó que el conflicto se produce entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, ya que ambas entidades tendrán competencias simultáneas sobre los bosques. Además, observó que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas operará bajo la premisa de que fomento y producción son acciones incompatibles. 

Adicionalmente, sostuvo que ambos Servicios podrían yuxtaponerse territorialmente. En efecto, resaltó que deben concordarse los conceptos de bosque fiscal establecido en el decreto ley N° 701 y en la ley N° 20.283, también el de formaciones xerofíticas definido en la ley N° 20.283 y de reservas forestales nacionales de la Ley de Bosques de 1931, con las definiciones que el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas propone para las reservas de región virgen, los parques nacionales, los monumentos nacionales y las reservas nacionales.

Al finalizar su exposición, valoró que esta iniciativa legal proponga la creación de un órgano público para que asuma la tarea del fomento forestal y que como tal pueda tener potestades públicas como cualquier otro servicio público. No obstante lo anterior, recomendó mejorar la coordinación entre este proyecto de ley y el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegida. Asimismo, planteó la necesidad de armonizar los posibles puntos de conflicto en materia de competencia entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegida y revisar si se yuxtaponen conceptual y geográficamente las categorías de bosques fiscales, formaciones xerofíticas en terrenos fiscales, y reservas forestales nacionales con las de Áreas Silvestres Protegidas. 

En seguida, el Presidente del Comité Nacional Pro Defensa de la Fauna y Flora, CODEFF, señor Bernardo Zentilli, destacó la gran labor que ha desempañado CONAF en sus ya casi cuarenta años de existencia, en particular, su desempeño en el fomento forestal, la fiscalización, la administración y el manejo de las áreas silvestres protegidas, así como en la prevención y en el combate de los incendios forestales. Hizo presente que CONAF ha constituido un aporte sustantivo en la conservación de la biodiversidad y del patrimonio natural de la nación. Además, valoró el quehacer de sus funcionarios y en especial el de los guardaparques, a pesar de que no siempre han contado con los recursos adecuados para desarrollar sus múltiples e importantes funciones.

Lamentó que en el proyecto se constate una reducción de sus funciones o un debilitamiento de las funciones que mantiene. Enfatizó que esperaba un proyecto de ley que realmente mejorara y reforzara las funciones de CONAF, que permitiese asegurar una eficiente funcionalidad en el apoyo de la conservación, del manejo, de la expansión y del uso de los bienes y servicios proporcionados por los recursos forestales del país en beneficio de la ciudadanía. Bajo este contexto, consideró que esta iniciativa legal es débil y que necesita de importantes mejoras en su contenido. Las deficiencias, continuó, se refieren especialmente a la necesidad de entregar al nuevo Servicio suficientes atribuciones para el fomento, la gestión y la fiscalización en el desarrollo forestal. No obstante lo anterior, acotó que CODEFF apoya que la administración de las áreas silvestres protegidas sea traspasada al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, toda vez que esta postura es consecuente con un enfoque más amplio del manejo de estas áreas.

Sin embargo, observa una falta de claridad en lo que se refiere a la permanencia y ubicación de los funcionarios actuales de CONAF, especialmente en lo que dice relación con el eventual traspaso de parte de estos funcionarios al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, ya que este proyecto  plantea un doble traspaso, en primera instancia desde CONAF al Servicio Nacional Forestal y, posteriormente, del Servicio Nacional Forestal al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, situación que le parece sumamente desconsiderada con los funcionarios afectados. Por tal motivo, hizo presente la necesidad de tramitar ambos proyectos de ley en forma paralela, a fin de mejorar la coordinación entre ambos.

Luego, resaltó que los guardaparques y los otros funcionarios de CONAF deberían tener un estatus jurídico especial que les permita controlar lo que sucede en las áreas bajo su administración, fiscalizando todas las actividades relacionadas con la conservación, el comercio, el trasporte y el uso de los productos forestales. 

En materia presupuestaria, manifestó su preocupación por los escasos recursos que se dispondrán para este nuevo Servicio, porque consideró que con éstos no podrá cumplir adecuadamente con sus obligaciones y responsabilidades. En esta misma línea, comentó que ya ha sido testigo de las limitaciones presupuestarias que ha sufrido el aparato estatal forestal.

Por otra parte, señaló que no le queda claro cómo se cumplirán las obligaciones que corresponden a convenios y convenciones internacionales que el Estado ha ratificado, tales como: la Convención de Lucha contra la Desertificación, la Convención Marco de Cambio Climático, la Convención de Biodiversidad, la Convención de Especies Migratorias y la Convención de Washington, entre otras. Posteriormente, hizo presente su sorpresa en relación a que este proyecto de ley incorpora, dentro de las funciones de Servicio Nacional Forestal, a los bosques urbanos, que en general corresponden a las Municipalidades.

En cuanto al texto de este proyecto de ley, trajo a colación al artículo 3°, letra f), el cual dispone que el Servicio administrará las reservas forestales nacionales, cuya finalidad principal sea el manejo productivo sustentable. Sobre el particular, observó que no se entiende si se refiere exclusivamente a las reservas forestales o a las reservas nacionales o a ambas conjuntamente. En todo caso, agregó que este precepto constituiría una excepción a lo dispuesto por el artículo 5°, letra a) y por el artículo 27 del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, que entregan la administración de las áreas silvestres protegidas del Estado a dicho Servicio.

En relación al artículo 3°, letra i), que le entrega competencia al Servicio Nacional Forestal para aplicar y fiscalizar las normas relativas, entre otras materias, al uso del fuego en las zonas rurales y a la prevención y control de las plagas forestales, señaló que  debiese señalar que estas funciones serían sin perjuicio de las competencias que correspondan a los demás organismos de la Administración del Estado en esa materia. Con ello, continuó, se mantendrían las atribuciones que tiene la Autoridad Sanitaria en materia de control y represión del uso de fuego y el Servicio Agrícola y Ganadero en materia de protección fitosanitaria.

Adicionalmente, hizo presente que el Servicio Nacional Forestal también debe contar con funciones y atribuciones en materia de fiscalización, ya que actualmente las leyes sectoriales entregan a CONAF sólo la legitimación activa para denunciar las infracciones que conociere ante los Juzgados de Policía Local, dado su naturaleza jurídica, lo que le impedía ejercer potestades públicas de carácter sancionatorio. En efecto, precisó que urge un Servicio Nacional Forestal con facultades para reprimir, mediante un procedimiento administrativo, las infracciones a la legislación forestal. Para tal efecto, arguyó, debe otorgarse a este Servicio facultades de control, análogas a las del Servicio Agrícola y Ganadero y a las de la Autoridad Sanitaria, que le permitan el ingreso a recintos particulares y solicitar el auxilio de la fuerza pública. Asimismo, se debiese regular un procedimiento administrativo sancionatorio, regido por las disposiciones básicas de la ley N° 19.880 sobre Bases Generales del Procedimiento Administrativo, estableciendo las garantías del afectado, así como la posibilidad de reclamar contra la resolución sancionatoria, de forma análoga a lo establecido respecto del Servicio Agrícola y Ganadero y de la Autoridad Sanitaria.

Advirtió que crear una CONAF pública sin dotarla de poderes de control y de sanción, manteniendo la competencia de los Juzgados de Policía Local para conocer de las infracciones en la materia, es un contrasentido que resta eficacia a las disposiciones sobre la preservación, la conservación y el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales.

Asimismo, indicó que este proyecto de ley debería establecer, de modo explícito en su artículo 4°, que el Director tiene la representación judicial y extrajudicial del Servicio, tal como lo señala el artículo 36 de la ley Nº 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y sostuvo que, además, debería contemplar dentro de sus atribuciones la de celebrar actos y contratos, así como los convenios interadministrativos que sean procedentes, a fin de facilitar su gestión.

Con respecto al personal de CONAF, reparó que el artículo 6° del presente proyecto de ley sujeta a las personas naturales que presten servicios actualmente en CONAF a las normas del Código del Trabajo. No obstante, acotó que su artículo 7° también les hace aplicable los deberes, las prohibiciones y la responsabilidad administrativa. A mayor abundamiento, estimó que el régimen jurídico privado al que se les pretende someter no se condice con la naturaleza del Servicio que se crea, no con sus funciones y atribuciones, particularmente en materia de fiscalización. Complementó indicando que esta situación no favorece a los empleados del Servicio y se constituye en un régimen híbrido que se rige por las normas del derecho privado, pero con las restricciones del sector público. En su opinión, lo más recomendable sería otorgarles la condición de funcionarios públicos y someterlos íntegramente a las disposiciones del Estatuto Administrativo, como cualquier otro servicio análogo.

Por último, insistió en que el proyecto debe contemplar, dentro de las atribuciones del Servicio Nacional Forestal, mayores facultades en materia de fiscalización y de control, atribuyéndole potestad sancionatoria, para reprimir las infracciones a las disposiciones forestales. En consecuencia, reiteró que resulta necesario regular un procedimiento administrativo sancionatorio que, como todo procedimiento, asegure los derechos de los particulares así como una oportuna actuación de la Administración apegada al ordenamiento jurídico. 

A su turno el Presidente de la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo, señor Sergio Donoso, explicó que representa a una agrupación que se constituyó en el año 1993 y que su foco está en el manejo sustentable del bosque nativo. Además, informó que tienen más de trescientos socios y que su misión es promocionar el desarrollo forestal sustentable, con énfasis en el bosque nativo y en la distribución equitativa de los beneficios de este recurso a toda la sociedad.

En relación al proyecto de ley en estudio, refirió que éste se centra en un traspaso desde CONAF hacia el nuevo Servicio Nacional Forestal, entidad pública que dependerá del Ministerio de Agricultura, y que tendrá la misión de encargarse de la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de los recursos forestales. 

En cuanto a la administración de los recursos naturales, informó que existen países en que esta responsabilidad está asignada a un solo ministerio, como sucede en el caso de Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, México, Venezuela, España y Dinamarca; o a un ministerio con diversas responsabilidades sectoriales, como ocurre en Austria y en Costa Rica, o a alguna secretaría de gobierno de alto nivel, como sucede en el caso de Panamá. Observó que en la mayoría de los casos en que esta responsabilidad ha sido asignada a un ministerio específico, los demás ministerios o instituciones tienden a desligarse de sus responsabilidades en la materia. Por otra parte, lamentó que un ministerio de este tipo normalmente cuenta con recursos humanos y financieros limitados, que hace casi imposible que un ente de esta naturaleza pueda cumplir adecuadamente con los variados propósitos y responsabilidades que se le han encomendado. En su opinión para resolver este dilema se debe crear una institucionalidad fuerte, que sea capaz de articular y de coordinar las políticas sectoriales, en la que no se superpongan acciones ni se presenten áreas no cubiertas.

Planteó que es necesario tener claridad para qué se desea conservar, para así definir cómo se realizará dicha conservación. Agregó que la conservación está asociada a la gestión de los recursos y en este sentido recalcó que la conservación no implica la inmovilización de los recursos. Aclaró que los términos conservación y preservación no son sinónimos, porque la expresión conservación requiere de una protección enfocada hacia un sentido o finalidad determinada. Bajo este contexto, sostuvo que no es un error que el Servicio Nacional Forestal tenga las atribuciones de conservar y de aprovechar los recursos forestales y complementó que en la práctica el uso de los recursos naturales debe estar asociado a un plan de conservación, para asegurar un uso sustentable del mismo.

En cuanto al presente proyecto de ley, valoró que proponga la creación de un Servicio Forestal público, que permanecerá a cargo del Ministerio de Agricultura, dada la importancia social, ambiental y económica de los recursos forestales y de la necesaria visión a futuro para aplicar un modelo de manejo sustentable. Por otra parte, estimó fundamental la creación de una Subsecretaría o un Departamento Forestal, que le dé una visión de Estado a largo plazo a la política nacional forestal que se adopte, pues, dijo, en la actualidad, el Ministerio de Agricultura tampoco cumple con este rol.

Además, indicó, se necesita contar con una institucionalidad que recoja y articule las tareas relativas al sector y las visiones de los actores que lo componen, y que esté en condiciones de enfrentar las nuevas tareas que se avecinan en relación al cambio climático, a la bioenergía y a la escasez de agua, entre otros. Añadió que la estructura institucional del sector forestal necesita de un ente generador de políticas y de otro que las implemente. En esta misma línea, sostuvo que debe existir un agente que aglutine, transparente y coordine los instrumentos y los programas de fomento sectorial.

Consideró positivo la creación de un Servicio Nacional Forestal público, pero advirtió, se debe evitar la disyuntiva entre la conservación y la producción, ya que ello es tan irreal como confrontar desarrollo económico con la protección ambiental. Insistió en que se necesita un responsable político sectorial, porque no le parece razonable que el Director del Servicio Forestal sea el responsable de la política sectorial. Asimismo, señaló que existe discordancia entre el Mensaje y el articulado del presente proyecto de ley, y que se superponen algunas funciones asignadas al Servicio Nacional Forestal y al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

En seguida, la Honorable Senador señora Alvear reiteró su preocupación por la situación laboral de los trabajadores de CONAF, ya que, dijo, este proyecto los deja bajo un estatuto laboral poco claro y curioso, sin precisar las personas que serán traspasadas al Servicio Nacional Forestal y al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, lo que genera una sensación de incertidumbre respecto de la configuración de las plantas y de la calidad jurídica que tendrán. Además, indicó, esta iniciativa legal no se hace cargo de la promoción forestal en Chile, tema que si bien es abordado en el Mensaje no es tratado en el texto del presente proyecto de ley. También, consideró que es insuficiente para responder a la demanda actual de mejorar la calidad de la gestión institucional de CONAF, ya que se limita a traspasar sus funciones al Servicio Nacional Forestal. Adicionalmente, observó que prevé una dificultad en cuanto a la institucional dentro de la estructura del Estado que será la encargada de establecer una política nacional forestal. Sobre este punto, comentó que algunos de los expositores han planteado la creación de una Subsecretaría Forestal. 

Por otra parte, sostuvo que visualiza una superposición de funciones entre el Servicio Nacional Forestal, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Servicio Agrícola y Ganadero, entre otros. Sobre el particular, indicó que en estos casos normalmente se tiende a diluir las responsabilidades, lo que dificultaría el accionar de todos estos Servicios. Bajo este contexto, recalcó que la ley debe ser más clara y precisa en la determinación de las funciones que le competen a cada órgano. Posteriormente, reitero  la necesidad de conocer el parecer de la señora Ministra del Medio Ambiente y de los señores Ministros de Agricultura y de la Secretaría General de la Presidencia, con el objeto de que entreguen una mirada en conjunto de ambos proyectos de ley.

El Honorable Senador señor García informó que se envió a la señora Ministro del Medio Ambiente y a los señores Ministros de Agricultura y de la Secretaría General de la Presidencia, junto con la invitación para asistir a la sesión, una minuta con los principales puntos abordados por los distintos expositores que fueron escuchados por estas Comisiones unidas, a fin de conocer su parecer sobre los mismos, pero que por motivos ajenos a su voluntad no pudieron asistir a esta sesión, por lo cual planteó invitarlos para una próxima sesión y una vez escuchados sus planteamientos proceder a votar la idea de legislar en la materia.

A continuación, enunció los puntos sobre los cuales se deberán pronunciar los señores Ministros, a saber: establecer una política forestal nacional; crear una Subsecretaría Forestal; crear un Servicio Nacional Forestal como un servicio público descentralizado y no limitarse a un simple traspaso de funciones desde CONAF a un ente público que no asume los desafíos ni la importancia que tiene el sector forestal en la actualidad; determinar expresamente las funciones de CONAF, así como las pertenecientes al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, que eviten pueda existir una superposición de funciones entre el Ministerio de Agricultura, el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el Servicio Agrícola y Ganadero, el Instituto Forestal y la Oficina de Estudios y de Política Agraria; radicar en CONAF las funciones de fomento productivo y en el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas las de conservación y de preservación de las áreas silvestres protegidas y de los parques nacionales; fortalecer la capacidad de fiscalización de CONAF; determinar las atribuciones precisas en materia de control y de extinción de incendios; proteger los derechos de los trabajadores en cuanto al alcance que significa el traspaso para aquéllos y revisar el régimen jurídico aplicable; presentar los lineamientos generales y los criterios del modelamiento institucional de los dos nuevos Servicios que se crean, y realizar una revisión de las leyes que inciden en las atribuciones de CONAF y analizar cómo éstas se incorporarán en la nueva institucionalidad.

En seguida, Su Señoría advirtió que estos puntos no necesariamente representan la opinión de los miembros de las Comisiones unidas, sino que más bien son un resumen de los principales planteamientos que efectuaron los distintos invitados.

El Honorable Senador señor Quintana solicitó agregar a los puntos antes reseñados, la pérdida de las funciones y el consecuente debilitamiento de las atribuciones de CONAF, precisando dónde se radicará cada una de las actuales funciones de CONAF.

La Honorable Senadora señora Alvear hizo un llamado a los representantes del Ejecutivo para que presenten propuestas en relación a cada uno de los puntos antes reseñados, ya que en su opinión el texto del proyecto de ley es insuficiente y no entrega una mirada en conjunto del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Asimismo, consideró fundamental conocer la postura del Gobierno, especialmente, en lo que dice relación con el patrocinio de las indicaciones que deberán presentar para mejorar el texto de esta iniciativa legal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira, apoyó la propuesta planteada por el Honorable Senador señor García de votar en la próxima sesión la idea de legislar e hizo presente la urgencia de aprobar la presente iniciativa legal considerando que se trata de un tema que lleva más de catorce años sin resolución y que por su alto nivel de complejidad no se ha logrado consenso para presentar un proyecto de ley de esta naturaleza. Asimismo, recordó que esta iniciativa es fruto de un acuerdo político, originado con ocasión del proyecto de ley que creó la nueva institucionalidad medio ambiental.

En cuanto al fondo del proyecto, comentó que existen posturas diversas. En efecto, no hay una posición única respecto del órgano en el cual se deban radicar las funciones de conservación, de preservación y de fomento de los recursos forestales. Al respecto, expresó que los posibles conflictos de competencia deben ser resueltos por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en el entendido de que es el único órgano con capacidad para determinar cómo quedarán los dos nuevos Servicios.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, apoyó la propuesta de votar en general la iniciativa la próxima sesión, ya que, a su juicio, existe consenso para reemplazar la actual normativa de CONAF por las normas que rigen los servicios públicos. Señaló que una vez aprobada la idea de legislar  sería factible mejorar su texto y, a modo de ejemplo, sugirió incluir, como parte de las atribuciones del Servicio Nacional Forestal, la calificación del cambio de uso de suelos en las zonas rurales, tal como lo plantea la ley N° 18.348.

A su turno, el Honorable Senador señor Horvath pidió al Ejecutivo que presente, a lo menos, los lineamientos generales de las indicaciones que podría patrocinar.

El señor Subsecretario de Agricultura enfatizó que se está ante dos proyectos de ley distintos. El que crea el Servicio Nacional Forestal es un proyecto de ley más simple, que se hace cargo de un mandato de la Contraloría General de la República y del Tribunal Constitucional de transformar a CONAF en un servicio público. Informó que prontamente presentarán a tramitación un proyecto de ley que regula el combate de incendios forestales, que le da nuevas atribuciones a CONAF y advirtió que mientras no esté solucionado el problema del estatuto jurídico de CONAF no se podrá presentar dicha iniciativa legal.

Por su parte, el señor Subsecretario del Medio Ambiente señaló que para esa Cartera de Estado, es fundamental iniciar la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, pues regula una serie de instrumentos de gestión ambiental, reclasifica a las áreas protegidas y establece las competencias en materia de evaluación de impacto ambiental en los temas vinculados a la biodiversidad. 

Posteriormente, a la sesión de 30 de mayo del presente año, asistieron los Ministros de la Secretaría General de la Presidencia, de Agricultura y del Medio Ambiente, quienes, como ya se señalara, fueron invitados por las Comisiones unidas, con el objeto de conocer su disposición para estudiar los planteamientos y observaciones formulados durante la discusión general.

Sobre el particular, el señor Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, informó que han trabajado intensamente con los Ministerios del Medio Ambiente y de Agricultura para cumplir con el mandato que la legislación le imponía al Ejecutivo de presentar dos proyectos de ley: el que crea el Servicio Nacional Forestal y, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Lo anterior, dijo, no ha sido una tarea fácil, porque estas iniciativas conllevan la idea de perfeccionar la institucionalidad medio ambiental del país y acentuar un nuevo concepto de protección de la biodiversidad. Recordó que cuando se discutió el proyecto de ley que creó la institucionalidad medio ambiental se produjo un arduo debate en torno a estos temas que ha servido de antecedente para estos dos nuevos proyectos de ley, y que este Gobierno ha tratado de plasmar en ambas iniciativas legales.

Refirió que ha tomado conocimiento de que existen ciertas dudas sobre una posible superposición de funciones entre ambos Servicios. Sobre el particular, indicó que el marco básico de ambos proyectos de ley se centra en que el Servicio Nacional Forestal se dedicará al fomento y a la gestión del bosque y que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas se centrará en la conservación de la diversidad biológica del país. En efecto, precisó que estos dos Servicios tendrán dos roles diferenciados. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que el Gobierno está abierto a recoger sugerencias en esta materia, a pesar de que consideró que ambos proyectos de ley cumplen con el propósito del mandato que se le confirió al poder Ejecutivo. Bajo este contexto, instó a los señores Parlamentarios para aprobar la idea de legislar y se comprometió a perfeccionar el texto de esta normativa en el evento que persistan dudas durante su discusión en particular.

A su vez, el señor Ministro de Agricultura destacó la importancia que tiene para la Cartera que representa el avanzar en este proyecto de ley toda vez que mediante sentencia de 2008, el Tribunal Constitucional se pronunció con ocasión del proyecto de ley del Bosque Nativo y en esa oportunidad, si bien declaró constitucional dicha iniciativa formuló un reparo respecto del ejercicio de potestades públicas por parte de CONAF, dado que se trata de una corporación de derecho privado. En esta misma línea, informó que en el Ministerio de Agricultura trabajan en la confección de dos proyectos de ley que se vinculan a las funciones que tiene CONAF: uno, referido al combate de incendios y al control y uso del fuego y, otro que reemplaza la Ley de Fomento Forestal contenida en el decreto ley N° 701. En este contexto, sostuvo que es primordial aprobar el presente proyecto de ley, a fin de evitar nuevos reparos del Tribunal Constitucional a las dos iniciativas legales que pretenden presentar.

Por su parte, la señora Ministra del Medio Ambiente planteó la posibilidad de analizar en forma paralela el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

En seguida, el Honorable Senador señor Longueira enfatizó que se está ante un tema extremadamente complejo, cuyo origen se remonta al acuerdo político que se alcanzó al discutirse el proyecto de ley que creó la nueva institucionalidad ambiental. No obstante lo anterior, indicó que años atrás ya se habían planteado propuestas de transformar a CONAF en un servicio público y de crear un Servicio de Biodiversidad y de Áreas Silvestres Protegidas. En relación al presente proyecto de ley, consideró que las directrices de ambos Servicios están claras, aunque reconoció que podrían haber algunas atribuciones duplicadas, lo que no debería obstar a la votación en general de esta iniciativa legal y sugirió que durante la discusión particular de este proyecto de ley se analizaran técnicamente las indicaciones presentadas para decidir cuáles efectivamente podrían acogerse.

A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear reiteró que la mayoría de los invitados estuvieron contestes en señalar que este proyecto de ley era vago y que contemplaba un conjunto de funciones superpuestas entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Refirió que el objetivo de esta sesión era transmitir a los señores Ministros las inquietudes que tienen los miembros de las Comisiones unidas, a fin de buscar una solución conjunta entre el Parlamento y el Gobierno, ya que la gran mayoría de las indicaciones que se requieren presentar son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. En ese contexto, resaltó la importancia de conocer la posición del Gobierno antes de votar en general el presente proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Rincón confirmó lo expuesto por la Honorable Senadora señora Alvear en relación a los planteamientos formulados por la mayoría de los expositores que fueron recibidos en audiencia por estas Comisiones unidas y, en especial, manifestó su preocupación por las diversas contraposiciones que se producen entre el texto del presente proyecto de ley y el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Asimismo, reiteró la necesidad transformar la cuestionada naturaleza jurídica de CONAF, dada la importancia que representa este sector para el país, lo cual quedó reflejado en las cifras presentadas por el señor Ministro de Agricultura durante la discusión del proyecto de ley que extendió la vigencia del decreto de ley N° 701,  y que sin duda motivó el compromiso de la autoridad para legislar en esta materia.

En cuanto al fondo del proyecto, hizo presente que tiene una serie de falencias, omisiones y contraposiciones que como tal considera fundamental consensuar su texto, en particular, en los temas que dicen relación con la seguridad de los trabajadores y con la duplicidad de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Bajo este contexto, señaló que es esencial conocer el nivel del compromiso del Ejecutivo para poder solucionar todos estos temas antes de votar la idea de legislar.

El Honorable Senador señor García pidió a los señores Ministros que se pronuncien sobre algunas de las inquietudes que fueron planteadas en la invitación a esta sesión, a vía de ejemplo, mencionó la factibilidad de crear una Subsecretaría de Forestal y cuál sería el alcance de la protección de los derechos de los trabajadores, especialmente, de aquellos que serán traspasados al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

El señor Ministro de la Secretaría General de la Presidencia hizo presente que no prevé que exista una mayor oposición a la propuesta de crear estos dos Servicios. Además, refirió que para evitar tener una política forestal viciada se requiere tramitar con cierta urgencia esta iniciativa legal, ya que no es viable establecer una política forestal adecuada si se continúa con una institucionalidad cuestionada, situación que se ha reflejado en los diversos fallos emitidos por la Contraloría General de la República y el Tribunal Constitucional, en los que se objeta la naturaleza jurídica de CONAF.

En rigor, dijo, los principales problemas planteados por Sus Señorías se refieren a los artículos que regulan las atribuciones de ambas instituciones y la situación del personal de CONAF. Sobre el particular, manifestó la disposición del Ejecutivo para perfeccionar el articulado de este proyecto de ley e instó a los miembros de las Comisiones unidas a votar en general la iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Longueira reiteró que hace catorce años que se está intentando transformar a CONAF en un servicio público, iniciativa que no se ha logrado materializar por la falta de acuerdo en torno a los derechos de los trabajadores. En su opinión este es el momento propicio para realizar esta modificación. Bajo este contexto, sugirió imitar el trabajo desarrollado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización al aprobar el proyecto de ley que creó el Ministerio de Desarrollo Social, en el cual se realizó una discusión técnica con las indicaciones presentadas. En esta misma línea, planteó a Sus Señorías presentar las indicaciones que estimen convenientes, aun cuando no sean materias de su iniciativa, para que, en su conjunto, sean estudiadas por un equipo técnico que incluya al Ejecutivo.

La Honorable Senadora señora Rincón compartió que la modalidad planteada por el Honorable Senador señor Longueira es una buena forma de trabajo, la cual también fue utilizada en el despacho del proyecto de ley sobre cierre de las faenas mineras. Sin perjuicio de lo anterior, insistió en que los señores Ministros se pronuncien sobre las inquietudes planteadas en la invitación a esta sesión, en especial sobre la creación de una Subsecretaría Forestal; la superposición de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas; la nuevas funciones de CONAF; la situación de los trabajadores de CONAF, y las facultades fiscalizadoras de esta entidad.

La Honorable Senadora señora Allende señaló que desde la primera sesión en que se inició el estudio de esta iniciativa legal se hicieron presente al Ejecutivo todas las inquietudes planteadas por la Honorable Senadora señora Rincón y afirmó que si estas dudas persisten no apoyará la moción de avanzar con la tramitación de este proyecto de ley. A mayor abundamiento, precisó que necesita el compromiso del Ejecutivo de que efectivamente patrocinará las indicaciones que se requieran para mejorar el texto de este proyecto de ley, ya que en la práctica Sus Señorías no tienen la atribución para formularlas. De lo contrario, sugirió postergar su votación en general.

El Honorable Senador señor García hizo presente que el proyecto tiene urgencia simple, por lo cual el plazo para discutirlo y votarlo vence el 4 de junio. De esta forma, señaló, debe ser votado en esta sesión.

El señor Ministro de Agricultura sugirió abordar las observaciones referidas a la superposición de funciones durante la discusión en particular de este proyecto de ley, contrastando los artículos que recogen las funciones del Servicio Nacional Forestal y las del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

En cuanto a la creación de una Subsecretaría Forestal manifestó las siguientes observaciones: en primer lugar, la ley N° 20.417 que mandató la transformación de CONAF en un servicio público y la creación de un Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas en ningún caso incluyó la creación de una Subsecretaría Forestal. En segundo lugar, la idea de crear una Subsecretaría Forestal sería más pertinente estudiarla cuando se discuta el proyecto de ley que anunció S. E. el Presidente de la República el pasado 21 de mayo en relación a establecer una nueva estructura para el Ministerio de Agricultura. En tercer lugar, esta iniciativa se podría topar con algunas atribuciones y roles que debe cumplir la actual Subsecretaría de Agricultura, toda vez que tiene la gestión administrativa y operativa del Ministerio de Agricultura y de los Servicios que dependen de esta Cartera. En este contexto, advirtió que la creación de una Subsecretaría Forestal podría generar una suerte de duplicidad de funciones. En cuarto lugar, indicó que la Subsecretaría de Agricultura también se encarga de materias de carácter administrativo, de recursos humanos, de informática, de contabilidad y de presupuesto, lo que perfectamente podría complicar su accionar si se crea una segunda Subsecretaría dentro de la estructura del Ministerio de Agricultura. En quinto lugar, refirió que la Subsecretaría de Agricultura apoya al Ministerio de Agricultura en la articulación y coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales y con los diferentes actores del sector silvoagropecuario, en particular mencionó a las organizaciones del sector forestal como PYMEMAD, CORMA, el Colegio de Ingenieros Forestales y otras agrupaciones de pequeños propietarios vinculados al rubro forestal. En sexto lugar, indicó que la Subsecretaría de Agricultura cubre todo el territorio en el que se desarrollan actividades del sector silvoagropecuario, ya que en la práctica, en la misma área, se realizan actividades ganaderas, agrícolas y forestales, por lo cual, concluyó, no advierte el sentido de compartimentar las actividades con la supervisión de autoridades distintas. Por todo lo anterior, arguyó, mira con cierta cautela la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal.

A su vez, el Director Nacional de CONAF señaló que, en relación al tema de los trabajadores, han tenido especial cuidado de velar por sus intereses y derechos, y precisó que  esta es la tercera vez que se intenta transformar a CONAF en un servicio público, iniciativa que justamente ha fracasado por temas de índole laboral. Luego, explicó que el artículo 6° del proyecto de ley establece que el personal del Servicio Nacional Forestal se regirá por las normas del Código del Trabajo, manteniendo el estatuto jurídico actual del personal de CONAF. Asimismo, señaló que el artículo 7° consagra que esta dotación también estará sujeta a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, a la responsabilidad administrativa y a las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del Estatuto Administrativo. Acotó que estas normas corresponden a obligaciones que tienen todos los funcionarios públicos y que hoy se aplican al personal de CONAF, según lo dispone su Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad, por lo cual, argumentó, no implican una modificación a su estatuto actual.

En cuanto a las causales de despido, indicó que son las mismas que actualmente rigen para los trabajadores de CONAF y, en relación al deber de realizar una investigación sumaria en caso que el funcionario atente contra las normas del Estatuto Administrativo, precisó que su Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad establece una obligación similar, al exigir que para proceder al despido previamente se debe realizar una investigación interna, que tiene el mismo procedimiento y forma de una investigación sumaria. En este sentido, observó, no quedan en una situación desmejorada en relación a su estado actual.

Por otra parte, el artículo cuarto transitorio del proyecto establece que los trabajadores de CONAF continuarán como dependientes del Servicio en los mismos términos y condiciones que en sus actuales contratos. Asimismo, refirió, la norma señala que los nuevos contratos no podrán significar una disminución de remuneración, ni modificación a los derechos laborales y previsionales del personal traspasado. En el artículo quinto transitorio, continuó, se consagra que el pago de las indemnizaciones de los trabajadores traspasados se postergará hasta el cese de servicio con el Servicio Nacional Forestal y que se mantendrán las indemnizaciones a todo evento que tienen algunos funcionarios de CONAF. 

También, refirió que el artículo sexto transitorio, mantiene vigente el Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad de CONAF, que contiene una serie de beneficios y obligaciones que tienen actualmente los trabajadores de CONAF. En el artículo séptimo transitorio, prosiguió, se faculta al Presidente de la República para fijar la planta y el régimen remuneratorio del personal del Servicio Nacional Forestal, a través de uno o más decretos con fuerza de ley. Informó que esta facultad se deberá ejercer respectando los siguientes criterios: que no implique el término de la relación laboral, ni pérdida del empleo; que no conlleve una disminución de las remuneraciones; que no modifique los derechos previsionales, y que no importe un cambio de la residencia actual del trabajador. De este modo, enfatizó, el proyecto mantiene todas las condiciones laborales de los actuales trabajadores de CONAF.

El Honorable Senador señor Horvath indicó que gran parte de las indicaciones que se podrían formular al texto de este proyecto son, en su mayoría, materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República, por lo cual, dijo, esta sesión es la oportunidad para lograr un compromiso de parte del Ejecutivo para patrocinar las indicaciones que se deban presentar.

Con respecto a la creación de una Subsecretaría Forestal, manifestó una opinión contraria a la planteada por el señor Ministro de Agricultura y refirió que esta propuesta fue plasmada en un proyecto de ley que fue archivado en el Senado. A su juicio, la creación de una Subsecretaría Forestal traería aparejada una serie de ventajas, a saber: evitaría que el Ministerio de Agricultura se continúe focalizando en el sector agropecuario; daría cabida a las organizaciones que se están formando desde la publicación de la Ley de Bosque Nativo; extendería los beneficios de la Ley de Bosque Nativo; diseñaría un plan para los 4.000.000 de hectáreas que padecen los procesos de erosión y desertificación; velaría por la correcta aplicación del decreto ley N° 701, el cual se desnaturalizó en los últimos veinte años, porque se canalizó para entregar fondos para corregir ciertos procesos de erosión; regularizaría la extracción de leña, que genera una actividad laboral para más de doscientas mil personas en forma informal; colaboraría en el diseño de los planes de manejo de los pequeños propietarios forestales, y combatiría los incendios. Por todo lo anterior, afirmó, esta es una gran oportunidad para crear la Subsecretaría Forestal y para darle el rango que merece CONAF.

Por otra parte, coincidió en que existen varios puntos de contraposición y de superposición de competencia entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, a modo de ejemplo, mencionó a las reservas forestales en las que se realizan prácticas de forestación y de intervención, las que sin duda deberán seguir a cargo de CONAF. Además, acotó, el Servicio Nacional Forestal deberá también trabajar en el área del manejo de cuencas. En cuanto a la CONAF propiamente tal, sostuvo que debe haber absoluta claridad que serán mantenidos los beneficios que hoy gozan los funcionarios de CONAF, y reparó que el proyecto no presente la planta del Servicio Nacional Forestal, lo que obviamente inquieta a los trabajadores.

Comentó, también, que en la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente se introdujeron una serie de instrumentos de planificación estratégica no vinculantes, que son esencialmente participativos y que permiten armonizar las distintas actividades que se realizan en un espacio determinado.

Por último, hizo presente que nuestro país requiere de una política forestal y que esta iniciativa representa la oportunidad para definirla y precisarla de mejor forma.

A su turno, la Honorable Senadora señora Rincón llamó la atención por el hecho de que los trabajadores se rijan simultáneamente por el Código del Trabajo y por el Estatuto Administrativo. Al respecto, enfatizó que debe buscarse un camino para resolver esta dualidad, porque se trata de dos normas que tienen distinto rango, diversas obligaciones, y distintos niveles de responsabilidad.

La señora Ministra del Medio Ambiente se refirió a la supuesta superposición de funciones que habría entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Sobre el particular, hizo presente que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas tiene como finalidad la protección de la biodiversidad, es decir, todo lo que dice relación con la diferencia entre las especies y los ecosistemas. En cambio, continuó, el Servicio Nacional Forestal se encarga de la conservación del recurso forestal en cuanto a su gestión. Agregó que ambas finalidades deben desarrollarse a través de una actividad sustentable y es por eso que ambos Servicios tienen funciones vinculadas a la conservación del recurso forestal, ya que no concibe una actividad forestal sin un manejo sustentable del recurso, porque el recurso tiene una duración limitada en el tiempo. Bajo este contexto, concluyó, no existe una superposición de funciones entre ambos Servicios.

El Honorable Senador señor Quintana reconoció que las facultades de los Parlamentarios son extremadamente limitadas en un proyecto de ley de esta naturaleza, por lo cual estimó que este es el momento propicio para decidir sobre el destino de esta iniciativa legal. Asimismo, compartió lo expuesto por la Honorable Senadora señora Rincón respecto a la situación irregular del personal que será traspasado al Servicio Nacional Forestal, ya que formarán parte de un servicio público; sin embargo, se regirán por el Código del Trabajo y, además, se les aplicarán las normas del Estatuto Administrativo. Expresó que sin duda estamos ante una figura extraña y contradictoria. También, apoyó algunos de los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Horvath, en especial la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal. Con respecto a este último punto, señaló que es el momento adecuado para realizar una reforma de esta envergadura, más aún cuando S.E. el Presidente de la República anunció que esta Cartera se transformará en un Ministerio de Agricultura y de Alimentación, lo que implicará que se enfoque aún más en el sector productivo y alimenticio. Por lo anterior, enfatizó la necesidad de precisar hacia dónde se dirige este Ministerio.

Además, indicó que no se tiene claridad de la aplicación de los planes de manejo de cuencas y de desertificación, y sobre el bosque nativo. Bajo este contexto, afirmó,  no están las condiciones para aprobar en general este proyecto de ley en esta sesión.

A su turno, el señor Ministro de la Secretaría General de la Presidencia expresó que se ha dado respuesta a gran parte de las consultas e inquietudes planteadas y resaltó que el objetivo que busca el Ejecutivo con la presentación de este proyecto de ley es dar cumplimiento al mandato del legislador establecido en la ley N° 20.417.

Resaltó que se plantea la creación de dos Servicios distintos, en que cada uno tiene roles específicos, uno asociado al desarrollo del sistema forestal y, el otro, centrado en la conservación y promoción de la biodiversidad. Reconoció que de la lectura de esta iniciativa legal pareciera entenderse que existe una superposición o una duplicación de funciones entre ambos Servicios, la que de existir debería ser abordada durante el estudio en particular del articulado del proyecto de ley.

En cuanto a la creación de una Subsecretaría Forestal, rescató lo expuesto por el señor Ministro de Agricultura y agregó que el mandato del legislador no se extiende a este punto y, en el evento en que se acuerde tratar este tema, correspondería hacerlo durante el análisis del cambio estructural que experimentará el Ministerio de Agricultura anunciado por S. E. el Presidente de la República.

Además, señaló que la postura del Gobierno, al margen de las atribuciones legislativas del poder Ejecutivo y del Congreso Nacional, es trabajar en conjunto las indicaciones que puedan perfeccionar este proyecto de ley. Por otra parte, indicó que no es su espíritu obligar a votar en general en esta sesión el proyecto de ley, a pesar de que reconoció que, en materia de desarrollo forestal, se tiene un conjunto de restricciones, las que se han evidenciado en los pronunciamientos del Tribunal Constitucional, de la Contraloría General de la República y del Tribunal de la Libre Competencia, que han planteado una serie de restricciones al buen manejo de la política forestal. Por lo anterior, dijo, hoy la prioridad en la ámbito forestal es reformar la actual estructura de CONAF, para luego poder enfocarse en la política forestal que requiere el país. Desde esta perspectiva, propuso avanzar rápidamente en la legislación del Servicio Nacional Forestal.

El Honorable Senador señor Longueira reiteró que el acuerdo político suscrito a propósito de la discusión del proyecto de ley que reguló la institucionalidad medio ambiental no incluía la creación de una Subsecretaría Forestal, ni la modernización del Ministerio de Agricultura. No obstante, expresó, podría apoyar la idea de crear una Subsecretaría Forestal, pero en la oportunidad en que se discuta la modificación estructural que experimentará el Ministerio de Agricultura, ya que sin duda esta propuesta podría complicar aún más la superposición de funciones entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y otros servicios dependientes de aquel Ministerio. En particular, señaló,  habría que precisar las competencias de la Subsecretaría de Agricultura y las de la Subsecretaría Forestal. De este modo, complementó se dilataría innecesariamente la aprobación de este proyecto de ley. En esta misma línea, enfatizó, corresponde pronunciarse si son partidarios de legislar en relación a la transformación de CONAF en un Servicio Nacional Forestal y, luego, en su discusión en particular, definir con mayor precisión las facultades de este órgano.

El señor Ministro de Agricultura reiteró la urgencia de aprobar este proyecto de ley, en especial, porque permitirá la presentación de dos nueva iniciativas legales, una referida a los incendios y al manejo del fuego y otra que reemplaza la actual normativa sobre fomento forestal. Agregó que ninguno de estos dos proyectos de ley tendrá viabilidad si CONAF continúa siendo una corporación privada.

Con respecto a la Ley de Bosque Nativo, sostuvo que esta norma lleva sólo dos años de aplicación, por lo cual aún no es conveniente evaluarla, sino que debiese transcurrir un período mayor de tiempo. Asimismo, señaló que dicha ley tiene un nivel excesivo de detalles que hacen complicada su aplicación.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo presente que el Ejecutivo tiene claro todas las modificaciones que se deben realizar al texto de este proyecto de ley y reconoció que, si bien esta iniciativa presenta algunos reparos, éstos son de poca importancia, por lo que instó para avanzar en el tema de fondo que los convoca, cual es eliminar la anomalía jurídica del estatuto de CONAF, transformándola en un servicio público.

En relación a la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal, manifestó su disconformidad, pues ello, dijo, implicaría un crecimiento del aparato estatal, lo cual no considera positivo para el país.

El Honorable Senador señor García informó que el señor Ministro de la Secretaría General de la Presidencia manifestó su disposición para postergar la votación hasta la próxima sesión si así lo estiman pertinente Sus Señorías. No obstante lo anterior, hizo presente la carga de trabajo que tienen tanto las Comisiones unidas como la de Agricultura, motivo por el cual expresó, no sería apropiado continuar posponiendo la votación esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Horvath se mostró partidario de postergar la votación y señaló que en una semana se puede alcanzar consenso en estas materias, además, reconoció que el acuerdo político que se suscribió a propósito de la tramitación de la ley N° 20.417 no contemplaba la creación de una Subsecretaría Forestal, no obstante que este tema se viene planteando hace varios años.

Luego, aclaró que el decreto ley N° 701 no tiene mayor aplicación no por la naturaleza jurídica de CONAF, sino por una tabla de costos insuficiente y arbitraria, y por un sistema de crédito de enlace excesivamente engorroso. Agregó que gran parte de estos problemas se podrían solucionar modificando su reglamento, sin necesidad de impulsar una modificación legal.

Por último, se refirió a los bonos de carbono y sostuvo que en esta área Chile prácticamente no ha avanzado y precisó que existen más de cuatro millones de hectáreas que podrían reforestarse mediante esta vía.

La Honorable Senadora señora Allende acogió la propuesta del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia de aplazar la votación general de este proyecto de ley para una próxima sesión, de lo contrario, manifestó, se abstendrá de votar esta iniciativa legal.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su intención de votar en contra la idea de legislar de este proyecto si no se abordan y resuelven las observaciones planteadas, por lo que coincidió en aplazar su votación para una próxima sesión.

En mérito de los argumentos expuestos, el Honorable Senador señor García puso en votación la proposición de aplazar la votación en general de este proyecto de ley para una próxima sesión, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende (como miembros de ambas Comisiones) y Rincón (como miembro de ambas Comisiones), y señores García, Horvath y Larraín, don Carlos.

En virtud del acuerdo anterior, el Honorable Senador señor García solicitó al Ministro de la Secretaría General de la Presidencia formalizar el retiro y hacer presente nuevamente la urgencia del presente proyecto de ley.

En sesión de 6 de junio del presente año, el señor Ministro de Agricultura informó que como resultado de las conversaciones sostenidas durante la semana recién pasada con los miembros de las Comisiones unidas, los Honorables Senadores de la Concertación le hicieron entrega de un documento con algunas sugerencias que perfeccionan el texto del presente proyecto de ley. Al respecto, explicó que este documento aborda los siguientes temas: 

a)relevancia de la nueva institucionalidad pública forestal;

b)superposición de competencias entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, especialmente en los temas que dicen relación con la conservación ambiental;

c) falta de especificidad de las funciones del Servicio Nacional Forestal; 

d)necesidad de explicitar el objeto de preocupación de este Servicio; 

e)implicancias de la continuidad legal de CONAF en el nuevo Servicio, y

f)régimen jurídico aplicable a los trabajadores traspasados.

En términos generales, manifestó la voluntad del Gobierno para acoger los planteamientos antes formulados y el compromiso para patrocinar las indicaciones que sean necesarias que fortalezcan y mejoren el texto del proyecto de ley en lo que se refiere a las funciones y a las atribuciones del Servicio Nacional Forestal.

En el mismo sentido, la Directora (S) de CONAF,  en relación a la primera observación referida a que esta iniciativa no crea un servicio de envergadura para gestionar el sector forestal y tampoco entrega las herramientas necesarias para propender hacia una sustentabilidad productiva, hizo presente que es la oportunidad para entregar las herramientas que se requieren para asumir los desafíos que actualmente tiene CONAF y, en este sentido, reiteró que el Ejecutivo se encuentra abierto para incluir todas las observaciones que sean necesarias para mejorar el texto de este proyecto de ley, especialmente, en relación al objeto y a las funciones y atribuciones del Servicio Nacional Forestal.

En cuanto al segundo punto, que se refiere a la superposición de competencias en materia de conservación ambiental, observó que al comparar el texto del proyecto de ley en comento con el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas se constata que en ambos se utiliza el término “conservación”, lo que ha inducido a algunos a señalar que existe una supuesta superposición de funciones que, en su opinión, no es tal, porque ambos términos tienen un propósito completamente distinto. En efecto, precisó, en el caso del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas se entiende que este concepto se restringe al ámbito del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), en cambio, en el caso del Servicio Nacional Forestal esta expresión se circunscribe a las actividades productivas.

Luego, hizo presente que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas contará con las herramientas necesarias para relacionarse con todos los servicios sectoriales en el área sobre el cual ejercerá su competencia, esto es, en las áreas silvestres protegidas, que abarcan el 20% del territorio nacional con 14,5 millones de hectáreas. Adicionalmente, agregó,  dispondrá de cuatro herramientas fundamentales, a saber: la clasificación de las especies con problemas de conservación; los planes de gestión y de conservación de especies; el control y la erradicación de especies exóticas invasoras, y la administración de los recursos genéticos.

En lo que atañe a la falta de especificidad de las funciones del Servicio Nacional Forestal, en materia de gestión y de manejo de cuencas, en la conservación de los suelos, en la prevención y atención de los desastres y en el abastecimiento de la leña, indicó que el Gobierno acoge todos los puntos planteados en el mencionado documento y que, por ende, el Ejecutivo estaría disponible para introducir las indicaciones que sean pertinentes.

Con ocasión del cuarto punto, que dice relación con la falta de explicitación del objeto de preocupación del Servicio Nacional Forestal, comentó que el Ejecutivo también acoge esta observación y anunció que presentarán todas las indicaciones que sean necesarias para modificar el texto de este proyecto de ley de acuerdo a la sugerencia planteada.

Con respecto al quinto punto, que se refiere a las implicancias de la continuidad legal de CONAF en el nuevo Servicio Nacional Forestal, acotó que tanto el presente proyecto de ley como el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas fueron concebidos considerando un período de transición, que se refleja en su articulado transitorio, ya que ambos consideran la dificultad para los señores Parlamentarios de realizar una tramitación simultánea de ambos proyectos de ley.

Finalmente, en cuanto al régimen jurídico aplicable a los trabajadores, comentó que en el presente proyecto de ley se mantienen todos los beneficios y obligaciones de los actuales trabajadores de CONAF. En efecto, precisó que su personal se regirá por las normas del Código del Trabajo, también por las norma de probidad y por el Título III de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y por la responsabilidad administrativa. Resaltó que estos trabajadores continuarán con todos los derechos y obligaciones que hoy tienen y que los nuevos contratos no podrán significar disminución de remuneraciones, ni modificación alguna de los derechos laborales ni previsionales. Asimismo, informó que el pago de las indemnizaciones que correspondan se postergará hasta el cese definitivo de los servicios que cada uno de estos funcionarios presta y en cuanto a la determinación de su monto refirió que ésta se calculará considerando el tiempo cumplido en ambos Servicios, de acuerdo a la última remuneración recibida. De esta manera, acotó que se garantiza el pago de las indemnizaciones en los mismos términos que hoy día. En relación al cese de las funciones mediante sumario administrativo, indicó que actualmente en el Reglamento de Orden, Higiene y Seguridad de CONAF se contempla un procedimiento similar, con lo cual estimó que no habría un cambio a su régimen laboral. Adicionalmente, refirió que este proyecto de ley faculta a S.E. el Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley fije la planta y el régimen de remuneraciones del personal traspasado con las siguientes restricciones: no se puede dar por terminada la relación laboral, ni disminuir las remuneraciones; no se pueden modificar los derechos previsionales y tampoco generar un cambio en la residencia habitual del funcionario.

El Honorable Senador señor Horvath recordó que la finalidad de aplazar la votación general de este proyecto de ley era alcanzar mayores puntos de acuerdo con el Gobierno respecto de varios temas de esta iniciativa legal. En primer término, comentó que se ha planteado en varias oportunidades revivir el proyecto de ley que propone la creación de una Subsecretaría Forestal, que permitiría al sector forestal estar a la misma altura y jerarquía que el sector agropecuario, idea que se refuerza aún más si se piensa crear el Ministerio de Agricultura y de Alimentación. De este modo, solicitó al Gobierno que en el proyecto de ley que modificará al Ministerio de Agricultura se evalúe dicha propuesta.

En segundo lugar, expresó que debe haber absoluta claridad respecto de todos los beneficios que hoy día gozan los actuales funcionarios de CONAF que serán traspasados al Servicio Nacional Forestal. Además, estimó necesario homologar a los trabajadores de CONAF  con los del Servicio Agrícola y Ganadero, especialmente en cuanto a sus grados y régimen de remuneraciones, lo que en términos económicos no involucraría más de $350.000.000  al año.

En tercer lugar, hizo presente la necesidad de implementar una política del sector forestal, en que CONAF tenga un rol más activo y que promueva una aplicación más expedita de la Ley de Bosque Nativo, la cual está trabada por su complicado reglamento, lo que ha provocado que los pequeños propietarios forestales aún no puedan gozar de los beneficios que entrega esta ley. Por otra parte, reconoció que para reemplazar el decreto ley N° 701 se requiere de una CONAF pública, sin perjuicio de lo anterior indicó que aún existen varios temas pendientes, a modo de ejemplo mencionó los procesos de reforestación, los bonos de carbono, el manejo de los incendios forestales y el manejo de las cuencas hidrográficas. En su opinión se debería crear una instancia que aborde todos estos temas, como una suerte de Consejo del Servicio Nacional Forestal.

En cuarto lugar, se refirió al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, SNASPE, que hoy comprende el 19% del territorio nacional. Al respecto, hizo presente la necesidad mejorar la desmedrada situación de los guardaparques, quienes perciben bajas remuneraciones y ejercen sus labores en condiciones realmente extremas, lo que contrasta con los ingresos que generan estos parques para el país, que según estudios bordea los 2.500 millones de dólares. En efecto, señaló que se produce un desequilibrio que este proyecto de ley debería corregir y complementó que con la transformación de CONAF en un servicio público entrará en vigencia la ley N° 18.362 que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado que mantiene a las áreas silvestres protegidas bajo el alero del Servicio Nacional Forestal. De este modo, hizo un llamado a Sus Señorías para aprovechar esta oportunidad y crear un estatuto especial que mejore la situación de los guardaparques.

Posteriormente, mencionó el tema de los parques privados, que en su opinión también deben ser regulados y, en materia de superposición de funciones, resaltó que aún no existe claridad respecto de la administración de las reservas forestales, cuya administración quedará supeditada a la decisión de los Ministros del Medio Ambiente y de Agricultura, lo que consideró extremadamente peligroso, porque adoptar una decisión de esta envergadura requiere de una mayor participación y formalidad. Por último, solicitó al Ejecutivo un mayor compromiso respecto de todos los temas antes expuestos.

La Honorable Senadora señor Alvear luego de valorar la disposición del Ministerio de Agricultura de recoger algunas de las inquietudes formuladas, reparó que el texto de este proyecto de ley aún no responde a  los desafíos del sector forestal, ya que, a su juicio, se está creando una institucionalidad débil e incapaz de soportar las demandas de la actividad forestal, especialmente en el ámbito de la fiscalización. Acotó que si no se mejora este punto el sector forestal podría verse afectado por una crisis similar a la que vivieron los productores de salmón.

Además, indicó, el proyecto no tiene claridad respecto del objetivo de crear este servicio público, sólo regula el traspaso de funciones de la actual CONAF hacia el Servicio Nacional Forestal, sin abordar la existencia de una política forestal que contemple el fomento y la recuperación del bosque nativo; la evaluación de la aplicación del decreto ley N° 701; una política de incendios; un sistema de protección y de recuperación de los suelos; un manejo forestal sustentable; servicios ambientales, y una política de adaptación al cambio climático. En su opinión, reiteró, todos estos aspectos mencionados deberían estar contemplados en este proyecto de ley.

Asimismo, observó que el artículo 3°, letra f) del proyecto mantiene las reservas forestales en manos del Servicio Nacional Forestal, no obstante que éstas deberían corresponder al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Bajo este contexto, sostuvo que efectivamente existen funciones superpuestas, lo que generará graves conflictos, por lo cual, arguyó, se debe realizar un adecuado estudio de las funciones del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, separando las funciones de fomento y de fiscalización. También, señaló que se deben revisar y concordar todas las leyes que actualmente rigen a CONAF, para determinar si se aplicarán al Servicio Nacional Forestal.

Por otra parte, hizo presente que aún no le queda claro en qué situación quedarán los trabajadores de CONAF y su estatuto jurídico especial, en que se regirán por el Código del Trabajo y por el Estatuto Administrativo. Recalcó que este tema debe quedar claramente establecido en esta ley.

Por último, planteó la necesidad de analizar en conjunto este proyecto de ley y el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, a modo de ejemplo trajo a colación la reforma procesal penal, en la cual se discutió paralelamente el texto del Código Procesal Penal y la reforma constitucional que creaba el Ministerio Público. En este caso, continuó, debería realizarse algo similar para así dar la posibilidad de concordar ambos proyectos de ley y evitar posibles superposiciones y contradicciones.

La Honorable Senadora señora Allende junto con valorar la disposición del Gobierno en orden a escuchar los planteamientos formulados por los miembros de estas Comisiones unidas, compartió la propuesta planteada por la Honorable Senadora señora Alvear de estudiar en forma simultánea ambos proyectos.

En seguida, refirió que de la lectura del proyecto en informe pareciera que el Servicio Nacional Forestal se concentrará únicamente en el fomento productivo, y no en la fiscalización. En su opinión, dijo, se debe armonizar el fomento productivo con la protección del medio ambiente y recalcó la necesidad de entregar al Servicio Nacional Forestal todas las herramientas que requiera para ejercer sus atribuciones, especialmente en el ámbito de la fiscalización.

En relación a la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal, señaló que ella podría complicar aún más el panorama actual, ya que además habría que coordinar las funciones de la Subsecretaría Forestal y de la Subsecretaría de Agricultura. 

En cuanto al tema de los trabajadores de CONAF, planteó dejar constancia por escrito de que se respetarán sus derechos y beneficios. Asimismo, consideró fundamental que en esta ley se regule la planta y el régimen de remuneraciones del personal del Servicio Nacional Forestal.

A su turno, la Honorable Senadora señora Rincón en relación a la respuesta del Ejecutivo sobre la falta de especificidad de las funciones del Servicio Nacional Forestal, expresó que existe una suerte de contradicción porque si bien señala que recoge esta propuesta no explica cómo abordará esta materia. Reiteró su aprensión sobre la iniciativa en estudio, pues insistió que la mayoría de los expertos coincidieron en que se requiere una revisión profunda toda vez que regula  uno de los sectores más importante de nuestra economía. Consideró que el Gobierno debe abrirse a la posibilidad de estudiar la propuesta de crear una Subsecretaría Forestal, a fin de dar una mayor relevancia al sector forestal.

Del mismo modo, en relación a la superposición de funciones, hizo presente que en la respuesta del Ejecutivo no existe claridad en la forma en que se tratará este punto, ya que no se pueden diferenciar las competencias de estos dos órganos de acuerdo a un porcentaje de intervención, sin considerar la pertinencia de sus funciones. De este modo, resaltó la necesidad de realizar una mirada más profunda a este tema, estudiando en forma paralela ambos proyectos de ley, para así analizar en detalle las funciones que corresponderán a cada uno. Por otra parte, sostuvo que se deben separar las funciones de fiscalización y de fomento que este proyecto de ley entrega al Servicio Nacional Forestal.

En relación a la falta de explicitación del objeto del Servicio Nacional Forestal, valoró que el Ejecutivo acoja este planteamiento y que esté trabajando en mejorar aquellos contenidos del proyecto de ley que digan relación con el objeto, funciones y atribuciones del Servicio Nacional Forestal, ya que consideró fundamental que esta norma especifique la forma en que se abordará este tema.

En cuanto al régimen jurídico de los trabajadores de CONAF, informó que  fue uno de los temas abordados con el Ministro de Agricultura durante las conversaciones que sostuvieron durante la semana y que el Gobierno se comprometió a revisar. Sin embargo, luego de conocer la respuesta por escrito del Ejecutivo, observa que el Gobierno mantendrá el texto de los artículos que regulan el tema laboral, en los cuales se establece que los trabajadores traspasados al Servicio Nacional Forestal se regirán por el Código del Trabajo, por las normas de probidad de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado y por el Estatuto Administrativo, en conformidad a lo que hoy disponen las normas contenidas en su Reglamento Interno de Higiene, Orden y Seguridad.

Sobre el particular, indicó que en la respuesta del Ejecutivo se señala expresamente lo siguiente: “En la materia, actualmente, los trabajadores de CONAF no están sometidos a este tipo de responsabilidad (responsabilidad administrativa vía investigación sumaria y sumario administrativo). Es el Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad el que, en sus artículos 55 y siguientes, da la posibilidad de sancionar a los trabajadores que transgredan el mencionado reglamento.”. 

De este modo, concluyó, actualmente no se les aplica la responsabilidad administrativa a los funcionarios de CONAF, puesto que su Reglamento Interno de Higiene, Orden y Seguridad sólo establece un procedimiento especial para sancionar a los trabajadores que transgredan algunas de sus normas, lo que en su opinión no hace aplicable las normas del Estatuto Administrativo a estos funcionarios. Al respecto, alertó sobre el riesgo de crear esta extraña situación jurídica, especialmente porque no se tiene certeza de la forma en que operará. Luego, consultó si es factible aplicar un juicio sumario a un trabajador que se regula por el Código del Trabajo. La respuesta a esta interrogante, continuó, se relaciona con la certeza en la aplicación de las sanciones y reparó que en la respuesta del Ejecutivo no está claro cómo se resolverá este tema.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro señaló que la institucionalidad actual de CONAF es insuficiente para cumplir su rol fiscalizador, especialmente porque no tiene capacidad para controlar la aplicación de los planes de manejo de las áreas forestales. Enfatizó que se debe fortalecer esta función, de lo contrario, dijo, no se logrará el objetivo del Servicio Nacional Forestal, ya que no existe otra entidad que pueda asumir este rol y, bajo este contexto, podría repetirse el caso del proyecto hidroeléctrico de Aysén. De este modo, recalcó que apoya un Servicio Nacional Forestal que efectivamente preserve y fiscalice al sector forestal y que esté compuesto por un equipo de profesionales que sean capaces de asumir la tarea que se les encomienda. Por todo lo anterior, reiteró, este proyecto de ley debe ser perfeccionado.

Luego, consultó al señor Ministro de Agricultura si este proyecto de ley en los términos que está es suficiente para resolver todas las contradicciones enunciadas por la Contraloría General de la República y si el Servicio Nacional Forestal será capaz de asumir su rol en materia de preservación. En cuanto a su rol de fomento del sector forestal, cuestionó que CONAF continúe dependiendo del Ministerio de Agricultura, ya que podría estar bajo la dependencia del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. En su opinión debe existir un órgano que se encargue de la preservación y de la fiscalización, y otro del fomento y de la producción forestal. En efecto, acotó, apoya la idea de separar las funciones de preservación y de fomento.

Con respecto al tema laboral, hizo presente que no está dispuesto a apoyar un proyecto de ley que cree un servicio público en el cual sus funcionarios se rijan por el Código del Trabajo y consideró que ésta es la oportunidad para aprobar la planta del personal del Servicio Nacional Forestal.

El señor Ministro de Agricultura reiteró que la urgencia de aprobar el presente proyecto de ley está dada por la necesidad de superar las observaciones que ha formulado el Tribunal Constitucional en todas las ocasiones en que han tramitado proyectos de ley vinculados al sector forestal y recordó que el Gobierno está por presentar dos nuevos proyectos de ley que se relacionan a este sector: uno, que reemplaza al decreto ley N° 701 y, otro, que regula el combate de incendios. Por tal razón, precisó que si no se aprueba esta iniciativa les resultará imposible avanzar en estos dos nuevos proyectos de ley.

En cuanto a los planteamientos de orden general que han formulado Sus Señorías, indicó que durante las conversaciones que sostuvieron durante esta semana, el Ejecutivo hizo presente su disposición para acoger las indicaciones que despejen las dudas respecto de la duplicidad de funciones.

Con respecto a los planteamientos de orden particular, recordó que las facultades fiscalizadoras de CONAF ya están reguladas en la Ley de Bosque Nativo y en el decreto ley N° 701. Sin perjuicio de lo anterior, informó que este proyecto de ley regula la condición de los funcionarios del Servicio Nacional Forestal para constituirlos como ministros de fe de manera que puedan cumplir mejor su rol fiscalizador.

En lo referente al tema de los trabajadores, reconoció que podría existir alguna duda respecto de la situación en que quedarán los trabajadores traspasados y señaló que se podría mejorar la redacción de la norma que garantice el resguardo de sus derechos, aunque, en su opinión, basta el texto del artículo cuarto transitorio que establece que este traspaso no podrá significar una disminución de remuneraciones, ni modificación alguna de sus derechos laborales y previsionales.

En materia de duplicidad de funciones, comentó que la mayor duda surge en relación a la función de conservación, ya que tanto el Servicio Nacional Forestal como el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas tienen esta atribución, pero con distinta finalidad. En efecto, precisó que la conservación puede darse con un enfoque productivo y también con un enfoque centrado en la preservación de la biodiversidad del país. Sin perjuicio de lo anterior, recalcó que si Sus Señorías están por precisar más esta función, el Ejecutivo estaría dispuesto a patrocinar las indicaciones que así lo hagan.

Por su parte, la señora Ministra del Medio Ambiente sugirió a Sus Señorías que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales conozca en forma paralela el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, para conocer ambos proyectos de ley en forma simultánea.

La Honorable Senadora señora Allende discrepó de lo planteado y señaló que prefiere que ambos proyectos de ley sean conocidos por estas Comisiones unidas.

El Honorable Senador señor Longueira concordó con lo expuesto por la Honorable Senadora señora Allende, ya que considera que lo más adecuado para aprobar una institucionalidad que asuma las funciones de fomento y de conservación de la biodiversidad del país sería que estas Comisiones unidas estudien y voten ambos proyectos de ley en forma simultánea.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación por el exiguo presupuesto de CONAF y consultó cómo será abordado en el presupuesto del año 2012, ya que todas las modificaciones que implican cambios deberían quedar reflejados en los recursos asignados a esta entidad.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que es fundamental conocer el sentido y la orientación que tendrá el proyecto de ley que reemplazará el decreto ley N° 701 antes votar en general el presente proyecto de ley.

Posteriormente, el Honorable Senador señor García hizo presente que, de acuerdo a las intervenciones de Sus Señorías, pareciera que no existe acuerdo para aprobar en general el presente proyecto de ley, por tal motivo preguntó si el ánimo era aplazar la votación para una próxima sesión.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, insistió en votar en general el presente proyecto de ley en esta sesión e hizo presente que así se acordó en la sesión pasada. Además, enfatizó que la iniciativa crea un servicio público con un objeto claro, con facultades precisas y que garantiza que el personal de CONAF no será perjudicado en sus derechos laborales. Agregó que CONAF es la expresión de una anomalía del sistema público chileno, y consideró una aberración que una corporación de derecho privado sea la entidad encargada de administrar el sector forestal. Por otra parte, estimó que no se puede condicionar la aprobación general de esta ley a una discusión detallada de su articulado, ya que esto es propio de la discusión particular. Adicionalmente, observó que tampoco se puede supeditar su aprobación en general al texto del proyecto de ley que reemplazará el decreto ley N° 701, mencionado por el Ministro de Agricultura, el cual aún no ha sido ingresado a tramitación.

El Honorable Senador señor Coloma concordó con lo expuesto por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, y recordó que este tema se viene planteando desde la tramitación de la Ley de Bosque Nativo, por lo cual expresó que no sería conveniente nuevamente postergar su votación en general.

En seguida, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que los Senadores de la Concertación están dispuestos a votar en la sesión de hoy la idea de legislar en la materia, en la medida que se cumplan las siguientes condiciones:

1.- Realizar un estudio simultáneo de este proyecto de ley y del que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.

2.- Incorporar en el informe de esta iniciativa legal la propuesta que realizaron los Honorables Senadores de la Concertación al Gobierno y la respuesta que el Ejecutivo formuló a la misma, de manera que quede establecida en la historia fidedigna de esta ley las indicaciones que el Gobierno se comprometió a patrocinar para mejorar el texto de este proyecto de ley.

3.- Antes de votar en general el presente proyecto de ley en la Sala del Senado, que el Gobierno presente un informe financiero más completo, en el que se precisen y se detallen todos los gastos asociados a la implementación de este Servicio con todas sus funciones y atribuciones.

4.- Tener claridad respecto de la situación de los trabajadores de CONAF, en especial sobre la planta del Servicio Nacional Forestal.

De este modo, resaltó que el voto en la Sala de los Senadores de la Concertación estará condicionado al cumplimiento de todos los requisitos antes expuestos.

A continuación, se transcribe literalmente, para la historia de la ley, la propuesta que los Honorables Senadores de la Concertación entregaron al señor Ministro de Agricultura, cuyo tenor es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL FORESTAL-CONAF

El propósito del proyecto es la creación de un servicio forestal descentralizado dependiente del Ministerio de Agricultura afecto al sistema de alta dirección pública. Para todos los efectos legales es continuador de la actual CONAF.

El proyecto busca solucionar el antiguo problema de la naturaleza jurídica de CONAF, una entidad privada que cumple funciones públicas y que a raíz del mandato expreso de la ley N° 20.417 se debe crear una nueva institucionalidad que la subsane.

Sin embargo, el articulado del proyecto no da la debida relevancia a temas claves para la nueva institucionalidad, como por ejemplo: la sustentabilidad en el desarrollo del sector forestal, las deficiencias en la determinación de competencias, la falta de especificidad de funciones y objetivos, y las condiciones laborales de los trabajadores del nuevo servicio.

Las principales deficiencias se plasman en los siguientes puntos:

1.- El proyecto resultaría pertinente siempre que le dé la debida relevancia a la sustentabilidad del sector forestal. El proyecto transforma a CONAF en un servicio público descentralizado, resolviendo un problema de naturaleza jurídica observado por el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República. Sin embargo, no crea un servicio de la envergadura requerida para este sector, no otorgándole herramientas sustantivas para abordar los desafíos de la sustentabilidad productiva del sector forestal, ni para fortalecer las facultades de fiscalización. 

2.- Superposición de competencias en temas de conservación ambiental en general y de biodiversidad y de áreas protegidas en particular. Esto se produce en dos ámbitos. Primero, en la necesidad en que el fomento del sector se base en el desarrollo sustentable, lo que implica la consideración de criterios de conservación de los recursos involucrados en todos los aspectos productivos. Segundo, la extensión de competencias hacia el ámbito estricto en materia de conservación, como por ejemplo en definición y fiscalización de políticas y normas con objetivos ambientales, implica claramente una sobreposición de competencias con el Ministerio de Medio Ambiente y con la propuesta del nuevo servicio de biodiversidad y áreas protegidas. Para evitar esta duplicidad de funciones se debería avanzar en diferenciar atribuciones en la siguiente línea:

a) Servicio forestal: Destinado al uso sustentable de los recursos forestales del país.

b) Servicio de biodiversidad: Destinado a la protección de la diversidad biológica, preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental.

c) Sistema de áreas protegidas: Destinado a la conservación, administración y seguimiento de una muestra representativa de la biodiversidad y el patrimonio ambiental contenidos en áreas públicas y privadas, marinas y terrestres, definidas como representativas y prioritarias.

3.- Falta de especificidad en las funciones del servicio. El articulado del proyecto es inconsistente y no se condice del todo con el objeto del servicio planteado. No es claro en señalar si el servicio tendrá una función netamente de fomento productivo e indica, aunque sin explicitarlo, al desarrollo sostenible como uno de los objetivos. En otras partes señala funciones de conservación ambiental neta. En esta materia se deberían especificar los alcances de los conceptos como preservación, conservación, protección y desarrollo sustentable de los recursos forestales y demás recursos relacionados. Además se debería especificar y ampliar las vinculaciones entre los usos productivos y otras funciones de la cubierta vegetal como son: gestión de cuencas, conservación de suelos, prevención y atención de desastres (como inundaciones, sequías, terremotos, incendios forestales, deslizamientos en masa, y tsunamis), gestión de plagas, generación de bienes y servicios ambientales (fijación de carbono, turismo de naturaleza, producción y calidad de aguas, etc), abastecimiento de leña, producción de energía, entre otros temas. Muchos de estos temas además de su valor de conservación también pueden tener una vertiente productiva.

4.- Falta explicitar cuál es el objeto de preocupación del servicio. El proyecto señala una multiplicidad de funciones sin determinar con exactitud el objeto de preocupación central señalando múltiples conceptos sin explicitación ni coherencia a lo largo de su desarrollo. 

Se propone como objeto del Servicio contribuir al fomento y desarrollo de la silvicultura, impulsando el incremento, manejo y aprovechamiento sustentable de los recursos forestales del país.

Por ejemplo, en las funciones y atribuciones del Servicio se debería:

- Agregar el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales.

- Suprimir la protección y conservación de los bosques y recursos naturales renovables asociados a ellos.

- Señalar que el servicio administre las reservas forestales, sean de su propiedad o cuya administración le corresponda, cuya finalidad sea el aprovechamiento y manejo productivo sustentable de las mismas.

- Señalar como función el proporcionar asistencia técnica, en forma directa o a través de terceros, a los pequeños y medianos propietarios forestales del país en materias relativas al manejo sustentable de los recursos forestales y su comercialización.

- Señalar como función, el aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas referidas al aprovechamiento y manejo sustentable de los recursos forestales, así como las referidas al uso del fuego en zonas rurales, a la prevención y combate de incendios forestales y a la prevención y control de plagas forestales no sometidas a control oficial.

5.- Implicancias de la continuidad legal de CONAF en el nuevo servicio. Necesidad de aclarar que el Servicio Forestal se fortalece en aquellas funciones y atribuciones que le está confiriendo el presente proyecto, excluyendo aquellas materias transferidas a otras instituciones. En este caso, la ley N° 20.417 le confiere competencias al Ministerio del Medio Ambiente, desarrolladas en el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, y que en la actualidad están siendo ejecutadas por CONAF. Para ello se debe trabajar para que la aprobación de este proyecto se haga en conjunto con el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. Lo anterior para evitar que existan áreas silvestres protegidas que sean temporalmente administradas por el Servicio Nacional Forestal. También se debería resguardar que la incorporación de los trabajadores al Servicio Nacional Forestal y al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas no signifique una disminución de remuneraciones ni modificación alguna de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.

6.- Régimen jurídico aplicable a los trabajadores. La actual regulación en materia laboral incluida en el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal, aplica normas de la Ley de Bases de la Administración del Estado a trabajadores regulados por el Código del Trabajo. Regular relaciones laborales mediante la superposición de normas no resulta aconsejable como herramienta legislativa recurrente. En el caso en particular, los trabajadores, a pesar de regular sus relaciones privadas mediante normas del sistema laboral establecido en el Código del Trabajo, estarán afectos al cumplimiento, y su correspondientes sanciones por incumplimiento, de normas aplicables a funcionarios públicos en razón de su investidura, lo cual podrá plasmarse en la posibilidad de incoar sumarios administrativos en contra de dichos trabajadores. Si bien estos sumarios no podrán ser causa suficiente para invocar el término de la relación laboral, si constituirán antecedente suficiente para la aplicación de la correspondiente causal de despido, establecida en algún numeral del artículo 160 del Código de Trabajo. De esta manera, el sumario administrativo correspondiente se transformará en prueba preconstituida, o al menos en un “antejuicio”, para efectos de un eventual proceso judicial laboral por despido injustificado o tutela laboral, para situaciones más graves. Lo anterior, significará una desventaja considerable para cualquier trabajador que considere que el sumario administrativo se llevó sin respeto a los principios del debido proceso y que la aplicación de su causal de despido resulta injustificada. Además, no es claro el proyecto en señalar de qué forma se procederá, una vez ocurrida una falta administrativa para aplicar la sanción correspondiente y un eventual término de la relación laboral.

Sin perjuicio de lo anterior, nuestro Código del Trabajo, en su artículo 160 Nº 1 letra a), contempla expresamente la falta de probidad del trabajador en el ejercicio de sus funciones, como causal de término, sin derecho a indemnización, de la relación laboral contractual. 

Por último debemos señalar, que el problema de aplicación de las normas de probidad administrativa contenidas en la Ley de Bases y en las normas establecidas en el Estatuto Administrativo, para trabajadores regulados por el Código del Trabajo, no deriva de la legalidad de dicha aplicación, sino más de la necesidad de la misma, considerando que las normas que se pretendieron aplicar supletoriamente en este tipo de relaciones laborales, apuntaban a derechos fundamentales que deben respetarse en toda relación laboral, sin importar la investidura o calidad del trabajador, como son el respeto por las normas de protección a la maternidad o las que dicen relación con el fuero laboral, y no aquellas relativas al desempeño de los trabajadores en sus correspondientes funciones.”.

En seguida, se transcribe la respuesta que el Ejecutivo formuló a los planteamientos antes reseñados, cuyo texto es el siguiente:

“1.- El proyecto resultaría pertinente siempre que le dé la debida relevancia a la sustentabilidad del sector forestal.

R. Las nuevas herramientas que CONAF requiere para abordar los desafíos de la nueva institucionalidad forestal pueden ser creadas justamente a partir de la transformación de la Corporación en un Servicio Público descentralizado. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Ejecutivo se encuentra disponible para patrocinar las indicaciones que sean necesarias para fortalecer o mejorar el proyecto de ley en lo que se refiere a funciones y atribuciones del nuevo Servicio Nacional Forestal, dados los requerimientos y desafíos del actual escenario.

2.- Superposición de competencias en temas de conservación ambiental en general y de biodiversidad y de áreas protegidas en particular.

R. Al comparar los proyectos de ley que crean los Servicios de Biodiversidad y Forestal, es posible constatar que el aspecto de la conservación mencionado en ambos, tiene un origen y un propósito distinto. En efecto, las funciones a ser ejecutadas por el Servicio de Biodiversidad se entienden referidas preferentemente al ámbito de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado y Privadas, en tanto que tratándose del Servicio Forestal, está referido a la actividad que se desarrolla fuera de esas áreas y especialmente en el ámbito productivo.

Analizando en detalle ambos proyectos, no se aprecia una superposición de funciones entre ambos Servicios, ya que el Servicio de Biodiversidad tiene como principal herramienta para el resguardo de la biodiversidad, la administración del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas Públicas y Privadas, con un patrimonio de cerca de 14,5 millones de hectáreas, es decir un 20% del territorio nacional. Pero además tiene como función fijar los criterios de conservación de la biodiversidad del país, para lo cual tiene 4 grandes herramientas: la clasificación de especies con problemas de conservación, los planes de recuperación, conservación y gestión de especies, planes de control y erradicación de especies exóticas e invasoras y la administración de los recursos genéticos.

Con estas herramientas el Servicio de Biodiversidad establece el marco regulatorio, que cada servicio sectorial debe aplicar y fiscalizar en su ámbito de acción. De este modo el Servicio Forestal dentro de las funciones establecidas en la ley debe incorporar los criterios de conservación de la biodiversidad en cada una de las actividades de fomento y fiscalización asociadas a los ecosistemas forestales.

Plantear un Servicio de Biodiversidad con competencias fiscalizadoras en el territorio no hace más que duplicar acciones y el gasto fiscal, además de generar confusión y burocratizar los trámites que deben efectuar los propietarios de estos recursos y los proyectos de desarrollo forestal.

3.- Falta de especificidad en las funciones del servicio.

R. Se acoge el planteamiento, por lo cual el Ejecutivo se encuentra disponible para patrocinar las indicaciones que sean necesarias para fortalecer o mejorar el proyecto de ley en lo que se refiere a funciones y atribuciones del nuevo Servicio Nacional Forestal.

4.- Falta explicitar cuál es el objeto de preocupación del servicio.

R. Se acoge el planteamiento, por lo cual el Ministerio de Agricultura ya está trabajando en mejorar aquellos contenidos del proyecto que se refieren a los objetos, funciones y atribuciones del nuevo Servicio Nacional Forestal en concordancia.

5.- Implicancias de la continuidad legal de CONAF en el nuevo servicio (de Biodiversidad).

R. Los proyectos de Ley que crean los servicios forestal y de biodiversidad fueron diseñados considerando un período de transición para el traspaso de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado al Servicio de Biodiversidad, mediante los artículos transitorios de ambos proyectos de ley (Art. 10 transitorio, proyecto de ley que crea el Servicio Forestal). Tales disposiciones discurren sobre la base de que CONAF asuma las funciones del Servicio de Biodiversidad, mientras esté pendiente la creación de este último servicio.

6.- Régimen jurídico aplicable a los trabajadores.

R. Se mantienen todos los derechos actuales de los trabajadores y las obligaciones laborales que tiene CONAF para con ellos.

Se regirán bajo el Código del Trabajo y las normas establecidas en el Reglamento Interno de Higiene, Orden y Seguridad. 

En la materia, actualmente, los trabajadores de CONAF no están sometidos a este tipo de responsabilidad (responsabilidad administrativa vía investigación sumaria y sumario administrativo). Es el Reglamento Interno de Orden Higiene y Seguridad el que establece, en sus artículos 55 y siguientes, la posibilidad de sancionar a los trabajadores que transgredan el mencionado reglamento. 

Sin embargo, el empleador deberá iniciar una investigación interna, la que es muy similar a la investigación sumaria establecida en el Estatuto Administrativo. Por otro lado, los trabajadores del Servicio Forestal, no serán despedidos (destituidos) producto de un sumario administrativo, debiendo tener presente las siguientes consideraciones: 

- La investigación sumaria y el sumario administrativo son procesos que permitirán al trabajador ejercer su defensa respecto de los cargos que se le imputan, en un procedimiento en el cual se deberá respetar el debido proceso. 

- La causal de despido invocada, para desvincular a un trabajador no sería la destitución ordenada en el sumario administrativo, sino que debería ser una de las señaladas en el Código del Trabajo, esto es, falta a la probidad, incumplimiento grave a las obligaciones que impone el contrato, pero sustentada en los hechos investigados y en lo resuelto en el sumario administrativo. 

Por lo anterior, es procedente que el personal del Servicio Nacional Forestal se encuentre sujeto a las normas del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, relativo a la probidad administrativa, y en consecuencia, quedar sujeto a la responsabilidad administrativa, por cuanto dicho Servicio pasará a formar parte de la Administración del Estado.

Reiteramos la disposición del Ministerio a analizar todas las mejoras que puedan sugerirse al proyecto de ley durante su discusión particular, de manera de obtener el mayor consenso posible respecto de cada una de sus normas.”.

- En mérito de lo expuesto, se puso en votación la idea de legislar, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorable Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Coloma, García, Horvath, Larraín, don Carlos, Longueira, Navarro y Quintana.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Agricultura y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“SERVICIO NACIONAL FORESTAL CONAF

TÍTULO I

DEL SERVICIO NACIONAL FORESTAL

Párrafo 1°

De la Naturaleza, Objeto y Facultades del Servicio

Artículo 1°.- Créase el Servicio Nacional Forestal como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Agricultura.

Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales. 

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.

El Servicio será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal de la Corporación Nacional Forestal, pudiendo utilizar como denominación abreviada la expresión "CONAF”. El Servicio deberá cumplir con todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y reglamentos en actual vigencia le hubieren conferido a la Corporación Nacional Forestal. Se entenderá que todas las menciones a la Corporación Nacional Forestal que se contengan en leyes, reglamentos, decretos, resoluciones, oficios, circulares, actos o contratos se refieren a este Servicio.

Artículo 2°.- El Servicio tendrá por objeto contribuir al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal. 

Artículo 3°.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderá al Servicio el ejercicio de las siguientes funciones y atribuciones:

a) Proponer al Ministerio de Agricultura las políticas, planes, programas y normas necesarias para el manejo del recurso forestal; 

b) Promover y ejecutar políticas públicas para el adecuado manejo y aprovechamiento de los bosques nativos y plantaciones establecidas por propietarios forestales; 
c) Promover el manejo del recurso forestal en cuencas hidrográficas para asegurar la producción y calidad de las aguas; 
d) Proponer o ejecutar las medidas y/o acciones silvícolas para evitar la erosión de los suelos y mejorar su fertilidad y drenaje; 
e) Elaborar y/o participar en la ejecución de los planes nacionales o regionales de desarrollo forestal y mejoramiento genético de los bosques y en los estudios y programas de investigación, protección y conservación de los bosques y recursos naturales renovables asociados a ellos; 
f) Administrar los bosques fiscales, formaciones xerofíticas en terrenos fiscales y las reservas forestales nacionales cuya finalidad principal sea el manejo productivo sustentable;
g) Proporcionar asistencia técnica, en forma directa o a través de terceros, a los pequeños y medianos propietarios forestales del país en materias relativas a la conservación, establecimiento, recuperación o manejo sustentable de los bosques y su comercialización; 

h) Producir plantas forestales y ornamentales, para sus propios fines o para entrega a terceros, bajo un rol subsidiario, a título gratuito u oneroso;
i) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas referidas al bosque nativo, formaciones xerofíticas y plantaciones forestales de especies nativas o introducidas, así como las referidas al uso del fuego en zonas rurales, a la prevención y combate de incendios forestales y a la prevención y control de plagas forestales no sometidas a control oficial;
Participar en el proceso de evaluación ambiental estratégica contemplado en el artículo 7 bis de la ley N°  19.300, y emitir pronunciamientos sobre las materias de su competencia en el marco del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Colaborar con programas internacionales, firmar convenios con organismos de otros países y, en general, participar de la cooperación internacional en materias de su competencia, dar seguimiento al desarrollo y la aplicación de convenciones internacionales sobre la materia cuando se lo encomiende el Ministerio de Agricultura;
Efectuar estudios, catastros e investigaciones para  conocer la magnitud y estado de los recursos naturales renovables forestales y formaciones xerofíticas y sus ecosistemas. Asimismo, podrá, realizar programas de educación, divulgación y capacitación, en cumplimiento de su objeto;
Administrar los fondos de concursos destinados por ley a la conservación, recuperación o manejo del bosque nativo, como también de aquellos destinados a la creación y manejo de plantaciones forestales;
Participar en la creación de personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, de las reguladas en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil; y
ñ) Las demás funciones que le encomienden las leyes.
Artículo 4°.- La dirección superior, la organización y la administración del Servicio corresponderán al Director quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. 
En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el director, con sujeción a la planta y la dotación máxima, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.
Le corresponderá también al Director establecer las tarifas que deban cobrarse por las prestaciones y servicios que se efectúen; así como asignar al personal del Servicio el carácter de fiscalizador para realizar determinadas labores. 
Párrafo 2° Del Patrimonio

Artículo 5º.- El patrimonio del Servicio estará formado por;

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales transferidos de la Corporación Nacional Forestal a esta entidad;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

e) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades;

f) Los frutos naturales o civiles que produzcan los bienes propios o que administre el Servicio, comprendiéndose entre ellos los derechos que se convengan con terceros por el uso y explotación de los mismos;

g) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución de su Director Nacional; y

h) Otros ingresos previstos en la ley. 

Párrafo 3° Del Personal

Artículo 6°.- Las personas que presten servicios en el Servicio Nacional Forestal se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.

Artículo 7°.- El personal del Servicio Nacional Forestal estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.
Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.
Artículo 8°.- El personal del Servicio Nacional Forestal salvo, aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.
Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.
Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 9°.- Deróguese la ley N° 18.348, crea la Corporación Nacional Forestal y de protección de recursos naturales renovables.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Se entenderán traspasados, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Nacional Forestal, todos los bienes, derechos y obligaciones que correspondan a la Corporación Nacional Forestal, entidad de derecho privado cuyos estatutos fueron aprobados y modificados por decretos supremos del Ministerio de Justicia N°s.728, de 5 de mayo de 1970, 455, de 19 de abril de 1973,  733, de 27 de julio de 1983, 3153, de 17 de octubre de 2007 y 1546, de 21 de abril de 2009, respectivamente.

Artículo segundo.- A solicitud del Director del Servicio, los Conservadores de Bienes Raíces practicarán, respecto de los inmuebles inscritos a nombre de la Corporación Nacional Forestal, en cada caso, una subinscripción al margen de la respectiva inscripción de dominio, en la que se dejará constancia de que el inmueble de que se trate ha pasado a dominio del Servicio.

En todo caso, los Conservadores, de oficio, efectuarán dicha anotación cuando deban practicar cualquier inscripción relativa a los inmuebles del Servicio.

Tanto las inscripciones, subinscripciones y certificaciones que se efectuaren serán a título gratuito.

Artículo tercero.- Mientras el Director Nacional del Servicio, no disponga la modificación de los registros, inscripciones declaraciones contables y tributarias; cuentas corrientes bancarias y en instituciones financieras, de depósito, de ahorro y cuentas especiales; registros de firma; registros de importación y exportación y cualquier otra inscripción, declaración o registro, se entenderá que éstas se mantienen a nombre del Servicio Nacional Forestal.

Artículo cuarto.- Los trabajadores que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren prestando labores en la Corporación Nacional Forestal continuarán como dependientes del Servicio en los mismos términos y condiciones de sus actuales contratos.  Para estos efectos, el Director Nacional del Servicio dentro del plazo de noventa  días, contado desde la publicación de la presente Ley, procederá a suscribir los contratos de trabajo e incorporarlos en la unidad respectiva. Esta incorporación no podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación alguna de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.

Artículo quinto.- El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Servicio Nacional Forestal. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido a la Corporación Nacional Forestal como en el Servicio que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.
Artículo sexto.- El reglamento interno de Orden, Higiene y Seguridad que se estuviese aplicando al momento de publicarse esta Ley se mantendrá vigente mientras el Servicio Forestal no dicté aquel que lo reemplazará. 

Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas del personal del Servicio Forestal y el régimen de remuneraciones aplicable a su personal.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como la dotación máxima de personal.

Del mismo modo, el Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades del  Servicio. 

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado; y

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

Artículo octavo.- Al momento de incorporarse el Servicio Forestal al Sistema de Alta Dirección Pública, los funcionarios que se encuentren desempeñando los cargos a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 20.300, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo noveno.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional Forestal y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo décimo.- Las Áreas Silvestres Protegidas del Estado, que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren bajo la administración de la Corporación Nacional Forestal, continuaran siendo administradas por el Servicio Nacional Forestal de conformidad a la normativa vigente y mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 2, 9, 16 y de 30 mayo, y 6 de junio de 2011 con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi, Soledad Alvear Valenzuela y Ximena Rincón González (Soledad Alvear Valenzuela), y señores Juan Antonio Coloma Correa (Pablo Longueira Montes), Antonio Horvath Kiss (José García Ruminot), Carlos Larraín Peña, Pablo Longueira Montes (Juan Antonio Coloma Correa), Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal (Isabel Allende Bussi).

Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2011.


(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

                                         Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.828, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR

(7075-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República señor Sebastián Piñera.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa, asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Desarrollo y Planificación, señor Felipe Kast, y la asesora legislativa de esa Secretaría, señora Anne Traub.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Trasladar la vinculación que tiene el Servicio Nacional del Adulto Mayor con el Presidente de la República desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación.

- - -


De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez, por estar contenida en un texto de artículo único.

- - -

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


- Ley Nº 19.818, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor. 

2.2. De Hecho


Expresa el mensaje que la modernización del Estado constituye uno de los ejes centrales de la actual Administración. En esa línea, se ha revisado la relación que debiera existir entre el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) y el Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), en razón de que el primero es un servicio público descentralizado que actualmente se vincula con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (MINSEGPRES), vinculación que da lugar a graves falencias conceptuales y técnicas en el esquema que opera el SENAMA. Conceptuales, puesto que no se relaciona con el ministerio que naturalmente le corresponde; y técnicas, porque esa incoherencia genera problemas de coordinación que esta iniciativa pretende resolver. 


Recuerda el mensaje que con fecha 7 de enero de 1999 ingresó a tramitación en la Honorable Cámara de Diputados el mensaje que creaba el SENAMA, que se hacía necesario por la importancia de la generación de políticas públicas para el segmento etario constituido por la tercera edad. Pese al perfil técnico de la nueva institución, fue sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del MINSEGRPRES, principalmente por las siguientes razones a que alude el citado mensaje:


Uno) El hecho de que el antiguo Comité Nacional para el Adulto Mayor se vinculaba con dicho Ministerio.


Dos) Garantizar “la multidisciplinariedad de una políticas social tan importante como la del adulto mayor”.  


Agrega el mensaje que durante la tramitación de la iniciativa descrita (que se concretó en la ley N° 19.828) se plantearon dudas respecto de esta vinculación. A mayor abundamiento, señala que la Comisión de Hacienda del Senado, con fecha 5 de julio de 2002, remitió un oficio al Ejecutivo solicitando reconsiderar el órgano por el cual se relaciona el SENAMA con el Presidente de la República. La sugerencia, a pesar del apoyo transversal de diversos sectores parlamentarios, no fue considerada.


Modificar esa dependencia -continúa el mensaje- permitirá beneficiar a los adultos mayores de manera más coordinada y con una focalización propia de la misión del MIDEPLAN.


Respecto de los objetivos del proyecto, expresa el mensaje que la situación de los adultos mayores ha aumentado en complejidad, particularmente en lo que dice relación con las cifras que hoy indican que el envejecimiento de la población nacional es un fenómeno que requiere especial atención por parte del Estado. A modo de ejemplo, menciona que de acuerdo a datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) el grupo de adultos mayores representaba en el año 1952 el 6,5% del total de la población del país, en circunstancias de que al año 2002 (último Censo) ese porcentaje ascendió al 11,2%. Según la encuesta CASEN del año 2006, los adultos mayores representaban el 13%, tendencia que demuestra el aumento progresivo que implica, según una proyección del mismo SENAMA, una esperanza de vida que pasará a ser de 80,2 años. 


Todo lo anterior genera un nuevo escenario en el cual las políticas públicas dirigidas a este sector de la población se transforman en prioritarias, cuestión que implica alcanzar una adecuada coordinación entre los órganos planificadores y ejecutores de estos planes y programas, como también de la necesaria profesionalización de las instituciones públicas encargadas de la gestión. 


Por las razones anotadas, el mensaje destaca la importancia de cambiar la vinculación que hoy tiene el SENAMA con el Presidente de la República desde MINSEGPRES a MIDEPLAN. La razón fundamental, arguye, radica en que no existe una vinculación lógica entre ambas instituciones (MINSEGPRES y SENAMA), puesto que ambas tienen una naturaleza diversa y competencias distintas, lo que produce problemas que impiden el desarrollo de planes, políticas y programas hacia el segmento del adulto mayor. Dicha vinculación afirma el mensaje, debe ser con el MIDEPLAN, puesto que el papel del SENAMA es esencialmente de ejecutor de políticas sociales a favor de ese segmento etario. 


En esta misma línea -continúa el mensaje-, el MINSEGPRES tiene como misión una función asesora del Presidente de la República en el ámbito político y técnico, y no es un órgano planificador o evaluador de políticas públicas en materias sociales, por lo que carece de los medios necesarios para responder al desafío de planificar y ejecutar este tipo de políticas, lo que acentúa la desconexión entre el órgano planificador y el ejecutor de planes y programas de esta índole generando espacios de coordinación entre los respectivos ministerios y sus servicios dependientes. Agrega que, de esta manera, parece lógico que el Ministerio con el cual el SENAMA debe estar vinculado sea MIDEPLAN, toda vez que es el órgano planificador de políticas sociales en Chile de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1° de la ley N° 18.989, norma que le encarga asesorar al Presidente de la República en el “diseño y aplicación de políticas, planes y programas del desarrollo nacional” y de “armonizar y coordinar las diferentes iniciativas del sector público encaminados a erradicar la pobreza”. Asimismo, recuerda que es función de esta cartera “disponer los estudios de base para el diagnóstico de la situación de las personas con discapacidad y otros grupos vulnerables de la sociedad y proponer políticas y normas sobre la materia” (artículo 2°, letra h)). 


De acuerdo a los antecedentes descritos, afirma el mensaje que el SENAMA debe radicarse la dependencia del SENAMA con el Presidente de la República por intermedio de MIDEPLAN.


En relación con el mejoramiento de la gestión, expresa que el proyecto precisa que quienes se encuentren habilitados para postular al cargo de Director Nacional del SENAMA sean los que tengan a lo menos cinco años de experiencia laboral en funciones de dirección y administración, las que pueden haber sido ejercidas tanto en el sector público como en el privado, tal como se desprende del artículo 4° del Código del Trabajo. 


Otro asunto relacionado con el mejoramiento de la gestión es el referido a los Comités Regionales para el Adulto Mayor que administran el Fondo Concursable. En su nueva integración se incluye al Secretario Regional de Planificación y Coordinación, quien, además, presidirá el Comité, permitiendo al Intendente designar los demás integrantes de acuerdo con el Reglamento de los Comités Regionales para el Adulto mayor, contenido en el decreto supremo N° 95, del MINSEGPRES, de 2003. 


Respecto del contenido de este proyecto, explica el mensaje que se modifica la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, en el sentido de vincular orgánicamente el SENAMA al MIDEPLAN e introducir ciertos cambios en la gestión interna del primero de ellos  y de otros organismos vinculados a ese servicio. 


De acuerdo con lo anterior, los objetivos del proyecto pueden resumirse en los siguientes puntos: 


1. Transferir el ejercicio de la supervigilancia presidencial sobre SENAMA a MIDEPLAN.


2. Trasladar competencias normativas a MIDEPLAN respecto del Reglamento que regula el “Fondo Nacional del Adulto Mayor”.


3. Permitir que personas que hubiesen desarrollado “funciones de dirección y administración” tanto en la Administración Pública como en el mundo privado puedan postular al cargo de Director Nacional de SENAMA.


4. Designar al Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación respectivo como presidente del correspondiente Comité Regional para el Adulto Mayor.

III. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto está estructurado en un artículo único compuesto, a su vez, por cuatro numerales que introducen diversas modificaciones a la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor.


El número uno reemplaza en el inciso primero del artículo segundo de la mencionada ley, la expresión “a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “a través del Ministerio de Planificación”. La norma vigente crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor como un servicio público, funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por medio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  


Por su parte, el número dos sustituye en el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N° 19.828 la expresión “mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “Mediante decreto supremo del Ministerio de Planificación”. El referido artículo séptimo crea un fondo concursable para el financiamiento de iniciativas de apoyo al adulto mayor (inciso primero). Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (que también deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda) se dictará el reglamento que regule la operación del señalado fondo. 


A su turno, el número tres del artículo único del texto de la Honorable Cámara de Diputados reemplaza en el párrafo segundo del número I del artículo décimo de la citada ley la frase “Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos” por “Experiencia laboral de cinco años en funciones de dirección y administración”. La norma vigente establece los requisitos especiales de ingreso y promoción en los cargos de planta contenidos en el artículo décimo (Cargos de exclusiva confianza: Director y Jefes de Departamento.). 


Finalmente, el número cuatro sustituye en el inciso segundo del artículo doce de la ley que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor la oración “Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente” por “Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación”. El mencionado artículo crea los Comités Regionales para el Adulto Mayor como órganos encargados de ejecutar las acciones de política y de administración del fondo concursable al que se refiere el artículo séptimo descrito en un párrafo precedente (inciso primero). Estos Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente y estarán integrados, además, por otros Secretarios Regionales Ministeriales que designe esa misma actividad regional.

IV. DEBATE EN GENERAL Y EN PARTICULAR


En la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto, el Ministro de Planificación, señor Felipe Kast, expresó que el proyecto busca una mejor coordinación en la planificación y ejecución de los planes, políticas y programas dirigidos al adulto mayor, particularmente en lo que dice relación con dependencia de dicho servicio, trasladándola desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación. 


Agregó que el proyecto inició su tramitación durante el año 2010 en la Honorable Cámara de Diputados, tiempo que ha permitido sociabilizar su contenido con todos los sectores involucrados, entre lo que están los funcionarios de este servicio. 


Señaló que el proyecto se refiere a los siguientes cuatro aspectos:


Uno) Transferir el ejercicio de la supervigilancia presidencial sobre SENAMA a MIDEPLAN.


El proyecto modifica el artículo 2° inciso primero de la ley Nº 19.828, con el objeto de traspasar a MIDEPLAN el ejercicio de la supervigilancia presidencial sobre SENAMA. Hoy dicha supervigilancia es ejercida a través de MINSEGPRES.


2. Transferir competencias normativas a MIDEPLAN respecto del Reglamento que regula el “Fondo Nacional del Adulto Mayor”.


Por medio de la modificación del artículo 7°, inciso segundo, de la misma ley, se busca que cualquier nuevo decreto o modificación reglamentaria respecto del “Fondo Concursable de Financiamiento de Iniciativas de Apoyo Directo al Adulto Mayor”, se efectúe a través de un decreto supremo de MIDEPLAN, sin requerirse la intervención de MINSEGPRES.


3. Permitir que personas que hubiesen desarrollado “funciones de dirección y administración” tanto en la Administración Pública como en el mundo privado puedan postular al cargo de Director Nacional de SENAMA.


Respecto de los requisitos para ser designado Director Nacional de SENAMA, explicó que por medio de una modificación del artículo 10 de la ley N° 19.828, el proyecto precisa que pueden postular al cargo de Director Nacional de SENAMA personas que hubiesen desarrollado funciones de dirección y administración tanto en el Estado como en el mundo privado.


4. Designar al Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación respectivo como presidente del correspondiente Comité Regional para el Adulto Mayor.


Finalmente, expresó que el proyecto modifica el artículo 12, inciso segundo, de la ley N° 19.828, estableciendo que la presidencia de los Comités Regionales para el Adulto Mayor corresponderá al Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación, sin perjuicio de las atribuciones que tienen los Intendentes Regionales respecto de las demás designaciones de Secretarios Regionales Ministeriales al interior de los comités. Hoy día el Intendente discrecionalmente designa como presidente del referido Comité al Secretario Regional Ministerial que estime conveniente.


Puesta en votación esta iniciativa, fue aprobada en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos propuestos en el texto de la Honorable Cámara de Diputados.

La misma unanimidad solicitó hacer constar en este informe de la importancia de la implementación y ejecución de políticas para el adulto mayor, las que han tenido un relevante efecto en materia de integración de este sector.

- - -


En consecuencia, esta Comisión propone a la Sala la aprobación, en general y en particular, del siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la Ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor de la forma que sigue:


1. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión "a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "a través del Ministerio de Planificación".


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión "Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "Mediante decreto supremo del Ministerio de Planificación".


3. Sustitúyense en el párrafo segundo del número I. del artículo 10, los  términos "-Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos" por "-Experiencia laboral de cinco años en funciones de dirección y administración".


4. Sustitúyese en el inciso segundo del  artículo 12, la locución "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente", por "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pérez Varela (Presidente), Bianchi, Sabag y Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.828, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR

(7075-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, y el asesor, señor Andrés Sotomayor.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que lo discutió en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Trasladar la vinculación que tiene el Servicio Nacional del Adulto Mayor con el Presidente de la República desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia al Ministerio de Planificación.

- - -

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 1., 2. y 4. del artículo único del proyecto, en los términos en que fueran aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 



Previo a la discusión de las normas precedentemente referidas, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, expresó que la finalidad de la iniciativa es fijar la dependencia definitiva del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) en el órgano encargado de generar las políticas públicas destinadas a los sectores más vulnerables de la población, el Ministerio de Planificación, y ya no donde se sitúa actualmente, en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tal es el vínculo que existe con la primera de dichas carteras, subrayó, que en la propia ley de presupuestos para el año 2011, el programa se encuentra en aquella partida. 


Recordó, además, que en la discusión del proyecto de ley que significó, a la postre, la creación del SENAMA, la propia Comisión de Hacienda del Senado ofició al Ejecutivo solicitando que la dependencia del Servicio se radicara en el Ministerio de Planificación.

DISCUSIÓN

Artículo único


Modifica, mediante cuatro numerales, la ley N° 19.828, que creó el SENAMA.

Número 1.


El número 1. reemplaza en el inciso primero del artículo 2° de la mencionada ley, la expresión “a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “a través del Ministerio de Planificación”. Cabe señalar que la norma vigente crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor como un servicio público, funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por medio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  

Número 2.


El número 2. sustituye en el inciso segundo del artículo 7° de la antes referida ley, la expresión “mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “Mediante decreto supremo del Ministerio de Planificación”. Dicho artículo 7° crea un fondo concursable para el financiamiento de iniciativas de apoyo al adulto mayor (inciso primero). Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (que también deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda) se dictará el reglamento que regule la operación del señalado fondo. 

Número 4.


El número 4. Sustituye, en el inciso segundo del  artículo 12, la locución "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente", por "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación".".

Puestos en votación los números 1., 2. y 4. del artículo único del proyecto de ley, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Novoa. 

- - -

INFORME FINANCIERO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de julio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Ley tiene por objeto vincular orgánicamente SENAMA a MIDEPLAN, que actualmente se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (MINSEGPRES). Adicionalmente, se introducen modificaciones en la gestión interna de SENAMA y de organismos vinculados a este servicio, como los Comités Regionales del Adulto Mayor.

Debido que existe la necesidad de alcanzar una adecuada coordinación entre los órganos planificadores y ejecutores de políticas públicas, es necesario cambiar la vinculación que hoy tiene SENAMA con el Presidente de la República desde MINSEGPRES a MIDEPLAN. La razón fundamental de esta modificación es que conceptualmente no existe una vinculación lógica entre SENAMA y SEGPRES. SENAMA, en cuanto servicio público, su papel es esencialmente el de ejecutor de políticas sociales a favor de los adultos mayores. MINSEGPRES, como ministerio, no es aquel llamado a diseñar las políticas públicas que SENAMA, servicio público, debe ejecutar, sino MIDEPLAN, porque éste es el órgano planificador de políticas sociales en Chile.

En cuanto a la gestión de los Comités Regionales para el Adulto Mayor, quienes fundamentalmente administran el Fondo Concursable para el Adulto Mayor, se incluye al Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación, quien además presidirá cada Comité, lo que permitirá generar un mayor y mejor debate respecto a la asignación de los proyectos para adultos mayores en regiones.

La aplicación de esta ley no tiene impacto presupuestario.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la Ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor de la forma que sigue:


1. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión "a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "a través del Ministerio de Planificación".


2. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión "Mediante decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia" por "Mediante decreto supremo del Ministerio de Planificación".


3. Sustitúyense en el párrafo segundo del número I. del artículo 10, los  términos "-Experiencia laboral de cinco años en cargos directivos" por "-Experiencia laboral de cinco años en funciones de dirección y administración".


4. Sustitúyese en el inciso segundo del  artículo 12, la locución "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial que nombre el Intendente", por "Los Comités serán presididos por el Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ Y CANTERO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PENAS POR MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD Y BAJO LA INFLUENCIA DEL ALCOHOL

(7266-07)

I
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero Ojeda y José Antonio Gómez Urrutia.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistió el Honorable Senador señor Cantero.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González y del Asesor Legislativo de la Subsecretaria de Transportes, señor Nicolás Muñoz.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El presente proyecto de ley modifica la Ley de Tránsito, el Código Penal, el Código Procesal Penal y el Decreto Ley N° 321, haciendo más rigurosa la aplicación de las normas penales, fijando pautas claras en sus procedimientos, disminuyendo los niveles de tolerancia contenidos en la Ley de Tránsito sobre las dosificaciones de alcohol en la sangre que definen la conducción en “Estado de Ebriedad” y “Bajo la Influencia del Alcohol”, aumentando las sanciones relativas a la suspensión de licencia y multas, haciéndose cargo de los distintos tipos de consecuencias que tengan sobre las personas y la propiedad, considerando esta conducta como una circunstancia agravante de un delito en el artículo 12 del Código Penal; además se establecen limitaciones para la revocación de la prisión preventiva de los imputados en alguna de estas conductas interviniendo el Código Procesal Penal y, por último, modifica el Decreto Ley Nº 321 sobre libertad condicional, con la finalidad de que el que haya sido sentenciado por manejo en estado de ebriedad, influencia del alcohol o exceso de velocidad con resultado de muerte o las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1 del Código Penal, cumpla efectivamente al menos la mitad de la pena de privación de libertad a la que fue condenado.
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 18.290, de Tránsito. Se modifican sus artículos 111, 167, 175, 177, 178, 192, 193, 196, 197, 198, 204, 208, 209, 211, 215 y 217.


2.- Código Penal. Se modifican sus artículos 12 y 49.


3.- Código Procesal Penal. Se enmienda su artículo 149.


4.- Decreto Ley Nº 321, de 12 de marzo de 1925, del Ministerio de Justicia que establece la libertad condicional para los penados. Se modifica su artículo 3º. 


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que los accidentes de tránsito son una de las principales causas de muerte en nuestro país las que se deben principalmente a las imprudencias cometidas por los conductores, destacando de manera preocupante la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol y las drogas y la conducción a exceso de velocidad. 


Las conductas señaladas constituyen situaciones irresponsables por parte de quienes las ejecutan, y son de suyo prevenibles, las que ponen peligrosamente en riesgo la vida, la salud, la propiedad y la seguridad de la propia persona que realiza tal transgresión o de terceras inocentes. En este entendido, debe quedar claramente establecido en la legislación pertinente el primerísimo valor que el Estado otorga a estos bienes jurídicos y, a su vez, la alta condena que la sociedad da a quienes manifiesten estos comportamientos, lo que debería expresar como consecuencia la aplicación de un sistema menos permisivo y, a su vez, más moderno, tanto en su aspecto penal, procesal y administrativo, que apunte a internalizar en la población la gran responsabilidad que significa conducir un vehículo y de esta manera contribuir a mitigar y disminuir la accidentabilidad de tránsito producto de estas causas.


El presente proyecto de ley  modifica la Ley de Tránsito, el Código Penal, el Código Procesal Penal y el Decreto Ley N° 321, haciendo más rigurosa la aplicación de las normas penales, fijando pautas claras en sus procedimientos, disminuyendo los niveles de tolerancia establecidos en la Ley de Tránsito sobre las dosificaciones de alcohol en la sangre que definen la conducción en “Estado de Ebriedad” y “Bajo la Influencia del Alcohol”, aumentando las sanciones relativas a la suspensión de licencia y multas, haciéndose cargo de los distintos tipos de consecuencias que tengan sobre las personas y la propiedad, estableciendo esta conducta como una circunstancia agravante de un delito en el artículo 12 del Código Penal; además se establecen limitaciones para la revocación de la prisión preventiva de los imputados en alguna de estas conductas interviniendo el Código Procesal Penal y, por último, modifica el Decreto Ley Nº 321 sobre libertad condicional, con el objeto de que el que haya sido sentenciado por manejo en estado de ebriedad, influencia del alcohol o exceso de velocidad con resultado de muerte o las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1 del Código Penal, cumpla efectivamente al menos la mitad de la pena de privación de libertad a la que fue condenado.


La región de Antofagasta no es ajena a esta realidad y su comunidad ha emprendido acciones destinadas a la prevención de accidentes del tránsito tal como la campaña “Aún te Espero”. La presente iniciativa legal surge en el contexto del llamado a diversas autoridades por parte de los impulsores de esta campaña para emprender acciones en sus respectivos quehaceres para potenciarla y/o complementarla, entendiendo que los esfuerzos destinados a la prevención son de sumo necesarios y pertinentes, pero que se requieren, a la vez, otro tipo de medidas como las aquí propuestas, para que en conjunto sean capaz de modificar estas nocivas conductas en la población. 


La Campaña ha contado desde hace 5 años con el decidido apoyo de diversas organizaciones de la sociedad civil de la Región de Antofagasta, de Carabineros de Chile, empresas, medios de comunicación y autoridades políticas municipales y regionales. 


Se inició el año 2006 y ya cuenta con cinco fases. Apela a internalizar en la comunidad lo que significaría perder un padre, hijo, hermano u otro ser querido. Sus objetivos han sido tanto educar y sensibilizar a los ciudadanos de la Región, apelando a la responsabilidad y dejando en evidencia situaciones reales que sufren los accidentados de tránsito, como disminuir los accidentes de tránsito y construir una ciudad libre de accidentes, reconocida tanto por su cultura de prevención como por integrar la seguridad y calidad de vida como un valor compartido.


Por medio de un convenio con distintas empresas del rubro minero y de transporte, se inició la primera versión de esta iniciativa, buscando llevar el mensaje a la comunidad y posicionarla como una campaña de índole social que se desarrollará y potenciará en el tiempo.


El año 2007, la segunda versión se denominó “Yo Me Sumo”. Logró altos índices de reconocimiento por parte de la comunidad y fue premiada por distintos organismos sociales y gubernamentales por su compromiso en la prevención de accidentes del tránsito, generando conciencia y logrando avances en materias de seguridad.


Con la tercera fase, el año 2008 famosa se hizo “la pulsera del conductor designado”, la cual consistió en que distintas personas del mundo empresarial, de gobierno y del espectáculo la entregaran a los jóvenes, camino a los “carretes”, como símbolo de su compromiso de no consumir alcohol esa noche y llevar a sus amigos sanos y salvos de vuelta a casa.


El año 2009 llegó la hora del compromiso interregional, logrando que no sólo Antofagasta sino también otras ciudades del país se sumaran a esta iniciativa, a través de la cuarta etapa denominada “Yo Me Comprometo”.


Desde entonces distintas ciudades de Chile se han sumado a esta Campaña, realizando actividades específicas en nombre de ella, destacándose Iquique, Calama, Valparaíso, Concepción, Coyhaique, Puerto Montt, Temuco, Aysén, Curicó y Copiapó.


En junio de 2010, se lanzó la V versión denominada “Yo me cuido”, reestructurándose sus mensajes, por medio de la creación de dos personajes referentes a la luz roja y verde del semáforo, y por los cuales se relacionó directamente con niños para llamar su atención.


En lo que va del presente año en la región de Antofagasta se han recorrido distintas faenas mineras y empresas adheridas a la Mutual de Seguridad, presentándoles la iniciativa y comprometiéndolas a educar a sus trabajadores en materia de autocuidado y seguridad en sus lugares de trabajo o en sus casas, tanto a conductores como a  peatones. Carabineros, El Mercurio, Minera Escondida, Barrick Zaldívar, Minera El Tesoro, Minera Esperanza, Linsa Transportes y recientemente integrada la empresa minera Anglo American Chile División Mantos Blancos, todos impulsores de la campaña, realizan actividades internas y para la comunidad.


Se han realizado reuniones de trabajo con diversas autoridades para implementar los programas de Zona y Comunidad Segura, entre ellas el General de la II Zona de Carabineros, el Comandante de Bomberos y la Alcaldesa de Antofagasta. Asimismo, se está trabajando con niños de los jardines infantiles, presentándoles el sitio web de Educación Vial y reforzando desde la infancia las buenas prácticas en la prevención de accidentes de tránsito.


Finalmente, la Moción destaca el gran aporte que ha significado para la comunidad la contratación de un servicio de  rescate aéreo para víctimas de accidentes de tránsito en carreteras y próximamente se entregará un equipo de teléfono satelital al SAMU de Antofagasta, para mejorar el problema de falta de comunicación en las denominadas zonas de silencios de las carreteras nortinas.


Las altas cifras de accidentabilidad de tránsito asociadas al consumo de alcohol obligan a tomar medidas drásticas.


En el plano de los efectos del alcohol en la conducción se ha demostrado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) que el consumo de alcohol aumenta el riesgo de sufrir un accidente de tránsito porque reduce la capacidad psicomotora, la de las funciones visual y auditiva, produce perturbaciones en el campo perceptivo, cansancio, somnolencia, fatiga muscular e importantes efectos sobre el comportamiento y la conducta, tales como provocar reacciones de euforia, agresividad, acciones temerarias, etc.


Esto se traduce en que en el período 2000-2009 la cantidad de personas fallecidas por accidentes de tránsito en el país, en las cuales estuvo asociada la presencia de alcohol (en conductores, pasajeros o peatones) ascendió a 3.346 casos de un total de 38.884 accidentes asociados a esta causa, situación que ubicó a este tipo de accidentes en el segundo lugar en materia de mortalidad, después de la imprudencia de los peatones, representando el 20,66% de las muertes totales por accidentes de tránsito. A esto hay que sumarle los 49.050 lesionados de diversa consideración producto de la relación entre alcohol y conducción. Estos datos significan que cada 26 horas muere una persona por esta causa y cada 1,8 horas resulta una lesionada.


En el año 2009 los siniestros de tránsito en los cuales se asoció como causa principal el consumo de alcohol en los participantes alcanzaron la suma de 4.626 sucesos, con la pérdida de 313 vidas humanas y otros 5.582 lesionados. En la Región de Antofagasta durante el año 2009 ocurrieron 169 siniestros, con 7 fallecidos y 273 lesionados, 36 de ellos graves.


La Moción destaca que la mayor cantidad de siniestros de tránsito, causados por la presencia de alcohol, se producen durante las madrugadas de los fines de semana. El 53% de los fallecidos por esta causa se concentró un día sábado o domingo. También el grupo de edad de mayor participación en este tipo de siniestros comprendió a personas entre los 19 y los 33 años de edad. Por su parte, la mayor mortalidad se concentró también en jóvenes con 107 víctimas fatales, cifra que representó el 34,19% del total de fallecidos por esta causa. A su vez, la misma categoría de jóvenes concentró la mayor cantidad de lesionados (2.673 equivalente a 47,89% del total).


Sobre los efectos del consumo de alcohol en la conducción y la Alcoholemia, el proyecto de ley señala que nuestra legislación distingue entre la conducción bajo la influencia del alcohol y la conducción en estado de ebriedad, según la cantidad de alcohol en la sangre, considerando los distintos efectos sobre las facultades necesarias para ejecutar la conducción o desempeño de vehículos y estableciendo una penalidad diferenciada para cada una de ellas. Esto con la necesidad de acentuar que el consumo excesivo de alcohol (Estado de Ebriedad) asociado a la conducción debe ser reprimido con una penalidad distinta de un consumo considerado no excesivo (Bajo la Influencia del Alcohol).


Las dosis toleradas en la legislación para conducir, tienen asociada una serie de efectos sobre el organismo que aumentan considerablemente las probabilidades de sufrir accidentes de tránsito si es que la conducción se hace en estas condiciones. 


Según la OMS los efectos del alcohol en el organismo son el aumento de las frecuencias cardíacas y respiratorias, la disminución de diversas funciones cerebrales centrales, el comportamiento incoherente al ejecutar tareas, la disminución del discernimiento y pérdida de inhibiciones y la sensación moderada de exaltación, relajación y placer, la sedación fisiológica de casi todos los sistemas, la disminución de la atención y del estado de alerta, reflejos más lentos, el deterioro de la coordinación y disminución de la fuerza muscular, la reducción de la capacidad de tomar decisiones racionales o de ejercer el discernimiento, el aumento de la ansiedad y la depresión y la disminución de la paciencia.


Asimismo, otros efectos sobre el organismo son: reflejos considerablemente más lentos, deterioro del equilibrio y el movimiento, deterioro de algunas funciones visuales, articulación confusa de las palabras y vómitos, especialmente cuando se alcanza con rapidez este nivel de alcoholemia.


Los autores de la Moción señalan que estos antecedentes los llevan a proponer al Congreso este proyecto de ley que disminuye la cantidad de alcohol en la sangre que se considera estado de ebriedad, desde 1 gramo de alcohol por litro de sangre a 0,5, y a su vez establece que el estado “bajo la influencia del alcohol” sea el que va entre 0,1 y 0,5 gramos de alcohol por litro de sangre debido a que los conductores que han bebido, cualquiera sea la cantidad, están expuestos a un riesgo de verse involucrados en accidentes mucho mayor que el que corren los conductores que no han consumido bebidas alcohólicas, y ese riesgo se incrementa con rapidez al aumentar la concentración de alcohol en la sangre. En este sentido, los  autores de la Moción creen que el intervalo que va desde los 0,1 a 0,5 tiene que ser calificado como “bajo la influencia del alcohol” puesto que presenta una serie de efectos nocivos sobre el desempeño que aumentan considerablemente las probabilidades de sufrir un accidente de tránsito y,  al mismo tiempo, las dosificaciones iguales o mayores a 0,5 deben considerarse “estado de ebriedad” ya que el incremento de perjuicios sobre las facultades, que se mencionaron más arriba, producto del consumo de alcohol a este nivel, aumenta con creces las posibilidades de siniestros y requiere una calificación más estricta.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto consta de 4 artículos permanentes:


El artículo primero modifica la Ley 18.290, de Tránsito y se divide en 20 numerales: 

El N° 1, disminuye el límite de gramos de alcohol por litro de sangre que se considera “estado de ebriedad” desde 1 a 0,5. 


El N° 2, disminuye el umbral de concentración de alcohol en la sangre que se considera “bajo la Influencia del alcohol” a los comprendidos en los intervalos superior a 0,1 e inferior a 0,5 gramos por mil.


El N° 3, agrega a los casos de presunción de responsabilidad del conductor en los accidentes de tránsito el conducir en “estado de ebriedad” o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.


El N° 4, establece la prohibición de reemplazar la licencia de conducir por la boleta de citación, en los casos señalados.


El N° 5, establece los casos en que se debe retirar la licencia a él o los conductores que acudan a hacer una denuncia en Carabineros por motivos de haber protagonizado un accidente de tránsito, aunque sólo hayan provocado como consecuencias daños materiales.


El N° 6, establece que Carabineros debe enviar la denuncia con todos los antecedentes al Juzgado del Crimen cuando se produzcan accidentes con resultado de lesiones menos graves, graves o la muerte y en los casos establecidos en los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis.


El N° 7, agrega la sanción de multa de 500 a 1000 UTM al artículo 192, que establece distintos tipos de delitos y sus penalidades y agrega un inciso final que establece, entre otras penas, la cancelacion definitiva de la licencia de conducir.


El N° 8, reemplaza completamente el artículo 193, que establece las sanciones para quienes conduzcan “bajo la influencia del alcohol”, aumentando las relativas a la suspensión de licencia y multas.


Las modificaciones propuestas se ilustran en la siguiente tabla:

	Consecuencias
	Legislación Vigente
	Legislación Propuesta

	Sin daños ni lesiones o lesiones leves o daños materiales
	Multa: 1 a 5 UTM
	Multa:10 a 20 UTM

	
	Susp. Licencia: 1 mes
	Susp. Licencia:1 a 2 años

	
	
	

	Lesiones Menos Graves
	Multa: 4 a 10 UTM
	Multa: 25 a 50 UTM

	
	Susp. Licencia: 2 a 4 meses
	Susp. Licencia: 2 a 3 años

	
	Prisión en su grado mínimo
	Prisión en su grado máximo

	Lesiones Graves
	Multa: 11 a 20 UTM
	Multa: 50 a 100 UTM

	
	Susp. Licencia: 4 a 8 meses
	Susp. Licencia: 3 a 5 años

	
	Reclusión menor en su grado mínimo
	Reclusión menor en su grado mínimo

	Lesiones Art. 397 Nº 1 C.P. ó la Muerte
	Multa: 8 a 15 UTM
	Multa: 100 a 200 UTM

	
	Susp. Licencia: 1 a 2 años
	Susp. Licencia: 15 años

	
	Reclusión menor en su grado máximo
	Reclusión menor en su grado máximo



El N° 9, reemplaza totalmente el artículo 196, que es el que establece la penalidad para quienes conduzcan en “estado de ebriedad” en el mismo sentido que el anterior.


En la tabla siguiente se presentan las modificaciones propuestas: 

	Consecuencias
	Legislación Vigente
	Legislación Propuesta

	Sin daños ni lesiones o lesiones leves o daños materiales
	Multa: 2 a 10 UTM
	Multa: 50 a 100 UTM

	
	Susp. Licencia: 6 a 12 meses
	Susp. Licencia: 3 a 5 años

	
	Presidio menor en su grado mínimo
	Presidio menor en su grado mínimo

	Lesiones Menos Graves
	Multa: 4 a 12 UTM
	Multa: 100 a 200 UTM

	
	Susp. Licencia: 1 a 2 años
	Susp. Licencia: 5 a 10 años

	
	Presidio menor en su grado medio
	Presidio menor en su grado medio

	Lesiones Graves
	Multa: 4 a 12 UTM
	Multa: 100 a 200 UTM

	
	Susp. Licencia: 1 a 2 años
	Susp. Licencia: 5 a 10 años

	
	Presidio menor en su grado medio
	Presidio menor en su grado medio

	Lesiones Art. 397 Nº 1 C.P. ó la Muerte
	Multa: 8 a 20 UTM
	Multa: 200 a 500 UTM

	
	Susp. Licencia: 2 a 4 años
	Cancelación de Licencia: de por vida

	
	Presidio menor en su grado máximo
	Presidio menor en su grado máximo



El N° 10, establece que para el juzgamiento de los delitos relativos a los artículos 192, 193, 196, 198, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis, no se aplicarán las reglas especiales del Código Procesal Penal.


El N° 11, agrega un artículo 197 bis, nuevo, que establece que si un conductor es sorprendido conduciendo en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol será llevado de forma inmediata ante el Juez o quedará detenido hasta que esto sea posible. Además establece que Carabineros informará a la familia y retirará el vehículo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


El N° 12, agrega un nuevo artículo 197 ter, que establece la obligatoriedad de prestar servicios gratuitos en beneficio de la comunidad a quienes sean sancionados por la conducción de vehículos en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o drogas o a exceso de velocidad. 


El N° 13, agrega un nuevo artículo 198 bis que establece una nueva penalidad para quienes conduzcan a exceso de velocidad tanto en lo relativo a la suspensión de licencia, multas y privación de libertad de forma graduada según las consecuencias y daños que produzca por esta conducta.


El N° 14, elimina las facultades del Juez para establecer una multa menor, atendiendo la capacidad económica del infractor, para las transgresiones relativas a conducción en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o las drogas o a exceso de velocidad.


El Nº 15, agrega un inciso final al artículo 204 haciendo aplicable a la multa lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal.


El N° 16, modifica el artículo 208 en relación a la cancelación de la licencia de conducir.


El N° 17, agrega un artículo 209 bis nuevo que establece severas sanciones para aquellas personas que habiendo sido sancionadas con la suspensión o cancelación de la licencia de conducir por infracción a los artículos 192, 193, 196, y artículo 198, inciso quinto, sean sorprendidas haciéndolo durante el período de suspensión.


El N° 18, establece que el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados deberá anotar también las condenas por todas las infracciones propuestas relativas a la conducción en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o drogas o a exceso de velocidad del artículo 198 bis, inciso quinto.


El N° 19, agrega que los tribunales deben comunicar al Registro Civil cualquier sentencia ejecutoriada por los delitos propuestos en esta ley.


El N° 20, agrega una excepción a la norma establecida en el artículo 217, que permite la eliminación del Registro de las sentencias ejecutoriadas de condenas por infracciones gravísimas o graves transcurridos 3 y 2 años respectivamente. 


El artículo segundo del proyecto de ley modifica el Código Penal estableciendo una nueva circunstancia agravante de un delito, en caso que éste se configure, para quien ejecute la conducción, operación o desempeño de vehículos en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o drogas o a exceso de velocidad y en su letra b), se modifica el artículo 49 del Código Penal.

El artículo tercero del proyecto de Ley interviene el artículo 149 del Código Procesal Penal para que el imputado quede efectivamente en prisión preventiva cuando se infringen los artículos 192, inciso final, 193, inciso cuarto, 196, inciso tercero, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley Nº 18.290 bajo la influencia del alcohol o drogas. El imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido.

El cuarto y último artículo del proyecto de ley modifica el artículo tercero del Decreto Ley 321, que establece la Libertad Condicional para los penados, con la finalidad de establecer que aquellas personas condenadas por los artículos 192, inciso final, 193, inciso cuarto, 196, inciso tercero, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley Nº 18.290, conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad cumplan efectivamente la mitad de la pena antes de optar al beneficio de libertad condicional.
DISCUSIÓN EN GENERAL 


Durante el estudio en general de este proyecto de ley, el Honorable Senador señor Gómez explicó que esta iniciativa legal se ocupa de temas relevantes que dicen relación con los accidentes de tránsito, como consecuencia del manejo bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad.


De esta forma, se proponen diversas modificaciones a la Ley de Tránsito, al Código Procesal Penal, al Código Penal y al decreto ley Nº 321 de 1925, relativo a la libertad condicional, para bajar la graduación alcohólica de 1 a 0,5 en el caso del manejo en estado de ebriedad y de 0,1 a menos de 0,5, para el manejo bajo la influencia del alcohol.


Informó que hay diversos estudios que señalan que esos rangos son importantes en consideración a la condición que pierde cualquier persona que maneja en ese estado, pierde su sentido, su forma y genera un delito de peligro. Es sabido que una persona que bebe y maneja puede potencialmente cometer un acto gravísimo, produciendo la muerte de otros.


Este proyecto de ley se fundamenta en diversos antecedentes recopilados durante 5 años en un Programa realizado en la ciudad de Antofagasta denominado “Aún Te Espero” en que se realizaron diversas acciones de prevención, de enseñanza, de cuidado y se concluyó que falta regulación legal en esta materia.


Las normas vigentes sancionan al conductor que maneja en estado de ebriedad y provoca la muerte de 10 personas con una pena máxima de 4 años, que la cumple con la firma en el Patronato de Reos, la multa es ínfima y además, con posterioridad puede recuperar su licencia de conducir.


El artículo 193 de la Ley de Tránsito, lo sanciona con una multa de 1 a 5 unidades tributarias mensuales (UTM) y con un mes de suspensión de la licencia de conducir, con lo cual se está permitiendo que esa persona pueda seguir manejando, a pesar de la infracción cometida.


En el caso de aquellos conductores que ocasionan lesiones menos graves, la sanción aplicable es una multa de 4 a 10 UTM y suspensión de 2 a 4 meses de la licencia de conducir.


Tratándose de lesiones graves, no está establecida la multa en la ley y se sanciona con la suspensión de la licencia de conducir de 4 a 8 meses.


Cuando se causan las lesiones contenidas en el artículo 397, número 1, del Código Penal o la muerte, se sanciona con una multa de 8 a 15 UTM y el tiempo de la suspensión de licencia de conducir queda entregado al criterio del juez.


La Moción propone, en el caso del manejo bajo la influencia del alcohol, aumentar las multas y el retiro de las licencias de conducir, se establecen claramente las sanciones, tales como retiro de la licencia o suspensión de 1 a 2 años, de 2 a 3 años, de 3 a 5 años; y por conducir causando la muerte de una persona se sanciona con el retiro de la licencia por 15 años.


Actualmente, en el caso del manejo en estado de ebriedad cuando se causan las lesiones del artículo 397, número 1, del Código Penal o la muerte, la sanción de acuerdo al artículo 196 del Código Penal es mínima para el daño producido. La Moción propone la aplicación de una multa de 200 a 500 UTM y la cancelación de por vida de la licencia de conducir, sin posibilidades de recuperarla.


Es inaceptable que después de 4 años se pueda recuperar la licencia de conducir.


De acuerdo a las normas legales vigentes, el conductor sorprendido en estas condiciones es llevado a la Comisaría de Carabineros, no queda detenido, se envía a su domicilio, no existe una conexión directa con el sistema judicial, sólo queda citado al ámbito judicial. Por ello se deben establecer ciertas normas para que en los casos de mayor gravedad, esos conductores deban ser formalizados.


Asimismo, la Moción considera las salidas alternativas, los efectos reparatorios y la aplicación de normas destinadas a endurecer las sanciones por estas conductas para que exista la señal clara que no se puede beber alcohol y luego conducir.


Se establece el registro de estas sentencias y la imposibilidad de su posterior retiro, porque se requiere contar con la historia de las personas que han cometido este tipo de actos. En el caso de condena y reincidencia se consigna un criterio más drástico.


Se modifican los artículos pertinentes del Código Penal, estableciendo como agravante el manejo en estado de ebriedad, para evitar que estos conductores puedan acceder a todos los beneficios en forma inmediata. 


A su vez, se reemplaza el artículo 49 del Código Penal, para evitar que cuando no existe capacidad de pago el conductor quede exento del pago de la multa.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que la presentación de esta iniciativa legal genera una discusión en relación al manejo bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad y las medidas que se deben adoptar.


Señaló que no tiene seguridad que mediante el aumento de las penas se corrija esta situación, sin embargo, consideró positivo establecer la posibilidad de impedir que se vuelvan a cometer los mismos hechos.


Agregó que en consideración a la gravedad de los accidentes de tránsito cometidos bajo la influencia del alcohol y de la drogas, a lo mejor resultaría preferible, seguir el modelo de algunos países europeos en que no se pueda manejar con ningún gramo de alcohol en la sangre, porque de otro modo, se tienden a establecer parámetros que no son claros, en el sentido de que ciertos organismos toleran un mayor porcentaje de alcohol.


A la vez, se debería establecer una estrategia destinada a educar a los conductores, que es lo que produce los mejores resultados.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, informó que recién se realizó el lanzamiento de la Estrategia Nacional de Drogas y Alcohol y esta Moción se inserta dentro de las prioridades del Ejecutivo que suscribió un proyecto de ley que tiene la misma finalidad de impedir que se tome ni siquiera una copa del alcohol antes de conducir, para evitar que se produzcan ambigüedades. 


El Ejecutivo considera que el límite inferior debe ser muy claro, tolerancia 0 al alcohol en la conducción.


Compartió el argumento anterior, en el sentido de que la conducción y el alcohol es un problema de educación y de información. La Comisión Nacional de Seguridad en el Tránsito (CONASET) está muy preocupada de esta materia.


Junto con lo anterior, se debe fortalecer la fiscalización de los conductores, casi no sucede que se detenga a un conductor bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad, a pesar de que se conocen los lugares en que será más factible la circulación de conductores bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad.


Para lograr lo anterior, se ha considerado la implementación del alcotest y otros instrumentos de medición para los Gobiernos Regionales.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó información científica en relación al efecto del alcohol en la sangre. El tema no es el consumo del alcohol, sino el efecto que genera para el conductor y el hecho de estar apto para conducir.


La capacidad para conducir dice relación con el tipo de licencia, a quiénes se entregan y la preparación de esos conductores para obtener la licencia.


La conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad es una de las causas que provocan los accidentes, sin embargo, debe considerarse la rigurosidad en el cumplimiento de las normas del tránsito por parte de los conductores.


Esta materia se relaciona con el otorgamiento de las licencias de conducir, los requisitos, formalidades, preparación para obtenerlas y después se debe analizar la fiscalización y las sanciones que se deben aplicar.


En consecuencia, es fundamental el análisis del proyecto de ley relativo a la creación de las licencia de conducir con puntaje, porque más allá de las multas y del endurecimiento de las sanciones que se proponen en esta Moción, el problema se genera porque las licencias de conducir no están acompañadas del profesionalismo, educación y capacitación para los conductores.


El sistema de otorgamiento de las licencias de conducir, se aplica de manera distinta en los municipios. A propósito de esa situación se establecieron mayores exigencias para el otorgamiento de las licencias y una de ellas fue la realización de un curso en una Escuela de Conductores, sin embargo, la rigurosidad en la formación de eso alumnos en esas Escuelas no ha sido adecuada, se ha transformado en un trámite que se exige para la obtención de la licencia.


En relación a la prohibición absoluta de consumo de alcohol para conducir, señaló que es un tema que se debe analizar extensamente, puesto que hay muchas implicancias, depende de cada organismo, además, el hecho de que por el solo hecho de que una persona consuma una copa de alcohol y conduzca no se va a transformar en un criminal, como tampoco, se puede asegurar que un conductor que no ha bebido alcohol sea un estricto cumplidor de las normas del tránsito.


No obstante lo anterior, señaló que se deben establecer límites, rigurosidad, exigencias, se debe trabajar en la educación, prevención, pero no se puede establecer la solución del problema sólo en el aumento de las multas y de las sanciones.


La experiencia internacional ha demostrado que se han intensificado las exigencias para la obtención de las licencias de conducir y las sanciones que se aplican son graves.


Uno de los beneficios de las licencias de conducir con puntajes es que genera una conciencia en el conductor en relación a lo que le puede ocurrir en la medida que cometa faltas en la conducción, pudiendo perder la licencia de conducir después de algunas suspensiones. Se genera una conciencia en el conductor en el sentido de ser más profesional en la conducción, con o sin tomar alcohol.


En seguida, señaló que no se ha abordado adecuadamente la conducción bajo los efectos de la droga, de estupefacientes y de sustancias sicotrópicas. 


Finalmente, reiteró la necesidad de analizar el proyecto de ley relativo a las licencias de conducir con puntaje para abordar las diversas materias y que condiciona la profesionalización de los conductores, la fiscalización, entre otras.


El Honorable Senador señor Cantero solicitó que se reitere al Ejecutivo la necesidad de respetar la autoría de las Mociones parlamentarias, puesto que se ingresó un proyecto de ley a la Cámara de Diputados que contiene las mismas ideas matrices de esta Moción.


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez (Girardi), Pérez Varela (Novoa), Pizarro y Prokurica.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentes expuestos, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.290:


1) Reemplácese en el artículo 111, inciso segundo, el guarismo 1,0 por 0,5.


2) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 111, por el siguiente:


“Se entenderá que hay desempeño bajo la influencia del alcohol cuando el informe o prueba arroje una dosificación inferior a 0,5 hasta 0,1 gramos por mil de alcohol en la sangre.”.


3) Intercálase, en el número 3 del artículo 167, luego de la palabra “deficientes” la expresión “o en estado de ebriedad”. 


4) Intercálase en el inciso segundo del artículo 175, luego de la coma (,) que sigue a la expresión “documento”, lo siguiente: “con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198, inciso quinto, y 209 bis,”.


5) Reemplácese, en el artículo 177 el “punto final (.)” por una “coma (,)” y agrégase a continuación lo siguiente: “con excepción de los artículos 192, 193,196, 198 bis inciso quinto y 209 bis.”.

6) Reemplázase en el artículo 178, inciso tercero, la frase “y en los casos de manejo de vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas,” por la oración “y en los casos de los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis,”.


7) Modifícase el artículo 192, de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la “coma (,)” que sigue a la expresión “años”, la frase “y multa de 500 a 1000 UTM”.


b) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 192:


“El que conduzca obteniendo una licencia de conducir infringiendo las letras a), b), c), d), e) y f), y el inciso precedente, todos de este mismo artículo y se determine que estaba bajo la influencia del alcohol, o en estado de ebriedad, de acuerdo al artículo 111 ó bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, infringiendo los artículos 193, incisos  primero, segundo y tercero; 196, incisos primero y segundo, o 198 bis, inciso quinto, será sancionado con las penas del inciso primero del artículo 209 bis. Los que infringieren los artículos 193, inciso cuarto y 196 inciso tercero, será sancionado con las penas del artículo 209 bis inciso final.”


8) Sustitúyase el artículo 193, por el siguiente:


“El que infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, conduzca, opere o desempeñe funciones bajo la influencia del alcohol, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones, o que con ello se  causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de 10 a 20 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 1 a 2 años.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado máximo, con multa de 25 a 50 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 2 a 3 años.


Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será aquella señalada en el artículo 490, número 2, del Código Penal, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 3 a 5 años.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, número 1 del Código Penal o la muerte, se impondrá la pena de reclusión menor en su grado máximo, multa de 100 a 200 UTM, y la suspensión de la licencia de conducir por 15 años.


En caso de reincidencia, al infractor se le aplicará la pena aumentada en un grado, el doble de la multa y el doble de tiempo en las suspensiones de la licencia de conducir.”.


9) Sustitúyase el artículo 196, por el siguiente:


“El que infrinja la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad, o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de su licencia de conducir de 3 a 5 años, ya sea que no se ocasione daño alguno, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves. Se reputarán leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a siete días.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones graves o  menos graves, se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de 100 a 200 UTM y la suspensión de su licencia de conducir de 5 a 10 años.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio menor en su grado máximo, multa de 200 a 500 UTM y la cancelación de la licencia para conducir vehículos motorizados por toda la vida del infractor.”.


En caso de reincidencia, al infractor se le aplicará la pena aumentada en un grado, el doble de la multa y el doble de tiempo en las suspensiones de la licencia de conducir.”.


10) Modifíquese el artículo 197, de la siguiente forma:


a) Reemplácese, en el inciso primero, la frase “el artículo 198” por “los artículos 192, 193, 196, 198, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis”.


b) Reemplácese el inciso cuarto, por el siguiente:


“En el caso de las infracciones al articulo 203 por la conducción, operación o desempeño a exceso de velocidad, el juez de garantía podrá decretar, de conformidad a las reglas del Código Procesal Penal, la medida cautelar de retención de carné, permiso o licencia de conductor del imputado, por un plazo que no podrá exceder de 6 meses. En el caso del artículo 198 bis inciso quinto, el juez deberá decretar la medida cautelar de retención de carné, permiso o licencia de conductor hasta la sentencia definitiva.”.


c) Agréguese, en el inciso quinto, luego de la palabra “delitos,” la frase “con excepción de los señalados en el inciso primero,”.


11) Agréguese el siguiente artículo 197 bis:


“Artículo 197 bis.- En el caso de los delitos de conducción, operación o desempeño descritos en el artículo 192, 193 y en el artículo 196, incisos primero y segundo, y 198 bis, inciso quinto; el juez podrá decretar una sanción mayor a la señalada en el artículo, llegando hasta la cancelación de la licencia, cuando los antecedentes de la causa fundados en las anotaciones que registren la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública.


Las medidas indicadas en el artículo 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis no podrán ser suspendidas, ni aún cuando  el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal.


Si del resultado de las pruebas señaladas en el artículo 183 se desprende que se ha incurrido en la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, o manejo a exceso de velocidad, castigadas en los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis se le conducirá en forma inmediata ante el juez, si esto no fuere posible se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, junto con los documentos o licencias y todos los antecedentes pertinentes, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo a las reglas generales.


Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Carabineros procederá a retirar el vehiculo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


En los casos de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis, el tribunal decretará en forma inmediata y de oficio una medida de embargo sobre el vehículo que ha sido puesto a su disposición, comunicando u oficiando al Registro Civil para su anotación.  Asimismo, procederá a decretar, de conformidad a las normas legales, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, hasta la dictación de la sentencia definitiva.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.”.


12) Agréguese el siguiente artículo 197 ter:


“Artículo 197 ter.- Las condenas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis, que no establezcan penas de privación de libertad, deberán contemplar la participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor y a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, las que no pueden ser inferior a las 30 horas ni superior a las 50 horas. Para estos efectos, cada municipalidad deberá anualmente informar a él o los tribunales correspondientes acerca de los programas en beneficio de la comunidad de que disponga. El juez deberá indicar el municipio a cargo, el tipo de actividades a que se refiere este artículo, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de la supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada educacional o laboral del infractor.”.


13) Agréguese el siguiente artículo 198 bis, nuevo:


“Artículo 198 bis.- El que infringiendo el artículo 203, conduzca, opere o desempeñe las funciones a exceso de velocidad, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de 1 a 5 UTM y la suspensión de la licencia de conducir por un mes.


Si a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado mínimo, multa de 5 a 15 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de dos a cuatro meses.


Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será prisión en su grado máximo, multa de 15 a 30 UTM y la suspensión de la licencia de conducir por un año.


En caso de reincidencia de los incisos anteriores, el infractor sufrirá las penas aumentadas en un grado, las multas se duplican y los plazos señalados se elevan al doble.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 número 1 del Código Penal o la muerte se impondrá la pena del artículo 490 número 2 del Código Penal, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de licencia de cinco a diez años.


En caso de reincidencias del inciso precedente, se le aplicará la pena aumentada en un grado, multa de 100 a 300 UTM y la cancelación de la licencia de conducir.


En todos los casos de este artículo, el juez podrá decretar la cancelación de la licencia, cuando estime que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública, lo que fundará en las anotaciones que registre la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas.”.


14) Intercálese en el inciso quinto del artículo 204, entre la coma (,) que sigue a la expresión “fundada” y la frase “el Juez”, la siguiente frase: “con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis,”.


15) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 204:


“A las multas aplicadas por las sanciones de los artículos 192, 193, incisos segundo, tercero y cuarto; artículo 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis se les aplicará lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal.”.


16) Modifíquese el artículo 208, de la siguiente forma:


a) Elimínese en el inciso primero la frase “y de lo señalado en los artículos 193 y 196”.


b) Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


“a) Ser responsable por tres veces dentro de los últimos 12 meses de conducir un vehículo a exceso de velocidad.”.


c) Elíminese la letra b), pasando las letras c) y d) a ser b) y c), respectivamente.


d) Agréguese en el inciso final, luego de la coma (,) que sigue a la palabra “conducir”, lo siguiente: ”con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198 bis inciso quinto, y 209 bis,”.


17) Agréguese el siguiente artículo 209 bis, nuevo:


“Artículo 209 bis.- El que haya sido sancionado por los artículos 192 inciso final; 193 incisos primero, segundo y tercero y artículo 196, incisos primero y segundo, con la cancelación o suspensión de su licencia de conducir, y, no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, multa de 300 a 500 UTM y la cancelación definitiva de su licencia.


El que haya sido sancionado por los  artículos 192, 193, inciso cuarto, o por el artículo 196, inciso tercero y 198 bis inciso quinto, con la cancelación o suspensión de su licencia de conducir, y no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 500 a 1.000 UTM, y en el caso del inciso final del artículo 193, y el artículo 198 bis, inciso quinto, además con la cancelación definitiva de su licencia.”.


18) Sustitúyese el número 3 del artículo 211, por el siguiente:


“3.- Anotar las condenas por los delitos de  los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis.”.


19) Intercálese, en el inciso primero del artículo 215, entre la frase “esta ley” y el punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “, y las condenas de los artículos 192, 193, 196, 198, inciso quinto, y 209 bis, en todos los casos”.


20) Modifíquese el artículo 217, de la siguiente forma:


a) Intercálese, en el inciso primero, entre la frase “gravísimas o graves” y la frase “podrán eliminarse”, lo siguiente: “, con excepción de las emanadas de los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis,”.


b) Intercálese, en el inciso segundo, entre “coma” que sigue a la palabra “Condenas” y la frase “se borrarán”, lo siguiente: “, con excepción de las originadas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis,”.


Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Agréguese el siguiente número 21, nuevo, al artículo 12 del Código Penal:


“21ª El que ejecute la conducción, operación o desempeño de vehículos bajo la influencia del alcohol, estupefacientes o psicotrópicos o en estado de ebriedad de acuerdo a lo establecido en el artículo 111 de la Ley Nº 18.290.”.


b) Elimínase el inciso final del artículo 49.


Artículo 3º.- Introdúcese la siguiente modificación al Código Procesal Penal:


a) Agréguese al artículo 149 en el inciso segundo, luego de la frase “pena de crimen”, lo siguiente: “y los señalados en los artículos 192, inciso final; 193, inciso cuarto; 196, inciso tercero; 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley 18.290,”.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al DL. Nº 321:


Agréguese el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Los condenados por los artículos 192, inciso final; 193, inciso cuarto; 196, inciso tercero; 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley Nº 18.290, podrán obtener el mismo beneficio una vez cumplida la mitad de la condena.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, José Antonio Gómez Urrutia (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y 8 de junio de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente Accidental), Francisco Chahuán Chahuán, José Antonio Gómez Urrutia (Guido Girardi Lavín), Víctor Pérez Varela (Jovino Novoa Vásquez) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE AUMENTO DE PLAZAS EN EL GRADO DE CONTRAALMIRANTE

(7687-02)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentaros su primer informe, respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





A la sesión en que se trató este asunto asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Defensa Nacional (S), señor Óscar Izurieta; el asesor legislativo de esta Secretaría de Estado, señor Andrés Tavolari; el Jefe de Planificación de Recursos Humanos de la Armada de Chile, señor Jorge Terzago; el Comandante de la Fuerza Aérea, señor Renato Erbetta; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señorita Verónica Barrios, y la asesora del Honorable Senador señor Prokurica, señorita Carmen Castañaza.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo prescrito en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


 


Se hace presente que de acuerdo a lo dispuesto por la Sala, el proyecto de ley debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso, durante el segundo trámite reglamentario.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


El proyecto de ley tiene por objeto otorgar una mayor flexibilidad en la conformación y estructura de un Escalafón moderno de Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Alto Mando Naval, aumentando las plazas de Contralmirantes y disminuyendo las de Capitanes de Navío, con la finalidad de satisfacer la creciente demanda de la actividad naval y los nuevos desafíos de la Institución.  

- - - 

ANTECEDENTES

I. Antecedentes Jurídicos

 
- Decreto con fuerza de ley N° 1, de Guerra, de 1998, Reservado, que modifica las Plantas de Oficiales y Empleados Civiles del Ejército, Armada y Fuerza Aérea en la forma que indica.




- Ley N° 20.156, que modifica la Planta de Oficiales de la Armada, en los Escalafones de Oficiales Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Litoral.

II. Antecedentes de Hecho


El Mensaje expresa que en los últimos años ha existido un aumento significativo del quehacer del país en diferentes áreas de desarrollo, tanto a nivel nacional como internacional, de las cuales no ha estado ajena la Armada.

 
Añade que la iniciativa legal busca otorgar una mayor flexibilidad en la conformación y estructuración de los Escalafones y del Alto Mando Naval, facilitando la proposición de ascenso de Oficiales Superiores y su posterior nombramiento en un cargo del nivel de mando y administración institucional, que en la actualidad requiere de un Oficial General.

 
La estructura que se propone se fundamenta en dos razones:

 
1.- Reorganización de las Zonas Navales y creación de la Quinta Zona Naval: la creciente demanda en las actividades marítimas, desde el punto de vista de los intereses económicos y sociales del país, sumado a la extensión de las aguas de jurisdicción nacional y a la permanente tarea de la Armada por mantener su control, ha motivado la reestructuración de las cuatro Zonas Navales. En este contexto, acota, se creó una Quinta Zona Naval, con puerto base en la ciudad de Puerto Montt, que cuenta con la organización de apoyo de la actual dotación del Ex-Distrito Naval de Chiloé. Explica que hoy en día la Comandancia en Jefe de la V Zona Naval está al mando de un Capitán de Navío.

 
Destaca que la creación de esta nueva repartición ha permitido mejorar la administración y la fiscalización de la actividad marítima de esa área, definida por un accidentado litoral, con más de 2000 islotes, y que se caracteriza por los siguientes aspectos: un creciente tonelaje movilizado debido a los tratados de libre comercio firmados por nuestro país; gran movimiento de naves mercantes nacionales y extranjeras, con un alto número de personal; actividad pesquera industrial y artesanal que conlleva la contratación de buzos, mariscadores y tripulantes; necesidad de control de los puertos fiscales y particulares y de la actividad deportiva que se desarrolla en la zona.

 
2. Desafíos de gestión de la Dirección General de Finanzas de la Armada: referido a este Organismo y a sus órganos técnicos asociados, que son los responsables de la administración superior de todos los recursos financieros institucionales y de tener la representatividad para el cumplimiento de su misión en la conducción y operación de los elementos funcionales logísticos, permitiendo brindar apoyo de servicios de excelencia  a las Fuerzas Navales y Conjuntas cuando deban operar en esos escenarios, todo lo cual supone tomar decisiones de alto nivel estratégico, que requieren la presencia de un Oficial General.

 
Agrega el Mensaje que la creación de las dos nuevas plazas de Contraalmirante posibilitará que el Comandante en Jefe de la Armada pueda, mediante la aplicación de las normas legales vigentes, efectuar proposiciones flexibles para conformar el Alto Mando, y otorgar a las autoridades de Gobierno una estructura militar moderna, con un rol protagónico y activo en la conducción de los delicados asuntos marítimos financieros y logísticos, que contribuyan al cumplimiento de la misión de la Armada.

 
Señala que la modificación a la ley Nº 20.156, que se propone en este proyecto de ley, se justifica porque la variación de la planta del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales -como consecuencia de la presente iniciativa-, implica que el número total de plazas de Capitanes de Navío será inferior a 100.

 
En síntesis, connota que el proyecto de ley persigue los siguientes objetivos:

 
1. Aumentar y disminuir las plazas en el Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales, para lo cual modifica el decreto con fuerza de ley (G) Reservado Nº 1, de 1998, que reemplazó la planta de Oficiales de la Armada, en orden a aumentar en dos plazas el grado de Contraalmirante y disminuir en tres plazas el grado de Capitán de Navío de este Escalafón.

 
2. Adecuar la ley Nº 20.156, que establece que cada vez que se requiera aumentar el número de Capitanes de Navío sobre 100 y hasta 120 Oficiales, debe disminuir el de Capitanes de Fragata y/o de Capitanes de Corbeta en la cantidad que sea necesaria para absorber el costo monetario que signifique el aumento de Oficiales Superiores por el mismo lapso. La presente iniciativa legal modifica esa normativa, en el sentido de establecer que el aumento de Capitanes de Navío surtirá efecto cuando sea “sobre 99 y hasta 119”.

 
La referida adecuación, aclara, no tiene efectos financieros sobre la planta, toda vez que el costo monetario del aumento de plazas de Contraalmirantes será absorbido con la disminución de los cupos  de Capitanes de Navío que se propone.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





El Jefe de Planificación de Recursos Humanos de la Armada efectuó una presentación en la cual explicó que la iniciativa tiene por finalidad aumentar en dos Contraalmirantes la planta del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales, disminuyendo en tres las plazas de Capitán de Navío en el mismo Escalafón.





Sostuvo que el objetivo es otorgar una mayor flexibilidad en la estructura y composición del Alto Mando Naval, permitiendo el ascenso de Oficiales Superiores para la conducción y administración institucional y para las tareas conjuntas, que requieran un Oficial General.





En cuanto al financiamiento de este proyecto, precisó que no significará ni irrogará un mayor gasto fiscal, toda vez que el costo monetario de la ampliación de plazas de Contraalmirante, será absorbido con la reducción de plazas de Capitanes de Navío.





Recordó que la ley N° 18.734 declaró en extinción el Escalafón de Cubierta y Máquinas, estableciendo que las últimas dos plazas de Capitán de Navío se traspasaran al Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales, en el mismo grado al momento de quedar vacantes, lo que ocurrió en el año 2009.

 


 
Señaló que posteriormente, la ley N° 20.156, dispuso que cada vez que se requiera aumentar la cantidad de Capitanes de Navío sobre 100 y hasta 120, el número de Capitanes de Fragata y/o de  Capitanes de Corbeta deberá ser disminuido en la cantidad que sea necesaria para absorber el costo monetario que significa el aumento de Oficiales Superiores por el mismo lapso.

 



Indicó que por aplicación de ley N° 18.734, a contar del año 2009, se modificó el rango de plazas de los Capitanes de Navío del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales, pasando de 102 a 122.

 



Destacó que el proyecto de ley en trámite aumenta en dos Contraalmirantes el mencionado Escalafón; luego, el rango en la Planta de Capitán de Navío pasaría a ser entre 99 y 119.





Informó que la iniciativa tuvo su origen en la composición del Alto Mando Naval para el año 2010, donde se consideró la creación de la V Zona Naval y la necesidad de contar con un segundo Oficial de Abastecimiento como Director General de Finanzas.
 


 
Agregó que, a la fecha, habiéndose conformado el Alto Mando Naval para el año 2011, la distribución de plazas de Oficiales Generales ha debido reestructurarse considerando otros puestos de mayor relevancia, manteniendo, por necesidades institucionales, dos plazas de Oficiales Generales del Escalafón de Ejecutivos e Ingeniero Navales en otros Escalafones de Abastecimiento y del Litoral, además de cubrir puestos de nivel conjunto.
 



Por lo anterior, reiteró que la aprobación del proyecto en estudio permitiría optimizar la composición y la estructura de los puestos del Alto Mando Naval para una mejor gestión, al estar a cargo de Oficiales Generales. 
 



Advirtió que por disposición presidencial y por aplicación de ley N° 19.960, el Alto Mando para el año 2011 quedó conformado con dos Oficiales Generales de Abastecimiento y dos del Litoral, disminuyendo en dos plazas equivalentes en el Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales. Producto de lo anterior, reseñó, hay cinco Contraalmirantes en este Escalafón en puestos de Alto Mando.





El Ministro de Defensa Nacional (S) destacó que la iniciativa persigue otorgar mayor flexibilidad en la conformación del Alto Mando Naval, de manera de posibilitar la satisfacción de las actividades de carácter conjunto que demanda la defensa, que han aumentado en el último tiempo. En este contexto, citó el establecimiento del Comando Conjunto Norte, cuya dirección es rotativa entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas, al igual que la jefatura de la ANEPE.





Resaltó que la creación de la V Zona Naval también ha contribuido a la mayor demanda de flexibilidad en la conformación de la dotación marítima.





El Honorable Senador señor Gómez manifestó no ser partidario de extender determinadas plazas de un Escalafón a costa de la reducción de otras, ya que el incremento de funciones por la creación de nuevas unidades no debe afectar al personal operativo de las Instituciones Armadas.





Destacó que en el ámbito marítimo se requiere una dotación operativa importante para efectuar actividades de control pesquero, fundamentalmente en la zona norte.





El Honorable Senador señor Prokurica consultó por el resultado de la aplicación de la ley N° 19.960, que permitió crear una plaza de Contraalmirante en el Escalafón del Litoral.





 El Jefe de Planificación de Recursos Humanos de la Armada explicó que la implementación del referido cuerpo normativo fue exitosa, puesto que este mando fue asignado a la Dirección de Intereses Marítimo de la DIRECTEMAR, potenciando el ámbito marítimo de la Institución.





Mencionó que la iniciativa en estudio obedece a la creación de una nueva Zona Naval en Puerto Montt, área con una actividad naval civil importante y donde se registran catástrofes naturales de diversa índole. 





Recordó que en el año 2007 se dictó la ley N° 20.156, que modificó la Planta de Oficiales de la Armada en los Escalafones de Oficiales Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Litoral, que tuvo una finalidad similar al proyecto de ley en estudio.





Añadió que la operatividad de la dotación institucional está resguardada por una serie de mecanismos de recursos humanos, que no sólo se radican en los cargos ocupados por Capitanes de Navío, sino que también por Capitanes de Fragata, de Corbeta y Tenientes. Explicó que el grado de Capitán de Navío ejerce funciones básicamente de dirección.





El Honorable Senador señor Gómez planteó la necesidad de efectuar una reunión con el Ministro de Defensa Nacional y el Alto Mando de las Fuerzas Armadas, para efectos de analizar la distribución del personal de estas Instituciones y analizar la eficiencia de los sistemas de control y vigilancia de la Armada en el ámbito pesquero, así como su implementación y la dotación requerida para el buen desempeño de esta labor.


Citó como ejemplo la permanente contaminación marítima que afecta al litoral de la Segunda Región, especialmente a la ciudad de Antofagasta, producto del desecho de las termoeléctricas y accidentes portuarios, entre otros, destacando que la alerta dada por la Armada siempre es posterior a los hechos y a los daños provocados, como ocurrió en Mejillones.

- - -

Puesto en votación el proyecto de ley fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz y Prokurica.

- - -


En virtud de los acuerdos consignados precedentemente, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en los siguientes términos: 

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1998, párrafo I.- OFICIALES DE LÍNEA, Letra A. Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales:

 



1) Sustitúyese, frente al Grado de Contraalmirantes, el guarismo “17” por “19”.

 



2) Reemplázase, frente al Grado de Capitanes de Navío, el guarismo “100” por “97”.

 



Artículo 2°.- Sustitúyese en el numeral 1) del artículo único de la ley Nº 20.156, la expresión “sobre 100 y hasta 120”, por la siguiente: “sobre 99 y hasta 119”.

 


Artículo 3°.- La aplicación de las disposiciones de esta ley será de cargo del presupuesto de la Armada de Chile y no significará ni irrogará un mayor gasto fiscal.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el 7 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto y Patricio Walker Prieto.




Sala de la Comisión, a 8 junio de de 2011.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES MUÑOZ ABURTO, BIANCHI, ESCALONA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY RESPECTO DE PRIORIDAD PARA EMPRESAS REGIONALES EN LICITACIONES REALIZADAS POR ORGANISMOS PÚBLICOS

(7717-05)

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República y en la ley 19.886.

Considerando.

1.- Que el sistema Chile Compra, actualmente conocido como Mercado Público, fue concebido como un instrumento que, aprovechando las nuevas tecnologías de la información, permitía al Estado modernizar su sistema de adquisiciones, ahorrando recursos, al tiempo de permitir a pequeños y medianos proveedores mejorar sus posibilidades de negocios.

2.- Que los actuales indicadores del portal son muy relevantes. Así, durante el año 2010, se transaron 6.577 millones de dólares, contabilizándose 850 organismos públicos requirentes y unos 100.000 proveedores realizando operaciones exitosas. Destaca, particularmente, que de ellos un 40% lo constituyen pequeñas y medianas empresas.

Asimismo, es significativo el incremento en la competitividad de las ofertas, uno de los objetivos primarios del sistema, alcanzándose en la actualidad un promedio de 6 oferentes por licitación.

Todo lo anterior redunda en ahorros para el Fisco que se estima bordean los US$ 230 millones anuales.

3.- Que, sin embargo, también existen algunas críticas al sistema. Una de ellas, señala que en aras de obtener ahorros y priorizar, en forma importante, aunque no excluyente, las mejores ofertas, Mercado Público constituye sólo un sistema de encuentro entre servicios públicos y proveedores, eludiendo incorporar objetivos y la consecuencia de finalidades relevantes para la economía nacional, como la diversificación productiva y la descentralización.

En este último caso el sistema no contempla estímulos especiales respecto de la participación de las empresas regionales, dándose en muchos casos el absurdo que propuestas con un claro componente y utilidad local son adjudicadas por empresas de mayor tamaño de la capital, que compensan el transporte con sus mayores economías de escala.

4.- Que el sistema ya ha probado que puede incorporar elementos que permitan enfatizar en objetivos o finalidades permanentes del Estado, como ocurrió con la ley 20.238 que sanciona con la suspensión del mecanismo, por dos años, a las empresas que sean condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador.

5.- Que, por lo anterior, creemos necesario incorporar una modificación a la Ley 19.886, sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, que obligue a que las bases de licitación establezcan siempre un estímulo para las empresas donde haya de prestarse los servicios o utilizarse los bienes, salvo cuando ello deba ocurrir en la Región Metropolitana. De este modo, se cumpliría el objetivo de priorizar las empresas locales, pero sin que ello afecte la opción de las firmas regionales de competir por las licitaciones en la capital.

De este modo, la ley respectiva y el sistema Mercado Público entregarán una clara señal respecto de la necesidad de promover un crecimiento armónico del país, dinamizando la actividad productiva a nivel regional.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

Artículo Único: Modifíquese el artículo 6° de la ley 19.886, sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios incorporando, en su inciso primero, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra “futuros” la frase siguiente: “Asimismo, deberán contemplar mecanismos que favorezcan a los oferentes de regiones distintas de la Región Metropolitana, especialmente cuando los bienes o servicios deban utilizarse o prestarse en dichas zonas”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESCALONA, GIRARDI, HORVATH, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), RELATIVO AL CUMPLIMIENTO DE COMPROMISOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DESMINADO

(S 1369-12)

1.- Que la Convención Sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, conocida como Convención de Ottawa, tiene como objetivo prohibir totalmente el uso y producción de estas armas, asegurar su completa destrucción, y brindar asistencia a las víctimas de sus efectos.

2.- Que la Convención fue suscrita en 1997 y entró en vigor para los Estados Parte el 1° de marzo de 1999. A la fecha, ha sido ratificada por 156 Estados.

3.- Que Chile fue parte de los Estados que suscribieron la Convención en 1997, y depositó su ratificación en 2001. Además de la Convención de Ottawa, Chile ratificó el Protocolo II de la Convención sobre Ciertas Armas Convencionales relativo al empleo de minas, armas trampa y otros artefactos, en 2003.

4.- Que la utilización de minas antipersonal en Chile era considerada parte de la estrategia defensiva de la Defensa, y en este contexto, existió producción y empleo de este tipo de armas, especialmente durante crisis vecinales ocurridas en la década de los 70. En total, según el Ministerio de Defensa Nacional al 2011, existen 183 campos minados, 16 áreas de peligro, 123.421 minas antipersonal, y 58.393 minas antitanque, las que serán removidas y destruidas en su totalidad.

5.- Que en cumplimiento a las obligaciones adquiridas como Estado Parte de la Convención de Ottawa, Chile creó la Comisión Nacional de Desminado (CNAD) en 2002, con el objeto de asesorar al Presidente y coordinar las acciones para cumplir con las obligaciones del tratado. Los fondos para el financiamiento de esta Comisión son considerados en el presupuesto anual del Ministerio de Defensa Nacional.

6.- Que entre las actividades desarrolladas a través de la CNAD se encuentra la elaboración de un Plan Nacional de Desminado Humanitario, que ha permitido la declaración de moratoria unilateral que terminó con la producción de minas antipersonal, y cerró definitivamente los programas nacionales de FAMAE; la identificación, delimitación, y señalización de campos minados; y la retención de un número definido de minas antipersonal con fines de desarrollo de técnicas y adiestramiento.

7.- Que el presupuesto para las operaciones de desminado está establecido en la Ley de Presupuesto, bajo la denominación Centro Nacional de Desminado, y actualmente está asignado en el Programa del Estado Mayor Conjunto del Ministerio de Defensa Nacional. En total, entre los años 2003 y 2011 el presupuesto del Estado para las actividades de desminado ha sido la cifra equivalente a $21,8 millones de dólares. En el año 2011, el gasto presupuestario asignado al Centro Nacional de Desminado fue de $2.440,9 millones de pesos y $491 mil dólares, cifra equivalente en total a $5,1 millones de dólares. Que además del aporte anual presupuestario, Chile ha recibido donativos del extranjero, en equipos y moneda extranjera, por una cifra total de $2.382.955 dólares.

8.- Que en su reporte inicial ante Naciones Unidas, Chile se comprometió a destruir o asegurar la destrucción de todas las minas antipersonales colocadas en zonas minadas bajo su jurisdicción o control a más tardar el 1° de marzo de 2012, en cumplimiento del artículo 5° de la Convención. No obstante, debido a las dificultades de la geografía, la variedad de escenarios de las áreas minadas; y la voluntad de reducir al mínimo los riesgos para el personal que realiza el desminado humanitario, en marzo de 2011 el ministro de Defensa Nacional solicitó extender el plazo comprometido hasta marzo de 2020.

El Senado de la República acuerda:

Solicitar a S. E, el Presidente de la República que considere en la Ley de Presupuesto del Sector Público para el año 2012, los recursos necesarios que permitan cumplir con los compromisos internacionales adquiridos por Chile en materia de desminado; Además, que envíe un proyecto de ley que cree un mecanismo de apoyo y asistencia a las víctimas de minas antipersonales por parte del Estado, que establezca medidas destinadas a educar e informar a la población de las zonas afectadas y que cree un mecanismo para la auditoría externa de estas medidas, todo esto a cargo del Ministro de Defensa.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESCALONA, GIRARDI, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, DON ANDRÉS, RESPECTO DE LA RATIFICACIÓN DEL CONVENIO N° 176 DE LA O.I.T. SOBRE SEGURIDAD Y SALUD EN LAS MINAS

(S 1370-12)

1.- Que el grave accidente conocido por todos en la Mina San José, en la Región de Atacama, ha puesto con mucha fuerza en la agenda pública el tema de la seguridad laboral en general y muy especialmente el tema de la seguridad minera. Esto sin duda nos obliga a todas las autoridades del país a adoptar medidas inmediatas de todo tipo tendientes a minimizar al máximo todos los riesgos sobre la vida, la integridad y la salud de todos los trabajadores de nuestra patria. Al respecto durante estos últimos meses hemos sido también testigos y protagonistas de importantes anuncios para la aplicación de acciones para enfrentar decididamente esta amenaza. Sin embargo, resulta difícil comprender que Chile siendo una potencia minera mundial aún no haya formalizado la ratificación de un importante instrumento jurídico internacional como es el Convenio N° 176 de la OIT sobre Salud y Seguridad en las Minas.

2.- Que este Convenio fue adoptado en la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y celebrada el 6 de junio de 1995, entrando en vigor el 5 de Junio de 1998. Tuvo como fundamentos el derecho de los trabajadores a ser informados y de participar en la preparación y la aplicación de medidas de seguridad y salud relativas a los peligros y riesgos presentes en la industria minera, partiendo de la base de que siempre es deseable prevenir todo accidente mortal, lesión o menoscabo de la salud de los trabajadores o de la población, o perjuicio al medio ambiente que tenga su origen en las operaciones mineras.

3.- Que además, establece importantes normativas de carácter vinculantes para los estados que lo adopten, tales como disponer de una Política Nacional sobre la seguridad y salud en la mina; poseer una legislación nacional que contemple disposiciones relativas a la seguridad y la salud en las minas y que garantice el cumplimiento de esta Convención; la obligación del empleador para eliminar o reducir al mínimo los riesgos de esta actividad, y de contar con un plan de acción de urgencia específico para cada mina para hacer frente a los desastres; garantizar los derechos de los trabajadores y sus representantes, destacándose el derecho a elegir colectivamente a los representantes de seguridad, de abandonar la mina cuando haya motivos fundados de que existe un peligro grave para su seguridad o salud, entre otras.

4.- Que a la fecha el Convenio en comento ha sido ratificado por 24 países, entre ellos Brasil y Perú por América Latina. Nuestro país aún no ha ratificado el Convenio N° 176 de la OIT sobre Salud y Seguridad en las Minas, sin embargo, en la Cámara de Diputados fue aprobado un proyecto de acuerdo, con 52 votos a favor y 24 abstenciones, presentado por diputados Hugo Gutiérrez, Lautaro Carmena, Pepe Auth, Pedro Araya, Luis Lemus, Guillermo Teillier, Alberto Robles, Clemira Pacheco, Marcos Espinosa y Osvaldo Andrade quienes solicitaron a Su Excelencia el Presidente de la República el envío al Congreso del Convenio, para su ratificación por Chile dada la importancia que éste tiene.

5.- Que, en términos generales, las posibles implicancias y beneficios para nuestro país ante una eventual ratificación del Convenio son:

a) La obligación de someterse a los mecanismos de control de la OIT para el cumplimiento de las obligaciones asumidos por la ratificación del Convenio. Por una parte, al envío de memorias anuales por parte de los Estados que ratificaron el Convenio las que son examinadas por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, y la posibilidad de presentar quejas o reclamaciones por parte de las organizaciones de empleadores y de trabajadores ante Consejo de Administración de la OIT si éstas consideran que el país no ha adoptado medidas para el cumplimiento satisfactorio, dentro de su jurisdicción, de un convenio en el que dicho Miembro sea parte.

b) La obligación del Estado miembro a formular, aplicar y revisar periódicamente una política nacional en materia de seguridad y salud en las minas. En nuestro país, no existe un organismo asesor/consultivo de carácter público para temas de Seguridad Laboral ni una política nacional a cargo de un ministerio o de un Consejo Coordinador. Situación que responde al marco normativo en éste tema, como se explicó precedentemente, donde las normas y el cumplimiento de las mismas están entregadas a distintos organismos (principalmente área de trabajo y salud). De esta manera, lo que existe son políticas específicas sobre seguridad laboral dentro de otras políticas verticales; políticas laboral, política de salud, de seguridad social.

c) La obligación de establecer en la legislación nacional, las normas sobre seguridad y salud en el trabajo minero, las que además de estar contenidas en diversas normas con rango de ley, deben ser complementadas con normas técnicas, directrices o repertorios de recomendaciones prácticas, u otros medios de aplicación conformes con la práctica nacional.

Que, como se señaló anteriormente, las medias de seguridad que deben observar las empresas mineras chilenas se encuentran contenidas a nivel reglamentario, donde se especifican las obligaciones y medidas técnicas que las faenas mineras deben observar. Ante la eventual ratificación, varias de esas materias de seguridad contenidas en dicho reglamento deberían alzarse a rango de ley, para así estar en concordancia con el Convenio, en razón de tratarse de materias básicas de seguridad minera; dejando al reglamento sólo la normativa que complemente y desarrolle dichas materias básicas, y también para seguir lo que plantea la doctrina nacional. A partir del criterio anterior, podrían tener rango legal las siguientes materias: 1) Objetivos, Campo de Aplicación y Atribuciones de SERNAGEOMIN: Respecto de esta última materia debería determinarse qué facultades específicas no se encuentran reconocidas en la Ley Orgánica del SERNAGEOMIN y que requieren de reconocimiento legal expreso. 2) Obligaciones de las empresas y trabajadores de faenas mineras, con especial énfasis en los planes de emergencia. 3) Condiciones Sanitarias Mínimas en faenas mineras y obligaciones ambientales y relativas al cierre de faenas. Esta última materia, se refiere específicamente a las medidas que se deben tomar para evitar daños a la integridad y seguridad de las personas. 4) Fiscalización, Infracciones y Sanciones, estableciendo los procedimientos de fiscalización, los procedimientos de aplicación y reclamación. En cuanto a las sanciones, se debiese establecer los tipos de infracciones siguiendo, por ejemplo, el esquema de infracciones leves, graves y gravísimas y los rangos de sanción aplicables a cada categoría de infracción.

d) Otorgamiento a los trabajadores de derechos de participación como son el elegir colectivamente a los representantes de seguridad y salud , el derecho de retirarse de la mina cuando haya motivos razonablemente fundados para pensar que la situación presenta un peligro grave para su seguridad o salud, y la existencia de dos vías de salida independientes en yacimientos subterráneos.

El Senado de la República acuerda:

Solicitar a S. E. el Presidente de la República envíe el Convenio N° 176 al Congreso para su ratificación por parte de Chile.

Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, GARCÍA, BIANCHI, CHAHUÁN, GÓMEZ, HORVATH, LARRAÍN PEÑA, ORPIS Y ROSSI, REFERIDO A LEY PROMULGADA POR EL GOBIERNO BOLIVIANO SOBRE SANEAMIENTO DE VEHÍCULOS

(S 1371-12)

Considerando:

1.- Que, con fecha 8 de junio del presente año, el Gobierno boliviano, promulgó la Ley N° 133, posibilitando el saneamiento legal de vehículos que se encuentren en su territorio sin su respectiva documentación legal de ingreso aduanero. A través de este procedimiento, se permite regularizar el dominio de vehículos automotores a gasolina, gas natural vehicular (GNV) y diesel, así como de mercancías consistentes en tractores, maquinaria agrícola, remolques y semirremolques;

2.- Que, para acogerse a este procedimiento sólo se debe acreditar que el vehículo no es buscado por robo en Solivia, pagar los tributos aduaneros que correspondan más una multa equivalente al 50% de estos tributos. Se espera regularizar unos 120 mil vehículos y recaudar cerca de 10 millones de dólares;

3.- Que, la mayoría de los autos ilegales que llegan a Bolivia son robados en Chile o sacados de contrabando, tras ser adquiridos en la ZOFRI. De acuerdo a cifras oficiales, desde el enero a mayo del presente año, el robo de vehículos en la zona limítrofe con Bolivia ha aumentado en un 30%, llegando a 515 autos, de los cuales sólo se han recuperado 255;

4.- Que, con esta Ley, el Gobierno boliviano avala las prácticas de robo y contrabando desarrolladas por organizaciones criminales a ambos lados de la frontera;

5.- Que la ley 133 promulgada por el Gobierno boliviano, transgrede el Acuerdo de Complementación Económica (ACE22) firmado en Santa Cruz de la Sierra el 6 de abril de 1993 y que entró en vigencia el 1° de julio del mismo año. El objetivo de este convenio es sentar las bases para una efectiva integración económica y facilitar, ampliar y diversificar el intercambio comercial;

6.- Que, el año 1999 se firmó un protocolo adicional suscrito por ambos países, que sienta las bases para la de cooperación y coordinación recíproca para seguridad regional en el MERCOSUR (ACE23). En este acuerdo bilateral se abordan, específicamente, el reconocimiento de ambos países sobre la necesidad de combatir el crimen transnacional, así como las problemáticas que suscitan las organizaciones criminales relacionadas con el narcotráfico, terrorismo, lavado de activos, contrabando, tráfico de menores, robo/hurto de vehículos automotores, tráfico ilícito de material nuclear, migraciones clandestinas y depredación del medio ambiente;

7.- Que conforme al capítulo II, sección quinta de este acuerdo, se establecen medidas para controlar e impedir que los vehículos ingresados ilegalmente puedan quedar fuera de la investigación policial y la eventual restitución a sus legítimos propietarios;

8.- Que, los citados Acuerdos de Complementación Económica, así como otros instrumentos jurídicos del derecho internacional, en donde Chile y Bolivia son signatarios, proveen los mecanismos de solución de controversias en las cuales se vean afectadas y/o transgredidas materias como las que se contienen en el citado cuerpo legal boliviano;

Por tanto, el Senado acuerda:

Solicitar a S.E. el Presidente de la República, la presentación de una protesta diplomática formal, aplicando los mecanismos contenidos en los Acuerdos de Complementación Comercial, aduanera y de seguridad existente entre Chile y Bolivia, solicitando el pronunciamiento de la Organización Mundial de Comercio (OMC) sobre esta controversia y, de esta manera, impedir la aplicación de la Ley 133 por ser contraria al Acuerdo de Complementación Económica N° 22 de 1993 y al Acuerdo 14-99 que establece el Plan General de Cooperación y Coordinación recíproca para la Seguridad Regional, firmado en Montevideo en diciembre de 1999.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DEL CONCEPTO DE EMBARCACIÓN ARTESANAL Y DE SU CLASIFICACIÓN POR ESLORA, DEL REEMPLAZO DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PESQUERO ARTESANAL Y DE LOS REQUISITOS PARA INSCRIBIRSE EN EL MISMO REGISTRO

(6242-21)

Honorable Cámara de Diputados 

Honorable Senado:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple“.

La Cámara de Diputados, por oficio de fecha 19 de abril de 2010, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señores Cristián Campos Jara, Carlos Recondo Lavanderos, Alejandro Santana Tirachini, Jorge Ulloa Aguillón y Matías Walker Prieto. Con posterioridad, el Honorable Diputado señor Matías Walker Prieto fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio Mansilla.


El Senado, en sesión de fecha 20 de abril de 2011, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de abril de 2011, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Horvath, Kuschel, Larraín y Sabag y de los Honorables Diputados señores Campos, Recondo, Santana, Ulloa y Walker y eligió, por unanimidad, como Presidente al Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss, quien lo es también de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado, y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Alejandro Navarro Brain y la Honorable Diputada señora Clemira Pacheco Rivas.


Cabe hacer presente que la Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, iniciar el cumplimiento de su cometido efectuando una invitación a las principales organizaciones e instituciones relacionadas con el sector pesquero artesanal, con el objeto de conocer sus planteamientos sobre las materias en discrepancia entre ambas Cámaras, para lo cual se solicitó a los integrantes de la Comisión efectuar las correspondientes proposiciones.

En cumplimiento de ese acuerdo, la Comisión Mixta celebró una sesión especialmente destinada a ese efecto, a la cual concurrieron los siguientes organismos e instituciones, representados por las personas que en cada caso se indica:

- De Subsecretaría de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, el Subsecretario, señor Pablo Galilea; la Jefe de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio; la abogado de la División Jurídica, señora María Alicia Baltierra y el abogado señor Paolo Trejo, y el Jefe de la División de Administración Pesquera, señor Maximiliano Alarma.

- De la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante de la Armada de Chile, Directemar, el Contralmirante, señor Guillermo Silva y el Capitán de Fragata Litoral, señor Juan Gajardo Romero.


- Del Servicio Nacional de Pesca, su director don José Luis Ansoleaga y el asesor del Jefe del Departamento SIEP, señor Esteban Donoso.


- De la Federación Provincial de Pescadores Artesanales del Sur,  FIPASUR, su presidente, señor Marco Ide.


- De la Federación de Pescadores de Pelluhue, su presidente, señor Froilan Recabal.


- De la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, CONAPACH, su presidenta, señora Zoila Bustamante; el secretario, señor Julio Riquelme; el secretario general; señor Alberto Millaquén y los directores, señores Humberto Jara, Cosme Caraccial  y Orlando Jorquera.


- De la Unión Federación X Región, el presidente, señor Pedro Ojeda.


- De CODERMAR A.G., su presidente, don Alberto Millaquén.


- Del Consejo Provincial de Chiloé, el secretario, señor Carlos Espinoza.


- Del Consejo Provincial de Pescadores Artesanales de Chiloé, su presidente, señor Héctor Morales.


- De la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile, CONFEPACH, el secretario, señor José Barrios y el tesorero, señor Jorge White.


- De COREPA A.G., el presidente, señor Jorge Bustos.


- De la Asociación de Productores y Armadores Pelágicos Artesanales 8va Región, ARPROPELAR, el secretario, señor Manuel Gallego.


- De la Cooperativa de Pescadores de Puerto Montt, COPERMONTT, el Presidente,  señor Juan Fernando García.


- De la Ilustre Municipalidad de Pelluhue, el Alcalde, señor Carlos Zúñiga.


. De Pescadores de Loando, el presidente, señor Oscar Muñoz; el tesorero, señor Otilio Suazo y el secretario, señor Mario Lara. 


- De la Federación de Pescadores de Constitución, el presidente, señor Claudio Oses.


- Del Sindicato Nº 1 Curanipe, su presidente, señor Germán Villaseñor.


- Del Sindicato de Pescadores de Duao, el presidente, señor Miguel Correa.


- Del Sindicato de Pescadores de Caleta Pellines, el secretario, señor Nelson Muñoz.


- De la Asociación Gremial de Pescadores y Armadores Artesanales Pelágicos de la Región del Bío-Bío, PESCA MAR A.G., la secretaria, señora Verónica Zamorano y la tesorera, señora Gabriela Monsalve.


- De la Federación Gremial de Organizaciones Pesqueras Artesanales de la VIII Región, FEORPA, su presidente, señor Claudio Villarroel.


- De la Asociación Gremial de Pescadores Artesanales Caleta Lo Rojas, su presidente, señor Omar Bustos.


- Del Sindicato de Trabajadores Independientes Pescadores, Armadores y Ramos Afines de la Pesca Artesanal de Coronel, SIPESMAFESA, su presidente, señor Marcelo Segura y el Tesorero, señor Lucas Alarcón.


- De Sodarpesca, el presidente, señor Nelson Estrada.


- De la Federación de Organizaciones de la Pesca Artesanal y Gente de Mar, FEPAMAR, el presidente, señor Rosendo Arroyo.


- Del Sindicato SAPAADA, el presidente, señor Francisco Zapata.


- De la Confederación Nacional De Federaciones De Pescadores Artesanales de Chile, Confepach, el secretario, señor José Barrientos.


De la Biblioteca de Congreso Nacional, el Coordinador, señor Leonardo Arancibia.


Los planteamientos que ellos formularon o que hicieron llegar por escrito
, en lo pertinente,  se reseñan en el cuerpo de este informe.

- - -


Sin perjuicio de su posterior descripción en este informe, y para los efectos de la mejor comprensión de los planteamientos formulados por las organizaciones e instituciones afectadas por esta iniciativa, las normas en discrepancia entre ambas Cámaras se refieren al aumento del plazo que debe transcurrir sin que el pescador artesanal realice actividades correspondientes a su inscripción para que se produzca la caducidad de la misma en el registro artesanal - letra b) del número 7 del artículo 1° -, y la obligación de instalar y mantener un dispositivo de posicionamiento automático en las embarcaciones de una eslora total igual o superior a 15 metros – número 10, nuevo, del artículo 1°, incorporado por el Senado.

- - - 

PRINCIPALES PLANTEAMIENTOS DE ORGANIZACIONES E INSTITUCIONES EN RELACIÓN CON LAS NORMAS EN DISCREPANCIA ENTRE AMBAS CÁMARAS


A.- REPRESENTANTES DE LA ORGANIZACIÓN CENTRAL DEL ESTADO.


El señor Subsecretario de Pesca planteó que, en términos generales, los dispositivos de posicionamiento automático resultan adecuados para alcanzar ciertos fines del sector pesquero, como es, principalmente, una mejor fiscalización del cumplimiento de las normas de la ley en materia de zonas y cuotas de pesca, y por ende, para una mejor administración de las pesqueras. Asimismo, añadió, los referidos dispositivos también brindan ciertas utilidades en materia de seguridad.


Añadió que, para los efectos de la aplicación de la norma en discrepancia, referida a la obligación de instalar dispositivos de posicionamiento automático para los armadores pesqueros artesanales, en el país se encuentran operativas 827 embarcaciones con eslora de entre 15 y 18 metros, de las cuales 717 son embarcaciones de más de 15 metros sujetas al sistema de cerco. 


Puntualizó, en cuanto a los costos de operación del dispositivo, que ellos serían cercanos a los $ 70.000 mensuales, tomando en consideración que la señal debería emitirse cada 30 metros.


Precisó, en este mismo orden de ideas, que en la zona contigua las embarcaciones debieran operar con dicho dispositivo.


Sin perjuicio de lo anterior, y en lo que se refiere a la oportunidad de establecer esta obligación, expresó que este proyecto de ley no resulta ser el marco regulatorio idóneo para cumplir con ese propósito y que ello debería establecerse en la próxima modificación integral de la Ley General de Pesca.


Por su parte, el señor director del Servicio Nacional de Pesca, manifestó, en relación con la obligación de instalar dispositivos de posicionamiento automático para los armadores pesqueros artesanales, que no había problemas para efectuar el monitoreo, y que en su concepto, sería oportuno iniciar su instalación en las naves que operan bajo el sistema de cerco. Añadió que además, ello irá en beneficio de poder determinar si la embarcación está operando o no dentro de la zona delimitada para efectuar la actividad, en especial, cuando se trata de la operación en regimenes artesanales de extracción (RAE).


Añadió que, sin perjuicio de lo anterior, resultaba necesario precisar que SERNAPESCA no puede realizar  la fiscalización en el mar, ya que ella solamente lo hace en el borde costero, y que en esa área opera la Dirección General del Territorio Marítimo de Marina Mercante de la Armada de Chile.


Agregó que cuando se estableció la obligación de instalar los dispositivos de posicionamiento automático para los armadores industriales se cursaron varias infracciones por afectar la normativa referida a las zonas de pesca, pero que en la actualidad la situación ha variado radicalmente y sólo se cursa una infracción al año.


En este mismo orden de ideas, puntualizó que el establecimiento de este dispositivo, desde el punto de vista económico, es distinto según cuál sea la naturaleza de la embarcación, y que por lo tanto, resultaría conveniente efectuar una encuesta para dimensionar este tema.


El representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante de la Armada de Chile, Directemar, contralmirante, señor Guillermo Silva, expresó que, desde el punto de vista de las funciones que le corresponde realizar a su institución, el dispositivo de posicionamiento automático en el mar significa importantes utilidades, especialmente para los efectos de la pérdida de embarcaciones. 


En cuando a la cantidad de embarcaciones artesanales existentes en el país entre 15 y 18 metros, añadió que hay 1.038 naves operativas, produciéndose la mayor concentración de ellas entre las Regiones del Biobío y Los Lagos, y que el total de embarcaciones de esa eslora alcanza a las 2.358.


Ante una consulta formulada en el seno de la Comisión Mixta, en cuanto a como se actúa en la actualidad en caso de pérdida de una nave, cuando se está en presencia de embarcaciones sin dispositivo, expresó que no existía forma de determinarlo.


En relación con este último punto, el señor director de SERNAPESCA, añadió que en caso de existir una embarcación con dispositivo y encontrarse en problemas, lo que ocurre es que se activa una alarma, a través de una señala satelital, que demuestra que se está en presencia de una falta, el cual puede deberse a la desconexión del equipo o a un problema mayor.

B.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL DE LA REGION DE LOS LAGOS


A su turno, el Presidente del Consejo Regional de Pesca Artesanal (COREPA), señor Jorge Bustos, expresó que en la Región de Los Lagos se concentra el 40% de los pescadores artesanales que existen el país y que el análisis que se ha hecho respecto de la instalación del dispositivo de posicionamiento automático para las embarcaciones del sector no da cuenta de la realidad existente, toda vez que está destinado a un sector muy minoritario de quienes desarrollan dicha actividad. 


Agregó que la gran mayoría de quienes desarrollan la pesca no están en condiciones de cumplir con la obligación que se pretende establecer con este proyecto, ya que implicaría introducir más exigencias que irían en directo menoscabo de su desarrollo económico, ya que sólo un porcentaje muy menor de pescadores tiene altos ingresos. Añadió que muchos solamente obtienen recursos para el día, y sólo una pequeña cantidad de embarcaciones tienen ingresos altos y acotó que esa es una realidad que, al parecer, no se ha tenido en consideración con la introducción de esta disposición.



Similares conceptos expresó el presidente de Copermontt, señor Juan García, quien enfatizó que en su Región la situación del sector es dramática, y que muchas personas están experimentando una situación muy difícil. Puntualizó en ella ya prácticamente no quedan personas dedicadas al recurso de la sardina, ya que ha habido una sobreexplotación del recurso de manera aberrante.


En ese mismo orden de ideas, añadió que, en su momento, se aceptó la disminución de los recursos que podían ser extraídos, por un fin superior, como es la sustentabilidad, pero la obligación de instalar este dispositivo debe ser analizada teniendo en consideración la realidad de cada una de las zonas geográficas del país. Señaló que en el archipiélago de Chiloé existen más de seis mil islas, lo que gráfica una realidad operacional muy diferente a la que existe en las costas de la Región de Los Ríos, por ejemplo. 


Agregó que la fiscalización que se quiere mejorar debe estar destinada a proteger a todas aquellas personas que poseen embarcaciones de eslora entre los 7 y los 12 metros, que son los que se ven más afectados, desde el punto de vista económico, ya que se encuentran en una situación operacional compleja en relación con las naves de 15 a 18 metros.


El presidente del Consejo Provincial  de Pescadores Artesanales de Chiloé, señor Héctor Morales, insistió en la trascendencia de analizar el sector pesquero artesanal de manera pormenorizada, ya que, por ejemplo, para quienes utilizan el sistema de cerco, la instalación del dispositivo de posicionamiento automático será irrelevante, ya que la pesca de la sardina se realiza en sectores próximos a la playa, y por lo tanto, pueden ser fiscalizados con mayor facilidad.


Añadió que el representa a una zona en la cual se encuentra la comuna de Quellón, que es la más pobre y si bien es cierto, el tema en discusión no puede ser mirado únicamente desde la perspectiva económica, si es éste un elemento importante. Precisó que la obligación que se pretende establecer de instalar este dispositivo afectará la poca libertad con que se cuenta en la actualidad y que la pretendida seguridad que el brinda no es real, ya que no impedirá, por ejemplo, que una embarcación se hunda. Puntualizó que presenta una mayor utilidad en la idea de la seguridad la radio baliza o la lancha salvavidas.

Otro aspecto que lo hace tener una posición crítica respecto de la obligación de instalar al dispositivo de posicionamiento, añadió, se refiere al desarrollo de la actividad propiamente tal. En efecto, cuando se descubre un banco, que ha significado un esfuerzo humano y económico importante para quien lo efectuó, éste se hará público y ello significará la destrucción del recurso.


Concluyó sus planteamientos expresando que el referido posicionador afectará de manera importante a personas que tratan de desarrollar una actividad de manera honesta.


El representante de CODERMAR A.G., señor Alberto Millaquén, en una línea de planteamientos similar a la formulada anteriormente, señaló que la realidad del sector pesquero artesanal dista absolutamente de una posición satisfactoria y que los problemas de seguridad que se pretende, en parte, enfrentar con la instalación del dispositivo de posicionamiento automático no serán resueltos. 


Explicó que las últimas muertes que han ocurrido desde Quellón al sur – comuna que tiene un alto índice de cesantía - corresponden al sector salmonero, en embarcaciones que cuentan con dicho dispositivo, y añadió que el sector de la pesca artesanal posee una menor tasa de accidentes con ingresos pecuniarios precarios, precisando que el ingreso diario promedio alcanza a los $ 4.000.


Finalizó sus planteamientos precisando que la instalación del dispositivo de posicionamiento automático no puede ser general para todo el país, ya que dicho sistema puede llegar a afectar fuertemente su fuente laboral, que ya se encuentra bastante deprimida, toda vez que los costos de operación son elevados en comparación con los ingresos que se generan.


C.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL DE LA REGION DEL MAULE 


En representación de los pescadores de la Región del Maule, el señor Francisco Reveco, planteó que la obligación de instalar el posicionador satelital que se contempla en este proyecto de ley surge a partir de los problemas de fiscalización que se derivan de la operación de las embarcaciones artesanales de la Región del Biobío que ingresan al sector de la zona contigua, y que esta norma viene a ser la única manera de controlar la invasión de las naves en las costas de la Región del Maule, con el consiguiente perjuicio económico.


Ante una consulta formulada por el Honorable Senador señor Larraín, en lo relativo a los problemas de fiscalización, precisó que es una situación que lleva más de veinte años de ocurrencia, y que los sistemas actuales de fiscalización, como la aérea – que es esporádica – no ha producido los efectos que se necesitan, fundamentalmente, por la falta de recursos.


Por su parte, el presidente de la Federación de Pescadores de Pelluhue, señor Froilan Recabal, planteó, en este mismo orden de ideas, que no existe razón alguna para que las naves autorizadas para operar en otras regiones ingresen a las zonas protegidas, lo que sucede con las naves de la Región de Valparaíso, que operan con el sistema de cerco. Añadió que esta situación fue denunciada, pero se señaló que no podía fiscalizarse.


En atención a lo anterior, planteó su acuerdo con el establecimiento del dispositivo de posicionamiento automático para las naves artesanales que se pretende con esta iniciativa.


A su turno, el presidente del Sindicato de Pescadores de Duao, señor Miguel Correa, del mismo modo, expresó su apoyo a esta exigencia, ya que, en su concepto, será la única manera de solucionar los conflictos que existen con los pescadores artesanales de la Región del Biobío. Añadió que además de los graves problemas de seguridad que han existido, toda vez que dichas embarcaciones ingresan a zonas que no conocen, se ha afectado gravemente los recursos pelágicos con la operación de dichas naves.


D.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL DE LA REGION DEL BIOBÍO.


El presidente de la Federación de Organizaciones de la Pesca Artesanal y Gente de Mar, FEPAMAR señor Rosendo Arroyo, expresó que la norma del número 10, nuevo, del artículo 1° del proyecto de ley esta destinada sólo para un sector del país y añadió que la realidad nacional es muy diversa, por lo que sugirió que cuando se vayan a introducir enmiendas al sector pesquero artesanal, se consulte a las diversas organizaciones que existen de manera de tener una visión integral de su actividad pesquera.


En ese mismo orden de ideas, precisó que se ha difundido una información que no es real, ya que los verdaderos pescadores artesanales no son los boteros. Agregó que su sector se dedica básicamente a la actividad pelágica, es decir, los recursos de la sardina común, la anchoveta y el jurel, y que cada mes entrega cerca de 13 puestos de trabajo.


Puntualizó que en la Región del Biobío se produce el mayor desembarque de recursos que existen en el país, y en cuanto a la instalación del dispositivo argumentó que, en términos generales, no es contrario a su existencia, pero si en lo referido al procedimiento que se ha seguido para ello.


Por su parte, el presidente de Sodarpesca, señor Nelson Estrada, planteó que en la Región del Biobío se produce la mayor concentración de la flota y que siempre han estado afectos a la fiscalización. En otro orden de ideas, hizo ver la necesidad de que se creara una Escuela de Formación de Pescadores, ya que nunca ha existido una adecuada formación para el ejercicio de esta actividad.


A su turno, el presidente de la Federación Gremial de Organizaciones Pesqueras Artesanales de la VIII Región, FEORPA, señor Claudio Villarroel, expuso su discrepancia con el actual sistema de ordenación de la pesca artesanal, ya que ello ha producido una suerte de arrinconamiento que ha derivado en el hambre de quienes se dedican a esta actividad.


Añadió que cuando se dispuso el fraccionamiento, en el año 2002, su sector fue el más perjudicado, ya que se estableció el 10% del los derechos de pesca para el sector artesanal, y que la gran mayoría de los recursos existentes en el país se destinan al extranjero.


Concluyó sus comentarios, precisando que, en consecuencia, de establecerse un orden debe respetar lo que corresponde a cada sector y que la instalación de los dispositivos en las naves artesanales debe analizarse en el contexto de una modificación integral a la Ley General de Pesca.


E.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL DE LA REGION DE LOS RÍOS.


El presidente de la Federación Provincial de Pescadores Artesanales del Sur, FIPASUR, señor Marco Ide, junto con hacer presente la situación especial en que se encuentra su sector, toda vez que opera en una extensión de 148 kilómetros de costa – que corresponde a la Región de Los Ríos – expresó su acuerdo con la instalación de los dispositivos de posicionamiento automático para las naves artesanales, pero con algunas modificaciones a lo que se pretende establecer y en el contexto de una modificación integral a la legislación del sector.


En otro orden de ideas, emitió juicios críticos respecto de la situación que está ocurriendo actualmente con los armadores que utilizan el arte de cerco, toda vez que están afectando de manera importante a los pescadores de menor tamaño. Añadió que se han efectuado cinco denuncias a SERNAPESCA por embarcaciones que están extrayendo recursos en veda, con el objeto de evitar que se arrase con el recurso pesquero que se encuentra en la zona, ya que es indispensable cuidar las especies existentes en el país.


E.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL DE LA REGION DE AYSÉN.



El presidente del Consejo de Organizaciones de Pescadores Artesanales de los Fiordos y Archipiélagos de Aysén, CORFAPA A.G., señor Iván Fuentes, en las observaciones que hiciera llegar por escrito a la Comisión Mixta, señaló su preocupación por el rechazo, en la Honorable Cámara de Diputados, a la enmienda realizada por el Senado respecto de la obligación del uso del posicionador satelital para las embarcaciones mayores de 15 metros de eslora. Añadió que dicha decisión no se condice con las necesidades de proteger el medio ambiente y de contar con una mejor fiscalización con el fin de propender a la conservación de los recursos. 


En ese mismo orden de ideas, manifestó que sin dicho posicionador la sustentabilidad de los recursos no será posible en Chile, ya que todo tipo de fiscalización y control a la fecha no ha sido posible, ya que el Servicio Nacional de Pesca no cuenta con la infraestructura, ni los medios humanos, ni legales para fiscalizar y hacer cumplir realmente las decisiones que adopta la autoridad pesquera. 


A mayor fundamento, recordó, al mirar el estado de las principales pesquerías nacionales, lo enunciado por el señor Ministro Economía, Fomento y Turismo, en cuanto a que  “el recurso que no está en rojo, está en alerta amarilla”. 



Concluyó sus planteamientos insistiendo en la implementación obligatoria del GPS, ya que el impedirá que naves de otras regiones puedan ingresar a las áreas protegidas de pesca, como las de la Región de Aysén o del Maule, a depredar sin control alguno. Asimismo, precisó, el referido dispositivo permitirá conocer el origen de las capturas de las embarcaciones de más 15 metros de eslora.


G.- REPRESENTANTES DEL SECTOR PESQUERO ARTESANAL A NIVEL NACIONAL.


Juicios similares formuló el secretario de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile, CONFEPACH señor José Barrios, en el sentido que el establecimiento del dispositivo de posicionamiento automático, que si bien es cierto es una medida adecuada en aras de la fiscalización y de la seguridad de las embarcaciones, su operatividad debe ser concensuada entre los diferentes sectores que se dedican a la pesca artesanal en el país toda vez que se trata de un sector diversificado con realidades muy diferentes. Concluyó puntualizando que, por las razones, anteriores no es de la idea de establecer la obligación de este sistema de posicionamiento en esta iniciativa de ley.

Del mismo modo, la presidenta de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, CONAPACH, señora Zoila Bustamante, manifestó su discrepancia con que se regule en esta iniciativa de ley la instalación de estos dispositivos en las embarcaciones artesanales, sin perjuicio en su incorporación en el contexto de las modificaciones integrales a la Ley General de Pesca que próximamente deberán analizarse en el Congreso Nacional.


En relación con la otra norma en discrepancia entre amabas Cámaras, referida al aumento del plazo – a tres años, propuesta por la Honorable Cámara de Diputados  -  que debe transcurrir sin que el pescador artesanal realice actividades correspondientes a su inscripción para que se produzca la caducidad de la misma en el registro artesanal- letra b) del número 7 del artículo 1°, señaló la necesidad de mantener el criterio de los tres años, ya que ello va en directo beneficio de una gran cantidad de pescadores que resultaron siniestrados con el terremoto del 27 de febrero de 2010.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA ENTRE AMBAS CÁMARAS Y ACUERDOS ADOPTADOS

Las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras radican en el rechazo que la Honorable Cámara de Diputados dio, en el tercer trámite constitucional, a dos modificaciones que introdujo el Honorable Senado, en el segundo, al proyecto despachado por ella en el primero.


Las normas en discrepancia son las siguientes:

Artículo 1°

Número 7

Letra b)



La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, sustituyó la letra a) del artículo 55 de la ley N° 18.892, Ley de General de Pesca y Acuicultura, disponiendo, como primera causal de caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal por parte del Servicio Nacional de Pesca, el hecho que el pescador artesanal o su embarcación no realizaren actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 


Asimismo, la norma aprobada por la Cámara de Diputados precisó que en el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo antes establecido, caso en el cual el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, redujo ambos plazos de tres años, aprobados en el primer trámite constitucional, por dos años.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda.


- Puesta en votación la enmienda introducida por el Senado a la letra b) del número 7 del artículo 1° del proyecto, fue rechazada por siete votos contra dos. Votaron por su rechazo, los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag y los Honorables Diputados señores Ascencio, Campos, Santana y Ulloa, y lo hicieron a favor, los Honorables Senadores señores Horvath y Larraín.

Número 10, nuevo (propuesto por el Senado)


El Senado, en el segundo trámite constitucional, agregó un número 10, nuevo, al artículo 1° del proyecto, en cuya virtud, extiende la obligación establecida en el artículo 64 B de la ley N° 18.892, Ley de General de Pesca y Acuicultura, de instalar a bordo y mantener en funcionamiento un dispositivo de posicionamiento automático, respecto de los armadores de naves para pesca artesanal de eslora total igual o superior a los 15 metros.


Asimismo, la norma aprobada por el Senado dispone que el incumplimiento de los requisitos que se han  señalado significará la suspensión del permiso para la realización de las actividades correspondientes a su inscripción por un plazo de seis meses, y una multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si se tratase de una nave pesquera industrial, o de 3 a 150 unidades tributarias mensuales si la infractora fuera una embarcación artesanal.





Cabe hacer presente que la norma vigente hace exigible el dispositivo de posicionamiento automático respecto de los armadores de naves pesqueras industriales matriculadas en Chile, que desarrollen actividades pesqueras extractivas en aguas de jurisdicción nacional y aquellos que operen en aguas no jurisdiccionales; los armadores de naves que, estando o no estando matriculadas en Chile, realicen pesca de investigación dentro o fuera de las aguas jurisdiccionales; y los armadores de buques fábricas que operen en aguas jurisdiccionales o en la alta mar. 


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazo la introducción de este nuevo numeral.


En relación con esta disposición, el Honorable Senador señor Larraín recordó que la norma surgió durante el análisis del proyecto en el Senado, a partir de una indicación que él formuló en la discusión en particular de esta iniciativa, planteamiento que ya había formulado, anteriormente, en otras iniciativas.
 Añadió que, tal como lo señalara en esa oportunidad, el objetivo de esta regulación no sólo es - en cumplimiento de la función de representación que constitucionalmente le corresponde - proteger la pesca artesanal de la Región del Maule, sino que, en términos generales, evitar la invasión de embarcaciones a aquellas zonas en las que nos les corresponde operar. Precisó que, en la actualidad, no hay manera de impedir que esto suceda, ya que los mecanismos de fiscalización y control no son suficientes para lograr ese objetivo. 


Asimismo, agregó, esta norma también tiene por finalidad mejorar los sistemas de seguridad actualmente existentes, que son poco efectivos para enfrentar las emergencias que se producen en alta mar y que, en muchas ocasiones, significa la pérdida de vidas humanas.


Añadió que sin perjuicio de los anuncios que ha formulado el Ejecutivo en cuanto a la incorporación de esta norma en la discusión de la próxima modificación a la Ley General Pesca, resulta adecuado su incorporación desde ya. Este mecanismo, además, defenderá  a la pesca artesanal de la intromisión de naves que, aunque pertenezcan a esa categoría, son pesqueras artesanales mayores que trabajan para empresas productoras de harina de pescado u otros. 



Agregó que en la actualidad no se cuenta con un mecanismo idóneo para fiscalizar la actividad, sobre todo en zonas como la que señaló, donde no existen puertos y, por lo tanto, el patrullaje de la Armada no es eficaz.  Enfatizó que este no es sólo un problema de la referida Región, sino también afecta a otras zonas geográficas del país, por lo cual llamó a decidir esta materia con la suficiente conciencia social.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Ulloa, expresó que se está frente a una regulación que irá en directo perjuicio de la pesca artesanal, toda vez que ese sector debe ser objeto de una serie de modificaciones que van más allá de la instalación o no de un dispositivo de posicionamiento automático para las embarcaciones definidas como artesanales. Por lo mismo, puntualizó, resulta inconveniente efectuar esta modificación en este proyecto de ley, sin que ella vaya asociada a la revisión de otros temas de gran interés para el sector, como por ejemplo, establecer mecanismos para que la milla marítima sea resguardada.


A su turno, el señor Subsecretario de Pesca, ante una consulta formulada por el Diputado señor Ulloa, precisó que el Gobierno si bien es cierto está de acuerdo con el establecimiento del dispositivo de posicionamiento automático en las naves artesanales como sistema de general funcionamiento, no apoya que ello se haga a través de esta iniciativa de ley, sino que en la próxima modificación a la Ley General de Pesca, planteamiento que, posteriormente, fue ratificado por la señora Subsecretaria de Pesca subrogante, señora Edith Saa, en el sentido de que este sistema debiera ser  instalado y operado en naves con una eslora total igual o superior a los 12 o 13 metros , ya que ello redundará es una mejor administración de los recursos pesqueros existentes en el país como, asimismo, es una mayor seguridad para las naves y sus tripulantes. Precisó, finalmente, que el proyecto que modificará la Ley General de Pesca debiera ingresar próximamente al Congreso Nacional para su tramitación y solicitó, desde ya, el apoyo parlamentario para incorporar los referidos dispositivos en las naves artesanales a las cuales se ha referido.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro, expresó que el problema de fondo que esta inserto en esta temática es el ordenamiento integral de la pesca artesanal que se desarrolla en el país, constituyendo un debate pendiente. Añadió que el tema de la fiscalización no está en debate, ya que la actual institucionalidad debiera ser suficiente para lograr ese objetivo, por lo que puntualizó que el establecimiento del dispositivo debiera ser planteado en otra oportunidad.


A su turno, el Honorable Senador señor Escalona recordó que cuando se discutió este tema en el Senado planteó su sorpresa ya que en su concepto la instalación de estos dispositivos era ajena a la idea matriz del proyecto.


Agregó que unos de los temas en discusión dice relación con el equilibrio que debe existir entre la pesca industrial y la pesca artesanal, y que, a vía ejemplar, en la Región de Los Lagos este último sector siente que está afectado en su sobrevivencia.


Por esas razones, estimó que no resulta adecuado establecer en esta iniciativa la obligación de instalar estos dispositivos en las embarcaciones artesanales.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Campos, en un análisis similar al anterior, y reconociendo el derecho que le asiste al Senador señor Larraín para presentar ese tipo de normas, señaló que esta disposición no fue consultada con las principales organizaciones representativas del sector existentes en el país y que tampoco, como si ocurrió con otras materias reguladas en esta iniciativa, tuvo una adecuada coordinación entre ambas Cámaras.


Además, agregó, su introducción va en directo perjuicio de los pescadores artesanales de la Región del Biobío, por lo que adelantó su voto en contra de esta disposición.


La Honorable Diputada señora Pacheco, fue de la idea, y sugirió que se adoptase ese procedimiento, que cuando se discuta en nuestro país el futuro de la pesca artesanal se constituya una mesa de trabajo de manera de que los principales temas que afectan al sector sean debidamente analizados.


El Honorable Diputado señor Santana expresó, en relación con el tema de la fiscalización, que sería una de los objetivos que tendría la instalación del dispositivo, que existe en la actualidad un problema de desconfianza, que es urgente enfrentar, ya que es necesario realizar un adecuado control del tipo de embarcaciones y de los recursos de que se trata, en relación con lo que le corresponde realizar.


- Puesto en votación el número 10, nuevo, aprobado por el Senado, fue rechazado por siete votos contra dos. Votaron por su rechazo, los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag y los Honorables Diputados señores Ascencio, Campos, Santana y Ulloa, y lo hicieron a favor, los Honorables Senadores señores Horvath y Larraín.

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, la siguiente proposición:

Artículo 1°

Número 7

Letra b)


Aprobar la disposición de la Honorable Cámara de Diputados, propuesta en el primer trámite constitucional, que es del siguiente tenor:


“b) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:



“a) Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. 


En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.


Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque, debidamente recepcionado por el Servicio, conforme al artículo 63 de esta ley.”. (Mayoría 7x2).
Número 10, nuevo


Rechazar la norma propuesta por el Senado, en el segundo trámite constitucional (Mayoría 7x2).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En caso de aprobarse la proposición de la Comisión Mixta, y sólo a título meramente ilustrativo, el proyecto de ley quedaría como sigue.

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1.- En su artículo 2°: 


“a) Intercálanse en el párrafo primero del numeral 14), a continuación de la expresión “camarotes,”, la expresión “puente,”, y a continuación de la locución “50 metros cúbicos”, las frases “y de un francobordo mínimo de 200 milímetros a lo largo de toda su eslora, que dé garantías de seguridad y navegabilidad.”.


b) Sustitúyese el primer párrafo de la letra a) del número 28, por la siguiente:


“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica constituida en los términos establecidos en el inciso segundo de este numeral o la comunidad en los términos que establece el Código Civil, propietarios de hasta dos embarcaciones artesanales.”.


c) En el número 39, introdúcense las siguientes modificaciones:


i) Intercálase, a continuación de la palabra “pesquerías”, la expresión “con sus respectivos artes y aparejos de pesca”.


ii) Incorpórase la siguiente frase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El Registro será público y estará disponible en la página de dominio electrónico del Servicio actualizado al mes de junio de cada año.”.


2. Agrégase en la letra a) del artículo 3° el siguiente párrafo final:


“Sin perjuicio de lo anterior, el decreto que establezca la veda podrá señalar un periodo referencial respecto de su duración, quedando condicionado su inicio y término a la verificación de determinados indicadores biológicos. La verificación de los indicadores deberá comunicarse por la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.”.


3. Reemplázase el inciso tercero del artículo 50, por los siguientes:


“En el caso en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal para las especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, ella deberá extenderse, simultáneamente, a todas las regiones del país.


En los casos en que se suspenda transitoriamente la inscripción en el Registro Artesanal, conforme a lo señalado en los incisos anteriores, se paralizará, también, mientras dure tal medida, la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones industriales. Las naves industriales autorizadas para operar en estas pesquerías quedarán afectas a lo establecido en el régimen de pesquerías declaradas en estado de plena explotación.”.


“4. Agregase al artículo 50 los siguientes incisos finales:


“Las modificaciones de las embarcaciones artesanales inscritas en pesquerías con acceso cerrado o suspendido, de conformidad con los artículos 33 y 50, que importen un aumento de sus características principales, se someterán al procedimiento de sustitución de esta ley. En caso de que las modificaciones antes referidas correspondan a embarcaciones inscritas sólo en pesquerías con acceso abierto, se entenderán aquéllas como modificación a la inscripción en el Registro Artesanal, de conformidad al reglamento correspondiente.


Con todo, ninguna modificación ni sustitución de una embarcación artesanal inscrita en una pesquería con acceso cerrado o suspendido podrá importar un aumento del esfuerzo pesquero, ya sea por las características de la embarcación o por la modificación o incorporación de nuevas artes, aparejos o implementos de pesca, según lo determine el reglamento.”.”.


5. En su artículo 50 A:


a) Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión “,en los últimos tres años.” por “en, a lo menos, dos años, consecutivos o no, en los últimos cuatro años.”.


b) Incorpórase, en el inciso undécimo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: 


“ni a los ascendientes del reemplazado, ni a los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, inclusive.”. 


c) Intercálase el siguiente inciso duodécimo, pasando el actual a ser el inciso final:


“Con todo, para los efectos de lo dispuesto en el inciso séptimo del presente artículo, se considerará acreditada la habitualidad durante el lapso en que la mujer se encuentre en estado de gravidez, así como aquél en que esté gozando del descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, inciso primero, del Código del Trabajo.”.


6. Agrégase al artículo 51 el siguiente inciso final:


“Las notificaciones de todas las actuaciones que digan relación con la inscripción podrán ser practicadas en el domicilio acreditado de conformidad con la letra c).”.”.


7. En su artículo 55:


a) Reemplázase su encabezado por el siguiente: 


“Artículo 55.- El Servicio Nacional de Pesca deberá, en el mes de junio de cada año, caducar la inscripción en el Registro Artesanal en los siguientes casos:” 


b) Sustitúyese la letra a) de su inciso primero por la siguiente:


“a) Si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados. 


En el evento que se configure una causal de caso fortuito o fuerza mayor, ésta deberá ser invocada ante el Servicio antes del vencimiento del plazo establecido en el inciso anterior, en cuyo caso el Servicio podrá autorizar la ampliación del plazo en hasta un año, contado desde el vencimiento del plazo de tres años antes indicado.


Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque, debidamente recepcionado por el Servicio, conforme al artículo 63 de esta ley.”. 



“c) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Si el pescador artesanal fuere condenado por alguno de los delitos que sancionan los artículos 135 o 136, o no mantiene los requisitos de inscripción establecidos en los artículos 51 o 52.”.”.


d) Agrégase la siguiente letra e) en su inciso primero:


“e) No contar con el certificado de navegabilidad otorgado por la Autoridad Marítima vigente por dos  años consecutivos.”.


e) Sustituyese los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“La inscripción quedará sin efecto por defunción del pescador artesanal. No obstante, su sucesión, mediante mandatario común, tendrá el derecho de presentar al Servicio, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la resolución que otorga la posesión efectiva, para que dicha autoridad proceda a asignar la inscripción a la persona que designe la sucesión y que cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 51 y 52 de esta ley. Con todo, la sucesión podrá optar, en el mismo plazo antes señalado, por mantener la inscripción a nombre de la comunidad hereditaria. Dentro del mismo plazo, la sucesión podrá reemplazar la inscripción conforme a las normas del artículo 50 A. 


En el caso que el causante hubiese tenido la categoría de armador artesanal, y durante el tiempo que transcurra entre el fallecimiento del mismo y el plazo indicado en el inciso anterior, la sucesión podrá asignar provisionalmente la inscripción en el Registro a la misma comunidad hereditaria o a una persona que reúna los requisitos establecidos en el artículo 51 de esta ley, quien podrá continuar desarrollando las actividades con la o las embarcaciones correspondientes a la inscripción del causante. Vencido el plazo antes señalado, sin que se hubiere efectuado la asignación definitiva, quedará sin efecto la inscripción. 


Con todo, si un pescador artesanal desaparece como consecuencia de un accidente ocurrido durante las faenas de pesca y no es posible ubicar su cuerpo, una vez transcurridos diez días de su búsqueda oficial, la sucesión mediante mandatario común podrá, previa acreditación de ese hecho, solicitar se le otorgue el derecho a reservar la vacante en forma provisoria, hasta por un plazo de cinco años o hasta que se inscriba la resolución que concede la posesión efectiva de sus bienes. Durante los mismos plazos, la sucesión podrá ejercer el derecho a que se refieren los incisos anteriores.”.


8. En su artículo 63:


“a) Reemplázase el inciso primero por los tres siguientes:


“Artículo 63.- Los armadores pesqueros, industriales o artesanales, al momento del desembarque, en Chile o en el extranjero, deberán informar al Servicio sus capturas por especies y áreas de pesca.


A la misma obligación dispuesta en el inciso anterior estarán sujetos los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo.


El reglamento determinará la forma y condiciones a que se ajustará el cumplimiento de las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes y la oportunidad en que habrán de cumplir la obligación de informar las personas mencionadas en el inciso segundo.”.”.

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“La información antes señalada deberá ser entregada a funcionarios del Servicio o a quienes éste designe.”.


c) Agregase los  siguientes incisos finales:


“Los recursos hidrobiológicos objeto de la información de desembarque o abastecimiento, a que se refieren los incisos anteriores, deberán ser de origen legal, entendiendo por tales, aquellos capturados o adquiridos cumpliendo la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile.”.


La información que se entregue de conformidad a este artículo, deberá ser completa, fidedigna y oportuna.”.


9. Incorpórase el siguiente artículo 63 bis:


“Artículo 63 bis.-  Los armadores pesqueros artesanales e industriales deberán informar la recalada de la nave, antes de su arribo a puerto, en los casos, forma y condiciones que establezca el Servicio mediante resolución.”.


10. En su artículo 66:


a) Elimínase la siguiente frase: “, en lo referente a la individualización de los agentes que participen en las actividades de pesca y acuicultura y de las embarcaciones autorizadas”, y


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Será incompatible la titularidad de una autorización de pesca con la inscripción en el Registro Artesanal.”.


11. En su artículo 113, reemplázase en su inciso primero el guarismo “30” por “3”.


12. Introdúcese el siguiente artículo 113 A:


“Artículo 113 A.- Será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal que no informe la recalada de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 63 bis.”.


13. En el inciso primero de su artículo 119,  intercálase, a continuación de la palabra “vedados”, la siguiente frase, antecedida de una coma:


“extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción”. 


14. Incorpórase el siguiente artículo 121:


“Artículo 121.- Será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales toda persona natural o jurídica que, sometida a fiscalización, de cualquier forma obstaculice, dificulte, impida o intente obstaculizar la labor de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca.”.


15. Agrégase el siguiente artículo 174, nuevo:


“Artículo 174.- La publicación en el Diario Oficial de las resoluciones y decretos dictados en el marco de esta ley, con excepción de los reglamentos, se efectuará en extracto, debiendo asimismo publicarse íntegramente en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría y del Servicio.


Para todos los efectos legales el acto administrativo de que se trate entrará en vigencia en la fecha de la última publicación del texto íntegro en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría o del Servicio.”.”.


“Artículo 2°.- Los armadores artesanales cuyas inscripciones hayan quedado sin efecto, por no haber acreditado ante el Servicio Nacional de Pesca su dominio sobre la o las embarcaciones que tengan inscritas en el Registro Artesanal o por no haberlas sustituido por otra u otras de su propiedad, de conformidad con lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº 19.984, podrán optar, dentro del plazo de doce meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley, por:


a) Acreditar el dominio de las respectivas embarcaciones.


b) Acreditar el dominio con una embarcación distinta de aquella cuya inscripción fue dejada sin efecto, la que deberá contar con matrícula y certificado de navegabilidad vigente otorgados por la Autoridad Marítima y ser de las mismas características náuticas principales de la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto. En este caso, la nueva embarcación sólo podrá inscribir aquellas pesquerías, con sus respectivos artes de pesca, que haya tenido inscritas la embarcación cuya inscripción fue dejada sin efecto.”. 


Lo dispuesto en el inciso anterior, sólo podrá ser solicitado por los armadores artesanales que hayan efectivamente operado e informado capturas al Servicio Nacional de Pesca dentro de los doce meses consecutivos anteriores a la fecha de término del plazo establecido en el inciso primero del artículo transitorio de la referida ley Nº 19.984. Para dicho efecto, la Subsecretaría publicará una nómina de los armadores que cumplan con el requisito de operación a que se refiere el presente inciso.


El armador que no figure en dicha nómina podrá reclamar de tal omisión ante el Subsecretario, quien deberá resolver dentro del plazo de treinta días.


El Servicio Nacional de Pesca procederá a inscribir a los armadores y sus embarcaciones que hayan acreditado las circunstancias indicadas en el inciso primero del presente artículo, en las mismas categorías y pesquerías que hayan sido dejadas sin efecto por la aplicación de los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la ley Nº 19.984. Para estos propósitos, se presume de derecho que la fecha de la inscripción otorgada en virtud del presente artículo corresponde a la de la inscripción que, como consecuencia de lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo transitorio de la citada ley, fue dejada sin efecto. 


En el caso de las embarcaciones inscritas en pesquerías sometidas al régimen artesanal de extracción, la Subsecretaría de Pesca deberá considerar, para el año calendario de su inscripción, realizada conforme al inciso anterior, el coeficiente relativo de participación que a dicha embarcación le hubiera correspondido de haberse encontrado ella vigente al momento de aplicarse el régimen antes indicado.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4, 9 y 18 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente) (Carlos Ignacio Kuschel Silva) Carlos Bianchi Chelech (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Camilo Escalona Medina, Hernán Larraín Fernández y Hosaín Sabag Castillo y de los Honorables Diputados señores Cristián Campos Jara, Carlos Recondo Lavanderos, Alejandro Santana Tirachini, Jorge Ulloa Aguillón y Matías Walker Prieto (Gabriel Ascencio Mansilla).


Sala de la Comisión, a  de 30 de mayo de 2011.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
pog/jch
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� El Consejo de Organizaciones de Pescadores Artesanales de los Fiordos y Archipiélagos de Aysén, CORFAPA A.G., formuló sus observaciones por escrito, las que se reseñan en este informe.


� La norma vigente dispone que dicha caducidad se produce cuando el pescador artesanal no realiza las actividades correspondientes a su inscripción por un año continuo. Agrega el precepto que salvo cuando ocurra caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditada, el Servicio autorizará por una sola vez una ampliación de plazo, la que será de hasta un año, contado desde la fecha de término del cumplimiento de un año de la suspensión de actividades.





�  Uno, es el proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría y del ex Senador señor Naranjo, que establece la obligación de portar un dispositivo de posicionamiento satelital en las naves de pesca artesanal que indica, correspondiente al Boletín N° 6.684-03, ingresado al Senado el 1 de septiembre de 2009, y el segundo, es el proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría, que establece la obligación de portar un dispositivo de posicionamiento satelital en las naves de pesca artesanal que indica, correspondiente al Boletín N° 3.940-03, presentado el 2 de agosto de 2005, y archivado el 18 de marzo de 2010.
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